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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Rodrigo Valdés Pulido; Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán; Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez Ojeda; del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, y del Deporte, señor Pablo Squella Serrano.
Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:21, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 1ª y 2ª, ordinarias, en 14 y 15 de marzo del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Quince de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el primero retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que establece el 6 de abril de cada año como Día Nacional del Deporte para el Desarrollo y la Paz (boletín N° 10.550-29).



Con los trece siguientes retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificándola de “suma”, para la tramitación de las iniciativas señaladas a continuación:



1) Proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (boletín N° 6.499-11).



2) Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (boletín N° 7.550-06).



3) Proyecto de ley que introduce modificaciones al marco normativo que rige las aguas en materia de fiscalización y sanciones (boletín Nº 8.149-09).



4) Proyecto que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (boletín N° 8.584-15).



5) Proyecto de ley que crea el Ministerio de la Cultura (boletín N° 8.938-24).



6) Proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura en Pequeña Escala (INDESPA) (boletín N° 9.689-21).



7) Proyecto de reforma constitucional en lo que respecta a la fecha en que el Presidente de la República rinde cuenta al país del estado administrativo y político de la Nación ante el Congreso Pleno (boletines números 9.741-07, 10.728-07 y 10.951-07, refundidos).



8) Proyecto de ley que regula el desarrollo integral y armónico de caletas pesqueras a nivel nacional y fija normas para su declaración y asignación (boletín N° 10.063-21).



9) Proyecto de ley que otorga nuevas atribuciones al Ministerio de Desarrollo Social, en materia de niñez, y crea la Subsecretaría de la Niñez, dependiente de la misma Cartera (boletín N° 10.314 -06).



10) Proyecto de ley que reduce los aranceles para la importación de mercancías que contribuyen al crecimiento verde y al desarrollo sostenible (boletín N° 10.394-05).



11) Proyecto de ley que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (boletín N° 10.482-21).



12) Proyecto de ley que establece un nuevo gobierno corporativo de la Empresa Nacional del Petróleo (boletín N° 10.545-08).



13) Proyecto de ley que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.” (boletín N° 10.647-09).



Con el último hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley que fortalece la composición de los tribunales que indica al asignar una dotación adicional de 110 jueces (boletín N° 10.611-07).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero comunica que ha elegido Presidente al Honorable señor Fidel Espinoza Sandoval y Primer y Segundo Vicepresidentes a los Honorables señores Enrique Jaramillo Becker y Jorge Sabag Villalobos, respectivamente.



--Se toma conocimiento.



Con el segundo informa que ha aprobado el proyecto que modifica la ley N° 17.798, sobre control de armas, con el objeto de fortalecer su institucionalidad (boletines números 5.254-02, 5.401-02, 5.456-02, 9.035-02, 9.053-25, 9.073-25, 9.079-25, 9.577-25 y 9.993-25, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a las Comisiones de Defensa Nacional y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile:


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable señor Navarro, acerca de diversos antecedentes relativos al control migratorio.



--Queda a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.564, normativa marco de Bomberos de Chile, a fin de establecer un procedimiento simplificado para obtener permisos de edificación de inmuebles destinados a cuarteles de los cuerpos de Bomberos (boletín N° 10.990-14) (Véase en los Anexos, documento 2).


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República con el que solicita el acuerdo del Senado para nombrar ministra suplente del Segundo Tribunal Ambiental a la señora Ximena Insunza Corvalán (boletín N° S 1.919-05) (con la urgencia prevista en el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Véase en los Anexos, documento 3).


De la Comisión Mixta encargada de proponer la forma y modo de superar las discrepancias registradas en la tramitación del proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (boletín N° 6.499-11) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Quedan para tabla.
Mociones



De los Honorables señor Navarro, señora Pérez San Martín y señor Quintana, con la que inician un proyecto de ley para modificar el artículo 390 del Código Penal a fin de ampliar el tipo del parricidio a las relaciones de pareja sin convivencia (boletín Nº 11.164-07) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables señores Tuma, De Urresti, Harboe, Lagos y Matta, con la que proponen un proyecto de ley en materia de prevención de incendios y recuperación de bosques por parte de las empresas forestales (boletín Nº 11.165-01) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Agricultura.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables señor Ignacio Walker, señoras Goic, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer, y señores Araya, Bianchi, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Harboe, Horvath, Matta, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Patricio Walker y Zaldívar, por medio del cual le solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, se sirva expresar el apoyo de Chile a la propuesta del Secretario General de la OEA para suspender la participación de la República Bolivariana de Venezuela en ese organismo internacional si en un plazo determinado no se convoca a elecciones libres, informadas y democráticas (boletín N° S 1.922 -12) (Véase en los Anexos, documento 7).


De las Honorables señoras Muñoz y Van Rysselberghe y los Senadores señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Matta, Montes, Ossandón, Quintana, Quinteros, Rossi y Tuma, por medio del cual le solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, haga uso de sus facultades a fin de rechazar el pronunciamiento del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad respecto de la revisión de la norma primaria de dióxido de azufre (boletín N° S 1.923-12) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Quedan para ser votados en su oportunidad.

Comunicaciones



Del Comité Demócrata Cristiano, con la que propone a la Sala la elección del Honorable señor Ignacio Walker Prieto como integrante de la Comisión de Ética y Transparencia del Senado, en reemplazo del Honorable señor Andrés Zaldívar Larraín.



--Se aprueba la designación.



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, mediante la cual informa que ha elegido Presidente al Honorable señor Rabindranath Quinteros Lara.



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, por la cual anuncia que eligió Presidenta a la Honorable señora Carolina Goic Boroevic.



--Se toma conocimiento.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento han llegado a la Mesa los siguientes documentos:

Oficio



De la Honorable Cámara de Diputados:


Con el que comunica que ha aprobado el proyecto de ley que extiende y modifica la cotización extraordinaria para el seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, y crea el fondo que financiará el seguro para el acompañamiento de niños que indica (boletín N° 11.161-13) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social y a la de Hacienda, en su caso.

Informe y certificado


De la Comisión de Educación y Cultura y certificado de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales que rigen al sector educativo, en materia de subvención escolar preferencial, Sistema de Desarrollo Profesional Docente y situación de becarios de posgrado (boletín N° 11.128-04) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véanse en los Anexos, documentos 10 y 11).


--Quedan para tabla.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)--------------(

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Sí, Su Señoría.

El señor WALKER (don Ignacio).- Pido someter a votación en seguida el proyecto de acuerdo sobre Venezuela del cual se acaba de dar cuenta, que presentamos ayer más de veinte Senadores, en forma muy transversal, con motivo de una proposición del Secretario General de la OEA, señor Luis Almagro.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si no hay objeciones, así se hará.



Acordado.

SUSPENSIÓN DE REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA EN ORGANIZACIÓN DE ESTADOS AMERICANOS DE NO MEDIAR ELECCIONES LIBRES, INFORMADAS Y DEMOCRÁTICAS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Conforme a lo resuelto por la Sala, corresponde ocuparse en el proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señor Ignacio Walker, señoras Goic, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer, y señores Araya, Bianchi, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Harboe, Horvath, Matta, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Patricio Walker y Zaldívar, por medio del cual se le solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, se sirva expresar el apoyo de Chile a la propuesta del Secretario General de la OEA para suspender la participación de la República Bolivariana de Venezuela en este organismo internacional si en un plazo determinado no se convoca a elecciones libres, informadas y democráticas.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.922-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 4ª, en 22 de marzo de 2017.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La medida a la cual se hace referencia se aplicaría sobre la base de los artículos 20 y 21 de la Carta Democrática Interamericana si la República Bolivariana de Venezuela no convocara a comicios libres, informados y democráticos en un plazo no superior a treinta días.

El señor MOREIRA.- “Si le parece”, señor Presidente.

El señor WALKER (don Patricio).- “Si le parece”.

ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En caso de no haber reparos, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.



--(Aplausos en la Sala).

V. FÁCIL DESPACHO

DÍA NACIONAL DEL DEPORTE PARA EL DESARROLLO Y LA PAZ

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el 6 de abril de cada año como Día Nacional del Deporte para el Desarrollo y la Paz, con informe de la Comisión de Educación y Cultura, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (10.550-29) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 13ª, en 4 de mayo de 2016 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Educación y Cultura: sesión 2ª, en 15 de marzo de 2017.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión discutió la iniciativa en general y en particular por tratarse de aquellas de artículo único. La aprobó en general por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorable señora Von Baer y Senadores señores Quintana, Rossi e Ignacio Walker, y lo hizo en particular, con las modificaciones que señala, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorable señora Von Baer y Senadores señores Quintana e Ignacio Walker.



El texto propuesto se consigna en el informe y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.



Nada más.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión general y particular a la vez.



Ofrezco la palabra.

El señor MOREIRA.- “Si le parece”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, seré muy breve.



Habiendo tenido la experiencia de visitar la Isla de Pascua, quisiera consignar una sensación que no es menor en nuestros pueblos originarios, entre ellos aquel que la habita. En algún momento, en una conversación informal, su gente me hizo ver que se siente muy chilena cada vez que le toca jugar a la selección nacional de fútbol y que comparte el fervor y entusiasmo que el equipo despierta. Pero, por ahí, una autoridad me preguntó: “¿Dónde cree usted que se encuentran los mejores nadadores? Están acá. Y nosotros no tenemos ninguna posibilidad de pertenecer a la élite del país en un ámbito como el de la natación, por ejemplo”.



Y, así, en nuestras etnias hay muchos con habilidades particulares para el desempeño de una actividad deportiva que se hallan en esa situación.



Entonces, como nos acompaña precisamente la autoridad competente, solicito que el Ejecutivo considere, en relación con determinadas áreas en que sabemos que contamos con personas de un desarrollo físico especial, la idea de materializar al menos un porcentaje o una cuota para que estas puedan ser parte de las selecciones nacionales en distintas ramas del deporte.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, voy a votar a favor del proyecto de ley. Creo que obedece a una inspiración interesante para todo el deporte.



Sin embargo, quiero aprovechar de expresar mi preocupación por el hecho de que al titular de la Cartera le estoy pidiendo desde hace dos meses, por escrito y verbalmente, que me reciba. Comprendo que asumió su cargo hace poco tiempo, pero los órganos del Estado merecen cierto respeto. Este es el Senado. Seguramente tendrá que venir alguna vez más. Estimo que la demora es un “poco mucha”. Así que solicito formalmente, en esta Corporación, que podamos reunirnos en alguna oportunidad.



No iré a generarle problemas. Le plantearé específicamente algo que ya sabe respecto del rally Dakar y de la Región de Atacama.



Insisto en la conveniencia de que mantengamos un trato deferente, porque, si no, me veré obligado a repetir lo que he hecho en otras oportunidades en el sentido de no dejar entrar a los Subsecretarios.



Repito que dos meses me parecen demasiado tiempo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En todo caso, cuando se registre una situación de ese tipo, conviene que Su Señoría se la haga ver a la Mesa, para representarla al Ejecutivo.

El señor PROKURICA.- Lo señalaré especialmente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, se acogerá la iniciativa.



--Por unanimidad, se aprueba en general y en particular el proyecto.
La señora PÉREZ (doña Lily).- ¡Iba a pedir que votáramos, señor Presidente!
DÍA NACIONAL DEL LOCUTOR

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el 14 de abril como Día Nacional del Locutor, con informe de la Comisión de Educación y Cultura.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.303-24) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 84ª, en 22 de diciembre de 2015 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Educación y Cultura: sesión 58ª, en 26 de octubre de 2016.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo que se persigue es instituir el 14 de abril de cada año como Día Nacional del Locutor, a fin de otorgar, así, un reconocimiento a miles de hombres y mujeres que, con sus voces, unen a nuestro país, y rendir un homenaje póstumo al destacado locutor Petronio Romo, fallecido el 14 de abril de 2010.



La Comisión discutió la iniciativa en general y en particular, por tratarse de aquellas de artículo único, y, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Von Baer y señores Quintana, Rossi e Ignacio Walker, la aprobó en los mismos términos en que fue despachada por la Cámara de Diputados.



El texto propuesto se consigna en el informe.



Nada más.

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, es solo una cuestión de Reglamento.



La Comisión de Constitución comenzó hoy el estudio del proyecto de ley, iniciado en mensaje, que regula la protección y el tratamiento de los datos personales y crea la Agencia de Protección de Datos Personales (boletín 11.144-07) y, a la vez, de la moción que presentamos sobre el mismo asunto (boletín 11.092-07).



Se consultó con el Ejecutivo y los miembros del órgano técnico -que somos, además, los autores de la segunda iniciativa- la posibilidad de refundirlos, y todos estuvimos de acuerdo al respecto, razón por la cual le solicito a la Mesa recabar la autorización de la Sala para proceder a hacerlo y tratar ambos textos en conjunto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para ello?



Acordado.

)--------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión general y particular a la vez el proyecto que establece el Día Nacional del Locutor.



Ofrezco la palabra.

La señora ALLENDE.- Hay acuerdo unánime.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si no hay objeciones,…

La señora PÉREZ (doña Lily).- Votemos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 19 votos a favor, se aprueba en general y en particular el proyecto.



Votaron las señoras Allende, Lily Pérez y Von Baer y los señores Bianchi, De Urresti, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Matta, Moreira, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Los Honorables señores Chahuán y Letelier dejan constancia de su intención de voto a favor.

DÍA NACIONAL DE LA CIENCIA Y LA TECNOLOGÍA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Girardi, señora Goic y señores Chahuán, Coloma y De Urresti, en primer trámite constitucional, para establecer el Día Nacional de la Ciencia y la Tecnología, con informe de la Comisión de Desafíos del Futuro, Ciencia, Tecnología e Innovación.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.906-19) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señor Girardi, señora Goic y señores Chahuán, Coloma y De Urresti):



En primer trámite: sesión 51ª, en 28 de septiembre de 2016 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Desafíos del Futuro, Ciencia, Tecnología e Innovación: sesión 67ª, en 22 de noviembre de 2016.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo que se persigue es declarar el 10 de abril de cada año como Día Nacional de la Ciencia y la Tecnología.



La Comisión discutió el proyecto solo en general, y, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Coloma, De Urresti y Girardi, acogió la idea de legislar.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en el primer informe.



Nada más.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En la discusión general, ofrezco la palabra.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (23 votos a favor) y, por no haber sido objeto de indicaciones, queda también aprobado en particular y despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Lily Pérez y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Horvath, Lagos, Matta, Montes, Moreira, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Letelier.
)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Quiero hacerle presente a la Sala que el Gobierno ha solicitado que tratemos hoy un proyecto misceláneo de educación que acaba de ser despachado por la Comisión de Hacienda, debido a la urgencia de los temas que plantea: la subvención escolar preferencial, el Sistema de Desarrollo Profesional y la situación de becarios de posgrado.



¿Habría acuerdo para incluirlo en la tabla una vez terminado el Fácil Despacho?



Acordado. 

ESTABLECIMIENTO DE PROCEDIMIENTO SIMPLIFICADO PARA REGULARIZACIÓN DE EDIFICACIONES DE BOMBEROS DE CHILE
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto, iniciado en moción de los Senadores señores Quintana, García, Lagos, Montes y Patricio Walker, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.564, Ley Marco de los Bomberos de Chile, a fin de establecer un procedimiento simplificado para obtener permisos de edificación de inmuebles destinados a los cuarteles de los Cuerpos de Bomberos, con informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.


--Los antecedentes sobre el proyecto (10.990-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Quintana, García, Lagos, Montes y Patricio Walker):


En primer trámite: sesión 70ª, en 24 de noviembre de 2016 (se da cuenta).


Informe de Comisión:



Vivienda y Urbanismo: sesión 4ª, en 22 de marzo de 2017.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto es permitir a Bomberos de Chile acoger sus edificaciones que no cuenten con permiso de construcción o recepción definitiva a un procedimiento especial de regularización.



La Comisión de Vivienda y Urbanismo discutió en general y en particular esta iniciativa legal, por ser de artículo único. No obstante lo anterior, acordó proponer a la Sala que la discuta solo en general y fije un plazo de indicaciones, con el propósito de introducirle los perfeccionamientos necesarios con ocasión del segundo informe.



La referida Comisión aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Montes, Moreira, Ossandón y Tuma, y aprobó el proyecto en particular con las enmiendas que consigna por la unanimidad de sus integrantes.



Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, en mi calidad de Presidente de la Comisión de Vivienda, tengo la grata misión de destacar la labor de todos mis antecesores.



Este proyecto, que está en primer trámite constitucional, se inició en una moción de los Senadores Quintana, García, Lagos, Montes y Patricio Walker; consta de un artículo único que enmienda la ley N° 20.564, que establece la Ley Marco de los Bomberos de Chile (fue aprobada durante el Gobierno del ex Presidente Piñera), y tiene por finalidad permitir a la institución acogerse a un procedimiento especial de regularización respecto de aquellas edificaciones que, en lo sustantivo, carezcan de permiso de construcción o de recepción definitiva.



Durante la tramitación de esta iniciativa se contó en forma permanente con la asistencia de los Senadores José García y Ricardo Lagos.



Asimismo, concurrieron, especialmente invitados: 



-De la Junta Nacional del Cuerpo de Bomberos de Chile, su Presidente, señor Miguel Reyes, y el asesor jurídico, señor Fernando Recio.



-Del Cuerpo de Bomberos de Temuco, el Superintendente, señor Leonel Nualart; el Inspector del Departamento de Proyectos y Obras, señor Jaime Gatica, y el Director de la Tercera Compañía, señor Carlos Gómez.



-También participó el arquitecto de la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señor Ricardo Leñam.



Es decir, durante la discusión de este proyecto -recalco: iniciado por los Senadores Quintana, García, Lagos, Montes y Patricio Walker- fueron escuchados los Bomberos de Chile.



Cabe destacar que estos parlamentarios formularon una indicación sustitutiva en torno a la cual versó el debate en particular. Ella persigue el mismo objetivo que la moción original, pero con una redacción distinta. Esta indicación fue aprobada unánimemente, con modificaciones menores tendientes a perfeccionarla. En lo medular, permite a los Cuerpos de Bomberos y a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, propietarios o comodatarios de bienes raíces urbanos o rurales destinados a sus fines propios, regularizar la situación de las edificaciones existentes dentro del plazo de tres años, contados desde la publicación de este cuerpo legal, cumpliendo con determinadas normas de la ley N° 20.898, una de las normativas más recientes en materia de regularización de vivienda.



Ahora bien, no obstante aprobar en general y en particular esta iniciativa, la Comisión de Vivienda ofició a la señora Ministra del ramo con la finalidad de consultarle si existe disponibilidad del Gobierno para presentar una indicación orientada a que las regularizaciones de que trata el proyecto sean exceptuadas del pago de los derechos municipales correspondientes, o bien, puedan ser objetos de una rebaja.



Al respecto, los representantes de esa Cartera hicieron saber que estaban realizando las gestiones pertinentes ante el Ministerio de Hacienda.



Esperamos que dicho Ministerio acoja esta justa petición, hecha en favor de los Bomberos de Chile.



Finalmente, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, teniendo en cuenta que la iniciativa ya fue aprobada en general y en particular en esa instancia, acordó solicitar a la Sala que la discuta solo en general y que se fije un breve plazo de indicaciones -sugerimos el 7 de abril próximo para ese efecto-, con el propósito de introducirle los perfeccionamientos necesarios, como el enunciado precedentemente, con ocasión del segundo informe.



Quiero destacar también la participación del ex Presidente de la Comisión, el Senador Eugenio Tuma, quien condujo acertadamente el debate. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, el terremoto y el maremoto del 27 de febrero del 2010 dañaron también, entre muchos otros bienes, cuarteles de bomberos, los cuales quedaron semi o completamente destruidos.



Al querer reconstruir y reparar estos inmuebles que tanto bien hacen a la ciudadanía, poco a poco se fue develando que un porcentaje importante de ellos no contaba con la recepción por parte de las respectivas direcciones de obras. Y, al intentar regularizar la situación, se advirtió que de aplicarse la normativa de la Ley General de Urbanismo y Construcciones la mayoría de esos cuarteles no iban a poder reconstruirse. 



De hecho, muchos no han podido hacerlo.



Entonces, lo que hace este proyecto de ley es permitir a las edificaciones de Bomberos de Chile acogerse a la normativa de regularización de construcción de pequeña propiedad, la cual, como decidimos en su momento, permite regularizar no solo viviendas, sino también equipamientos comunitarios y algunos establecimientos comerciales, particularmente de artesanía y pequeños emprendimientos.



Ese es el fondo del proyecto: permitir que Bomberos pueda regularizar sus instalaciones ante las direcciones de obras mediante una suerte de “Ley del Mono”, para que de esa manera pueda obtener los recursos que le permitan construir o reconstruir los cuarteles que fueron destruidos con ocasión del terremoto y el maremoto del 27F.



Pero esto significa mucho más, porque la normativa también se podrá aplicar a aquellos recintos que no fueron afectados por el terremoto o maremoto y que tampoco se hallan regularizados.



Por eso, yo considero que esta es una muy buena iniciativa (originalmente fue planteada por el Senador Jaime Quintana) y creo que al aprobarla en general -como vamos a hacer hoy día- y darnos un pequeño espacio de tiempo para presentar indicaciones o para que el Ejecutivo nos haga llegar alguna que permita eximir de los derechos municipales a estas nuevas obras, vamos a lograr en definitiva disponer de una normativa nueva que facilitará enormemente el trabajo de nuestros Cuerpos de Bomberos a lo largo y ancho del país.



Voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Hago presente a la Sala que estamos en Fácil Despacho y que tengo todavía a dos Senadores inscritos para hacer uso de la palabra: los señores Tuma y De Urresti.



Luego voy a hacer un planteamiento que dice relación con el Reglamento.

El señor TUMA.- Señor Presidente, le pido que abra la votación. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No habría problema. Estamos en Fácil Despacho.



Si le parece a la Sala, abriremos la votación.



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, en mi calidad de Presidente de la Comisión de Vivienda me correspondió avanzar en este proyecto de ley, colocarlo en tabla y cursar las invitaciones correspondientes a quienes ya nombró el Senador Moreira.



Yo saludo esta iniciativa porque Bomberos de Chile, que es una institución tan apreciada por la ciudadanía, no cuenta con las facilidades que otorgan otros proyectos de ley -de algunos de ellos hemos sido autores con otros Senadores- que regularizan la vivienda y las instituciones comerciales o asociaciones comunitarias.



Por nuestra parte, formulamos una indicación sustitutiva. Tal como planteaba originalmente la iniciativa, se aplicaría la “Ley del Mono” a estas edificaciones con el propósito de simplificar su regularización. Pero presentamos la indicación sustitutiva para perfeccionar la norma con la aplicación de la ley N° 20.898, lo cual la hace mucho más segura y permite que Bomberos de Chile pueda regularizar todos y cada uno de sus inmuebles en el país.



El Presidente Nacional de Bomberos de Chile, don Miguel Reyes, nos señaló que contaban con cerca de dos mil instalaciones, de las cuales casi un tercio requerían ser regularizadas. Una vez obtenida dicha regularización van a poder seguir invirtiendo en ellas y mejorándolas, en lo que sentirán no solo el apoyo del Parlamento, sino también el respaldo que siempre les ha expresado la ciudadanía. 



Me alegro de haber ayudado, en mi calidad de Presidente de la Comisión de Vivienda, a acelerar la tramitación de este proyecto tan significativo para Bomberos de Chile.



Voto favorablemente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, en mi época de Diputado fui uno de los autores de la Ley Marco de los Bomberos de Chile. En aquel tiempo creamos una Comisión Especial para llevar a cabo un seguimiento a una serie de deficiencias que presentaba esa institución, que es tan importante.



Felicito que exista unanimidad en este tipo de planteamientos, para los efectos de buscar un procedimiento simplificado que permita obtener permisos de edificación de inmuebles destinados a cuarteles de los Cuerpos de Bomberos. 



Sin embargo, el trabajo no solo debiera estar coordinado con el Ministerio de Vivienda, lo cual me parece bien, o con las municipalidades, a fin de conseguir la exención o un procedimiento más simplificado; también debiera estarlo -y me permito sugerírselo a los miembros de la Comisión de Vivienda- con el Ministerio de Bienes Nacionales. Son muchos los cuarteles e instalaciones de bomberos que se ubican en terrenos que son bienes de uso público o bienes fiscales, y muchas veces resulta más complicado regularizar esa situación.



Sé que el Ministerio está dando pasos concretos en el sentido de regularizar, pero surgen inconvenientes porque en muchas oportunidades las instalaciones se hallan en terrenos privados con régimen de sucesión -o sea, sin que se pueda establecer el titular exacto del dominio- o en bienes fiscales. También ocurre que los cuarteles aparecen a nombre de otras instituciones.



Entonces, si no regularizamos, si no disponemos de un procedimiento simplificado, si no tenemos lo que en materia de vivienda se ha denominado la “Ley del Mono” para facilitar esta situación, estaremos entorpeciendo la regularización de los propios cuarteles, su mejoramiento e implementación adecuada.



Voto a favor haciendo referencia a la Comisión de Vivienda, instancia en la que se ha estado tramitando el proyecto -y se lo digo, por su intermedio, señor Presidente, a mi colega Tuma-, para que incorpore la situación ya descrita, toda vez que el permiso de edificación representa un aspecto, pero otro es la regularización. Y ahí tal vez lo podamos resolver a través de una indicación -el Ejecutivo nos podría ayudar-, con el objeto de llevar a cabo de mejor manera la regularización de los cuarteles.



Termino con lo siguiente.



Cuando se aprobó la ley N° 20.564, Ley Marco de los Bomberos de Chile, se buscó establecer un sistema para que esta institución, a lo largo y ancho del territorio, en todos sus cuerpos y compañías, tuviera una articulación, determinados tratamientos comunes, uniformidad de conceptos, no obstante la autonomía propia de cada uno de ellos. Y, precisamente, esta ley, vinculada a la simplificación del permiso de edificación, al saneamiento del terreno, permitiría contar con una línea de base de todos y cada uno de los cuerpos y compañías.



Voto a favor, señor Presidente, y solicito que se  invite a la Comisión a la señora Ministra de Bienes Nacionales, para avanzar en la línea que señalé.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, cuando propusimos este proyecto de ley buscábamos lo que ya han señalado los Senadores Tuma, quien presidió la Comisión de Vivienda durante la discusión en general, y De Urresti.



A mi juicio, esta es una norma bastante sencilla, que va a llevar tranquilidad -yo diría- a cientos de cuarteles de bomberos en Chile, cuyos terrenos no están regularizados.


Esto lo observamos cuando visitamos distintos cuarteles en La Araucanía. Ahí vimos que el gobierno regional, la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile adquirían material rodante, carros bomba y no había dónde guardarlos, porque para hacerlo se tenían que construir instalaciones, edificaciones que requerían contar con los permisos de los departamentos de obras y eso, claramente, no existía, lo que significa una dificultad, un costo muy alto.



Facultades como las que estamos discutiendo existen en la actualidad para favorecer a Carabineros -lo cual nos parece muy bien- y, por razones de seguridad, también a las Fuerzas Armadas. Sin embargo, Bomberos quedó fuera de estos beneficios y también de la exención.


Por eso propusimos esta iniciativa. 



Yo valoro el tiempo en que se la ha despachado y las facilidades que le han dado, especialmente, los Senadores de la Comisión de Vivienda.



Ha sido fundamental que la Ministra de Vivienda y Urbanismo, la señora Paulina Saball, y su equipo hayan entendido que es necesario despachar a la brevedad este proyecto. El Senado ya se pronunció sobre esta materia en el mes de noviembre, señor Presidente, durante la discusión del Presupuesto. Y aquí hay algo que no se ha dicho: según entiendo, la unanimidad de la Sala, en el marco de la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos, votó una glosa especial que se incorporó tanto en la Partida Ministerio del Interior como en la de Bienes Nacionales, para facilitar esta regularización. 



Hoy día, más de la mitad de los cuarteles de bomberos que no tengan regularizada su situación pueden recurrir a las oficinas del Ministerio de Bienes Nacionales o del Ministerio del Interior. 



Quiero aprovechar la discusión para solicitar que el Ministerio del Interior, donde radica la oficina de la Unidad de Bomberos, favorezca el proceso. Esto está vigente, está en la ley, señor Presidente. Lo aprobamos cuando usted presidía la Comisión Especial Mixta de Presupuestos. Y la glosa se planteó en esos términos, de manera que hoy solo resta autorizar la exención del pago. 



Esperamos que el proyecto vuelva a la brevedad a la Sala para que el Senado lo pueda despachar en el mes de abril.



Por lo tanto, voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, no hay ninguna discusión en cuanto a que resulta indispensable favorecer a una institución tan noble como Bomberos, cuyos voluntarios encarnan, quizás, el servicio público más puro que existe en nuestro país y en otras partes del mundo.



Este proyecto de ley representa, objetivamente, un beneficio para la institución, porque, como bien plantearon aquí otros señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, muchos Cuerpos de Bomberos no pueden regularizar su situación producto de que, o no poseen la propiedad del terreno donde se encuentran, o no tienen el permiso de construcción respectivo, o la autoridad no ha emitido el correspondiente informe de inundabilidad frente a la eventualidad de un tsunami que afecte el lugar, u otras razones.



Y llamo la atención acerca de que esta situación no solo la viven ellos; también miles de compatriotas en todo el país y miles de habitantes de la Región de Atacama que sufrieron el aluvión y donde el Ministerio de Obras Públicas aún no realiza los estudios de inundabilidad. E igualmente se da en los lugares donde ha habido tsunamis. 



Ahora estamos discutiendo la nueva ley de la ONEMI. Y es justamente ahí donde, con parlamentarios de distintos sectores políticos, incluido el Senador Navarro, que ha tenido una participación importante, hemos hecho presente lo siguiente. Hoy día, a través de un parche, estamos beneficiando a Bomberos, pero lo que debiéramos hacer es dar una solución para todos los afectados, para todos los chilenos que han sufrido una catástrofe, a fin de que puedan recuperar lo que han perdido y sea posible invertir, ya sea con dineros propios o a través de recursos fiscales.



Esta situación, señor Presidente, no es para ponerla como ejemplo.



Yo cito el caso de la Región de Atacama, donde los estudios sobre inundabilidad se licitaron recién en diciembre, a pesar de la insistencia al Ministro de Obras Públicas para que los apurara. O sea, miles de personas no pueden regularizar el estado de sus casas, no pueden recibir beneficios del Estado, porque la Contraloría no autoriza que se inviertan platas en un lugar que de nuevo baje una quebrada, o un río, o esté afecto a un aluvión o qué se yo. Y tampoco pueden invertir con recursos propios.



Las únicas 33 casas que se han construido en Atacama, señor Presidente, gracias a la Fundación Desafío Levantemos Chile, no cuentan con permiso de construcción. ¿Por qué? Por el problema que estoy señalando: no están hechos los estudios de inundabilidad. 



Entonces, este Senado, que en mi opinión ha dado ejemplo de debatir los temas a fondo, debiera establecer, en la nueva ley de la ONEMI o en otra, si les parece, plazos que no sean los que habitualmente se da la Administración Pública para emitir este tipo de informes en tiempos regulares, pues estos no son los que los chilenos pueden esperar cuando están viviendo en casas de emergencia, en carpas o en otras condiciones de similar naturaleza. 



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, seré muy breve.



Este proyecto, que lleva cinco o  seis años en tramitación, tiene como objetivo establecer la condición de vinculantes a los informes de seguridad de la ONEMI, del SERNAGEOMIN y el plano regulador para los efectos de las autorizaciones de habitabilidad o destinación de inmuebles. Hoy día no lo son. Claramente, en la actualidad no importa que un informe del SERNAGEOMIN declare un sector como de riesgo elevado. Y los municipios no cuentan con ningún instrumento para evitar que esas zonas sean ocupadas. 



Lo anterior es muy importante, a propósito de lo señalado por el Senador Prokurica. 



Este es un proyecto que favorece a Bomberos de Chile, pero debemos considerar que también existen situaciones similares en otros ámbitos.



Por eso,  junto con aprobar la iniciativa, debemos tener presente que existen otras figuras sociales e institucionales que no han podido resolver su condición de precariedad en lo relativo a permisos de edificación. Entre ellas, las iglesias evangélicas. 



Siento que debe haber un procedimiento de aplicación general. En este caso, el proyecto de ley está destinado a Bomberos de Chile, que lo necesita de manera urgente, y forma parte de las medidas que se prometieron durante los incendios forestales. Estoy de acuerdo en que hay que fortalecer a esta institución y por eso voy a votar a favor, pero en esta materia permanentemente estamos haciendo “leyes del mono” o leyes particulares para resolver la situación de entidades que se encuentran en la necesidad de conseguir permisos de difícil obtención y que paralizan las inversiones.



Voto a favor, señor Presidente, pero pienso que debiera haber, por parte del Ministerio de Vivienda, en conjunto con las autoridades municipales que dictan ordenanzas y las instituciones fiscalizadoras de los diseños de planificación urbana, una normativa que permitiera, no por ley, sino por una decisión de carácter regional y comunal, operar para resolver estos problemas.



Aquí tenemos un embudo, una verticalidad absoluta: para permitir que Bomberos construya de manera más eficiente y simplificada sus edificaciones, se requiere una ley. Ha llegado el momento de que esto esté en manos de las regiones y se aplique un procedimiento normado y regulado por los gobiernos regionales y los distintos municipios. Así evitaríamos tener que hacer una ley especial para cada caso.



Voto a favor. 



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (30 votos a favor) y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el viernes 7 de abril, a las 12.



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

PROYECTO SOBRE COTIZACIÓN EXTRAORDINARIA PARA SEGURO SOCIAL Y CREACIÓN DE FONDO PARA SEGURO DE ACOMPAÑAMIENTO DE NIÑOS Y NIÑAS. AUTORIZACIÓN PARA FUNCIONAMIENTO PARALELO CON LA SALA

El señor MONTES.- ¿Me permite, señor Presidente?
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Sí, señor Senador.
El señor MONTES.- Solicito autorización para que la Comisión de Hacienda sesione brevemente en paralelo con la Sala a fin de tratar una iniciativa que acaba de aprobar la Comisión de Trabajo y que debe quedar despachada antes del 31 de marzo para mantener los fondos del proyecto “Sana”. 

El señor COLOMA.- No, señor Presidente. 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- No hay unanimidad. 

El señor MONTES.- ¡Se va a caer un fondo!

La señora ALLENDE.- Así es.
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Algunos señores Senadores están pidiendo que se explique de qué se trata el tema.
El señor MONTES.- Le pido a la Senadora Adriana Muñoz, que estuvo presente en la discusión en la Comisión de Trabajo, que explique el proyecto.

La señora MUÑOZ.- Muy bien.
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Señor Presidente, el 31 de marzo vence la fecha para la prórroga de un fondo que acumula contribuciones de los trabajadores a las mutuales.



Esa es una parte del proyecto.  





La otra tiene por objeto crear un fondo distinto. La idea es traspasar aquellos recursos, en términos progresivos, a un fondo que permita financiar las licencias de los padres trabajadores que cuiden a hijos con enfermedades graves.


Entonces, si no despachamos el proyecto hoy día -la Comisión de Trabajo lo aprobó en general y en particular, aunque en este último caso con votos de abstención-, el 31 de marzo va a caer ese fondo y nos encontraremos con una serie de dificultades para echar a andar una gran iniciativa, que necesita recursos para financiar las licencias y permisos de padres y madres que quieran cuidar a hijos que padezcan enfermedades graves.


De ahí la urgencia para despachar el proyecto. 



Es lamentable que no se permita tramitarlo y así poder cumplir con las fechas establecidas.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).-
 Recabo nuevamente la unanimidad de la Sala.



Me ha pedido la palabra el Senador señor Coloma.
El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero hacer una reflexión a propósito de la petición que se ha formulado.



Acabo de enterarme, hace 25 segundos, de un proyecto que prorroga una ley que, entiendo, vence el 31 de marzo y lleva varios años. O sea, este es un Gobierno que debió haber sabido hace mucho tiempo que hay un fondo que vencía. ¿O estoy mal? 



Y entiendo que el proyecto fue ingresado ayer.

El señor PROKURICA.- Así es.

El señor COLOMA.- Entiendo, además, que hubo abstenciones en la Comisión de Trabajo, y que se trata de un problema complejo. 

El señor NAVARRO.- ¡Defendiendo al Senado! ¡Está bien!

El señor COLOMA.- ¡Ahora, si ustedes me dicen que nuestra Corporación es un buzón, que da lo mismo lo que se diga, que uno no tiene ni que pensar ni estudiar…!



Yo no sé, con todo respeto, si los Senadores han tenido ocasión de leer el proyecto, de estudiarlo, de ver si es correcto o no. 



Es refácil decir: “Usted va a ser culpable de lo que le ocurra a un conjunto de personas”. 



Lo único que uno pretende es que esta institución funcione lo más parecido a un parlamento, a un congreso. No pido otra cosa.



Entonces, ¡cómo un gobierno nos pide aprobar, en un tratamiento express, un fondo que no tenemos la menor idea qué pretende! 



Lo único que alcancé a preguntar es qué pasa si se aprueba una ley después del 31 de marzo. 



Señor Presidente, yo no quiero ser el pesado; quiero ser nada más que alguien que pide un mínimo de respeto por la institución. Porque después nos quejamos de que todas las leyes salen malas, que todo está errado, que no tuvimos tiempo de estudiar. 



Aquí nadie ha podido estudiar. ¡Imposible! Porque no estaba el proyecto. 



Entonces, si uno ejerce un derecho, un derecho mínimo, no me vengan a apuntar con el dedo como si fuera culpable de cometer no sé qué delito. 



Yo por lo menos quiero revisarlo, estudiarlo, en lo mínimo que se pueda. Estoy seguro de que es lo que la gente quiere de sus representantes: que actúen como parlamentarios. ¡Es lo único que piden! ¡No que actúen como buzones! 



No sé si es tan grave lo que estoy planteando, señor Presidente.

El señor QUINTANA.- ¡Está muy bien!

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Le voy a dar la palabra a la señora Ministra, que la ha solicitado, y después al Senador señor Larraín. 

La señora KRAUSS (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, con todo el respeto que me merece el Parlamento -porque, sin duda, se lo tengo-, debo señalar que el proyecto (aun cuando sean muchas y legítimas las apreciaciones que el Senador que acaba de intervenir tenga al respecto) no es muy diferente de los presentados los años 2004, 2011 y 2014 -sí, así es-, que buscaban prorrogar la cotización de carácter extraordinario que pagan los empleadores para la administración del seguro contra accidentes laborales y enfermedades profesionales. 



Hoy, después de haber trabajado con las propias mutuales, que plantearon la necesidad de continuar percibiendo esa tasa de carácter extraordinario, creada el año 1998 y que este Parlamento renovó y prorrogó en varias ocasiones -¡en varias ocasiones!-, se decidió permitirles a las mutuales seguir administrando los recursos provenientes de dicha cotización, destinada al financiamiento del referido seguro y que irá disminuyendo gradualmente, hasta su extinción definitiva, con el objeto de crear un fondo permanente, con las especificaciones que se señalan en el proyecto de ley sometido ahora a la decisión del Congreso, comprometiéndose el Gobierno a enviar, dentro del plazo de sesenta días -el que ratifico en forma categórica el día de hoy-, otra iniciativa para su estudio y votación, destinada a regular dicho fondo, el cual deberá financiar un seguro de carácter obligatorio para que todas las madres y padres que trabajen en los sectores público o privado puedan gozar de un subsidio, de una licencia médica, que les permita acompañar a sus hijos e hijas, mayores de un año y menores de 15 o 18 años, que estén sufriendo una situación catastrófica. 



Todos hemos escuchado, leído y recibido a madres y padres que se han visto enfrentados a ese tipo de circunstancias y que han demandado de todas las autoridades una decisión al respecto. 



Trabajando en conjunto con las mutualidades y sin generar tasas adicionales al empleador, quisimos ver qué podíamos hacer con esta cotización extraordinaria, cuya vigencia vence el próximo 31 de marzo. 



Entregamos una respuesta real, que no provoca tasas ni costos adicionales al empleo. 



De eso trata la iniciativa, la que, específicamente en su artículo 5, dice que su objeto es el proyecto “Sana”, que el Gobierno se compromete por ley a enviar en sesenta días. 



Muchas gracias. 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, el problema que presenta este proyecto -en cuya discusión ya participé en la Comisión de Trabajo- es que en realidad no se trata solo de la prórroga de una cotización extraordinaria, destinada a un fondo de contingencia que manejan las mutuales, sino también de la creación de un nuevo fondo para el acompañamiento de niños y niñas menores de edad que enfrentan condiciones graves de salud. Son dos proyectos distintos en uno solo. 



Respecto del tema de la prórroga, sobre todo después de las muchas que ya ha habido y aun cuando la que ahora se propone es definitiva, porque el referido fondo ya se constituyó con el 0,05 por ciento de las cotizaciones previsionales que se pagan a las mutuales, no hay ninguna dificultad. 



Sin embargo,  como muy bien indicó el Senador Coloma, se sabía hacía bastante rato el problema que ocurriría el 31 de marzo. Por lo tanto, bien se podría haber pedido la prórroga con antelación. Con todo, se podría llevar a cabo, ya que sería la última de las muchas que se han aprobado en el transcurso de varios años. 



A mí lo que me produce preocupación -y lo dije en la Comisión de Trabajo- es que estamos creando un fondo, que tiene muy buenos títulos -como bien señaló la Ministra-, porque existe un problema para ayudar a los padres que necesitan acompañar a sus hijos menores de edad. Por eso se crea un seguro obligatorio, etcétera -idea que la Presidenta anunció el 21 de mayo; no es una idea nueva-, pero el proyecto que lo reglamenta no se ha presentado. 



Se dice ahora -y es muy curioso también- que se va a crear un fondo, constituido por el 0,03 por ciento de las remuneraciones imponibles, previa disminución del 0,05 por ciento, que se empieza a traspasar a este nuevo fondo. O sea, solo el 0,03 por ciento, según se lee en el artículo 3 de la iniciativa, se va a destinar al proyecto “Sana”, de acompañamiento a los niños menores de edad afectados por una grave condición de salud. Y el artículo 4 establece que dentro de sesenta días se va a presentar otro proyecto de ley que regule dicho fondo. 



O sea, se está actuando en el orden inverso, porque una cosa es la prórroga, y otra distinta es la creación de un fondo, cuyas características desconocemos. 



Por lo tanto, se podría dar el absurdo, por lo menos conceptual o teóricamente, de que ese proyecto de ley no se aprobara. Probablemente no va a ser así; simplemente, estoy planteando por qué este es un error y una manera poco seria de legislar. Pero, como digo, se podría dar el caso de que, por algún misterioso motivo, aquel proyecto fuera rechazado y nos quedáramos con el fondo aprobado, sin poder utilizarlo. 



Tengo la impresión, señor Presidente, de que estamos frente a una buena iniciativa, como expresé en la Comisión de Trabajo, que va a contar con toda nuestra adhesión, pero no entiendo por qué nos piden aprobar, sin discutir, determinada idea de legislar. Porque yo podría plantear muchas ideas buenas, pero todos queremos que estas se conviertan en proyectos de ley. 



Ahora, si nosotros aprobamos esta iniciativa, puede haber un padre que quiera hacer uso del seguro obligatorio y no lo pueda hacer, pues, a pesar de que los fondos se hallaran disponibles, no estaría establecida la forma como deben ser usados ni los requisitos para optar al beneficio. 



Si una ley no crea derechos y obligaciones, no es ley: es una idea programática. Las ideas pueden ser muy buenas o no, pero las cosas no se hacen así. 



Eso fue lo que me movió a aprobar en la Comisión de Trabajo la idea de legislar, porque no me opongo a la prórroga y me parece bien la creación de un seguro obligatorio para el acompañamiento de niños enfermos, pero los artículos 3, 4 y 5, relativos al nuevo fondo, no los puedo aprobar, no por estar en contra, sino porque no sé de qué estamos hablando. No sé cuál es el proyecto e igualmente me están pidiendo que lo apoye. No me pareció serio y por eso me abstuve en la Comisión de Trabajo. 



Eso podría cambiar en la Comisión de Hacienda. Esa es otra decisión.



Sin embargo, quiero remarcar que estamos anticipando un debate, señora Ministra. En la forma en que usted planteó sus ideas, me veo obligado a decir esto: no estamos prorrogando algo, sino creando una nueva situación, muy auspiciosa en los titulares, pero que no sabemos en qué consiste. ¡Y así no se legisla!

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Los Senadores señores García y Chahuán solicitaron la palabra. Sin embargo, debo manifestar que considero que este debate es inoficioso.



Quiero recabar de nuevo…

El señor MONTES.- ¡No!

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Si no hay acuerdo, hagamos el debate en su momento. 



Pregunto a la Sala: ¿existe acuerdo para que funcione en paralelo la Comisión de Hacienda?



No hay acuerdo.



Vamos a continuar con la tabla.

El señor CHAHUÁN.- ¡Señor Presidente!

)----------(

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Senador señor De Urresti, tiene la palabra para una moción de orden, pero no respecto al tema anterior, dado que no hay acuerdo.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, en otro orden de cosas, solicito que se fije plazo para formular indicaciones, hasta el próximo 3 de abril, al proyecto que crea el Fondo de Infraestructura. En la Comisión de Obras Públicas lo despachamos hoy día, pero el Ejecutivo va a presentar una indicación.



¿Puede recabar autorización para tal efecto?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se establecerá plazo para formular indicaciones a la iniciativa antes señalada hasta el lunes 3 de abril, a las 12.



Acordado.

)---------------(

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Chahuán, también para una moción de orden, y no en cuanto al asunto anterior.

El señor CHAHUÁN.- Me gustaría aclarar un punto.



Efectivamente, desde la perspectiva de la técnica legislativa, tenemos un problema, porque no conocemos el proyecto. Pero quiero decir que…

El señor MONTES.- ¡No hubo acuerdo!

El señor HARBOE.- ¡Se cerró el tema…!

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, considerando la urgencia y la necesidad de avanzar en una materia tan importante, le pediría a la Ministra -por su intermedio- que buscáramos una alternativa que nos permitiera viabilizar la aprobación de la iniciativa.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Señor Senador, acabo de consultar…

El señor COLOMA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Por última vez, Su Señoría.

El señor COLOMA.- Yo no tengo problema en dar la unanimidad para prorrogar la vigencia de la cotización extraordinaria a que se refiere el proyecto.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo de la Sala?

La señora ALLENDE.- ¡Ya, se aprueba la prórroga!

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Se autoriza, entonces, a la Comisión de Hacienda para funcionar en paralelo con la Sala, a fin de analizar el proyecto sobre cotización extraordinaria para seguro social y creación de fondo para seguro de acompañamiento de niños y niñas.



Acordado.



Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, quiero expresar mi protesta formal por esta manera de legislar.



Nosotros somos minoría en el Senado, es cierto. Pero merecemos respeto. Nuestras opiniones merecen respeto. Lo digo porque vamos a discutir en pocos minutos más un proyecto de ley misceláneo, ni más ni menos que sobre la subvención escolar preferencial.



Vimos esta iniciativa hoy día en la Comisión de Hacienda -discúlpenme la expresión- a matacaballo: sin poder profundizar, sin poder escuchar a los alcaldes, particularmente a los que representan a las comunas más modestas, donde están los niños más vulnerables, que son quienes financian parte de su educación a través de la subvención escolar preferencial.



Ahora se nos pide debatir el proyecto sobre cotización extraordinaria. ¡Sesión especial! Vamos a tener que salir de la Sala para ir a la Comisión y conocer su texto. Y se ha producido todo un debate, en circunstancias de que lo único que estaba en discusión era si se autorizaba o no a la Comisión de Hacienda para sesionar en paralelo con la Sala.



No es forma de legislar, señor Presidente. 



Considero que nosotros hemos dado reiteradas muestras de nuestra disposición, de nuestra voluntad de contribuir, sobre todo en iniciativas que tienen una profunda significación social, como la que ha planteado la señora Ministra.



No obstante, señora Ministra -por su intermedio, señor Presidente-, qué poco habría costado que alguno de sus asesores nos hubiese llamado. O que esta mañana hablara con nosotros para explicarnos de qué se trata el proyecto. ¡Si yo no sé de qué se trata! ¡Lo estoy conociendo por lo que usted dijo recién! ¡Y por lo que ha señalado el Senador Hernán Larraín!



Entonces, no nos vengan a decir que carecemos de voluntad, que queremos colocar dificultades. Muy por el contrario. Y lo hemos demostrado por años y años. Pero pedimos un mínimo de seriedad. Y un mínimo de responsabilidad frente a la labor legislativa es que conozcamos las iniciativas en el fondo.



Miren ustedes cómo nos ha tratado la prensa por la ley de estacionamientos. Y también por iniciativas en que nos acusan de no hacer bien la pega. 



¡Por favor! Creo que realizar bien el trabajo y pedir que nos den garantías para ello es lo mínimo que podemos exigir.

VI. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIONES DE NORMATIVAS EN MATERIA DE SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL, SISTEMA DE DESARROLLO PROFESIONAL DOCENTE Y SITUACIÓN DE BECARIOS DE POSGRADO
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales que rigen al sector educativo en materia de subvención escolar preferencial, Sistema de Desarrollo Profesional Docente y situación de becarios de posgrado, con informes de las Comisiones de Educación y Cultura y de Hacienda, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (11.128-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 2ª, en 15 de marzo de 2017 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Educación y Cultura: sesión 4ª, en 22 de marzo de 2017.



Hacienda (certificado): sesión 4ª, en 22 de marzo de 2017.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El principal objetivo del proyecto es introducir modificaciones al actual sistema educacional en las siguientes materias:



1) Retención de la subvención escolar preferencial mensual para aquellos recintos de educación que no realicen la rendición anual de cuentas y reducción de los recursos entregados por este concepto para establecimientos educacionales que, cumpliendo con la exigencia de rendición de cuentas, no alcancen a demostrar que ejecutaron el 70 por ciento de los recursos que les fueron entregados.



2) Facilitar el cierre de las becas administradas por CONICYT y otorgar un nuevo plazo a los becarios, hasta el 29 de diciembre de 2017,  para cumplir y acreditar el cumplimiento de sus obligaciones.



3) Aclarar el concepto de “docente principiante”, y precisar que la asignación de inducción se pagará a través del sostenedor; incorporar al régimen del Sistema de Desarrollo Docente el tramo “de acceso”, que hasta ahora existía solo en transición; especificar, para los efectos de acceder a la asignación de reconocimiento por docencia, que en las escuelas o liceos cárceles existe un 60 por ciento de concentración de estudiantes prioritarios, precisándose el plazo durante el cual puede percibirla un docente inicial temprano.



4) Modificar el requisito referido a la naturaleza del título profesional exigido para acceder a las funciones de Jefe de División e Intendente de Educación Parvularia de la Superintendencia de Educación Parvularia.



La Comisión de Educación y Cultura discutió este proyecto en general y en particular a la vez, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, y lo aprobó por mayoría de votos en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados. Votaron a favor los Senadores señores Montes e Ignacio Walker y se abstuvo el Senador señor Allamand.



La Comisión de Hacienda, por su parte, se pronunció acerca de las normas de su competencia: artículos 1, 2, 3, 5, 6, 7, 8 y 9, permanentes, y primero y segundo transitorios, los que aprobó con las modificaciones y por las votaciones que se consignan en su informe.



El texto que se propone aprobar figura en las páginas 8 a 14 del Informe de la Comisión de Hacienda y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, voy a informar sobre esta iniciativa, que trató la Comisión de Hacienda, y a explicar los antecedentes que tuvimos a la vista.






Como ya se dijo, este proyecto modifica diversos cuerpos legales que rigen a la educación en las áreas de subvención escolar preferencial, Sistema de Desarrollo Profesional Docente y situación de becarios de posgrado.



Debo decir que llegamos al acuerdo de presentar en pantalla el PowerPoint que elaboramos, para efectos de tener una visión esquemática del contenido de la iniciativa. 


¿Cuáles son sus contenidos?
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Superior






Hay modificaciones a la subvención escolar preferencial, a las becas administradas por CONICYT, al Sistema de Desarrollo Profesional Docente, a los requisitos para ejercer cargos directivos de la Superintendencia de Educación Parvularia, y se presentó una indicación que introduce reformas a la ley que establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.



¿Cuáles son los cambios concretos?
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1) Subvencién Escolar Preferencial (SEP) Ley 20.248.

a) Establece requisitos para la renovacién de convenios para establecimientos sin cumplimiento

de 70% de gasto (498 establecimientos):

*  Se renueva el convenio para aquellos que lo soliciten, recibiendo solo el porcentaje de los
recursos que pudieron rendir como gasto en el periodo anterior

. Los establecimientos con aumento progresivo del porcentaje de ejecucién podrdn renovar
convenio con tope de 70%.(Bajo régimen especial)

* Los sostenedores que durante el convenio anterior y el afio de prorroga, acrediten se haya
sancionado con la inhabilitacién al representante legal o administrador de la entidad
sostenedora, y el nuevo representante legal o administrador haya iniciado la accién penal
correspondiente, podrd renovar convenio sin régimen especial.

b) A los sostenedores de los 161 establecimientos que no rindieron uno o mas periodos, se les
otorga la po: dad de completar la rendicién de periodos anteriores (del convenio expirado),
para que puedan renovar e ingresar al régimen especial

c) Se crean nuevas medidas de control






En primer lugar, se enmienda la Ley de Subvención Escolar Preferencial.



a) Se propone fijar requisitos para la renovación de convenios para establecimientos sin cumplimiento del 70 por ciento de gasto (son 498).



-Se renueva el convenio para aquellos que lo soliciten, los que recibirán solo el porcentaje de los recursos que pudieron rendir como gasto en el período anterior.



-Los establecimientos con aumento progresivo del porcentaje de ejecución podrán renovar el convenio con tope de 70 por ciento.



-Los sostenedores que, durante el convenio anterior y el año de prórroga, acrediten que se sancionó con la inhabilitación al representante legal o administrador de la entidad sostenedora y que el nuevo representante legal o administrador inició la acción penal correspondiente podrán renovar el convenio sin régimen especial.



b) A los sostenedores de los 161 establecimientos que no rindieron uno o más períodos se les otorga la posibilidad de completar la rendición de períodos anteriores (del convenio expirado), para que puedan renovar e ingresar al régimen especial.



También se crean nuevas medidas de control.
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2) Becas administradas por CONICYT

Permite acreditar a becarios cumplimiento de
obligaciones hasta el 29 de diciembre de 2017

Homologa plazo para acreditar el cumplimento de
obligaciones de los becarios CONICYT con becarios cuyas
becas se rigen por el DS335.

Simplifica la acreditacion, la que se puede ejecutar solo
con la presentacion de copia simple de la
documentacién. Faculta a CONICYT para solicitar esa
documentacion.






El segundo conjunto de modificaciones se refiere a las becas administradas por CONICYT.



-Se permite a los becarios acreditar el cumplimiento de obligaciones hasta el 29 de diciembre de 2017. Una gran cantidad de ellos no ha podido entregar los antecedentes respectivos, por lo que se amplía el plazo para ese efecto.



-Se homologa el plazo para acreditar el cumplimento de obligaciones de becarios de CONICYT con el plazo de los beneficiarios de becas regidas por el decreto supremo Nº 335.



-Se simplifica la acreditación, la que se puede ejecutar solo con la presentación de copia simple de la documentación, cuestión que constituía uno de los problemas mayores. En este sentido, se faculta a CONICYT para solicitar dicha documentación.
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3) Modificaciones al Sistema de Desarrollo Profesional Docente.

Permite induccién al segundo afio de ejercicio profesional para
contratados el afio escolar anterior.

Permite que los profesionales de la educacién con experiencia
laboral previa fuera de la carrera puedan acceder al tramo que les
corresponda de acuerdo a su experiencia. Se incorpora al
articulado permanente el tramo «de acceso», actualmente en
articulado transitorio.

Con la finalidad que los docentes de escuelas carceles puedan
percibir la asignacién por desempefio en establecimientos con alta
concentracién de alumnos prioritarios, se presume que para
determinar su derecho, establece como porcentaje de alumnos
prioritarios de 60%.






La tercera enmienda es al Sistema de Desarrollo Profesional Docente.



-Se permite la inducción al segundo año de ejercicio profesional para contratados el año escolar anterior.



-Se autoriza que los profesionales de la educación con experiencia laboral previa fuera de la carrera puedan acceder al tramo que les corresponda de acuerdo a su experiencia. Se incorpora al articulado permanente el tramo “de acceso”, actualmente en una norma transitoria.



-Con la finalidad de que los docentes de escuelas cárceles puedan percibir la asignación por desempeño en establecimientos con alta concentración de alumnos prioritarios, se dispone que, para determinar su derecho, el porcentaje de alumnos prioritarios sea de 60 por ciento.
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4) Modificaciones para los requisitos de cargos
directivos de la Superintendencia de Educacion

* Se homologan los requisitos del decreto que fija la
planta de la Superintendencia de la Educacién a los
exigidos por Alta Direccion Publica. Se reduce la
exigencia de acreditar la posesion de un titulo
profesional de una carrera de un minimo de 8
semestres de duracidon (anteriormente exigia 10
semestres)






Y, en cuarto lugar, se encuentran las modificaciones para los requisitos de cargos directivos de la Superintendencia de Educación.



-Se homologan los requisitos del decreto que fija la planta de la Superintendencia de Educación a los exigidos por el Consejo de Alta Dirección Pública. Se reduce la exigencia para acreditar la posesión de un título profesional a una carrera de un mínimo de 8 semestres de duración. Anteriormente se exigían 10, pero la carrera de las educadoras de párvulos dura 8 semestres, razón por la cual quedaban excluidas de la posibilidad de acceder a lo que propone esta iniciativa.
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* Modifica el articulo 27 ter de la ley 20.129 (Establece un
Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la
Educaciéon Superior), correspondiendo a la Comision
Nacional de Acreditacion la adecuacion de los criterios de
evaluacion sefialados en el articulo 27 ter respecto a los
programas del articulo 27 sexies, disponiendo que en «En
caso de que una universidad acreditada cree un programa
de prosecucion de estudios nuevo, contard con el plazo de
un afio para obtener su acreditacién, contado desde el
inicio de las respectivas actividades académicas» y agrega
una modalidad transitoria al respecto.

* Modifica la ley N° 20.964 que otorga bonificacion por retiro
voluntario al personal asistente de la educacion.






Por otra parte, el Ejecutivo presentó indicaciones, las que también fueron discutidas en la Comisión de Educación. Probablemente, alguno de sus miembros informará al respecto. 



Ayer se analizó en la de Hacienda una indicación para enmendar el artículo 27 ter de la ley Nº 20.129. Se planteó que corresponderá a la Comisión Nacional de Acreditación la adecuación de los criterios de evaluación señalados en la mencionada norma acerca de los programas contemplados en el artículo 27 sexies, en el cual se intercala un inciso del siguiente tenor: “En caso de que una universidad acreditada cree un programa de prosecución de estudios nuevo, contará con el plazo de un año para obtener su acreditación, contado desde el inicio de las correspondientes actividades académicas.”. Y se agrega una modalidad transitoria al respecto.



En este ámbito había un forado. La Comisión Nacional de Acreditación nos dijo que muchas universidades -no siempre las de mejor calidad- estaban creando programas de prosecución de estudios, a través de los cuales evitaban acreditarse. 



Por lo tanto, se regula esa materia.



-Otra indicación del Gobierno modifica la ley Nº 20.964, que otorga bonificación por retiro voluntario al personal asistente de la educación.



Finalmente, daré cuenta del informe financiero.
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1. El mayor gasto fiscal que representa este proyecto de
ley, se produce por la modificacién al Estatuto Docente y
a la ley N° 20.903, que extiende la asignhacién de
reconocimiento por docencia en establecimientos de alta
concentracién de alumnos prioritarios a docentes de
escuelas cérceles, y que se estima en $1.580.000 miles
anuales, en régimen.

2. Las modificaciones legales a la Subvencién Escolar
Preferencial y a las becas de postgrado administradas por
CONICYT, no representan mayor gasto fiscal.






1. El mayor gasto fiscal que representa este proyecto de ley se produce por la modificación al Estatuto Docente y a la ley Nº 20.903, con el fin de extender la asignación de reconocimiento por docencia en establecimientos de alta concentración de alumnos prioritarios a docentes de escuelas cárceles, lo que se estima en mil 580 millones de pesos anuales, en régimen.



2. Las modificaciones legales a la subvención escolar preferencial y a las becas de posgrado administradas por CONICYT no representan mayor gasto fiscal.



Ese es el contenido aprobado en la Comisión de Hacienda.



Hago presente que hubo una amplia discusión en general sobre el régimen de subvenciones a los colegios (particularmente, la subvención escolar preferencial) y la necesidad de revisarlo de forma más global, independiente de los aspectos específicos de esta iniciativa.



A su vez, se planteó la necesidad de poner atención en la gran cantidad de juicios que se han tramitado entre profesores y sostenedores, en especial del sector municipal. Por lo mismo, pedimos un informe al Gobierno -tal materia no es parte de este proyecto- para saber cuántos juicios se están llevando a cabo; de qué tratan; en qué estado se encuentran. Porque en muchas comunas, sobre todo en las más pequeñas, los profesores y los municipios enfrentan una difícil situación. 



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, como señaló el Senador Montes, esta iniciativa es muy miscelánea, pues aborda temas sumamente variados.




Yo me voy a concentrar solamente en lo relativo a la subvención escolar preferencial. 



La SEP es un aporte que busca ayudar directamente a los niños más vulnerables de las escuelas de nuestro país. Es una subvención focalizada.



Tal política pública ha demostrado ser exitosa en educación. Distintos estudios muestran que la subvención escolar preferencial sí ha servido. Por lo mismo, esta política siempre ha sido apoyada transversalmente.



El punto radica en que siempre es un problema para los sostenedores rendir esta subvención. De hecho, no es la primera vez que terminamos elaborando una ley parche para solucionar tal dificultad.



Los sostenedores -especialmente, los de las escuelas más vulnerables y de las pertenecientes a los municipios más pobres- no logran realizar todo el papeleo que se les exige para dar cuenta del uso de la SEP.



En este punto, señor Presidente, uno advierte que la situación se arrastra desde antes, y cada cierto tiempo tenemos que volver a dictar una ley parche para remediar el hecho de que no se pudo efectuar la rendición pertinente de la subvención escolar preferencial.



Y como no se quiere quitar ese fondo a las escuelas -porque son las más vulnerables-, entonces se recurre a otra solución parche. Hacemos como si se estuviera cumpliendo la obligación, pero en realidad sabemos que estamos ofreciendo una salida provisional al problema de fondo.



¿Y cuál es este? Que los sostenedores de los colegios tienen que rendir nueve subvenciones distintas. ¡Nueve!



¡O sea, es un papeleo eterno!



Gran parte de la fuerza de un sostenedor radica en el trabajo del director, quien debiera estar preocupado de los aspectos realmente pedagógicos: qué sucede en la escuela; qué pasa dentro de la sala de clases.  ¡Pero finalmente termina haciendo la rendición de una subvención de una manera; la de otra de forma distinta, y después la tercera, la cuarta, la quinta y la sexta!



Y este problema lo plantean sostenedores de establecimientos particulares subvencionados y, también, municipales.



La dificultad es la sobrecarga burocrática -¡realmente burocrática!- en la que están hundidas nuestras escuelas. 



Considerando que tal situación ha sido planteada por muchas personas transversalmente -no solo por gente de la Derecha-, el lunes pasado pregunté a la Subsecretaria de Educación -y sé que en el MINEDUC están de acuerdo; no todos, pero sí muchos- por qué no se libera la subvención escolar preferencial.



En la actualidad, se exige hacer un plan especial y presentarlo al Ministerio. Así, las compras que se realizan con dineros de la subvención se pagan en la medida que se sustenten en dicho plan. 



Recordemos que la SEP camina de manera paralela a la subvención normal.



No estamos proponiendo desfocalizar la subvención escolar preferencial. ¡Para nada! La gracia de esta consiste en que se destina de modo preferente a los niños más vulnerables, porque ellos son quienes más ayuda necesitan. Y de esa forma emparejamos la cancha.



¡La SEP tiene que ser focalizada!



Lo que estamos planteando, señor Presidente, es que liberemos y alivianemos la burocracia en la que tenemos hundidas a nuestras escuelas.



Señor Presidente, si nuevamente estamos tramitando un proyecto de ley parche para solucionar el problema de la subvención escolar preferencial, ¿por qué no la liberamos de una vez por todas?



En la reforma educacional del Ejecutivo se planteó el concepto de fines educativos. Las subvenciones ya no se pueden gastar en ninguna otra cosa que no sean los fines educativos, que se establecen en once puntos. La Superintendencia tiene las rendiciones de todas las escuelas de nuestro país al respecto.



Entonces, no es que las escuelas ahora vayan a ocupar la subvención en cualquier cosa. ¡No! La tienen que gastar en los fines educativos.



Lo único que estamos planteando es que liberemos de una vez por todas a las escuelas de la tremenda sobrecarga burocrática que significa rendir de nueve maneras distintas y explicar de nueve maneras distintas la rendición de las cuentas a la Superintendencia.



¿Por qué proponemos esto, señor Presidente? Porque queremos que las escuelas se centren específicamente en la tarea para la cual están, que es educar, y no que deban estar rindiendo de una manera, de otra manera. Lo han dicho muchas veces alcaldes de distintos sectores políticos.



Aquí hay un acuerdo.



En consecuencia, no se entiende -podríamos haber hecho los cambios en esta iniciativa- por qué el Ejecutivo no estuvo dispuesto a lo que he señalado. Comprendo que estén apurados, que estemos contra el tiempo y todo eso, pero no hay ningún problema en liberar la SEP. De esa manera les hubiésemos dado un respiro a las escuelas -transversalmente lo están pidiendo-, dejando que se preocuparan realmente de educar a los niños y no de rendir las subvenciones de tantas formas diferentes.



Señor Presidente, esperé que el Ejecutivo recogiera este planteamiento. Desgraciadamente, no fue así. Por lo tanto, el proyecto se presentó tal cual.



En la Cámara de Diputados se hizo el mismo punto, y tampoco fue recogido, aunque la Subsecretaria dijo que estaban estudiando el tema. El problema es que podemos seguir estudiando y estudiando, pero los colegios tienen que seguir rindiendo y rindiendo estas nueve subvenciones de nueve maneras distintas.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, este es un proyecto de ley bien importante.



Los funcionarios de la Comisión de Hacienda han hecho un extraordinario esfuerzo para entregar un certificado. Pero aquí no hay informe. Porque este documento llegó hoy.

La señora ALLENDE.- Certificado con cara de informe.

El señor COLOMA.- Ustedes me dicen que esta es la manera normal de legislar. ¡Pero no hay informe!

La señora ALLENDE.- ¡Hay un certificado de más de once páginas!

El señor COLOMA.- ¡Está bien! Está autorizado.



Hay un certificado -¡un certificado!- por parte de la Comisión de Hacienda respecto de un proyecto cuya naturaleza reflejó un debate bastante más intenso que un simple tic.



Digo esto para insistir en que aquí estamos legislando de muy mala manera.



Un asunto como este habría ameritado de ambas Comisiones haber tenido a lo menos una reflexión, y no un certificado, como aquí aparece.



Respecto del fondo, señor Presidente, en la Comisión hubo un debate bien interesante con la Subsecretaria.



¿Por qué se requiere la ley en proyecto? Básicamente, porque hay aproximadamente 600 establecimientos -según me dicen, representan más o menos el 10 por ciento del total- que no están renovando la subvención SEP, lo cual está generando en algunos municipios -en su calidad de sostenedores- y también en otras instituciones un problema extraordinariamente grave de falta de recursos para el funcionamiento de los establecimientos.



La pregunta que nos hicimos en la Comisión fue por qué no pudieron renovar.



Principalmente, hay dos líneas argumentales al respecto.



La primera dice relación con que algunos establecimientos no cumplieron el requisito de gastar al menos el 70 por ciento de recursos al año. Eso es lo que dice el texto, pero no es tan así. No es que no los hayan gastado, sino que en la mayoría de los casos ellos se ocuparon en cosas o inversiones que no fueron aceptadas por la Superintendencia -por buenas o malas razones- como un gasto propio de la ley SEP.



Entonces, no es que haya sobrado la plata. Porque uno podría decir: “Pero cómo un municipio no ha gastado el 70 por ciento de lo que ha recibido por la ley SEP”. ¡No! ¡Si han gastado los recursos!

El señor PROKURICA.- ¡Pero mal!

El señor COLOMA.- Lo que pasa es que o los han gastado mal o la Superintendencia, en función de determinadas normas, entiende que el gasto no responde a los fines para los cuales se pueden destinar los recursos.



La segunda alternativa es que los sostenedores no rindieron cuenta en uno o dos períodos determinados.



Esta es una reflexión bien profunda.



Respecto de la primera razón, es decir, que han gastado los fondos en cosas distintas, quiero aclarar que esto se da particularmente en los municipios más vulnerables y pequeños.



Pedimos la lista, y hay coincidencia en el mundo rural, en un mundo más vulnerable, en donde claramente uno puede derivar que, ante un conjunto de gastos que supone la educación, probablemente al no tener el financiamiento adecuado, echan mano para fines educacionales a estos recursos, los cuales posteriormente les son negados.



Aquello ha generado en varias regiones -la del Maule entre ellas- un problema bien complicado para muchos alcaldes, quienes reclaman que hoy día están en situación de falencia total.



En relación con la segunda causa, hablé con la Superintendencia, y por lo menos se aclararon un par de casos, particularmente de lugares rurales, que dicen haber subido en la página sus rendiciones, pero que no constan como recibidas. Había un problema técnico que entiendo ya se está arreglando. Eso está resuelto; me parece que está bien.



Quiero llamar la atención en cuanto a que tenemos un debate pendiente acerca de los fines educacionales, si puede haber más flexibilidad o no, y hasta dónde esta es buena. Es una pregunta relacionada específicamente con aquellos municipios más vulnerables respecto del uso de esos recursos.



Esa es la discusión que tenemos que hacer en serio.



La Subsecretaria fue categórica -yo la respeto- al expresar que es partidaria del actual esquema de la ley SEP y que cree que por esa vía al final se termina mejorando la educación. La que mide eso es la Agencia de Calidad de la Educación, pero no contamos con los informes todavía. Espero que en su momento estén disponibles para comparar realmente cómo funciona, en distinta forma, la ley SEP.



Señor Presidente, estamos ante una emergencia que pudimos abordar antes. Pero falta un debate respecto de si esta será la fórmula que tendremos siempre para enfrentar estas materias o si lo haremos de manera diferente.



Hay un tema respecto de los fines educativos específicos en función de otras subvenciones y la ley SEP.



La Senadora Von Baer hizo una reflexión importante. Hoy día hay nueve subvenciones respecto de las cuales hay que rendir cuentas. Esto hay que simplificarlo, porque después son nueve tipos de trámite, nueve condiciones diferentes. Ahí hay que hacer un esfuerzo para hacerlo más simple. Así por lo menos coincidimos en la Comisión, y esperamos mejorar el sistema.



Sin perjuicio de eso, señor Presidente, voy a apoyar la iniciativa y no insistiré en el punto.



Eso sí, quiero dejar constancia de un aspecto -lo diré brevemente- respecto del cual los constitucionalistas podrían ayudar, porque no me queda clara la naturaleza de la petición correspondiente.



En el penúltimo inciso del artículo primero transitorio se dispone que pueden “solicitar la renovación de sus respectivos Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa” -esto se da especialmente cuando hay un cambio de gobierno municipal- en la medida que “el nuevo representante legal (…) haya iniciado la acción penal que corresponda en contra del representante legal o administrador inhabilitado, habiéndose admitido a tramitación la querella”.



Puede que sean casos particulares que lo ameriten. No me quedó claro cuáles eran.



Eso sí, no entendí el hecho de tener que presentar una querella para obtener un beneficio. Se trata de una construcción jurídica que no comprendo mucho. Es decir, es una suerte de obligación el querellarse -son acciones penales-, no porque se piense que hubo una mala utilización -es factible que sea así-, sino porque es la forma de recibir la subvención.



Es una discusión que quiero dejar abierta. No voy a generar un debate sobre eso, porque es más bien constitucional. Solo planteo que no sé en qué medida aquello es lo razonable.



En resumen, señor Presidente, esta iniciativa pudo haber tenido una mejor tramitación. Creo que en este caso se abre una discusión respecto a la forma de rendir cuenta de las subvenciones y a que haya vasos comunicantes entre subvenciones que, al final, buscan el mejoramiento del fin educativo.



Me preocupa que, por coincidencia, la mayoría de los beneficiados -entre comillas- con esta legislación sean municipios más bien pobres, vulnerables y rurales -aunque no excluyentemente-, porque eso refleja que podríamos mejorar la forma de hacer las cosas para que estas situaciones excepcionales no se repitan. Porque el propio Gobierno lo planteó: no es cómodo tener que andar, en el fondo, postergando o dando nuevas oportunidades para el cumplimiento respecto de estas subvenciones. Lo lógico sería que esto funcionara en forma más automática.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi para un punto de Reglamento.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, solicito que se abra la votación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo en tal sentido?

El señor COLOMA.- Sí.

La señora ALLENDE.- Por supuesto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Acordado.



Les recuerdo que debemos despachar este proyecto en general y particular, ya que tiene urgencia de “discusión inmediata”.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, ¿cómo se va a votar, artículo por artículo?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Primero nos vamos a pronunciar acerca de la idea de legislar y después veremos si hay alguna petición de votación separada o una norma cuya aprobación no haya sido unánime.



Antes de abrir la votación, tiene la palabra el señor Ministro Secretario General de la Presidencia.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Gracias, señor Presidente.



Me atrevo a solicitar la palabra antes de que se inicie la votación porque después no corresponde intervenir.



Creo que lo señalado es correcto. En efecto, no parece del todo apropiada la cantidad de controles que obran hoy día sobre los distintos regímenes de subvenciones, más aun atendido que la Ley de Inclusión generó una forma de rendición de cuentas bastante detallada.



No obstante, Senadora Von Baer -por su intermedio, señor Presidente-, le recuerdo que el problema que ahora enfrentamos -también se ha reconocido- obedece a la rendición de cuenta de la subvención escolar preferencial para un período que cubre dos años del Presidente Piñera y dos de la Presidenta Bachelet.



Del mismo modo, hay que recordar que en la Administración anterior esta situación se presentó exactamente igual. De hecho, fue muy cuestionada porque la solución que se dio en esa oportunidad, que fue -por así decirlo- mucho más blanda que la presentada en esta ocasión, no generó ninguna conducta de rectificación.



En ese Gobierno también se produjo esta discusión, paradojalmente, entre dos Ministerios: uno más partidario de seguir con los controles y otro menos propenso a ellos.



Sin duda, se trata de un debate legítimo. Pero la situación actual es de emergencia, ya que muchos municipios necesitan estos recursos para seguir entregando el bien educacional.



Por tanto, el planteamiento del Ejecutivo no constituye un perdonazo, sino una solución que tiene más posibilidades de ser autocorregida durante cuatro años. Y esto no obsta a que en una discusión más general veamos si los sistemas de rendición de cuenta de las distintas subvenciones están excesivamente sobrecargados, habida cuenta de que otras leyes han entrado en vigor.



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, aprovecho que este proyecto es misceláneo para abordar algo sobre lo cual no he escuchado referirse ni al Ministerio ni a los miembros de la Comisión de Educación.



Lo señalo porque hemos hablado mucho acerca de mejorar la calidad de la educación y de la necesidad de garantizar a toda la comunidad un acceso equitativo a sus distintos niveles en tanto entendemos la educación como un derecho y no como un bien de consumo.



Pero quiero centrar mi atención esta tarde en un aspecto que hasta ahora no hemos abordado con la concentración y seriedad que amerita. Me refiero al abandono y a la deserción escolar.



De acuerdo con la encuesta CASEN, se entiende por “abandono escolar” la proporción de estudiantes que, habiendo comenzado el período escolar, se retiran del colegio durante el mismo año sin finalizar el grado correspondiente.



Por otro lado, se considera “deserción” la salida del sistema escolar como una situación que presenta cierta permanencia en el tiempo. Para estos efectos, se asume como deserción la ausencia por dos años del sistema escolar, mientras que las posibilidades de retorno son prácticamente nulas.



Según estimaciones de la UNESCO, en Chile existen más de 155 mil niños y niñas menores de 17 años con al menos 2 años de rezago escolar -en clara condición de riesgo de exclusión- y otros 370 mil niños con un año de rezago.



De acuerdo con estudios del Ministerio de Educación, las mayores tasas de deserción se sitúan en el ingreso a primero medio, y luego, en tercero medio. En cuanto a su incidencia, es mayor en hombres que en mujeres; se da más en sectores rurales o semirrurales que en urbanos, y es superior en colegios municipalizados que en subvencionados y particulares.



Se trata, sin duda, de una situación que se explica de manera multidimensional, pero que tiene sus cimientos en la pobreza, en la falta de oportunidades y en la desesperanza. En no pocos casos, la convicción arraigada de que las cosas no van a mejorar lleva a muchos jóvenes a desechar la opción de la educación para transitar, en el mejor de los casos, al mundo del trabajo, si es que no derechamente al de la delincuencia.



La deserción escolar constituye una expresión nítida de la exclusión, condición que precisamente la reforma educacional quiere revertir. Por eso hablamos de generar mayores oportunidades, de emparejar la cancha y de terminar con la inequidad y la discriminación. Y por eso precisamente debatimos y votamos en esta Sala una normativa sobre inclusión escolar.



Pero no podemos hablar de inclusión si, en la práctica, un porcentaje no menor de niños, niñas y jóvenes, por distintas razones, están dejando de asistir a los colegios y renunciando al derecho a educarse.



Hemos buscado garantizar el acceso universal a la educación sin distinciones, pero no hemos puesto la atención debida al problema de la deserción escolar. Existen en algunos municipios y en corporaciones o fundaciones particulares iniciativas que apuntan a prevenir la deserción, para lo cual consideran sistemas de alerta temprana que permiten a los establecimientos detectar alumnos en riesgo para intervenir a través de equipos profesionales interdisciplinarios y evitar de esa manera el abandono definitivo de la educación.



Considero necesario, señor Presidente, intensificar los esfuerzos en esa dirección, a fin de avanzar en la inclusión mediante el trabajo con las familias más vulnerables, que es donde se concentran los indicadores de deserción escolar.



He querido tocar este punto porque veo que avanzamos en la reforma educacional y no tomamos en consideración a los niños que desertan.



Existen escuelas de segunda oportunidad, que en realidad son “de primera oportunidad” para estos grupos. Y debemos cuidarnos del peligro de que se conviertan en guetos educativos o en cajas negras que faciliten la expulsión de las escuelas tradicionales.



Definir mecanismos de ingreso sería la solución.



Hago un llamado al Ministerio de Educación, a la Comisión de Educación…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.

El señor QUINTEROS.- Le pido 30 segundos, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Prosiga, señor Senador.

El señor QUINTEROS.- Como decía, hago un llamado al Ministerio de Educación y a los miembros de la Comisión de Educación del Senado, porque me parece que lo mencionado constituye un aspecto muy importante que estamos dejando de lado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, seré muy breve.



Quiero referirme a las palabras de la Senadora Von Baer, pues ella hizo una serie de reflexiones acerca de los problemas de la subvención escolar preferencial.



Yo deseo, aprovechando que está en la Sala el Ministro Secretario General de la Presidencia, dejar sentado que hay un problema no solo con la SEP sino con el sistema de financiamiento completo (ingresos, estructuración de los gastos según objetivos, en fin), lo que, a nivel local, impide integrar los fines perseguidos y ordenar todo en función de un plan anual de desarrollo de la educación en los establecimientos.



Cuando uno lee el proyecto sobre nueva educación resulta bien sorprendente observar que se sigue con las mismas estructuras para la transferencia y rendición de los recursos.



Esa es una de las cosas que tienen bloqueado el sistema, pues se obliga a destinar -es efectivo lo que dijo al respecto la Senadora Von Baer- mucho tiempo en cuestiones administrativas, en rendición de los dineros recibidos, etcétera.



Lo lógico sería que se dedicara harto tiempo a diseñar estrategias que permitieran lograr los objetivos educativos, estrategias para la parte formativa, en fin.



Entonces, yo intervengo para expresarle a mi Gobierno que esta materia debe modificarse en la ley de nueva educación pública, porque es uno de los elementos que más potencian la enseñanza.



En el viejo sistema educacional existía lo que se llamaba “habilitado”. Es decir, los establecimientos más grandes tenían una persona especializada en administración que llevaba las cuentas, hacía las rendiciones de gastos, etcétera.



Hoy día debe asumir dichas tareas el director del plantel. ¡Es absurdo! O sea, los directores de los establecimientos tienen que preparar tales rendiciones y terminan destinando a ello buena parte de sus capacidades, de su potencialidad, en vez de ocuparse de asuntos relacionados con la educación propiamente tal.



¿Por qué se ha procedido de esa manera?



Antes no había Superintendencia de Educación, y se utilizaban diversos mecanismos para eludir los controles.



Sobre el particular, solo quiero recordar que en el Gobierno de Pinochet, durante la dictadura, se creó un sistema de financiamiento que originalmente nunca previó la asistencia, sino la matrícula; para el cálculo se partía de una ecuación. ¿Y qué ocurrió? Debieron modificar ese sistema y pasar a uno que consideraba la asistencia, pues el financiamiento tenía filtraciones por todos lados. En definitiva, empezaron a ejercer el control por esta vía.



Nosotros hemos aplicado un modelo cuya administración es cara e implica que personas muy importantes distraigan en ella horas que deberían destinarse a la parte educativa.



Por consiguiente, tenemos que hacer una modificación.



En tal sentido, yo pido que antes de que veamos aquí, en la Sala, el proyecto de nueva educación pública se haya pensado en la enmienda pertinente.



No puede haber diez o más programas -de mejoramiento, de integración educativa, de convivencia, etcétera- a nivel del establecimiento educacional. Tiene que existir un solo programa anual donde se integren los objetivos perseguidos. Y allí se debe ordenar el mecanismo de financiamiento y establecer la manera de rendir los dineros recibidos.



Quise intervenir, señor Presidente, porque considero que hemos de abocarnos a aquel problema, cuya solución es clave para mejorar la calidad de la educación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en la mañana de hoy me correspondió analizar en la Comisión de Hacienda este proyecto, el que, como dije hace poco rato, se trató allí de manera muy presurosa y, desgraciadamente, con poca profundidad.



Todos coincidimos en que, respecto de la subvención escolar preferencial, la iniciativa en análisis constituye un parche. No hay dos opiniones distintas. Transversalmente, estamos de acuerdo en que es así.



Algunos creen que puede ser un parche inofensivo. Otros piensan que puede ser un parche bueno, pues dará facilidades para que quienes no cumplieron con las rendiciones las hagan; para que aquellos que no gastaron toda la plata de la SEP se acojan a un sistema que va a calcular cuánto podrán invertir en el futuro, en fin. Y también hay quienes sostienen que a lo mejor se trata de un parche que estará tapando heridas muy muy profundas.



Señor Presidente, en la Comisión de Educación intervino la Alcaldesa de Peñalolén.

El señor WALKER (don Ignacio).- Doña Carolina Leitao.

El señor GARCÍA.- Exactamente: la señora Carolina Leitao. 



Creo que ella graficó muy bien lo que está ocurriendo con la subvención escolar preferencial, pero más ampliamente lo que sucede con el financiamiento de la educación.



Existen ocho subvenciones, todas con fines distintos y formas de rendición diferentes.



Cada una de ellas significa una responsabilidad administrativa enorme: ¡papeles, papeles y más papeles!



Naturalmente, tratándose de recursos públicos, deben ser rendidos y, por supuesto, bien invertidos.



Sin embargo, yo considero que, desde el punto de vista fiscal, lo importante debiera ser que los dineros se invirtieran en lo que llamamos “programas educativos”, “gasto educativo”.



Debido al sistema de subvenciones distintas y para fines diversos, hoy día sucede que, por ejemplo, puede sobrar plata para implementación, pero faltar para construir una sala de clases; si sobra dinero para la adquisición de computadores, no es factible reorientarlo a la edificación de una dependencia especial para la instalación de un laboratorio computacional donde los niños puedan trabajar; es posible contratar profesores, especialistas (psicólogos y psicopedagogos que rehabiliten y capaciten para el trabajo, en fin), pero no -insisto- construir salas de clases, cuando quizás esta sea una de las grandes necesidades del establecimiento educacional. Porque si se levanta un aula más y ello permite que un curso de 40 a 45 alumnos pase a tener 22 o 23 ¡eso ya constituye un gran paso para mejorar la calidad de la educación!



Y tenemos otro problema, señor Presidente: el financiamiento de los cursos especiales. Claro: reciben una subvención de casi el doble de la normal, pero no tienen acceso a la SEP.



Entonces, lo que queremos decir es que en esta materia se requiere un remedio de fondo, una modificación profunda.



Tal vez hay que juntar todas las subvenciones existentes y darles un trato común.



Señor Presidente, yo me abstuve en la Comisión de Hacienda. Empero, aquí, en la Sala, voy a votar a favor.



¡Los niños que reciben subvención escolar preferencial no tienen ninguna responsabilidad en el problema: no podemos dejarlos sin los recursos respectivos! ¡Y tampoco podemos privar a las comunidades educativas de los dineros pertinentes!



Por las razones expuestas, voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, a propósito de este proyecto de ley misceláneo ha habido un debate interesante a raíz del objetivo que todos perseguimos: que los recursos destinados a educación sean bien aprovechados y apoyen realmente el mejoramiento de la calidad de la formación que reciben nuestros estudiantes.



Los dineros que se entregan a los sostenedores de establecimientos educacionales, sean particulares subvencionados o municipales, se estipulan en convenios  suscritos con el MINEDUC, los que duran cuatro años y al cabo de ese período deben renovarse, siempre y cuando se cumplan los siguientes requisitos: primero, “Solicitar la renovación con al menos 60 días de anticipación a la expiración del convenio.”; segundo, “Haber rendido anualmente la totalidad de las subvenciones y aportes recibidos.”, y tercero, “Haber gastado” -en el período de duración del convenio- “a lo menos un 70% de las subvenciones y aportes recibidos”.



El problema radica en que no todos los sostenedores han tenido una buena gestión o hecho buen uso de las platas correspondientes. Algunos no han estado en condiciones de invertir los dineros percibidos o (esto es más delicado) no han podido rendir los montos gastados.



En la actualidad, la mayoría de los establecimientos educacionales que no pueden renovar su convenio no cumplen con la condición de haber gastado 70 por ciento de los recursos recibidos.



En el caso de los establecimientos educacionales con dependencia municipal, 116 no han hecho rendición en uno o más períodos y 423 no cumplen con el 70 por ciento. Y en el de los particulares subvencionados, 45 no han rendido y 75 no han cumplido con el referido porcentaje.



Eso, de acuerdo a la información que se nos ha entregado, equivale a más o menos 10 por ciento de los aproximadamente 7 mil establecimientos que acceden a la subvención escolar preferencial.



Señor Presidente, en la solicitud hecha por muchos municipios de las distintas regiones se da la coincidencia de que -lo decía hace un rato el Senador Coloma- la mayoría de ellos son rurales y tienen problemas serios de gestión y, asimismo, para efectuar la rendición de los dineros percibidos. Y lo analizamos en la Comisión de Hacienda.



También analizamos el rol de la Superintendencia de Educación y la necesidad de medidas permanentes que doten al Ministerio del ramo y a aquella de nuevas facultades para procurar el mejoramiento de los mecanismos de control del pago de la SEP.



En tal sentido, se apunta a contribuir a mejorar la forma como se rinden los recursos y, sobre todo, la manera de ejecutarlos (en qué área, en fin).



La Subsecretaria de Educación nos señalaba que la subvención escolar preferencial se halla entre los recursos que se han entregado para mejorar la calidad de la educación en los sectores más vulnerables.



Por lo tanto, como se ha dicho acá, la aprobación de este importante proyecto misceláneo, que además contempla otras materias -se facilita el cierre de las becas administradas por la CONICYT; se modifica el Estatuto Docente; se hace una enmienda en el caso de los requisitos exigidos para ejercer cargos directivos en la Superintendencia-, va en la línea de hacer correcciones normativas y llenar los vacíos existentes.



Señor Presidente, nosotros vamos a respaldar esta iniciativa, que votaremos favorablemente.

El señor  ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).-  Señor Presidente, evidentemente, en este proyecto hay una serie de temas relacionados que han sido expuestos en forma legítima por diversos Senadores de distintas bancadas.



En principio, ojalá no existieran leyes misceláneas: “Hay que adecuar”, “Algo falló”, “En la implementación surgieron problemas”. Pero ocurre que surgen dificultades en la implementación de distintas leyes.



Son muy interesantes todos los puntos que se han señalado en la Sala. 



Yo celebro lo que señaló el Senador García Ruminot, quien, al mismo tiempo de plantear una serie de aprensiones, mostró su buena disposición para que las personas a las que va dirigida esta iniciativa reciban sus beneficios y no sean perjudicadas.



Ahora, la modificación a la Ley de Educación Escolar Preferencial, uno de los aspectos centrales de este proyecto, es muy sencilla.



Cuando en 2008 introdujimos la SEP -más plata para los alumnos más necesitados: los prioritarios o preferentes- complementamos la subvención general, que existe para 92 por ciento de la matrícula.


Los establecimientos que reciben subvención escolar preferencial deben hacer solo tres cosas: primero, suscribir un convenio de igualdad de oportunidades, que dura cuatro años; segundo, rendir cuenta oportunamente del uso de los recursos recibidos, y tercero, gastar al menos 70 por ciento.



¡Eso es todo!



Ahora bien, en el caso del convenio que rigió en 2012, 2013, 2014 y 2015, como la rendición se realiza por año vencido, 2016 es definido como año de prórroga y, a la vez, como el primer año del convenio 2016-2019.



¿Qué ocurre? Que, del universo total de los establecimientos a los que el convenio les vencía en 2015, aproximadamente 659, de 7 mil, no rindieron o no gastaron al menos 70 por ciento de los dineros percibidos. Y en esos 659 planteles hay 118 mil alumnos.



Ese es el proyecto en cuanto a la subvención escolar preferencial: se trata de dar facilidades mínimas -no voy a entrar en los contenidos-, con criterios de proporcionalidad, para que no exista un castigo, pero sí un reconocimiento a los establecimientos que lo hacen bien.



Segundo tema, señor Presidente.



Hay 15 mil becarios -Becas Chile; gente que está en las mejores universidades del mundo, que aprende inglés, en fin- que, por diversas razones burocráticas y administrativas, no han podido hacer rendición sobre el uso de las becas respectivas.



Esta iniciativa facilita el cierre de las becas administradas por la CONICYT al establecer la “entrega de una copia simple del grado académico o de la información que entreguen las universidades”.



La modificación del Estatuto Docente es un tercer aspecto.



Se fija un plazo adicional para los profesores que no hayan podido realizar el proceso de inducción en su primer año.



¡Gran innovación de la carrera docente, que empieza a regir este mes para 90 mil maestros de la educación pública!



El primer año es de inducción: acompañar al profesor en el aula para que su proceso de formación sea completo.



Se realizan adecuaciones en tal sentido.



Además, se permite que los profesionales de la educación con experiencia laboral previa accedan al Sistema de Desarrollo Docente, consignándose con carácter permanente el tramo “de acceso”.



¡Eso es todo!



El proyecto que nos ocupa implica un cambio significativo para miles de profesores.



En cuarto lugar, se establecen requisitos para el acceso a los cargos directivos de la Superintendencia. Me parece que nadie los ha objetado.



Quinto, se modifica la ley sobre acreditación universitaria.



Al respecto existía un abuso, pues, como se daban tres años para acreditarse, muchos sacaban carreras rápidas (Pedagogía, etcétera), de un año.



La enmienda introducida, que surgió durante el debate, es de absoluta lógica.



Finalmente, se fija una fecha cierta para que los asistentes de la educación reciban el beneficio a que tienen derecho.



Siempre hablamos de los asistentes de la educación. Bueno: ¡ayudémoslos!



Señor Presidente, esta iniciativa miscelánea es tan simple como lo que acabo de explicitar. Por ende, su aprobación reviste gran importancia.

El señor  ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, concuerdo con lo que señaló hace un rato el colega José García en el sentido de que la manera como estamos debatiendo estas materias no es la más adecuada.



Lo dije a propósito del proyecto misceláneo anterior, cuya discusión particular en la Comisión tomó menos de diez minutos. El debate del que nos ocupa esta tarde no duró mucho más.



Por tanto, creo que el Gobierno debe tomar nota de que esa no es la forma más apropiada para discutir este tipo de asuntos, particularmente cuando de la reforma educacional se trata.



No podemos estar permanentemente haciendo adecuaciones, introduciendo correcciones, en fin.



Ahora, no solo el actual Gobierno -hay que decirlo- ha incurrido en aquello.



En efecto, la ley que creó la Superintendencia de Educación Escolar, durante la Administración anterior, dio lugar (y ello se evidencia en el proyecto que nos ocupa esta tarde) a varias correcciones, a muchos cambios. Entre otras razones, porque no quedó muy claro el rol de aquella institución, la cual debería haberse anticipado a los problemas que iban a surgir y decirle a la escuela respectiva: “Tiene gastado 67 por ciento de los recursos recibidos. Si no llega a 70 por ciento, habrá que aplicar la ley.”.



La referida Superintendencia no hizo aquello. Y quedó absolutamente claro durante el debate, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado.



Poco se ha dicho, pero hay un problema en la ley que creó la Superintendencia de Educación Escolar, la cual deberá modificarse.



Una pequeña precisión, señor Presidente.



Aquí se ha hablado de que la subvención escolar preferencial va a los alumnos vulnerables; podríamos decir que lo hace indirectamente. No: la SEP va a los establecimientos en función de los educandos prioritarios.



Un alumno prioritario, caso en el que no tiene que ver necesariamente la Ficha de Protección Social, es bien distinto de un alumno vulnerable, cuya situación está determinada en función de una medición hecha por la JUNAEB y que se relaciona con la pobreza.



Los recursos de la subvención escolar preferencial (repito) están destinados a un mejoramiento de todo el plantel, sin distinción.



Efectuada tal precisión, señor Presidente, quiero entrar a la discusión habida en torno al proyecto que nos ocupa.



Acá se ha hecho harta referencia al financiamiento.



Yo quisiera decir que, si vamos a hablar de financiamiento y de las ocho subvenciones distintas -la mitad es la general, pero las otras son bastante chicas; porque podemos agregar hasta la subvención de internado, pero eso es bastante marginal-, vayamos a lo de fondo. Y lo de fondo tiene que ver con qué entendemos por derecho a la educación. Porque si entendemos que la educación es un derecho, hay que garantizarla y no establecer el pago por matrícula ni el pago por alumno, con el sistema de váucher existente hoy día, sino pasar a un financiamiento estructural basal. Ello, porque -repito- la educación es un derecho. 


Lo anterior, a contrario sensu del criterio del candidato Piñera -se lanzaba anoche-, quien básicamente nos ofrece una especie de contrarreforma, como la que llevó a cabo la dictadura en relación con la reforma de 1967. Este es el planteamiento que ese sector está formulando.



Piñera nos decía ayer, textualmente: “Que los padres aporten para la calidad”. La frase es bonita. Alguien puede enganchar con ella. Pero nosotros, en el Senado, tenemos la responsabilidad con Chile de ser serios. La Ley de Inclusión, que algunos han criticado de paso, veladamente, en el debate -nos acompaña el Ministro Secretario General de la Presidencia, Nicolás Eyzaguirre, quien llevó el asunto como Ministro de Educación-, no prohíbe los aportes, sino la obligatoriedad del pago. Porque eso es lo que genera finalmente la selección.



Entonces, claro, algunos expresan: “Queremos elegir”. Pero cuando solo van a hacerlo quienes cuentan con capacidad de pago, no sé si ello es lo que Chile necesita en la actualidad, francamente. Y hay sobrada evidencia -quedó demostrado en el debate sobre la inclusión- al respecto.



A mí me parece que se da hoy día un paso importante.



Me preocupan los textos misceláneos. Y, por eso, me he referido solo a la subvención escolar preferencial. Me parece que es preciso buscar esta modalidad para aquellos establecimientos o sostenedores que no rindieron en un año o no gastaron el setenta por ciento.



Pero algo no se ha mencionado en la discusión: no se trata solo de darle plata a los establecimientos. La subvención va aparejada a un plan de mejoramiento educativo que elabora el director con el consejo escolar, órgano que será obligatorio a partir de junio próximo, si no me equivoco. Y se considerará una falta, con una sanción para el sostenedor, el que no exista un consejo que sancione y se pronuncie, entre otras cosas, respecto de dicho plan.



Para este último son los recursos, mas también para la gratuidad. Entonces, si no aprobáramos la propuesta…



Necesito un minuto más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Lo tiene, Su Señoría.

El señor QUINTANA.- Expresaba que si no acogiéramos hoy día la norma, más allá de las dudas de forma que manifesté, estaríamos perjudicando a más de 180 mil estudiantes y al diez por ciento de los establecimientos públicos que, por distintas razones, no han rendido o no han gastado más del setenta por ciento.



No es efectivo, sin embargo, lo que por ahí se planteaba en el sentido de que tenemos que ser aquí más flexibles, porque llegaron estos principios, estos fines educativos, y como que ahí se resolvió todo. ¡No! ¡Cuidado!



A la señora Ministra y la señora Subsecretaria les puse ejemplos de que en el verano pasado un Departamento de Administración de Educación Municipal financió la compra de setenta corderos para invitar a los profesores. ¿Qué tiene que ver eso con la educación?



Es algo que pasó en la Región que represento.



Otro sostenedor municipal invitó a cuatrocientos apoderados a un almuerzo en un lujoso hotel en Temuco.



Ello se sigue haciendo.



Voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 30 votos a favor y una abstención, se aprueba en general el proyecto.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, García, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar. 



Se abstuvo la señora Von Baer.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No hay ninguna petición de votación separada.



Si le parece a la Sala, la sanción en particular se efectuaría con la misma votación.



--Así se aprueba, quedando el proyecto despachado en este trámite.
)------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En relación con el informe de Comisión Mixta acerca de la iniciativa en orden a incentivar la inclusión de personas con discapacidad en el mundo laboral, el Ejecutivo ha retirado la urgencia de “discusión inmediata”, al objeto de poderla tratar en una sesión a la vuelta de la semana regional.

CONVIVENCIA DE MEDIOS DE TRANSPORTE

El señor ZALDÍVAR (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito para incorporar disposiciones sobre convivencia de distintos medios de transporte, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.217-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 18ª, en 18 de mayo de 2016 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 3ª, en 21 de marzo de 2017.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es mejorar la convivencia vial entre los distintos modos de transporte, por lo que resulta necesario, entre otras medidas, definir y reconocer sus diferentes especificidades y abordar aspectos relacionados con medidas para mejorar la seguridad y la educación en ese ámbito y los estándares de operación y seguridad de ciclovías, junto a diferenciar los ciclos del resto de los vehículos y señalar expresamente que son de aquellos clasificados como “no motorizados”.



La Comisión acordó proponer a la Sala discutir solo en general el proyecto, no obstante ser este de artículo único, y, por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores García-Huidobro, Girardi, Letelier, Matta y Ossandón, acogió la idea de legislar.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en el primer informe y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.


Nada más.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En la discusión general, ofrezco la palabra.

El señor OSSANDÓN.- Que se abra la votación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se ha pedido segunda discusión.



--El proyecto queda para segunda discusión.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminado el Orden del Día.

VII. INCIDENTES
PETICIONES DE OFICIOS
El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ZALDÍVAR (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.
)-----------------(


--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



Al señor Ministro del Deporte y al señor Director del Instituto Nacional del Deporte, para que se informe acerca de ACTIVIDADES DEPORTIVAS DE PUEBLOS ORIGINARIOS EN 2015 Y 2016 Y PRESUPUESTO RESPECTIVO EN TARAPACÁ, ANTOFAGASTA, VALPARAÍSO, BIOBÍO, LA ARAUCANÍA, LOS LAGOS, LOS RÍOS Y REGIÓN METROPOLITANA.



Del señor NAVARRO:



A la señora Ministra de Salud, a fin de consultar por CAUSA DE MUERTE EN 2016 DE 101 MENORES DE 15 AÑOS EN ESPERA DE CONSULTA DE NUEVA ESPECIALIDAD Y 17 EN ESPERA DE INTERVENCIÓN QUIRÚRGICA MAYOR ELECTIVA; APORTE FINANCIERO A ASOFAMECH CON RELACIÓN A EUNACOM DESDE 2012 Y LIQUIDACIÓN DE ADMINISTRACIÓN DE EXAMEN; INTEGRANTES DE EQUIPO TÉCNICO DE ORGANIZACIÓN PANAMERICANA DE LA SALUD A CARGO DE EVALUACIÓN DE EUNACOM Y GARANTÍA DE SU IMPARCIALIDAD; APLICACIÓN DE RECOMENDACIÓN DE CONTRALOR GENERAL DE LA REPÚBLICA PARA TRANSPARENCIA DE EUNACOM-ST; OPINIÓN RESPECTO DE GARANTÍAS PARA EVALUADOS EN EUNACOM-ST; SUPERVISIÓN Y AUDITORÍA DE EVALUACIÓN DE SECCIONES PRÁCTICAS DE EUNACOM Y ANTE EVENTUALES IRREGULARIDADES, y JUICIO ACERCA DE OBJETIVIDAD EN INTEGRACIÓN DE AUTORIDADES DE COLEGIO MÉDICO A PLANTELES ACADÉMICOS EN PREPARACIÓN DE EUNACOM.



A la señora Ministra de Salud y al señor Director Nacional del Instituto de Salud Pública, solicitando antecedentes de PRESENCIA DE DISRUPTORES ENDOCRINOS Y SU INCIDENCIA EN SALUD HUMANA Y MEDIO AMBIENTE; FISCALIZACIÓN Y ESTUDIOS DE SUSTANCIAS ALTAMENTE PREOCUPANTES; DISRUPTORES ENDOCRINOS HUMANOS, y FISCALIZACIÓN DE BISFENOL A, CONTENIDO DE PÁGINA WEB Y RESTRICCIÓN DE IMPORTACIÓN, DISTRIBUCIÓN Y FABRICACIÓN DE PRODUCTOS CON SUSTANCIAS ALTAMENTE PREOCUPANTES.



Al señor Director Nacional del Instituto de Salud Pública, a fin de solicitar PRECISIÓN RESPECTO DE SI A INSTITUTO DE SALUD PÚBLICA CORRESPONDE VIGILANCIA SOBRE DISRUPTORES ENDOCRINOS.

)-----------------(


Ofrecida la palabra, sucesivamente, en los tiempos de los Comités Unión Demócrata Independiente, Independientes y Partido Amplitud, Partido Por la Democracia, Demócrata Cristiano e Independiente, Renovación Nacional y Socialista e Independiente, ningún Senador interviene.

)-------------(
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.


--Se levantó a las 18:28.

Manuel Ocaña Vergara,
Jefe de la Redacción de Sesiones
ANEXOS

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 365
ACTAS APROBADAS

SESIÓN 1ª, ORDINARIA, EN MARTES 14 DE MARZO DE 2017


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Ricardo Lagos y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Jaime Quintana.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.

Concurren, asimismo, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Eyzaguirre; y, la Secretaria Ejecutiva del Consejo Nacional de la Infancia, señora Ortiz.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.
- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 87ª, ordinaria, del martes 7 de marzo; y 88ª, ordinaria, del día siguiente; se encuentran en Secretaría a disposición de Sus Señorías, hasta la sesión próxima para su aprobación.
- - -

CUENTA

Mensajes

Treinta y tres de S.E. la Presidenta de la República


Con los dieciséis primeros, hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1) Proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (Boletín N° 6.499-11).


2) Proyecto de ley que incentiva la inclusión de discapacitados al mundo laboral y modifica la ley N° 20.422, para establecer la reserva legal de empleos para personas con discapacidad (Boletines N°s 7.025-31 y 7.855-13, refundidos).


3) Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


4) Proyecto de ley que introduce modificaciones al marco normativo que rige las aguas en materia de fiscalización y sanciones (Boletín Nº 8.149-09).


5) Proyecto de ley que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (Boletín N° 8.584-15).


6) Proyecto de ley que crea el Ministerio de la Cultura (Boletín         N° 8.938-24).


7) Proyecto de ley que sanciona el maltrato infantil (Boletines         N°s 9.279-07, 9.435-18, 9.849-07, 9.877-07, 9.904-07 y 9.908-07, refundidos).


8) Proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, INDESPA (Boletín N° 9.689-21).


9) Proyecto de ley que regula el desarrollo integral y armónico de caletas pesqueras a nivel nacional y fija normas para su declaración y asignación (Boletín N° 10.063-21).


10) Proyecto de ley que crea la Subsecretaría de la Niñez, modifica la ley N°20.530, que crea el Ministerio de Desarrollo Social, y otros cuerpos legales que indica (Boletín N° 10.314 -06).


11) Proyecto de ley que reduce los aranceles para la importación de mercancías que contribuyen al crecimiento verde y al desarrollo sostenible (Boletín N° 10.394-05).


12) Proyecto de ley que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (Boletín N° 10.482-21).


13) Proyecto de ley que establece un nuevo gobierno corporativo de la Empresa Nacional del Petróleo (Boletín N°10.545-08).


14) Proyecto de ley que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.” (Boletín N° 10.647-09).


15) Proyecto de ley que crea una asignación de fortalecimiento de redes asistenciales para el personal que indica (Boletín N° 11.015-11).


16) Proyecto de reforma constitucional que modifica la Carta Fundamental en lo que respecta a la fecha en que el Presidente de la República rinde cuenta al país del estado administrativo y político de la Nación ante el Congreso Pleno (Boletines Nos 9.741-07, 10.728-07 y 10.951-07, refundidos).


Con los diecisiete últimos, hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1) Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile (Boletín N° 6.191-19).


2) Proyecto de ley que reforma el Código de Aguas (Boletín N° 7.543-12).


3) Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales, para facilitar el intercambio recíproco de información con otros países (Boletín N° 9.242-10).


4) Proyecto de ley que modifica ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (Boletín Nº 9.369-03).


5) Proyecto de ley que determina conductas terroristas y su penalidad y modifica los Códigos Penal y Procesal Penal (Boletines N°s 9.692-07 y 9.669-07, refundidos).


6) Proyecto de reforma constitucional, iniciado en mensaje de S. E. la Presidenta de la República, que establece que los crímenes y delitos de guerra, lesa humanidad y genocidio no pueden prescribir ni ser amnistiados (Boletín N° 9.748-07).


7) Proyecto de ley que adecua la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el derecho internacional respecto de los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (Boletín N° 9.773-07).


8) Proyecto de ley que perfecciona la justicia tributaria y aduanera (Boletín N° 9.892-07).


9) Proyecto de ley que previene y sanciona los conflictos de intereses, y modifica normas sobre inhabilidades e incompatibilidades en el ejercicio de la función pública (Boletín N° 10.140-07).


10) Proyecto de ley que tipifica el delito de corrupción entre particulares y modifica disposiciones del Código Penal relativas a delitos funcionarios (Boletines N°s 9.956-07 y 10.155-07, refundidos).


11) Proyecto de ley sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano (Boletín N° 10.163-14).


12) Proyecto de ley para regular la circulación de vehículos motorizados por causa de congestión vehicular o contaminación atmosférica (Boletín N° 10.184-15).


13) Proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito, para incorporar disposiciones sobre convivencia de los distintos medios de transporte (Boletín       N° 10.217-15).


14) Proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y otros cuerpos legales en lo relativo a probidad y transparencia (Boletín Nº 10.264-07).


15) Proyecto de ley que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (Boletín N° 10.368-04).


16) Proyecto de ley que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez (Boletín N° 10.584-07).


17) Proyecto de ley que modifica la ley N°20.357, que tipifica crímenes de lesa humanidad y genocidio y crímenes y delitos de guerra, para incorporar el delito de agresión y extender los crímenes de guerra a conflictos no internacionales (Boletín Nº 10.665-07).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Oficios

Dos de S. E. la Presidenta de la República


Con el primero, solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministra Suplente del Segundo Tribunal Ambiental a la señora Ximena Insunza Corvalán (Boletín N° S 1.919-05), con la urgencia prevista en el inciso segundo del N°5 del artículo 53 de la Carta Fundamental.


Con el segundo, pide el acuerdo del Senado para nombrar como miembros del Consejo Directivo del Servicio Electoral, a los señores Alfredo Roberto Joignant Rondón y Carlos Andrés Melchor Tagle Domínguez, por los períodos que indica (Boletín N° S 1.920-05), con la urgencia prevista en el inciso segundo del N°5 del artículo 53 de la Carta Fundamental.


-- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Dos de la Honorable Cámara de Diputados


Con el primero, comunica que ha dado su anuencia al proyecto de acuerdo que aprueba el “Tratado que Modifica el Acuerdo de Sede entre el Gobierno de la República de Chile y la Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura”, suscrito en Andorra, el 12 de septiembre de 2016 (Boletín N° 11.048-10).


-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.


Con el segundo, señala que ha aprobado el proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de instalación de torres soporte de antenas de telecomunicaciones (Boletines Nos. 9.335-15, 9.527-15, 9.528-15, 9.641-15, 9.647-15, 9.651-15 y 9.658-15, refundidos).


-- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

De la Excelentísima Corte Suprema


Emite su parecer, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley sobre protección de datos personales (Boletín N°11.092-07).


-- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copia de la sentencia definitiva dictada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de los artículos 226, en la parte que indica, 366, 367, 369, 370, 372, 437 del Código Civil y de los artículos 838, 839 y 841 del Código de Procedimiento Civil.


-- Se manda archivar el documento.


Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:


- Inciso primero del artículo 42 del decreto ley N°3.063, de 1979, Ley de Rentas Municipales.


- Artículo 63, N° 1, letra c), del Código Orgánico de Tribunales.


-- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Contesta solicitud, expresada en nombre del Honorable Senador señor Quinteros, sobre la posibilidad que se destinen recursos para la reconstrucción del complejo fronterizo Cardenal Samoré de Puyehue.


Remite las siguientes respuestas a consultas, enviadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro:


- Antecedentes del Departamento de Extranjería y Migración en el marco del “Acuerdo sobre residencia de los estados partes del Mercosur, Chile y Bolivia”, en el que se excluye del otorgamiento de visado de residencia temporal a la República Bolivariana de Venezuela, no obstante ser miembro pleno del Mercosur desde el año 2012.


- Situación planteada por la Coordinadora de Cesantes de Talcahuano Zona Cero, en el sentido de analizar la posibilidad de crear proyectos de empleo con los excedentes del Fondo Nacional de Desarrollo Regional.

Del señor Ministro de Obras Públicas


Envía información sobre contratos de obra celebrados con la empresa Azvi Chile que construyó un tramo de la carretera en Chiloé que resultó dañada por el terremoto de diciembre de 2016, entre otros aspectos; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Ossandón.


Adjunta respuesta a petición, expedida en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, para que las obras del Puerto de Trumao de Río Bueno, lleven el nombre de don Helvio Riquelme Moretti, precursor de la navegación fluvial en esa zona.

De la señora Ministra de Salud


Informa opinión del Ejecutivo en relación a una posible autorización para la exportación e importación de residuos peligrosos; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Navarro. 

Del señor Ministro (S) de Salud


Atiende preocupaciones, manifestadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre los siguientes asuntos:


- Medidas adoptadas por alerta del Instituto de Salud Pública por uso de jarabes con codeína. 


- Materias relativas al Examen Único Nacional de Conocimientos de Medicina.

Del señor Subsecretario de Justicia


Expone antecedentes en cuanto al estado de salud en que se encuentran 163 menores de la Región de Valparaíso bajo el cuidado del SENAME; materia consultada en nombre de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.

Del señor Subsecretario del Medio Ambiente


Informa sobre difusión de normas y políticas públicas de protección de radiación ultravioleta y el impacto en la salud de las personas, y de la fiscalización del cumplimiento de estas normas en el ámbito laboral; materia consultada en nombre de los Honorables Senadores señor De Urresti, señora Muñoz y señores Letelier, Navarro, Quintana y Quinteros.

Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal


Da respuesta a solicitud, expresada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre refugios de montaña disponible en el país, sistema de control utilizado por los guardaparques, y trabajadores fallecidos en incendios forestales en los últimos cinco años.

Del señor Alcalde de la Municipalidad de Diego de Almagro


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, sobre materias relativas a deudas municipales.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que extiende los beneficios de la ley N° 20.948 a los funcionarios y funcionarias de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, establece normas especiales para el incentivo de la ley N° 20.213 y modifica los requisitos de ingreso y promoción de la función de supervisión de la planta de profesionales de dicho servicio (Boletín N° 11.086-05).


De la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un nuevo gobierno corporativo de la Empresa Nacional del Petróleo (Boletín N°10.545-08) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Protocolo de Asunción sobre Compromiso con la Promoción y Protección de los Derechos Humanos del MERCOSUR”, suscrito en Asunción, República del Paraguay, el 20 de junio de 2005 (Boletín N° 10.994-10).


-- Quedan para Tabla.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señor De Urresti, señoras Muñoz, Pérez San Martín y señores Chahuán, Espina, García, García Huidobro, Harboe, Horvath, Montes, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, y Zaldívar, por medio del cual solicitan a S.E. la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, se sirva adoptar las medidas necesarias para proteger y conservar la especie Araucaria Araucana, conjuntamente con destinar recursos para el desarrollo de un plan de monitoreo de la misma (Boletín N° S 1.918 -12).


-- Queda para ser votado en su oportunidad.

Declaración de inadmisibilidad


Moción de los Honorables Senadores señores Letelier, Espina, Quinteros y Zaldívar, que otorga a los alcaldes la facultad de retirar el cableado eléctrico y de telecomunicaciones que esté en desuso. 


-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, conforme lo dispone el inciso cuarto, número 2°, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Comunicaciones


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con la que señala que ha elegido como su Presidente al Honorable Senador señor Felipe Harboe Bascuñán.


De la Comisión de Hacienda, con la que informa que ha elegido como su Presidente al Honorable Senador señor Carlos Montes Cisternas.


De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, con la que manifiesta que ha elegido como su Presidente al Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier Morel.


De la Comisión de Relaciones Exteriores, con la que informa que ha elegido como su Presidente al Honorable Senador señor Hernán Larraín Fernández.


-- Se toma conocimiento.

- - -


Terminada la Cuenta llegan a la Mesa los siguientes informes:

De las Comisiones de Salud y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea una asignación de fortalecimiento de redes asistenciales para el personal que indica (Boletín N° 11.015-11) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Quedan para Tabla.
- - -


A solicitud del Honorable Senador señor Quinteros, la Sala acuerda ampliar el plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, INDESPA, (Boletín Nº 9689-21), hasta el día 20 de marzo a las 12:00 en la Secretaría de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.

- - -


A solicitud del Honorable Senador señor Harboe la Sala acuerda que el proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín Nº 7.963-06), después de ser considerado por la Comisión de Hacienda sea analizado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


A petición del mismo senador la Sala amplía el plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que perfecciona la justicia tributaria y aduanera (Boletín Nº 9.892-07), hasta el 20 de marzo a las 12 horas.

- - -
ACUERDOS DE COMITÉS


El Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos:

1.- Tratar en segundo lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de hoy, el informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las discrepancias producidas en la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal, para evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal. (Boletín N° 9.152-07)

2.- Considerar en cuarto lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que facilita la entrega de propinas en establecimientos de comercio. (Boletín Nº 10.329-13)  


3.- Analizar en el primer, segundo y tercer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana miércoles 15 del presente, los siguientes asuntos:


- Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que crea la Subsecretaría de la Niñez, modifica la ley N° 20.530, que crea el Ministerio de Desarrollo Social, y otros cuerpos legales que indica. (Boletín N° 10.314 -06)

- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea una asignación de fortalecimiento de redes asistenciales para el personal que indica. (Boletín Nº 11.015-11), siempre que estuviere informado por la Comisión de Hacienda.


- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que extiende los beneficios de la ley N° 20.948 a los funcionarios y funcionarias de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, establece normas especiales para el incentivo de la ley N° 20.213 y modifica los requisitos de ingreso y promoción de la función de supervisión de la planta de profesionales de dicho servicio. (Boletín N° 11.086-05)


4.- Facultar a la Comisión de Hacienda para sesionar mañana de 16.30 a 17:30 horas, en forma paralela a la Sala, para analizar el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, relativo al fortalecimiento de la regionalización del país. (Boletín Nº 7.963-06)


5.- Autorizar el funcionamiento por seis meses, a contar de esta fecha, de la Comisión Especial de Seguridad Ciudadana.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DÍA

Informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las discrepancias producidas en la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código Penal, el decreto ley N° 645, de 1925, sobre el Registro General de Condenas, y la ley N° 20.066, de violencia intrafamiliar, destinado a aumentar la penalidad y demás sanciones aplicables para delitos cometidos en contra de menores y otras personas en estado vulnerable. 
(Boletines Nos 9.279-07, 9.435-18, 9.849-07, 9.877-07, 9.904-07 y 9.908-07, refundidos)


El Presidente pone en votación la proposición de la Comisión Mixta.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho y la calificó de “suma”.


Agrega que las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, de los nuevos artículos 403 bis y 403 ter que se incorporan en el Código Penal por el Senado, contenidos en el numeral 5 del artículo 1° del proyecto de ley.


Añade que la Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias entre ambas Cámaras, efectúa una proposición que comprende las normas en controversia y otras disposiciones de la iniciativa, así como las adecuaciones correspondientes a los ajustes formales requeridos por el texto contenido en la proposición. 


Señala que la Comisión acordó la proposición con las votaciones que consigna en cada caso en su informe.


Informa enseguida que la Cámara de Diputados, en sesión de fecha 17 de enero, aprobó la proposición de la Comisión Mixta.


Hace presente que la letra b) del artículo 2° contenido en la proposición reviste el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere 21 votos favorables para su aprobación.

- - -


La proposición de la Comisión Mixta para resolver las diferencias entre ambas Cámaras es del siguiente tenor:

ARTÍCULO 1º

Número 5

Artículo 403 bis

Inciso primero


--- Consultar como inciso primero del artículo 403 bis, el siguiente:


“Artículo 403 bis.- El que, de manera relevante, maltratare corporalmente a un niño, niña o adolescente menor de dieciocho años, a una persona adulta mayor o a una persona en situación de discapacidad en los términos de la ley N° 20.422 será sancionado con prisión en cualquiera de sus grados o multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales, salvo que el hecho sea constitutivo de un delito de mayor gravedad.”.

Inciso segundo


--- Consultar como inciso segundo del artículo 403 bis, el siguiente:


“Con igual sanción se castigará a quien, de manera relevante, maltratare corporalmente a quien sea o haya sido su cónyuge o conviviente.”.

Inciso tercero


--- Consultar como inciso tercero del artículo 403 bis, el siguiente:


“El que teniendo un deber especial de cuidado o protección respecto de alguna de las personas referidas en el inciso primero, la maltratare corporalmente de manera relevante o no impidiere su maltrato debiendo hacerlo, será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo, salvo que el hecho fuere constitutivo de un delito de mayor gravedad, caso en el cual se aplicará sólo la pena asignada por la ley a éste.”.

Artículo 403 ter


--- Consultar como artículo 403 ter, el siguiente:


Artículo 403 ter.- El que sometiere a una de las personas referidas en los incisos primero y segundo del artículo 403 bis a un trato degradante, menoscabando gravemente su dignidad, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo.

Artículo 403

(Artículo 403 octies Cámara de Diputados)

(Artículo 403 septies Senado)


--- Suprímese la frase “y no podrá ejercerse respecto de ellos el principio de oportunidad, consagrado en el artículo 170 del Código Procesal Penal”.

ARTÍCULO 2º (Cámara de Diputados)


--- Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 14 de la ley N° 20.066, de Violencia Intrafamiliar: 


a) Intercálase en el inciso primero, entre la palabra “mínimo” y la coma, la frase “a medio”.


b) Elimínase su inciso final.”.

- - -


El Presidente antes de abrir la votación concede la palabra al Honorable Senador señor Walker, don Patricio,  quien da cuenta del informe.


Terminada la votación el resultado es de 24 votos a favor y 13 abstenciones.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Chahuán, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Se abstienen los Honorables Senadores señoras Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Bianchi, Coloma, Espina, García, García Huidobro, Larraín, Moreira, Navarro, Pérez Varela y Prokurica.


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señora Pérez San Martín, señor Letelier, señora Allende, señores Guillier; Walker, don Patricio y Zaldívar, señora Muñoz y señor Horvath.


Fundamentan su abstención los Honorables Senadores señor Espina, señora Van Rysselberghe y señores García, Larraín, Allamand, Coloma, Navarro y Bianchi.

- - -


Se deja constancia que durante su fundamento de voto la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe formula reserva de constitucionalidad respecto del inciso tercero del artículo 403 bis del proyecto.

- - -


Se deja constancia de haberse alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 37 senadores en ejercicio.

- - -


El Vicepresidente declara aprobado el informe de la Comisión Mixta y enseguida ofrece la palabra a la Secretaria Ejecutiva Consejo Nacional de la Infancia, señora Ortiz, quién hace uso de ella.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:


1. En su artículo 21:


a) Intercálase en la Escala General, Penas de crímenes, entre las de “Inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad.” e “Inhabilitación especial perpetua para algún cargo u oficio público o profesión titular.”, la siguiente:


“Inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales, de la salud o que involucren una relación directa y habitual con menores de dieciocho años de edad, adultos mayores o personas en situación de discapacidad.”.


b) Intercálase en la Escala General, Penas de crímenes, entre las de “Inhabilitación absoluta temporal para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad.” e “Inhabilitación absoluta temporal para cargos y oficios públicos y profesiones titulares.”, la siguiente:


“Inhabilitación absoluta temporal para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales, de la salud o que involucren una relación directa y habitual con menores de dieciocho años de edad, adultos mayores o personas en situación de discapacidad.”.


c) Intercálase en la Escala General, Penas de simples delitos, entre las de “Inhabilitación absoluta temporal para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad.” e “Inhabilitación especial temporal para emitir licencias médicas.”, la siguiente:


“Inhabilitación absoluta temporal para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales, de la salud o que involucren una relación directa y habitual con menores de dieciocho años de edad, adultos mayores o personas en situación de discapacidad.”.


2. Agrégase el siguiente artículo 39 ter:


“Art. 39 ter. La pena de inhabilitación absoluta perpetua o temporal para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales, de la salud o que involucren una relación directa y habitual con menores de dieciocho años de edad, adultos mayores o personas en situación de discapacidad, prevista en el artículo 403 quáter de este Código, produce:


1º. La privación de todos los cargos, empleos, oficios y profesiones que tenga el condenado, ejercidos en ámbitos educacionales, de la salud o que involucren una relación directa y habitual con las personas mencionadas en el inciso primero de este artículo.


2º. La incapacidad para obtener los cargos, empleos, oficios y profesiones mencionados, perpetuamente cuando la inhabilitación es perpetua, y por el tiempo de la condena cuando es temporal.


La pena de inhabilitación absoluta temporal de que trata este artículo tiene una extensión de tres años y un día a diez años y es divisible en la misma forma que las penas de inhabilitación absoluta y especial temporales.”.


3. En su artículo 90 numeral 5°, reemplázase la frase “o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad,” por “, de la salud o que involucren una relación directa y habitual con menores de dieciocho años de edad, adultos mayores o personas en situación de discapacidad.”.


4. En su artículo 400, añádese el siguiente inciso final:


“Asimismo, si los hechos a que se refieren los artículos anteriores de este párrafo se ejecutan en contra de un menor de dieciocho años de edad, adulto mayor o persona en situación de discapacidad, por quienes tengan encomendado su cuidado, la pena señalada para el delito se aumentará en un grado.”.


5. Intercálase en el Título VIII, luego del artículo 403, el siguiente Párrafo 3 bis y los artículos 403 bis a 403 septies que lo componen:


“3 bis. Del maltrato a menores de dieciocho años de edad, adultos mayores o personas en situación de discapacidad.


Artículo 403 bis.- El que, de manera relevante, maltratare corporalmente a un niño, niña o adolescente menor de dieciocho años, a una persona adulta mayor o a una persona en situación de discapacidad en los términos de la ley N° 20.422 será sancionado con prisión en cualquiera de sus grados o multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales, salvo que el hecho sea constitutivo de un delito de mayor gravedad.


Con igual sanción se castigará a quien, de manera relevante, maltratare corporalmente a quien sea o haya sido su cónyuge o conviviente.


El que teniendo un deber especial de cuidado o protección respecto de alguna de las personas referidas en el inciso primero, la maltratare corporalmente de manera relevante o no impidiere su maltrato debiendo hacerlo, será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo, salvo que el hecho fuere constitutivo de un delito de mayor gravedad, caso en el cual se aplicará sólo la pena asignada por la ley a éste.


Artículo 403 ter.- El que sometiere a una de las personas referidas en los incisos primero y segundo del artículo 403 bis a un trato degradante, menoscabando gravemente su dignidad, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo.


Artículo 403 quáter.- El que cometiere cualquiera de los delitos contemplados en los Párrafos 1, 3 y 3 bis del Título VIII del Libro Segundo de este Código, en contra de un menor de dieciocho años de edad, adulto mayor o persona en situación de discapacidad, además será condenado a la pena de inhabilitación absoluta temporal para ejercer los cargos contemplados en el artículo 39 ter, en cualquiera de sus grados. En caso de reincidencia en delitos de la misma especie, el juez podrá imponer la inhabilitación absoluta con el carácter de perpetua.


Artículo 403 quinquies.- Las condenas dictadas en virtud del artículo anterior deberán inscribirse en la respectiva sección del Registro General de Condenas, establecido en el decreto ley N° 645, del Ministerio de Justicia, de 1925, sobre el Registro General de Condenas.


Artículo 403 sexies.- Además de las penas establecidas en los artículos anteriores, el juez podrá decretar, como pena accesoria, la asistencia a programas de rehabilitación para maltratadores o el cumplimiento de un servicio comunitario por el plazo que prudencialmente determine, el cual no podrá exceder de sesenta días, debiendo las instituciones respectivas dar cuenta sobre el cumplimiento efectivo de dichas penas ante el tribunal.


Asimismo, el juez podrá decretar, como penas o medidas accesorias, la prohibición de acercarse a la víctima o a su domicilio, lugar de cuidado, trabajo o estudio, así como a cualquier otro lugar al que ésta concurra o visite habitualmente; también, la prohibición de porte y tenencia y, en su caso, el comiso de armas de fuego; y, además, la asistencia obligatoria a programas de tratamiento para la rehabilitación del consumo problemático de drogas o alcohol, si ello corresponde.


Artículo 403 septies.- Los delitos contemplados en este Párrafo serán de acción penal pública.


6. Incorpórase, en el número 5 del artículo 494, después de la expresión “en el artículo 5° de la Ley sobre Violencia Intrafamiliar”, lo siguiente: “ni aquéllas cometidas en contra de las personas a que se refiere el inciso primero del artículo 403 bis de este Código”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 14 de la ley N° 20.066, de Violencia Intrafamiliar: 


a) Intercálase en el inciso primero, entre la palabra “mínimo” y la coma, la frase “a medio”.


b) Elimínase su inciso final.


Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N°645, de 1925, del Ministerio de Justicia, sobre Registro General de Condenas:


1. En su artículo 1°, sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:


“Asimismo, el Registro tendrá dos secciones especiales, accesibles a través de medios electrónicos, servicio de internet u otros similares. La primera sección denominada “Inhabilitaciones impuestas por Delitos de Connotación Sexual cometidos contra Menores de Edad” y, la segunda sección, llamada “Inhabilitaciones impuestas por Delitos contra la vida, integridad física o psíquica de menores de dieciocho años de edad, adultos mayores y personas en situación de discapacidad, en las cuales se registrarán todas las inhabilitaciones establecidas en los artículos 39 bis y 39 ter del Código Penal, respectivamente y que hayan sido impuestas por sentencia ejecutoriada.”


2. Reemplázase su artículo 6° bis por el siguiente: 


“Artículo 6° bis.- Cualquier persona natural o jurídica podrá solicitar que se le informe o informarse por sí misma, siempre que se identifique, si una persona se encuentra afecta a alguna de las inhabilitaciones establecidas en los artículos 39 bis y 39 ter del Código Penal, con el fin de contratar o designar a una persona para algún empleo, cargo, oficio o profesión que involucre una relación directa y habitual con menores de dieciocho años de edad, adultos mayores o personas en situación de discapacidad, o para cualquier otro fin similar.


Toda institución pública o privada que por la naturaleza de su objeto o el ámbito específico de su actividad requiera contratar o designar a una persona determinada para algún empleo, cargo, oficio o profesión que involucre una relación directa y habitual con menores de dieciocho años de edad, adultos mayores o personas en situación de discapacidad deberá, antes de efectuar dicha contratación o designación, solicitar la información a que se refiere el inciso precedente.


El Servicio de Registro Civil e Identificación se limitará a informar si a la fecha de la solicitud la persona por quien se consulta se encuentra afecta a alguna de las inhabilidades establecidas en los artículos 39 bis y 39 ter del Código Penal y omitirá proporcionar todo otro dato o antecedente que conste en el Registro. Para acceder a esta información, el solicitante deberá ingresar o suministrar el nombre y el número de Rol Único Nacional de la persona cuya consulta se efectúa. Un reglamento establecerá la forma y las demás condiciones en que será entregada la información.


Si quien accediere al Registro utilizare la información contenida en él para fines distintos de los autorizados en el inciso primero, será sancionado con multa de dos a diez unidades tributarias mensuales, la que será impuesta por el juez de policía local del territorio en donde se hubiere cometido la infracción, en conformidad con la ley N°18.287.


Se exceptúan de lo establecido en el inciso precedente las comunicaciones internas que los encargados de un establecimiento educacional o de salud, sus propietarios, sostenedores y profesionales de la educación o salud, realicen con el objeto de resolver si una persona puede o no prestar servicios en el mismo en razón de afectarle algunas de las inhabilitaciones previstas en los artículos 39 bis y 39 ter del Código Penal. Tampoco se aplicará a las informaciones que dichas personas o establecimientos deban dar a autoridades públicas.”.”.

- - -

Informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las discrepancias producidas en la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal, para evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal. 
(Boletín N° 9.152-07)


El Vicepresidente pone en discusión el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte del Senado, en el tercer trámite constitucional, de todas las enmiendas efectuadas por la Cámara de Diputados, las que consistían en remplazar el encabezamiento del artículo único; suprimir los numerales 1, 2 y 3; eliminar el encabezamiento del numeral 4, y suprimir los números 5 y 6.


Agrega que la Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias entre ambas Cámaras, efectúa una proposición que consiste en:


-Mantener el encabezamiento del artículo único.


-Aprobar los números 1, 2 y 3 del Senado, eliminando el inciso final propuesto para el artículo 103 bis en el numeral 2.


-Mantener el encabezamiento propuesto por el Senado para el numeral 4 y remplazar una frase en la letra a) de ese numeral.


-Aprobar el número 5, despachado por el Senado.


-Sustituir el número 6.


-Incorporar un número 7 nuevo.

- - -


La proposición de la Comisión Mixta para resolver las diferencias entre ambas Cámaras es del siguiente tenor:

ARTÍCULO ÚNICO

Encabezamiento


- Mantener el enunciado aprobado por el Senado.

Número 1


- Mantener el encabezado propuesto por el Senado.

Letra a)


- Aprobar el texto del Senado.

Letra b)


- Aprobar el texto del Senado.

Número 2


- Aprobar el texto del Senado, eliminándose el inciso final propuesto para el artículo 103 bis.

Número 3


- Aprobar el texto del Senado.

Número 4

Encabezamiento


- Mantener el encabezado del Senado.

Letra a)


- Aprobar el texto del Senado, reemplazando la frase “La falta de comparecencia del” por “La inasistencia o el abandono injustificado de la audiencia por parte del”.

Letra b)


- Aprobar el texto del Senado.

Número 5


- Aprobar el texto del Senado.

Número 6


- Reemplazarlo por el siguiente:


“6.- Sustitúyese el artículo 287, por el siguiente:


“Artículo 287.- Sanciones al fiscal que no asistiere o abandonare la audiencia injustificadamente. A la inasistencia o abandono injustificado del fiscal a la audiencia del juicio oral o a alguna de sus sesiones, si se desarrollare en varias, se aplicará lo previsto en el inciso segundo del artículo 269.”.

Número 7, nuevo


- Incorporar como tal, el siguiente:


“7.- Intercálase un artículo 411 bis, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 411 bis.- Sanciones al fiscal que no asistiere o abandonare la audiencia injustificadamente. A la inasistencia o abandono injustificado del fiscal a la audiencia del procedimiento abreviado o a alguna de sus sesiones, si se desarrollare en varias, se aplicará lo previsto en el inciso segundo del artículo 269.”.

- - -


El Vicepresidente ofrece la palabra al Honorable Senador señor Harboe, quien da cuenta del informe a la Sala.


Enseguida pone en votación la proposición.


El resultado es de 21 votos favorables.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Coloma, Espina, García, García  Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Matta, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Patricio y Zaldívar.

Fundan su votación favorable los Honorables Senadores señores García y Espina.

- - -


Terminada la votación expresan su intención de aprobar la proposición los Honorables Senadores señores Montes y Chahuán.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Procesal Penal:


1.- Efectúanse, en el artículo 10, las enmiendas que siguen:


a) Incorpórase, en su inciso segundo, a continuación de las palabras “suspensión del procedimiento”, la expresión “por el menor tiempo posible”.


b) Agrégase el siguiente inciso tercero:


“Con todo, no podrá entenderse que existe afectación sustancial de los derechos del imputado cuando se acredite, por el Ministerio Público o el abogado querellante, que la suspensión del procedimiento solicitada por el imputado o su abogado sólo persigue dilatar el proceso.”.


2.- Incorpórase el siguiente artículo 103 bis:


“Artículo 103 bis.- Sanciones al defensor que no asistiere o abandonare la audiencia injustificadamente. La ausencia injustificada del defensor a la audiencia del juicio oral, a la de preparación del mismo o del procedimiento abreviado, como asimismo a cualquiera de las sesiones de éstas, si se desarrollaren en varias, se sancionará con la suspensión del ejercicio de la profesión, la que no podrá ser inferior a quince ni superior a sesenta días. En idéntica sanción incurrirá el defensor que abandonare injustificadamente alguna de las mencionadas audiencias, mientras éstas se estuvieren desarrollando.


El tribunal impondrá la sanción después de escuchar al afectado y recibir la prueba que ofreciere, si la estimare procedente.”.


3.- Agréganse, en el artículo 106, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto:


“Sin perjuicio de lo anterior, no podrá ser presentada la mencionada renuncia del abogado defensor dentro de los diez días previos a la realización de la audiencia de juicio oral, como tampoco dentro de los siete días previos a la realización de la audiencia de preparación de juicio.


El abogado defensor que renunciare a su cargo en los plazos señalados en el inciso anterior, o abandonare o dejare de asistir injustificadamente a las audiencias mencionadas en el artículo 103 bis, será sancionado con la suspensión del ejercicio de la profesión en los términos previstos en el citado precepto.”.


4.- Modifícase el artículo 269, de la siguiente forma:


a) Reemplázase la primera oración del inciso segundo, por la siguiente:


“La inasistencia o el abandono injustificado de la audiencia por parte del fiscal deberá ser subsanada de inmediato por el tribunal, el que, además, pondrá este hecho en conocimiento del fiscal regional respectivo para que determine la responsabilidad del fiscal ausente, de conformidad a lo que disponga la ley orgánica constitucional del Ministerio Público.”.


b) Suprímese el inciso tercero.


5.- Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 286, la referencia al “inciso segundo”, por otra al “inciso cuarto”.


6.- Sustitúyese el artículo 287, por el siguiente:


“Artículo 287.- Sanciones al fiscal que no asistiere o abandonare la audiencia injustificadamente. A la inasistencia o abandono injustificado del fiscal a la audiencia del juicio oral o a alguna de sus sesiones, si se desarrollare en varias, se aplicará lo previsto en el inciso segundo del artículo 269.”.


7.- Intercálase un artículo 411 bis, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 411 bis.- Sanciones al fiscal que no asistiere o abandonare la audiencia injustificadamente. A la inasistencia o abandono injustificado del fiscal a la audiencia del procedimiento abreviado o a alguna de sus sesiones, si se desarrollare en varias, se aplicará lo previsto en el inciso segundo del artículo 269.”.

- - -

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el decreto ley N° 2.695, de 1.979, para resguardar derechos de terceros en relación con la regularización de la pequeña propiedad raíz, con segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo. 

(Boletín N° 10.802-12)


El Vicepresidente pone en discusión en particular el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 15 de noviembre de 2016, y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los números 3, 4, 6, 7, 8 y 9 del artículo único no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. Estos   numerales   deben   darse por aprobados, salvo  que algún senador, contando con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión o votación.


El Vicepresidente da por aprobados los señalados numerales.


El Secretario General agrega que la Comisión de Vivienda y Urbanismo efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, todas las cuales fueron aprobadas por unanimidad.


Recuerda que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas.

- - -


Modificaciones propuestas por la Comisión de Vivienda y Urbanismo al proyecto de ley aprobado en general:

Artículo único

o o o


Introducir el siguiente numeral, nuevo:


“1.- Reemplázase el artículo 3° por el que se señala a continuación:


“Artículo 3°.- El solicitante no podrá agregar a su posesión la de sus antecesores.”.”.

o o o


Incorporar un nuevo numeral del tenor que se expresa enseguida:


“2.- Intercálase en el artículo 6°, después del vocablo “mediante”, lo siguiente: “el correspondiente certificado expedido por el Conservador de Bienes Raíces respectivo y, además, con una”.”.

o o o

Números 1 y 2


Pasan a ser números 3 y 4, respectivamente, sin modificaciones.

Número 3 (pasa a ser número 5)


Reemplazarlo por el siguiente:


“5.- Modifícase el artículo 16 del modo que se expresa enseguida:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la locución “un año” por “dos años”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “un año” por “dos años”.


c) Elimínase, en el inciso tercero, el siguiente texto: “o por alguno de los antecesores cuya posesión legal o material se hubiera agregado a la suya, dichas hipotecas y gravámenes”.”.

Números 4, 5, 6 y 7


Pasan a ser números 6, 7, 8 y 9, respectivamente, sin enmiendas.

- - -


El Vicepresidente ofrece la palabra al Honorable Senador señor Prokurica quien hace uso de ella.


Puesta en votación las enmiendas estas son aprobadas por 15 votos favorables.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende y Von Baer y señores Allamand, Coloma, García Huidobro, Girardi, Larraín, Montes, Ossandón, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, don Patricio y Zaldívar.

Funda su voto a favor el Honorable Senador señor Tuma.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo único.- Modifícase el decreto ley N° 2.695, de 1979, que fija normas para regularizar la posesión de la pequeña propiedad raíz y para la constitución del dominio sobre ella, de la siguiente forma:


1.- Reemplázase el artículo 3° por el que se señala a continuación:


“Artículo 3°.- El solicitante no podrá agregar a su posesión la de sus antecesores.”.


2.- Intercálase en el artículo 6°, después del vocablo “mediante”, lo siguiente: “el correspondiente certificado expedido por el Conservador de Bienes Raíces respectivo y, además, con una”.


3.- En el artículo 11:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la segunda oración que señala: 


“En este último caso la resolución respectiva deberá disponer que ella se publique por dos veces en un diario o periódico de los de mayor circulación en la región que determine el Servicio y ordenará, asimismo, fijar carteles durante 15 días en los lugares públicos que él determine.”, por lo siguiente: “En este último caso, la resolución respectiva deberá disponer que ella se publique por dos veces en un diario o periódico de los de mayor circulación en la región o comuna, que determine el Servicio, y ordenará, además, fijar carteles durante el proceso de saneamiento en los lugares públicos que él establezca y en el frontis de la propiedad correspondiente.”.


b) Sustitúyese, en el inciso tercero, la frase “dentro del plazo de 30 días hábiles contados” por “dentro del plazo de 60 días hábiles, contado”, y agrégase la siguiente oración final: “No obstante, los terceros tendrán el derecho a oponerse desde el momento en que se acoja la solicitud a tramitación.”.


4.- Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 15, la expresión “Transcurrido un año completo de posesión inscrita no interrumpida, contado” por “Transcurridos dos años completos de posesión inscrita no interrumpida, contados”.


5.- Modifícase el artículo 16 del modo que se expresa enseguida:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la locución “un año” por “dos años”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “un año” por “dos años”.


c) Elimínase, en el inciso tercero, el siguiente texto: “o por alguno de los antecesores cuya posesión legal o material se hubiera agregado a la suya, dichas hipotecas y gravámenes”.


6.- Reemplázase, en los incisos primero y segundo del artículo 17, respectivamente, la expresión “un año” por “cinco años”.


7.- Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 20, la frase “dentro del plazo de treinta días hábiles” por “desde el momento en que se acoja la solicitud a tramitación y hasta el plazo de sesenta días hábiles”.


8.- Reemplázase, en el inciso primero del artículo 26, la locución “un año” por “dos años”.


9.- Sustitúyese, en el artículo 29, la expresión “cinco años, contados” por “diez años, contado”.”.

- - -


El Vicepresidente declara terminado el Orden del Día.

- - -

Peticiones de Oficios


El Secretario General informa que se han recibido peticiones de oficios de los Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti, García y Navarro, dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario.
- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
SESIÓN 2ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 15 DE MARZO DE 2017


Presidencia del titular del Senado Honorable Senador señor Ricardo Lagos y del Vicepresidente Honorable Senador señor Jaime Quintana.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros de Desarrollo Social, señor Barraza y de Obras Públicas, señor Undurraga. También se encuentra presente la Subsecretaria de Redes Asistenciales, señora Alarcón.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 87ª, ordinaria, del martes 7 de marzo; y, 88ª, ordinaria, del día siguiente; que no han sido observadas.

- - -

CUENTA

Mensaje

De S.E. la Presidenta de la República


Con el que hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que establece el 6 de abril de cada año como Día Nacional del Deporte para el Desarrollo y la Paz (Boletín N°10.550-29).


-- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios

De S. E. la Presidenta de la República


Con el que solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministros Suplentes del Tribunal Constitucional, por un período de tres años, a los señores Christian Suárez Crothers y Rodrigo Delaveau Swett (Boletín N° S 1.921-05).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Dos de la Honorable Cámara de Diputados


Con el primero, informa que rechazó la idea de legislar respecto del proyecto aprobado por el Senado que modifica el numeral 2 del artículo 57 de la Constitución Política de la República, habilitando a los consejeros regionales para ser candidatos a diputado o senador (Boletines N°s 10.641-06, 10.792-06 y 10.916-06, refundidos), y comunica la nómina de los Honorables Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse al efecto.


-- Se toma conocimiento, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 46 del Reglamento de la Corporación, se designa a los integrantes de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización para integrar la referida Comisión Mixta.


Con el segundo, comunica que ha aprobado el proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales que rigen al sector educativo, en materia de subvención escolar preferencial, Sistema de Desarrollo Profesional Docente y situación de becarios de posgrado (Boletín N° 11.128-04) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


-- Pasa a la Comisión de Educación y Cultura y a la de Hacienda, en su caso.

Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal


Atiende inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de la prohibición de construcción de viviendas en áreas de riesgo de incendios forestales.

Del señor Jefe de Gabinete del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo


Envía respuesta a solicitud, enviada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, para revisar el listado de titulares de asignación artesanal de la especie merluza austral en la Región de Magallanes.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Declaración de inadmisibilidad


Moción de los Honorables Senadores señor Navarro, señora Muñoz y señores Girardi y Horvath, que otorga carácter vitalicio a las pensiones de gracia otorgadas o por conceder a los ex tripulantes de la flota industrial pesquera que fueron desplazados durante la vigencia de la ley N° 19.713.


-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de S. E. la Presidenta de la República, conforme lo dispone los incisos tercero y cuarto, número 4°, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Comunicaciones


De los Honorables Senadores señores Ricardo Lagos Weber y Jaime Quintana Leal, por medio de la cual presentan su renuncia a los cargos de Presidente y Vicepresidente de la Corporación, respectivamente.


-- Se toma conocimiento y queda para ser votada después de la Cuenta de la sesión ordinaria siguiente.


De la Comisión de Economía, con la que informa que ha elegido como su Presidente al Honorable Senador señor Eugenio Tuma Zedán.


-- Se toma conocimiento.

- - -


Terminada la Cuenta llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Comunicación


Del Comité Partido Demócrata Cristiano e Independiente, con la que comunica que, a contar de esta fecha, sus representantes serán los Honorables Senadores señores Jorge Pizarro Soto y Manuel Antonio Matta Aragay.


-- Se toma conocimiento.

Informe


De la Comisión de Educación y Cultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el 6 de abril de cada año como Día Nacional del Deporte para el Desarrollo y la Paz (Boletín N° 10.550-29) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


-- Queda para Tabla.

Mensaje


De S.E. la Presidenta de la República con el que da inicio a un proyecto de ley que regula la protección y el tratamiento de los datos personales y crea la Agencia de Protección de Datos Personales (Boletín N° 11.144-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y  Reglamento y a la de Hacienda, en su caso; y se manda poner en conocimiento de la Excma. Corte Suprema, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República.

Comunicación


Del Comité Partido Socialista e Independiente, con la que comunica que a contar de esta fecha, sus representantes serán los Honorables Senadores señores Alfonso De Urresti Longton y Rabindranath Quinteros Lara.


-- Se toma conocimiento.
- - -


A petición del Honorable Senador señor Montes la Sala acuerda fijar un plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (Boletín Nº 10.368-04), hasta el lunes 27 de marzo a las 12 horas.

- - -


La Sala acuerda, a solicitud del Honorable Senador señor Tuma, ampliar el plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que modifica la ley N° 20.416, que fija normas especiales para empresas de menor tamaño, en materia de plazo y procedimiento de pago a las micro y pequeñas empresas (Boletín Nº 10.785-03), hasta el día 3 abril a las 12 horas. 

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DÍA
Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea la Subsecretaría de la Niñez, modifica la ley N° 20.530, sobre Ministerio de Desarrollo Social, y otros cuerpos legales que indica.
(Boletín Nº 10.314-06)


El Presidente pone en discusión en general el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que el objetivo de la iniciativa es crear en el Ministerio de Desarrollo Social la Subsecretaría de la Niñez.


Agrega que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió este proyecto en general y en particular en virtud del acuerdo adoptado por los Comités con fecha 2 de agosto de 2016, no obstante lo cual propone a la Sala solo la aprobación en general de la iniciativa. La Comisión aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar. Lo aprobó en particular con las enmiendas y por las votaciones que consigna en su informe.


Añade que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización solicita a la Sala sustituir la denominación del proyecto por la siguiente: “Proyecto de ley que otorga nuevas atribuciones al Ministerio de Desarrollo Social, en materia de niñez y crea la Subsecretaría de la Niñez, dependiente del mismo.”.


Hace presente que el artículo único y el artículo primero transitorio del proyecto requieren para su aprobación de 21 votos favorables, por ser normas de carácter orgánico constitucional.


El Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señora Von Baer, quien da cuenta del informe a la Sala, señor Quinteros, señora Allende; el Ministro de Desarrollo Social, señor Barraza y el Honorable Senador señor De Urresti.


Enseguida pone en votación la iniciativa.


El resultado de la votación es de 35 votos a favor.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.
- - -


Fundan su voto de aprobación los Honorables Senadores señores Larraín y Bianchi, señora Pérez San Martín y señores Espina, Pizarro, Horvath, Walker, don Patricio; Guillier, Coloma, Harboe y Chahuán. 


Se deja constancia que el Honorable Senador señor Espina, durante su fundamentación de voto, formula reserva de constitucionalidad respecto de la iniciativa.

- - -


Se deja constancia de haberse alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 37 senadores en ejercicio.

- - -


El Vicepresidente  declara aprobado en general el proyecto de ley.

- - -


Interviene luego de la votación el Ministro de Desarrollo Social, señor Barraza, quien agradece el despacho del proyecto.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 10  de abril de 2017, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto, en su primer trámite reglamentario.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la de Gobierno, Descentralización y Regionalización, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea una asignación de fortalecimiento de redes asistenciales para el personal de planta y a contrata de la Subsecretaría de Redes Asistenciales.
(Boletín Nº 11.015-11)


El Vicepresidente previo acuerdo de la Sala pone en discusión el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia y la calificó de “suma”.

Agrega que la Comisión de Salud discutió el proyecto en general y en particular, en virtud de lo dispuesto en el Reglamento del Senado, y lo aprobó, en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Chahuán, Girardi y Rossi.


Luego hace presente que la Comisión de Hacienda se pronunció respecto de los artículos 1 a 5, permanentes, y los artículos primero y segundo, transitorios, los que aprobó por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes, Tuma y Zaldívar, en los mismos términos en que fueron despachados por la Comisión de Salud.


El Vicepresidente pone en votación el proyecto de ley.


El resultado de la votación es de 18 sufragios por la aprobación.


Votan afirmativamente los Honorables Senadores señoras Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Prokurica, Quintana, Quinteros y Tuma.
- - -


El Vicepresidente declara aprobada en general la iniciativa, y, por no haberse formulado indicaciones ni haberse solicitado plazo para presentarlas, la declara aprobada también en particular.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 1.- Establécese una asignación de fortalecimiento de redes asistenciales, a contar del primer día del mes siguiente a la fecha de publicación de esta ley, para el personal de planta y a contrata de la Subsecretaría de Redes Asistenciales, pertenecientes a los estamentos de profesionales hasta el grado 5° inclusive, técnicos, administrativos y auxiliares, que se encuentren regidos por la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, y por el decreto ley N° 249, de 1974, que Fija Escala Única de Sueldos para el personal que señala.


Artículo 2.- La asignación de fortalecimiento de redes asistenciales contendrá un componente fijo y un componente proporcional.


La asignación se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración.


El personal que preste servicios por un lapso inferior a un mes tendrá derecho a que se le pague la asignación en proporción a los días completos efectivamente trabajados.


Artículo 3.- El componente fijo de la asignación ascenderá a $100.000.- brutos mensuales.


A contar del 1 de diciembre de 2019 el componente fijo se reajustará de conformidad con los reajustes generales de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público.


Artículo 4.- El componente proporcional a que se refiere el artículo 2 será del 10% de la suma de las siguientes remuneraciones, según corresponda:


a) Sueldo base. 


b) Asignación de los artículos 17 y 18 de la ley N° 19.185.


c) Asignación del artículo 19 de la ley N° 19.185.


Artículo 5.- La Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá definir un plan institucional anual que contenga las principales líneas de acción, objetivos, indicadores y metas institucionales que deberán ser cumplidas durante el año calendario siguiente. Dicho plan contendrá, a lo menos, las siguientes materias: 


a) Inversión, fortalecimiento de la infraestructura, equipamiento y tecnología del nivel primario y hospitalario de los servicios de salud, incluidos los establecimientos de salud de carácter experimental creados por los decretos con fuerza de ley Nos. 29, 30 y 31, todos de 2000, del Ministerio de Salud


b) Perfeccionamiento y control presupuestario y financiero de los servicios de salud, de las transferencias a la atención primaria de salud y a los establecimientos de salud de carácter experimental.


c) La gestión de los recursos humanos de la red asistencial.


d) Optimización progresiva del funcionamiento del régimen de Garantías Explícitas en Salud establecido en la ley Nº 19.966, considerando a los servicios de salud, a la atención primaria de salud y a los establecimientos de salud de carácter experimental.


El plan institucional anual deberá ser enviado por la Subsecretaría de Redes Asistenciales a las comisiones de Salud y de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados en el mes de diciembre del año anterior al de su ejecución. 


Asimismo, durante marzo de cada año, la Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá enviar a las comisiones señaladas en el inciso anterior un informe de gestión que contenga el porcentaje de las metas cumplidas, los resultados obtenidos y las medidas correctivas y preventivas tomadas para el cumplimiento de los objetivos establecidos en el plan institucional anual del año anterior. Además, en julio de cada año la subsecretaría deberá enviarles un informe de avance.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Los componentes de la asignación de fortalecimiento de redes asistenciales se sujetarán a la progresión que a continuación se indica para cada uno de los años y estamentos:


a) Desde el primer día del mes siguiente a la fecha de publicación de esta ley y hasta el 30 de noviembre de 2017:


i. Componente fijo:


$50.000.- brutos mensuales para técnicos, administrativos y auxiliares.


$25.000.- brutos mensuales para profesionales hasta el grado 5° inclusive.


ii. Componente proporcional: 5% para técnicos, administrativos y auxiliares, y 4% para profesionales hasta el grado 5° inclusive.


b) A contar del 1 de diciembre de 2017, para los estamentos de técnicos, administrativos y auxiliares: 


i. Componente fijo: $100.000.- brutos mensuales.


ii. Componente proporcional: 10%.


c) Desde el 1 de diciembre de 2017 y hasta el 30 de noviembre de 2018, para los profesionales hasta el grado 5° inclusive:


i. Componente fijo: $30.000.- brutos mensuales.


ii. Componente proporcional: 5%.


d) A contar del 1 de diciembre de 2018, para los profesionales hasta el grado 5° inclusive:


i. Componente fijo: $100.000.- brutos mensuales. 


ii. Componente proporcional: 10%. 


Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. Para los años siguientes se consultarán los recursos en la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que extiende los beneficios de la ley N° 20.948 a los funcionarios y funcionarias de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, establece normas especiales para el incentivo de la ley N° 20.213 y modifica los requisitos de ingreso y promoción de la función de supervisión de la planta de profesionales de dicho servicio.

(Boletín N° 11.086-05)


El Vicepresidente previo acuerdo de la Sala pone en discusión en general el proyecto de ley.


El Secretario General informa que la Comisión de Hacienda discutió la iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes, Tuma y Zaldívar.

El Vicepresidente pone en votación el proyecto de ley.


El resultado es de 19 votos a favor.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma y Zaldívar.
- - -


El Vicepresidente declara aprobada en general la iniciativa, y, por no haberse formulado indicaciones ni haberse solicitado plazo para presentarlas, la declara aprobada también en particular.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el siguiente:


“Artículo 1.- Aplícanse a los funcionarios y funcionarias de la Junta Nacional de Jardines Infantiles los artículos 1 al 15 y el artículo 18 de la ley N° 20.948, que otorga una bonificación adicional y otros beneficios de incentivo al retiro para los funcionarios y funcionarias de los servicios públicos que se indican y modifica el título II de la ley Nº 19.882, en los mismos términos y condiciones que en ellos se establecen, sin perjuicio de las siguientes reglas especiales y las demás que fije un reglamento:


1. Podrán acceder a la bonificación adicional  durante los años 2017 y 2018 hasta un máximo de 385 y 500 beneficiarios, respectivamente. Se accederá a los referidos cupos conforme a los procedimientos que se disponen en los artículos transitorios de la presente ley. Durante dichos años, a quienes se les aplique el artículo 8 y el inciso final del artículo 7, ambos de la ley N° 20.948 y el cuarto transitorio de esta ley, también quedarán afectos a los referidos cupos. A contar del año 2019 y hasta el 31 de diciembre de 2024, dicha bonificación se otorgará sin tope de cupos anuales.


2.- Los funcionarios deberán postular en la unidad de recursos humanos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles para acceder a los beneficios de la ley N° 20.948, de conformidad con el procedimiento y plazos que fije el reglamento.


3.- El plazo de postulación para acceder a la bonificación adicional respecto de los funcionarios afectos al artículo 8 de la ley N° 20.948 y que cumplan las edades en los períodos señalados en las letras a), b) y c) del número 1 del artículo primero transitorio de esta ley será el que disponen dichos literales.


4.- Para efectos de esta ley, todas las referencias que la ley N° 20.948 realice a la fecha de su publicación deberán entenderse efectuadas a la data de publicación de la presente ley.


5.- Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación y suscrito también por el Ministro de Hacienda determinará el procedimiento de otorgamiento de los beneficios  y el o los períodos de postulación para acceder a los beneficios de la ley N° 20.948, pudiendo establecer distintos plazos. Asimismo, el reglamento determinará los procedimientos aplicables para la heredabilidad de los beneficios y establecerá las normas necesarias para la aplicación de esta ley.


6.- Los funcionarios que perciban los beneficios establecidos en esta ley no podrán ser nombrados ni contratados, sea a contrata, a honorarios o en los términos del Código del Trabajo, en ninguna de las instituciones que conforman la Administración del Estado, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad de los beneficios percibidos, debidamente reajustados por la variación del Índice de Precios al Consumidor, determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes del pago del beneficio respectivo y el mes anterior al de la restitución, más el interés corriente para operaciones reajustables.


Los beneficios de esta ley serán incompatibles con cualquier otro de naturaleza homologable que se origine en una causal similar de otorgamiento y cualquier otro beneficio por retiro que hubiese percibido el funcionario con anterioridad, tales como aquellos contemplados en la ley N° 20.648. Del mismo modo, los beneficiarios de la presente ley no podrán contabilizar los mismos años de servicio que hubiesen sido considerados para percibir otros beneficios asociados al retiro voluntario.


Con todo, los beneficios de esta ley son compatibles con la bonificación por retiro establecida en el título II de la ley N° 19.882.


7.- Lo dispuesto en el artículo 18 de la ley N° 20.948 no se aplicará a las vacantes de empleos a contrata asimilados a las plantas de profesionales que cumplan funciones de dirección de establecimientos de educación parvularia o funciones pedagógicas en establecimientos de educación parvularia, a las plantas de técnicos que cumplan funciones técnicas en educación parvularia y a las plantas de administrativos y auxiliares que ejerzan sus funciones en establecimientos de educación parvularia.


Artículo 2.- Durante los años 2016 y 2017, el pago del incentivo anual al desempeño establecido en el artículo trigésimo cuarto de la ley N° 19.882 a las unidades educativas que hayan obtenido el puntaje máximo en el proceso de Evaluación Integral de la Calidad de la Educación Parvularia efectuado durante el año 2015, será la asignación correspondiente al primer tramo, cualquiera sea el orden de ubicación en los tramos decrecientes en los que se encuentre, conforme con los resultados comparativos del proceso de evaluación.


La reliquidación de las cuotas correspondientes que hayan sido pagadas a la fecha de publicación de la presente ley, en virtud de la aplicación de lo dispuesto en el inciso anterior, se efectuará a contar de dicha publicación a aquellos funcionarios que se encuentren en funciones a la fecha del pago.


Artículo 3.- La Subsecretaría de Educación Parvularia, por sí o a través de terceros, realizará un estudio de evaluación del proceso de Evaluación Integral de la Calidad de la Educación Parvularia de la Junta Nacional de Jardines Infantiles. Dicho informe será público, y deberá ser enviado a las comisiones de Educación y de Hacienda de ambas Cámaras del Congreso Nacional durante el segundo semestre de 2017. 


Artículo 4.- Reemplázase en el artículo 2 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2015, del Ministerio de Educación, que modifica la planta de personal de la Junta Nacional de Jardines Infantiles y establece asignación por ejercicio efectivo y continuo de la función de dirección de jardín infantil y de supervisión, los requisitos de ingreso y promoción de la planta de profesionales, función de supervisión, grado 15, por el siguiente:


“Título profesional de una carrera de, a lo menos, 8 semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente, y acreditar una experiencia profesional no inferior a 4 años, o de a lo menos 3 años en funciones de supervisión o en el área educacional en establecimientos de educación parvularia.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- El procedimiento para asignar los cupos para los años 2017 y 2018, establecido en el numeral 1 del artículo 1, se sujetará a las siguientes reglas:


1. Los funcionarios y las funcionarias a que se refiere el artículo 1 podrán postular a la bonificación adicional y bonos de los artículos 9 y 10 de la ley N° 20.948, en la unidad de recursos humanos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, en los plazos y condiciones que a continuación se indican:


a) Para los cupos 2017, sólo podrán postular los funcionarios y funcionarias de la Junta Nacional de Jardines Infantiles que al 31 de diciembre de 2017 cumplan o hayan cumplido 65 o más años de edad. Dichos funcionarios deberán postular a la bonificación dentro de los treinta días hábiles siguientes a la publicación de esta ley, comunicando su decisión de renunciar voluntariamente a su cargo. Si no postularen dentro de dicho plazo se entenderá que renuncian a los beneficios de esta ley. 


También podrán postular, dentro del mismo plazo, las funcionarias que al 31 de diciembre de 2017 cumplan o hayan cumplido entre 60 y 64 años de edad. Con todo, ellas podrán postular en los procesos siguientes de acuerdo a lo que establece esta ley y su reglamento y la ley N° 20.948, según corresponda.


b) Los funcionarios y las funcionarias que, a contar del 1 de enero y hasta el 31 de diciembre de 2018, cumplan 65 años de edad, podrán postular dentro del o los plazos que establezca el reglamento, comunicando su decisión de renunciar voluntariamente a su cargo. Dentro de ese plazo también podrán postular las funcionarias que cumplan entre 60 y 64 años de edad en las fechas indicadas. Del mismo modo podrán postular quienes cumplan 66 años en las fechas antes señaladas, accediendo a los beneficios en los porcentajes señalados en la letra b) del artículo 11 de la ley N° 20.948, según corresponda.


2. Dentro de los plazos que establezca el reglamento, la Junta Nacional de Jardines Infantiles verificará que los funcionarios que postulen cumplan con los requisitos para acceder a los beneficios de la ley N° 20.948. Dicho servicio determinará, por medio de una o más resoluciones, la nómina de beneficiarios para cada uno de los cupos anuales, de conformidad con lo establecido en los numerales siguientes.


En el caso de la letra a) del numeral 1, dentro de los veinte días hábiles siguientes al término del plazo para postular que fija la referida letra a), la Junta Nacional de Jardines Infantiles deberá dictar la resolución asignando los cupos correspondientes al año 2017.


3. En caso de haber un mayor número de postulantes que cumplan los requisitos respecto de los cupos disponibles para cada anualidad, éstos se asignarán del modo siguiente: 


a) Para los años 2017 y 2018 se asignarán preferentemente hasta 60 y 80 cupos, respectivamente, para los funcionarios que se acojan a lo dispuesto en el artículo 13 de la ley N° 20.948. Dichos cupos se concederán de acuerdo con los criterios de priorización que se señalan en la letra c) de este numeral.


b) Una vez asignados los cupos de conformidad con la letra anterior, los cupos restantes para completar el total de 385 y 500 cupos, para los años 2017 y 2018, respectivamente, se asignarán conforme a la letra siguiente considerando a todos los postulantes que cumplan con los requisitos respectivos, incluidos aquellos que hayan postulado y no hayan accedido a los cupos señalados en el literal anterior.


c) Los beneficiarios de los cupos de los literales anteriores se seleccionarán de acuerdo a los siguientes criterios:


i. En primer término serán seleccionados los postulantes de mayor edad, según su fecha de nacimiento.


ii. En igualdad de condiciones de edad entre los postulantes, se desempatará atendiendo al mayor número de días de licencias médicas cursadas durante los trescientos sesenta y cinco días corridos inmediatamente anteriores al inicio del respectivo período de postulación. 


iii. En caso de persistir la igualdad, se considerarán los años de servicio en la Junta Nacional de Jardines Infantiles del funcionario a la fecha de inicio del período de postulación, y de persistir el empate, la cantidad de años del funcionario en la Administración del Estado. 


iv. De persistir la igualdad resolverá el Vicepresidente Ejecutivo de la Junta Nacional de Jardines Infantiles.


4. La o las resoluciones que dicte la Junta Nacional de Jardines Infantiles deberán contener la nómina de todos los postulantes que cumplan con los requisitos para acceder a la bonificación adicional y la individualización de los beneficiarios de los cupos disponibles para el año que corresponda. Respecto de aquellos que no obtuvieren un cupo se aplicará el procedimiento dispuesto en el número 7.


5. Dentro de los diez días hábiles siguientes a la fecha de la total tramitación de la resolución a que se refiere el numeral anterior, la institución empleadora deberá notificarla a cada uno de los funcionarios que participaron del proceso de postulación al correo electrónico institucional que tengan asignado o al que fije en su postulación, mediante carta certificada al domicilio registrado por el funcionario en la institución o según el inciso final del artículo 46 de la ley Nº 19.880.


La Junta Nacional de Jardines Infantiles deberá dictar los actos administrativos que conceden los beneficios de la ley N° 20.948 respecto del personal que cumpla los requisitos y siempre que se les haya asignado un cupo conforme a este artículo.


6. A más tardar el día 15 del mes siguiente a la fecha de la total tramitación de la resolución a que se refiere el número anterior, los beneficiarios de cupos deberán informar por escrito a la unidad de recursos humanos la fecha en que harán dejación definitiva del cargo o empleo y el total de horas que sirvan, la cual deberá ajustarse a lo señalado en el párrafo siguiente. 


El funcionario deberá cesar en su cargo por renuncia voluntaria a más tardar el día primero del quinto mes siguiente al vencimiento del plazo para fijar la fecha de renuncia definitiva o hasta el día primero del quinto mes siguiente al cumplimiento de los 65 años de edad, si esta fecha es posterior a aquella.


7. Los postulantes a la bonificación adicional que, cumpliendo con los requisitos para acceder a ella, no fueren seleccionados por falta de cupos, pasarán a integrar en forma preferente el listado de seleccionados del proceso que corresponda al año o años siguientes, sin necesidad de realizar una nueva postulación, manteniendo los beneficios que le correspondan a la época de su postulación, incluidos aquellos a que se refiere el título II de la ley Nº 19.882. Si una vez incorporados en la nómina de beneficiarios de cupos del período o períodos siguientes quedaren cupos disponibles, éstos serán completados con los postulantes de dicho año que resulten seleccionados. La individualización de los beneficiarios antes señalados podrá realizarse mediante una o más resoluciones dictadas por la Junta Nacional de Jardines Infantiles. Las resoluciones que incorporen a los seleccionados preferentes antes indicados podrán dictarse en cualquier época del año, sin necesidad que se haya desarrollado el proceso de postulación para la anualidad respectiva.


8. El personal a que se refiere el inciso primero de la letra a) del numeral 1 deberá postular en el período que se indica en dicha letra para tener derecho a la totalidad de los beneficios que le correspondan de acuerdo a la ley N° 20.948.


No obstante lo anterior, podrán postular en los períodos fijados en las letras b) y c) del número 1, quienes cumplan 66 años de edad en las fechas señaladas en dichas letras, accediendo a los beneficios según el porcentaje establecido en la letra b) del artículo 11 de la ley N° 20.948 y siempre que cumplan con los respectivos requisitos. En este caso, deberán hacer dejación definitiva del cargo, empleo y del total de horas que sirva, por renuncia voluntaria, a más tardar el día primero del quinto mes siguiente al vencimiento del plazo para fijar la fecha de renuncia definitiva o hasta el día primero del quinto mes siguiente al cumplimiento de los 66 años de edad, si esta fecha es posterior a aquella, siempre que hayan accedido a un cupo. En caso de no acceder a un cupo se les aplicará lo dispuesto en el número anterior.


9. Si durante el año 2019 existieren postulantes en la situación descrita en el número 7, en el mes de enero de dicho año deberán informar por escrito a la unidad de recursos humanos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, la fecha en que harán efectiva su renuncia voluntaria. Con todo, deberán hacer efectiva su renuncia voluntaria a más tardar el 1 de junio de 2019.


10. Si un funcionario fallece entre la fecha de su postulación para acceder a la bonificación adicional y a los beneficios de los artículos 9 y 10, todos de la ley N° 20.948, según corresponda, y antes de percibirlos, y cumple con los demás requisitos establecidos en dicha ley, éstos serán transmisibles por causa de muerte. Este beneficio quedará afecto a los cupos a que se refiere al numeral 1 del artículo 1 y al procedimiento señalado en este artículo.


11. Para tener derecho a la bonificación adicional y a los bonos de los artículos 9 y 10 de la ley N° 20.948, los funcionarios a que se refiere este artículo deberán renunciar voluntariamente a todos los cargos y al total de horas que sirvan dentro de los plazos que indica este artículo y su reglamento. Si no renuncian dentro de dichos plazos se entenderá que renuncian irrevocablemente a estos beneficios.


12. Los funcionarios y las funcionarias que postulen a la bonificación adicional, que cumpliendo los requisitos para acceder a ella no obtengan un cupo y queden priorizados para los periodos siguientes, podrán cesar en funciones por renuncia voluntaria a contar de la notificación de su derecho preferente a un cupo. En este caso, la bonificación adicional del artículo 5 y los bonos de los artículos 9 y 10, todos de la ley N° 20.948, se pagarán el mes siguiente de la total tramitación de la resolución que les concede el cupo respectivo. El valor de la unidad tributaria mensual y la unidad de fomento para el cálculo de los beneficios que les correspondan será el vigente al último día del mes anterior a la total tramitación de dicha resolución. A su vez, la bonificación por retiro voluntario del título II de la ley N° 19.882, cuando corresponda, se pagará según el inciso cuarto del artículo octavo de la antedicha ley. Para los efectos del artículo 12 de la ley N° 20.948, los funcionarios deberán presentar la solicitud para acceder al bono establecido en la ley N° 20.305 en la misma oportunidad en que presenten su renuncia voluntaria.


13. Los funcionarios y las funcionarias afectos al título II de la ley N° 19.882, que se acojan a la presente ley y se encuentren en los casos señalados en las letras a) y b) del numeral 1, tendrán derecho a percibir la bonificación por retiro del referido título II en las condiciones especiales que se indican a continuación:


a) La comunicación de renunciar voluntariamente a su cargo para acceder a la bonificación por retiro será en la misma oportunidad en que presenten su postulación a la bonificación adicional, sin que se apliquen los plazos dispuestos en el inciso segundo del artículo octavo de la ley N° 19.882.


b) La fecha de dejación de sus cargos o empleos por renuncia voluntaria deberá estar comprendida en el plazo a que se refiere el párrafo segundo del número 6 o el párrafo segundo del número 8 de este artículo, según corresponda.


c) La bonificación por retiro que corresponda al funcionario o funcionaria no estará afecta a la disminución de meses que dispone el artículo noveno de la ley N° 19.882, siempre que postule en el plazo que establezca el reglamento para el período en que cumpla 65 años de edad. En el caso que el funcionario o funcionaria postule en el plazo que establezca el reglamento para el período en que cumpla 66 años de edad, conforme al párrafo segundo del número 8 de este artículo, quedará afecto a la disminución de meses que dispone el artículo noveno de la ley N° 19.882.


Artículo segundo.- Si un funcionario beneficiario de un cupo indicado en el artículo anterior se desiste de su renuncia voluntaria, la Junta Nacional de Jardines Infantiles procederá a reasignar el cupo siguiendo estrictamente el orden del listado contenido en la resolución que determinó los beneficiarios del año respectivo. Las mujeres menores de 65 años de edad, que habiendo sido seleccionadas se desistan, no conservarán el cupo para los siguientes años, y deberán volver a postular conforme a las normas señaladas en el artículo anterior. También se entenderá que renuncian a un cupo cuando no hagan efectiva su renuncia voluntaria dentro de los plazos que establece la ley.


El funcionario al que se le reasigne el cupo de quien se desista tendrá como plazo máximo para fijar la fecha de su renuncia voluntaria el último día del mes siguiente a la fecha de la total tramitación de la resolución que le concede el cupo. Con todo, deberá hacer efectiva su renuncia voluntaria a más tardar el día primero del quinto mes siguiente del vencimiento del plazo para fijar la fecha de renuncia definitiva o hasta el día primero del quinto mes en que cumpla 65 años de edad, si esta fecha es posterior a aquélla. Quienes se encuentren en la situación a que se refiere el párrafo segundo del número 8 del artículo anterior deberán hacer efectiva su renuncia voluntaria en las fechas que dicho inciso señala.


Artículo tercero.- Los funcionarios y las funcionarias de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, que al día anterior a la fecha de publicación de esta ley tengan 65 o más años de edad, cesen en sus cargos por aceptación de renuncia voluntaria en las fechas que se señalan en las letras siguientes, y se acojan a la presente ley, tendrán derecho a percibir la bonificación por retiro del título II de la ley N° 19.882, en las condiciones especiales que se indican a continuación:


a) Los plazos dispuestos en el inciso segundo del artículo octavo de la ley Nº 19.882 serán reemplazados por los que se señalan en la letra a) del número 1 del artículo primero transitorio.


b) Para aquellos que accedan a la bonificación adicional, la fecha de dejación de su cargo o empleo por renuncia voluntaria deberá estar comprendida en el plazo que se indica en el párrafo segundo del número 6 del artículo primero transitorio. 


Tratándose de los afiliados a alguno de los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Previsión Social o que no tengan derecho a la bonificación adicional de la ley N° 20.948, la fecha de dejación de su cargo o empleo por renuncia voluntaria deberá hacerse efectiva a más tardar el día 1 del quinto mes siguiente a la fecha de publicación de la presente ley.


c) La bonificación que corresponda al funcionario o funcionaria no estará afecta a la disminución de meses que dispone el artículo noveno de la ley Nº 19.882. Los funcionarios beneficiarios de la bonificación adicional que se encuentren en la situación señalada en el número 7 del artículo primero transitorio mantendrán este beneficio hasta que accedan al cupo correspondiente.


Artículo cuarto.- Las exfuncionarias y los exfuncionarios, que hubieren cesado en sus labores en la Junta Nacional de Jardines Infantiles entre el 1 de julio de 2014 y el día anterior a la fecha de publicación de esta ley, podrán acceder sólo a la bonificación adicional de la ley N° 20.948, siempre que hubiesen renunciado voluntariamente a sus cargos o empleos habiendo tenido derecho a la bonificación por retiro establecida en el título II de la ley Nº 19.882 y cumplan con los demás requisitos para acceder a la bonificación adicional de la ley N° 20.948 y los que esta ley señala.


Asimismo, podrán acceder sólo a la bonificación adicional las exfuncionarias y los exfuncionarios afectos al inciso final del artículo séptimo transitorio de la ley Nº 19.882 que se desempeñen en la Junta Nacional de Jardines Infantiles, siempre que, entre el 1 de julio de 2014 y el día anterior a la fecha de publicación de esta ley hubieren cesado en sus cargos por renuncia voluntaria y cumplan con los demás requisitos señalados en el inciso segundo del artículo 7 de la ley N° 20.948.


Para los efectos señalados en el presente artículo, los exfuncionarios y las exfuncionarias deberán presentar su solicitud ante la unidad de recursos humanos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, a partir de la fecha de publicación de esta ley y hasta los 180 días corridos siguientes a ella. Si no presentan las solicitudes dentro del plazo indicado se entenderá que renuncian al beneficio. Dichas solicitudes quedarán afectas a la asignación de cupos y al procedimiento dispuesto en el artículo primero transitorio. Con todo, sólo se considerarán para los cupos correspondientes al año  2017 las postulaciones que se efectúen dentro de los treinta días hábiles siguientes a la publicación de esta ley. Las demás postulaciones serán consideradas en el proceso de asignación de cupos del año 2018. 


La bonificación adicional para los exfuncionarios y las exfuncionarias a que se refiere este artículo se pagará por su ex institución empleadora a contar del mes subsiguiente a la total tramitación del acto administrativo que la concede. El valor de la unidad tributaria mensual que se considerará para el cálculo de dicha bonificación será el vigente al mes del pago de la misma.


A los beneficiarios de este artículo les será aplicable lo dispuesto en el numeral 6 del artículo 1 de la presente ley.


Artículo quinto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su vigencia se financiará con los recursos del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

- - -

Peticiones de Oficios


Enseguida, el señor Secretario General anuncia que se han recibido peticiones de oficios de los Honorables Senadores señores Espina y García, dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario.

- - -
Incidentes


El Vicepresidente ofrece la palabra a cada Comité Parlamentario y ninguno de ellos hace uso de su tiempo reglamentario.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
D O C U M E N T O S
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PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY N° 17.798, SOBRE CONTROL DE ARMAS, CON EL OBJETO DE FORTALECER SU INSTITUCIONALIDAD 
(5.254-02, 5.401-02, 5.456-02, 9.035-02, 9.053-25, 9.073-25, 9.079-25, 9.577-25 y 9.993-25, Refundidos)

Oficio Nº 13.210
VALPARAÍSO, 21 de marzo de 2017
Con motivo de las mociones refundidas, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que modifica la ley N° 17.798, sobre control de armas, con el objeto de fortalecer su institucionalidad, correspondiente a los boletines Nos 5254-02, 5401-02, 5456-02, 9035-02, 9053-25, 9073-25, 9079-25, 9577-25 y 9993-25, refundidos, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.-
 Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto N° 400, de 1977, del Ministerio de Defensa Nacional:

1. En su artículo 3:
a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:

“Ninguna persona podrá poseer o tener alguna de las siguientes armas:
a) Armas largas cuyos cañones hayan sido recortados.
b) Armas cortas de cualquier calibre que funcionen en forma totalmente automática.
c) Armas de fantasía, entendiéndose por tales aquellas que se esconden bajo una apariencia inofensiva.
d) Armas de juguete, fogueo, balines, postones o aire comprimido, adaptadas o transformadas para el disparo de municiones o cartuchos.
e) Artefactos o dispositivos, cualquiera sea su fabricación, partes o apariencia, que no sean los señalados en las letras a) o b) del artículo 2, y que hayan sido creados, adaptados o transformados para el disparo de municiones o cartuchos.
f) Armas cuyos números de serie o sistemas de individualización se encuentren adulterados, borrados o carezcan de ellos.
g) Ametralladoras y subametralladoras.
h) Metralletas o cualquiera otra arma automática o semiautomática de mayor poder destructor o efectividad, sea por su potencia, por el calibre de sus proyectiles o por sus dispositivos de puntería.”.
b) En su inciso segundo, sustitúyese el punto final por una coma y añádese la siguiente frase “ni los implementos destinados para el lanzamiento o activación de cualquiera de estos elementos.”.
2. En su artículo 5 A, inciso primero:
a) Sustitúyese en la letra g) la coma y la letra “y” que le sigue por un punto.

b) Agréguense las siguientes letras i) y j):

“i) No haber sido sancionado previamente por abandono de armas o elementos sujetos a control en los términos del artículo 14 A.
j) No haber sufrido más de dos veces la pérdida o extravío de armas o elementos sujetos a control. No obstante lo anterior, tratándose de personas que hubiesen denunciado la sustracción de éstas desde el bien raíz declarado en la inscripción, la Dirección General de Movilización Nacional, por resolución fundada, podrá autorizar que se inscriba el arma.”.

3. En su artículo 9, incorpórase el siguiente inciso final:

“Constituye circunstancia agravante el porte de las armas o elementos a que hacen referencia los incisos precedentes en los lugares indicados en el inciso primero del artículo 14 D.”.

4. Reemplázase el artículo 9 A por el siguiente:

“Artículo 9 A.- Será sancionada con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio y multa administrativa de 100 a 500 unidades tributarias mensuales, la persona autorizada que vendiere municiones o cartuchos a quien no fuere poseedor, tenedor o portador de un arma de fuego inscrita.
Cuando la venta consista en municiones o cartuchos de un calibre distinto del autorizado a quien estuviere facultado como poseedor, tenedor o portador de un arma de fuego inscrita, o no se diere cumplimiento a las obligaciones previstas en el inciso cuarto del artículo 4, la sanción será una multa administrativa de 100 a 500 unidades tributarias mensuales.

En caso de reincidencia de las conductas señaladas en el inciso anterior, la multa será de 500 a 1.000 unidades tributarias mensuales. Igualmente, si la infracción tuviere lugar por tercera vez, la sanción será la revocación de la autorización para vender armas.
Si el vendedor fuere una sociedad de personas, las sanciones pecuniarias señaladas en los incisos anteriores afectarán también a sus socios. Si se tratare de una sociedad por acciones, éstas afectarán también a los accionistas que fueren dueños de más del 10% del interés social. En los dos casos anteriores, la sanción se aplicará asimismo a quienes administraren la respectiva sociedad.

Tratándose de las conductas señaladas en el inciso primero, el tribunal que dicte sentencia condenatoria oficiará, una vez que ésta se encuentre firme y ejecutoriada, a la Dirección General de Movilización Nacional con el objeto de que la autoridad administrativa respectiva proceda a la revocación de la autorización otorgada en los términos del artículo 4.”.

5. En el inciso primero de su artículo 10 A, reemplázase la palabra “mínimo” por “máximo”.

6. En su artículo 13, agrégase el siguiente inciso final:

“Constituye circunstancia agravante el porte de las armas o elementos a que hacen referencia los incisos primero y segundo, en los lugares indicados en el inciso primero del artículo 14 D.”.

7. En su artículo 14, agrégase el siguiente inciso final:

“Constituye circunstancia agravante el porte de las armas o elementos a que hacen referencia los incisos precedentes, en los lugares indicados en el inciso primero del artículo 14 D.”.

8. Incorpóranse los siguientes artículos 17 B y 17 C, nuevos, pasando el actual artículo 17 B a ser 17 D:

“Artículo 17 B.- Al empleado público o a las autoridades señaladas en el artículo 4 que permitan la inscripción de un arma de fuego a quien no cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 5 A, se les impondrá la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo y la pena accesoria de inhabilitación absoluta temporal en su grado medio a perpetua para ejercer cargos y oficios públicos.

Artículo 17 C.- El que solicitare la autorización a la que se refiere el artículo 4 con el fin de facilitar a un tercero alguno de los elementos señalados en las letras a), b), c), d) y e) del artículo 2, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado medio.

Si se facilitaren armas o elementos señalados en las letras a), b), c), d), y e) del artículo 2, previa concertación y con el objeto de ejecutar un delito, se sancionará al titular de la inscripción en calidad de autor del delito, en los términos de la letra c) del artículo 15 del Código Penal.”.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Osvaldo Andrade Lara, Presidente de la Cámara de Diputados; Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.564, LEY MARCO DE LOS BOMBEROS DE CHILE, A FIN DE ESTABLECER UN PROCEDIMIENTO SIMPLIFICADO PARA OBTENER PERMISOS DE EDIFICACIÓN DE INMUEBLES DESTINADOS A CUARTELES DE LOS CUERPOS DE BOMBEROS

(10.990-14)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Quintana, García, Lagos, Montes y Walker, don Patricio.



Se hace presente que, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa legal, por tratarse de un proyecto de artículo único. No obstante lo anterior, acordó proponer que la Sala la discuta solo en general y fije un plazo de indicaciones, con el propósito de introducir los perfeccionamientos necesarios con ocasión del segundo informe.

- - -


Por otra parte, la Comisión, teniendo en cuenta los acuerdos adoptados, resolvió proponeros que se sustituya la denominación original por la siguiente: “Proyecto de ley que establece un procedimiento simplificado para la regularización de edificaciones de Bomberos de Chile.”.
- - -

A una o a las dos sesiones en que se analizó esta materia asistieron, además de los miembros de la Comisión, los Honorables Senadores señores José García Ruminot y Ricardo Lagos Weber.


También concurrieron quienes se individualizan a continuación. Del Ministerio de Vivienda y Urbanismo: el arquitecto de la División de Desarrollo Urbano, señor Ricardo Leñam. Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: la asesora, señora Constanza González. De la Asociación Chilena de Municipalidades: el Coordinador del Área Calidad de Vida, señor Miguel Moreno. De la Biblioteca del Congreso Nacional: la analista, señora Verónica de la Paz. Del Comité DC: el asesor, señor Luis Espinoza. Del Comité PPD: el asesor, señor Sebastián Abarca. Asesores parlamentarios: del Senador señor Tuma, don Claudio Flores; del Senador señor Quintana, don Farid Seleme; del Senador señor Montes, don Luis Díaz; del Senador señor Moreira, don Héctor Mery, y del Senador señor Ossandón, doña Israela Rosemblum, doña María Angélica Villadangos y don José Huerta.

Asistieron, especialmente invitados: De la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile: el Presidente Nacional, señor Miguel Reyes, y el asesor jurídico, señor Fernando Recio. Del Cuerpo de Bomberos de Temuco: el Superintendente, señor Leonel Nualart; el Inspector del Departamento de Proyectos y Obras, señor Jaime Gatica, y el Director de la Tercera Compañía “Bomba Germanía”, señor Carlos Gómez.

- - -
OBJETIVOS DEL PROYECTO


Permitir a Bomberos de Chile acoger sus edificaciones, que no cuenten con permiso de construcción o recepción definitiva, a un procedimiento especial de regularización.
- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:
I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1) Ley N° 20.898, que establece un procedimiento simplificado para la regularización de viviendas de autoconstrucción.

2) Ley N° 20.564, que establece Ley Marco de los Bomberos de Chile.


3) Ley N° 19.583, que regulariza la construcción de bienes raíces urbanos sin recepción definitiva.


4) Ley N° 20.251, que establece un procedimiento simplificado para los permisos de edificación de viviendas sociales.


5) Ley General de Urbanismo y Construcciones.


6) Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.
II.- ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción que da origen a la presente iniciativa expresa que a nivel nacional existe un porcentaje significativo de cuarteles de Bomberos que no cuenta con el permiso de edificación o la recepción definitiva de la correspondiente dirección de obras municipales, lo cual mantiene en la irregularidad a estas construcciones, cuestión que, entre otras cosas, les impide postular a la mejora de sus dependencias a través de proyectos de inversión estatal.

Los autores señalan que la situación se ha generado, a lo largo de la historia, por las siguientes razones:

- El trámite no se realizó oportunamente.

- No se cuenta, o no se contó en su momento, con los recursos para hacer las gestiones ante la dirección de obras municipales.

- Por la urgencia de ampliar las dependencias de tales cuarteles debido al crecimiento de la dotación y las necesidades del servicio, aun cuando los instrumentos de planificación territorial no lo permiten.

Manifiestan que en ocasiones anteriores se han promulgado las denominadas “leyes del mono”, como las Nos 19.583 y 20.251, que han permitido la regularización de diversos tipos de edificaciones, sin poder beneficiarse los cuarteles de Bomberos por la envergadura de las construcciones, ya que superan las dimensiones máximas establecidas.

A su vez, resaltan que en Chile existe un positivo consenso en relación a la importancia, prestigio y accionar de los Bomberos, quienes realizan su labor de forma voluntaria y con profesionalismo, al prepararse constantemente para atender de la mejor forma las emergencias que se suscitan en la sociedad. Recalcaron que su aporte es notable y requiere del apoyo de la comunidad y el Estado.

Los impulsores enuncian que esta iniciativa parlamentaria busca dar solución a una problemática que afecta a diversos Cuerpos de Bomberos a lo largo del país, ya que hoy en día se hace imposible sanear las edificaciones de la especie por estar incapacitadas de cumplir con ciertos requisitos de la Ley General de Urbanismo y Construcciones o de los planes de regulación territorial.

Por lo antedicho, explican que el proyecto de ley otorga atribuciones a las direcciones de obras municipales para conceder el permiso de edificación y recepción definitiva simultánea, según corresponda, siempre que, previo estudio de los antecedentes, se cumpla con las exigencias de la ley N° 19.583 y no se comprometa la seguridad de las edificaciones en su estabilidad estructural y riesgo de incendios. Además, relevan la necesidad de contar con las herramientas que faciliten paliar los efectos de las catástrofes naturales.

Finalmente, los autores detallan que esta normativa beneficiaría a todos los cuarteles de Bomberos de Chile, incluidas las casas de cuarteleros, centros de entrenamiento o construcciones que se emplacen en terrenos que pertenezcan a la institución o se encuentren en comodato.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL
En primer término, el señor Ricardo Leñam, arquitecto de la División de Desarrollo Urbano del MINVU, expresó que el Ejecutivo apoya la iniciativa, pues se hace cargo de una realidad antes no abordada por la normativa del rubro. Sin perjuicio de lo anterior, consideró pertinente realizar algunos ajustes al texto de la Moción para hacerlo más conciso, respetando su espíritu; así, sugirió precisar que las construcciones a regularizar deben cumplir con ciertos estándares básicos de seguridad.

El Honorable Senador señor Tuma acotó que habiéndose ya legislado para normalizar construcciones destinadas a viviendas y sedes sociales, le parece positivo que se beneficie a Bomberos de Chile, en el mismo sentido.

El señor Miguel Reyes, Presidente de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, señaló que la institución tiene 167 años de existencia, constituye el voluntariado más antiguo del país y, lentamente, ha ido obteniendo reconocimientos del Estado en distintos aspectos, culminando con la ley N° 20.564, marco de los Bomberos de Chile, antes de la cual no se había legislado en forma general, sino que otorgando beneficios específicos, como, por ejemplo, recursos para compra de terrenos o construcción de cuarteles.

En lo que se refiere al proyecto de ley en estudio, dio a conocer lo sucedido hace un tiempo con la ampliación de un cuartel de bomberos en que la respectiva dirección de obras adujo no contar con los antecedentes de la construcción original, en circunstancias que habría sido la misma municipalidad la que la ejecutó, según una antigua fotografía encontrada. Manifestó que el ejemplo antedicho demuestra la generosidad permanente para con su institución y, por otra parte, deja en evidencia la falta de permisos de las estructuras utilizadas por Bomberos de Chile, ya sea por la benevolencia de las autoridades, al no exigir lo correspondiente, o por falta de diligencia.

Por lo expuesto, consideró que la iniciativa en análisis contribuirá a mejorar muchas situaciones irregulares que se repiten a lo largo del país.

Por otra parte, comentó que la ley N° 20.078, publicada en el Diario Oficial en el año 2005, modificó la Ley de Tránsito en el sentido de establecer que para conducir vehículos motorizados de Bomberos de Chile se debe contar con una licencia clase F, al igual que los de las Fuerzas Armadas, Carabineros, Policía de Investigaciones y Gendarmería.
En línea con lo anterior, hizo presente que sería positivo incorporar a Bomberos de Chile en el inciso quinto del artículo 116 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones (LGUC), a fin de que no les sea obligatorio obtener los permisos contemplados en su inciso primero, ni las recepciones respectivas de las direcciones de obras municipales en lo que atañe a construcciones destinadas a sus fines propios, de manera de igualar el beneficio aplicable a las Fuerzas Armadas y a las de Orden y Seguridad Pública, respecto de sus obras de carácter militar y policial -como también ocurre en el ámbito penitenciario-, similar a lo que, como ya consignó, sucedió en la Ley de Tránsito.

Sobre este último punto, el Honorable Senador señor Tuma advirtió que lo planteado escapa de la iniciativa parlamentaria, ya que se enmarca en la supresión y reducción de tributos y en la determinación de funciones o atribuciones de servicios públicos.

El Honorable Senador señor Ossandón acotó que, sin perjuicio de que eventualmente puedan establecerse rebajas en los derechos municipales a pagar, hay ciertas normas básicas que deben ser cumplidas aún por Bomberos de Chile, sobre todo cuando sus cuarteles se emplazan en medio de lugares poblados.

El Honorable Senador señor García solicitó al representante del Ejecutivo que se analice la viabilidad de presentar una indicación al tenor de lo sugerido por el señor Miguel Reyes y, a su vez, una que reduzca o exima a Bomberos de Chile del pago de los derechos municipales de la misma manera en que se ha establecido en distintas “leyes del mono”.

El señor Ricardo Leñam explicó que el hecho de que el aludido inciso quinto del artículo 116 exceptúe de la obtención de permisos, inspección y recepción de obras, no implica que las instituciones del caso no deban dar cumplimiento a las normas técnicas, a la Ordenanza General y a los planes reguladores respectivos.
El Honorable Senador señor Tuma preguntó si restar a Bomberos de Chile de la obtención de permisos implicaría eximirlos del pago de derechos municipales.

El señor Ricardo Leñam contestó positivamente y añadió que, de todas formas, es ventajoso y recomendable que las direcciones de obras municipales cuenten con las carpetas de antecedentes correspondientes a los cuarteles de bomberos, lo que no ocurre con las edificaciones de las Fuerzas Armadas y de las de Orden y Seguridad Pública, por razones estratégicas.

El Honorable Senador señor Tuma señaló, entonces, que se precisaría de una indicación de la Presidenta de la República con el objeto de rebajar o eximir del pago de derechos municipales a Bomberos de Chile para efectos de la obtención de permisos de construcción y urbanización.

El Honorable Senador señor Ossandón observó que las municipalidades cuentan con la facultad de rebajar la tasa de los derechos mencionados.

El señor Carlos Gómez, Director de la Tercera Compañía de Bomberos de Temuco, hizo ver que el plazo de treinta y seis meses propuesto por la Moción no permitirá diseñar y cumplir un plan maestro nacional de regularización de las obras, por lo que resaltó la necesidad de considerar uno superior.

Además, reiteró la importancia de ser incorporados en el inciso quinto del artículo 116 de la LGUC, en los términos antes consignados.

El señor Jaime Gatica, Inspector del Departamento de Proyectos y Obras del Cuerpo de Bomberos de Temuco, explicó que, generalmente, los terrenos con que cuenta la institución son donados o dados en comodato por los municipios y, por lo mismo, no detentan las mejores condiciones de constructibilidad.

A modo ilustrativo, comentó que en el caso de la localidad de Santa Olga se ofreció reconstruir el cuartel en el lugar en que antes se emplazó la posta. Tal terreno se enfrenta a tres calles, por lo que     -de acuerdo a la normativa urbanística- se deben descontar tres metros por cada lado por ese solo hecho, y, luego, contemplar ciento cincuenta metros cuadrados para la sala de máquinas, sin que reste espacio para otros recintos necesarios.

Dicho lo anterior, solicitó estudiar la posibilidad de establecer ciertas excepciones a las reglas urbanísticas comunes, atendiendo a la importancia de que la ciudadanía cuente con un cuartel de bomberos cercano.

Asimismo, insistió en incluir a la institución en el artículo 116 de manera permanente y no solo para efectos de la regularización de las obras existentes.

Por otra parte, consultó sobre lo que ocurrirá con las construcciones antiguas que se sometan a la regularización y que no cumplan, por ejemplo, con el porcentaje de ocupación del suelo establecido en el plan regulador.

El Honorable Senador señor García opinó que las obras siempre debieran ejecutarse en terrenos de cuyo dominio sean titulares los respectivos Cuerpos de Bomberos, ya que un comodato podría perpetuar su inestabilidad.

El Honorable Senador señor Ossandón aclaró que ni este proyecto de ley, ni el artículo 116 de la LGUC, eximen de cumplir las normas urbanísticas mínimas, lo que, por lo demás, transgrediría derechos de terceros; así, de no respetarse las alturas máximas podría originarse un cono de sombra en el predio vecino.

A su vez, hizo hincapié en que esta ley de excepción debe ser simple, clara y permitir la regularización tanto en terrenos de propiedad de los Cuerpos de Bomberos, como en los entregados a ellos en comodato.

El Honorable Senador señor Tuma propuso avanzar en las materias que no son de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, sin perjuicio de recabar su voluntad para patrocinar la exención o rebaja de derechos municipales y entregar nuevas facultades a las autoridades a fin de hacer excepciones fundadas al cumplimiento de las normas urbanísticas.

El Honorable Senador señor Montes resaltó su apoyo a la idea de dictar una norma que permita la regularización de las construcciones existentes y destinadas a Bomberos de Chile, siempre y cuando cumplan con ciertos estándares básicos.

Al mismo tiempo, solicitó a los representantes de la institución difundir las reglas urbanísticas permanentes, ya que, en su opinión, nadie debe estar dispensado de cumplirlas; sin embargo, se mostró proclive a entregar la atribución a una autoridad para que, en casos específicos, conceda excepciones atendiendo a circunstancias particulares, lo que -advirtió- requiere de una indicación del Ejecutivo.

El Honorable Senador señor Moreira coincidió con el planteamiento precedente.


- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Montes, Moreira, Ossandón y Tuma.
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

La iniciativa consta de un artículo único que incorpora tres preceptos a la ley N° 20.564, que establece Ley Marco de los Bomberos de Chile, con el fin de posibilitar a la institución acogerse a un procedimiento especial de regularización respecto de aquellas edificaciones que, en lo sustantivo, carezcan de permiso de construcción o recepción definitiva.

Cabe destacar que los Honorables Senadores señores Quintana, Tuma, Lagos, Montes y Walker, don Patricio, formularon una indicación sustitutiva -en torno a la cual versó el debate en particular-, a fin de consultar el siguiente texto para el artículo único del proyecto:


“Artículo único.- Los Cuerpos de Bomberos de Chile, propietarios o comodatarios de bienes raíces urbanos o rurales destinados a cuarteles de bomberos, centros o campos de entrenamiento y casas de cuarteleros, que hayan construido con o sin permiso de edificación y que no cuenten con recepción definitiva o que hayan materializado de hecho el cambio de destino de las edificaciones existentes en forma no concordante con los usos de suelo permitidos por los planes reguladores, podrán regularizar su situación, dentro del plazo de tres años contado desde la publicación de esta ley, cumpliendo únicamente con las disposiciones contenidas en el Título II de la ley N° 20.898, a excepción de lo señalado en el numeral 3) del artículo 5°, en las letras a) y d) del artículo 6° y en el artículo 7°.


Sin perjuicio de lo anterior, si los cuarteles respectivos se ubicasen colindando total o parcialmente con un área verde podrán abrirse vanos de ventanas o inclusive contemplar un acceso peatonal a aquéllos. Las edificaciones objeto de esta regularización no podrán tener acceso por pasajes y deberán cumplir con las exigencias de seguridad contra incendio de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, salvo las destinadas al cuartel o la casa del cuartelero que tenga un máximo de dos pisos, en cuyo caso la resistencia al fuego en todos sus elementos y componentes soportantes será a lo menos F-30, siempre que el muro de adosamiento o muro divisorio, según corresponda, cumpla con las exigencias en la misma materia señalada por esa Ordenanza. Además, las edificaciones o la parte de éstas destinadas al box de carros bomba deberán disponer de sistemas de ventilación, naturales o forzados, para la eliminación de gases de combustión de esos vehículos.


Para efectos de esta ley, las edificaciones a que se refiere el presente artículo se considerarán como equipamiento social y les será aplicable, en lo pertinente, lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 116 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.”.
En primer término, el Honorable Senador señor Tuma sugirió incorporar una frase en el texto de la indicación sustitutiva, al inicio de la norma, con el objeto de que la disposición no sea taxativa, sino meramente enunciativa respecto de las labores que realizan los bomberos en los recintos a regularizar, o los destinos o fines de estos últimos.
El señor Miguel Reyes expresó que no solo los Cuerpos de Bomberos de Chile son titulares del dominio o de los comodatos sobre inmuebles, sino que también lo es su Junta Nacional, por lo que solicitó su inclusión expresa en el artículo único.

Agregó que tal Junta Nacional logró diseñar, con el Ministerio de Desarrollo Social, cinco tipos de cuarteles según las características o magnitud de las ciudades en que se emplazarían, para uniformar las construcciones, tal como ocurre con los recintos de Carabineros de Chile.

En virtud de lo anterior, el Honorable Senador señor Tuma propuso que se contemple en el precepto en análisis a la Junta Nacional y a los Cuerpos de Bomberos de Chile, en forma independiente e indistinta.

El Honorable Senador señor García insistió en que lo ideal es que se exima o rebaje el pago de derechos municipales a las obras que se acogerán a esta legislación, lo que requeriría de una indicación del Ejecutivo, tal como se hizo en la ley N° 20.898, que establece un procedimiento simplificado para la regularización de viviendas de autoconstrucción, a la que este proyecto hace referencia.

El Honorable Senador señor Moreira sostuvo que lo mejor sería atenerse a las facultades parlamentarias y no originar expectativas que, eventualmente, no podrán cumplirse.

El Honorable Senador señor Ossandón señaló que Bomberos de Chile realiza una labor trascendental, por lo que difícilmente el Ejecutivo se negaría a apoyar la exención del pago de los derechos municipales. Reiteró que, en todo caso, los municipios cuentan con la facultad de rebajar las tasas de tales derechos.

El señor Ricardo Leñam confirmó que los entes locales están autorizados -por el artículo 41, número 1, del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales- para disminuir las tasas de los derechos a pagar por concepto de urbanización y construcción, por lo que, tal vez, lo apropiado -en el intertanto- sea que este proyecto de ley aluda a dicho precepto expresamente, puesto que muchas veces no se aplica por desconocimiento de las direcciones de obras.

En otro ámbito, consultó si existen inmuebles de los Cuerpos de Bomberos o de la Junta Nacional destinados a fines distintos que cuarteles, centros o campos de entrenamiento y casas de cuarteleros, ya que la redacción actual de la indicación sustitutiva los señala de forma taxativa, por lo que, así las cosas, cualquier otro recinto no podría ser regularizado.

El Honorable Senador señor Tuma destacó que precisamente por esa razón propuso modificar el texto para que la mención sea a título ejemplar y no taxativo, lo que contó con el apoyo del señor Miguel Reyes.

El Honorable Senador señor Montes comentó que para efectos de otras regularizaciones se ha exigido que los comodatos cumplan con ciertas características, como un plazo mínimo, para darle estabilidad a los beneficiarios, por lo que sugirió extrapolar la medida a la iniciativa en debate.

El Honorable Senador señor Ossandón indicó que, en su gestión como alcalde, observó que en general los comodatos tienen cláusulas de renovación automática, en tanto los inmuebles sigan siendo destinados a las labores propias de Bomberos de Chile.

El señor Miguel Reyes recordó que el Boletín N° 8.741-22, actualmente en primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados, pretende el reconocimiento de la condición de legítimo poseedor a los Cuerpos de Bomberos de Chile que ocupan inmuebles en forma lícita, exenta de violencia, clandestinidad u otro vicio -y en virtud de una serie de situaciones que describe ese proyecto de ley-, ante lo cual la Ministra de Bienes Nacionales habría asegurado que, mientras las propiedades cumplan con ser utilizadas para sus fines, permanecerían en manos de la institución.

Señaló -también- que no tiene certeza sobre el número exacto, pero que más de la mitad de los terrenos en que bomberos desarrolla sus actividades son de propiedad de los respectivos Cuerpos.

El señor Leonel Nualart, Superintendente del Cuerpo de Bomberos de Temuco, valoró la intención de que Bomberos de Chile no deba pagar los derechos municipales y remarcó que le parece de toda justicia por la tarea que desempeñan y porque ostentan la mayor apreciación y admiración de la comunidad, lo que se ha acrecentado por los grandes incendios acaecidos últimamente. Además, hizo ver que cuentan con precarios ingresos para subsistir, lo que obliga a sus miembros a realizar actividades que muchas veces los incomodan, como, por ejemplo, pedir dinero en los peajes e intersecciones viales a los automovilistas.

El Honorable Senador señor Montes señaló que poco a poco el Estado ha ido otorgando recursos a los Cuerpos de Bomberos de Chile y que sería clarificador tener un detalle sobre el particular.

A su vez, manifestó que sería necesario verificar si el Boletín N° 8.741-22 resuelve adecuadamente el asunto sobre la certeza de los comodatos en beneficio de la institución, ya que, de no ser así, podría verse el tema a propósito de la iniciativa de ley en debate, porque -según lo consignado- cerca de la mitad de los inmuebles estarían en ese escenario.

El Honorable Senador señor Tuma estimó complicado abordar lo relativo a los comodatos en este proyecto -que busca resolver un problema urgente-, sin perjuicio de lo cual concordó con no perder de vista lo planteado en la referida iniciativa legal.
Con posterioridad, la Comisión tuvo presente que el Boletín N° 8.741-22 apunta, en lo medular, a reconocer legalmente a los Cuerpos de Bomberos la calidad de legítimo poseedor de un inmueble en los casos que señala, a diferencia del proyecto en debate cuya finalidad específica es regularizar edificaciones existentes.
El Honorable Senador señor Moreira solicitó a los representantes de Bomberos de Chile que oportunamente den a conocer en qué medida se han ido incrementando los recursos asignados a la institución por parte del Estado, desde la entrada en vigencia de su ley marco, y los aportes que entregan las municipalidades a lo largo del país, ya sea en forma directa o vía subvenciones.

Por otra parte, destacó la necesidad de reconocer la valentía y el heroísmo con que han actuado los bomberos a lo largo de su historia.

En otro orden de materias, el Honorable Senador señor García recordó que en leyes anteriores sobre regularización se ha entregado facultades a la Seremi de Vivienda y Urbanismo para liberar a los beneficiarios del cumplimiento de ciertas exigencias técnicas, por razones fundadas, por lo que consultó qué posibilidad hay de contemplar una norma similar en la iniciativa en análisis.

El señor Ricardo Leñam contestó que efectivamente así ha sido en legislaciones previas y que, a su juicio, las últimas normativas podrían dar respuesta a la inquietud de Su Señoría.

Luego, consideró más adecuado calificar a las edificaciones objeto del presente proyecto como “equipamiento”, eliminando la palabra “social” en el último inciso del artículo único de la indicación sustitutiva.

La unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Montes, Moreira, Ossandón, Tuma y Walker, don Patricio, apoyó tanto esta última propuesta como lo sugerido en orden a que la norma sea enunciativa -en cuanto a los destinos o fines de los recintos a regularizar o las labores que en ellos realizan los bomberos- y que no solo los Cuerpos de Bomberos, sino también la respectiva Junta Nacional, queden habilitados, según corresponda, para solicitar las regularizaciones del caso.


- Puesta en votación la indicación oportunamente descrita, fue aprobada, con las enmiendas previamente consignadas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, recién individualizados.

Es preciso subrayar que, no obstante aprobar en general y en particular la iniciativa, la Comisión acordó oficiar a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo con la finalidad de consultarle si existiría disponibilidad del Gobierno para presentar una indicación     -en esta instancia- orientada a que las regularizaciones de que trata el proyecto sean exceptuadas del pago de los derechos municipales correspondientes, o bien, puedan ser objeto de una rebaja. En consecuencia, el debate quedó abierto para pronunciarse sobre este asunto.


Posteriormente, los representantes del MINVU hicieron saber que estaban realizando las gestiones pertinentes ante el Ministerio de Hacienda, para lo cual se encuentran recabando información sobre el número de edificaciones involucradas y los costos asociados.

En atención a lo consignado, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Montes, Moreira, Ossandón y Walker, don Patricio, teniendo en cuenta que la iniciativa ya fue aprobada en general y en particular en esta instancia, acordó solicitar a la Sala que la discuta solo en general y fije un plazo de indicaciones, con el propósito de introducir los perfeccionamientos necesarios con ocasión del segundo informe.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de proponer la aprobación en general del proyecto de ley en informe, cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Los Cuerpos de Bomberos y la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, propietarios o comodatarios de bienes raíces urbanos o rurales destinados a sus fines propios, tales como cuarteles de bomberos, centros o campos de entrenamiento y casas de cuarteleros, que hayan construido con o sin permiso de edificación y que no cuenten con recepción definitiva o que hayan materializado de hecho el cambio de destino de las edificaciones existentes en forma no concordante con los usos de suelo permitidos por los planes reguladores, podrán regularizar su situación, dentro del plazo de tres años contado desde la publicación de esta ley, cumpliendo únicamente con las disposiciones contenidas en el Título II de la ley N° 20.898, a excepción de lo señalado en el numeral 3) del artículo 5°, en las letras a) y d) del artículo 6° y en el artículo 7°.


Sin perjuicio de lo anterior, si los cuarteles respectivos se ubicasen colindando total o parcialmente con un área verde podrán abrirse vanos de ventanas o inclusive contemplar un acceso peatonal a aquéllos. Las edificaciones objeto de esta regularización no podrán tener acceso por pasajes y deberán cumplir con las exigencias de seguridad contra incendio de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, salvo las destinadas al cuartel o la casa del cuartelero que tenga un máximo de dos pisos, en cuyo caso la resistencia al fuego en todos sus elementos y componentes soportantes será a lo menos F-30, siempre que el muro de adosamiento o muro divisorio, según corresponda, cumpla con las exigencias en la misma materia señalada por esa Ordenanza. Además, las edificaciones o la parte de éstas destinadas al box de carros bomba deberán disponer de sistemas de ventilación, naturales o forzados, para la eliminación de gases de combustión de esos vehículos.


Para efectos de esta ley, las edificaciones a que se refiere el presente artículo se considerarán como equipamiento y les será aplicable, en lo pertinente, lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 116 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 14 y 21 de marzo de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eugenio Tuma Zedán (Presidente), Iván Moreira Barros (Presidente), Carlos Montes Cisternas, Manuel José Ossandón Irarrázabal y Patricio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a 21 de marzo de 2017.
(Fdo.): Jorge Jenschke Smith, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR MINISTRA SUPLENTE DEL SEGUNDO TRIBUNAL AMBIENTAL A LA SEÑORA XIMENA INSUNZA CORVALÁN

(S 1.919-05)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene a honra informar la solicitud de Su Excelencia la señora Presidenta de la República para nombrar como Ministra Suplente del Segundo Tribunal Ambiental, con sede en Santiago, a la abogada señora Ximena Insunza Corvalán.

Mediante el oficio N° 344, de fecha 14 de marzo del año 2017, la Primera Mandataria ha hecho presente la urgencia para el despacho de este asunto, en los términos previstos en el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.
A la sesión en que se analizó este asunto, asistieron el Honorable Senador, señor Francisco Chahuán; el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre y la señora Ximena Insunza. 

Concurrieron, asimismo, el Subsecretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente; el asesor comunicacional del Ministerio Secretaría de la Presidencia, señor Fernando Carrasco, y el fotógrafo del señor Ministro, señor Juan Cancino.

Igualmente estuvieron presentes, la asesora del Honorable Senador señor Harboe, señora Pía Lecaros; el asesor del Honorable Senador señor Espina, señor Nicolás Duhalde; el asesor del Comité DC, señor Robert Angelbeck; el asesor del Comité DC, señor Mauricio Burgos; el asesor del Comité UDI, señor Héctor Mery; el asesor del Comité PPD, señor Sebastián Abarca, y la asesora del Comité PPD, señora Catalina Wildner.

-.-.-


Cabe hacer presente que de conformidad con lo prescrito en el inciso sexto del artículo 2° de la ley N° 20.600, que creó los Tribunales Ambientales, la presente solicitud requiere, para ser aprobada en esta Corporación, del voto conforme de los tres quintos de los señores Senadores en ejercicio.

-.-.-

ANTECEDENTES

1.- De Derecho

1.1.- De conformidad con lo dispuesto por la ley N° 20.600, los Tribunales Ambientales son órganos jurisdiccionales especiales, sujetos a la superintendencia directiva, correccional y económica de la Corte Suprema, cuya función es resolver las controversias medio ambientales de su competencia y ocuparse de los demás asuntos que la ley somete a su conocimiento.

En virtud del artículo 5° del señalado cuerpo legal, existen tres tribunales ambientales. El Segundo Tribunal Ambiental, para el cual se ha presentado la postulación en estudio, tiene asiento en la ciudad de Santiago y ejerce sus atribuciones en las Regiones de Valparaíso, Metropolitana de Santiago, del Libertador General Bernardo O´Higgins y del Maule.
En cuanto a la composición de los mencionados tribunales, cabe consignar que cada uno de ellos estará integrado por tres ministros titulares y dos suplentes. Uno de los ministros suplentes debe ser un abogado destacado en la actividad profesional o académica especializada en materias de Derecho Administrativo o Ambiental, con a lo menos ocho años de ejercicio profesional, en tanto que el otro debe ser un licenciado en Ciencias con especialización en materias medioambientales y tener la misma cantidad de años de ejercicio profesional.


Tanto los ministros titulares como los suplentes deben ser designados de conformidad al procedimiento que establece el artículo 2° de la ley 20.600. En síntesis, dicha norma dispone que cada ministro será nombrado por S.E el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, de una nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá la Corte Suprema.


Para llevar adelante este procedimiento se ha establecido que el Máximo Tribunal formará la nómina correspondiente de una lista de candidatos, que con un mínimo de seis y un máximo de ocho nombres, le proponga el Consejo de Alta Dirección Pública. Este Consejo selecciona a los postulantes mediante un concurso público que se somete al procedimiento establecido para el nombramiento de altos directivos públicos del primer nivel jerárquico, contenido en el Párrafo 3° del Título VI de la ley Nº 19.882.


Los candidatos propuestos por el referido Consejo serán recibidos en audiencia pública por el Máximo Tribunal, el que puede aprobar o rechazar a todos o a alguno de ellos. Concluida esta etapa, la Excma. Corte Suprema hace una proposición al Presidente de la República, quien debe seleccionar a un postulante y formular su propuesta al Senado.


Esta última Corporación puede acoger o rechazar la proposición formulada por el Primer Mandatario por los tres quintos de sus miembros en ejercicio. Si no se aprobare la propuesta, el Presidente de la República deberá presentar a otro candidato que forme parte de la misma nómina elaborada por la Corte Suprema y si se rechazare la segunda proposición, se deberá llamar a un nuevo concurso.

Cabe recordar que no podrán integrar los Tribunales Ambientales quienes, en los dos años anteriores a su nombramiento, hayan desempeñado el cargo de Ministro o Subsecretario del Medio Ambiente, Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, Director del Servicio de Evaluación Ambiental o Superintendente del Medio Ambiente, así como cualquier otro cargo directivo en las precitadas instituciones en el mismo período.
El cargo de ministro titular es de dedicación exclusiva y es incompatible con todo otro empleo, cargo, función o comisión, remunerada o no, que se ejerza en entidades privadas o públicas, sean éstas últimas fiscales, municipales, fiscales autónomas o semifiscales, en empresas del Estado o en las que éste tenga participación por aportes de capital. Asimismo, es incompatible con todo cargo de elección popular. Se exceptúan de estas incompatibilidades los empleos docentes hasta por 12 horas semanales. Por su parte, los ministros suplentes tienen las mismas incompatibilidades, prohibiciones, obligaciones e inhabilidades que los titulares, exceptuándose de estas limitaciones los empleos docentes y las funciones o comisiones académicas en establecimientos públicos o privados de la enseñanza superior, media y especial, siempre que no afecten la dedicación prevista en la ley.

Asimismo, se dispone que los ministros suplentes destinarán a lo menos media jornada a las tareas de integración y a las demás que les encomiende el Tribunal.

1.2.- Finalmente, es pertinente recordar que en virtud de lo dispuesto por el artículo 205 del Reglamento del Senado, los asuntos que importen el ejercicio de alguna atribución exclusiva de la Corporación no podrán resolverse sin informe de la Comisión que corresponda, que, en este caso, es la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

2.- De Hecho

2.1.- Oficio de S.E. la señora Presidenta de la República

Al iniciarse el estudio de este asunto, la Comisión tuvo en consideración el Oficio Nº 344, de 14 de marzo de 2017, dirigido por S. E. la señora Presidenta de la República al Senado.


En él se precisa que de acuerdo al artículo 2° de la Ley N° 20.600, cada Tribunal Ambiental estará integrado por tres ministros titulares y dos ministros suplentes. Cada ministro será nombrado por S.E. el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, de una nómina de cinco personas que, para cada cargo, propondrá la Excma. Corte Suprema.

Agrega que con fecha 28 de diciembre de 2016 cesó en su cargo de ministra suplente la abogada, doña Ximena Insunza Corvalán, nombrada en virtud del decreto Nº 4, de 2015, del Ministerio del Medio Ambiente, provocándose la vacante del cargo reseñado.

Luego, indica que en cumplimiento a lo dispuesto en el ya mencionado artículo 2º, la Excma. Corte Suprema ha propuesto a la Presidenta de la República una cinquena, en base a la que corresponde nombrar, con acuerdo de esta Corporación, al ministro suplente abogado para la integración del  Segundo Tribunal Ambiental con sede en Santiago

A partir de estos antecedentes solicita el acuerdo del Senado para nombrar en el respectivo cargo de Ministro Suplente del Segundo Tribunal Ambiental, a doña: Ximena Insunza Corvalán, Rut: 10.885.076-7.
2.1.- Antecedentes profesionales sobre la candidata




La señora Ximena Insunza Corvalán es abogada y Licenciada en Ciencias Jurídicas y Sociales de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile. Asimismo, posee diversos títulos de postgrado entre los que destacan los siguientes: 





- Postítulo de Economía y Finanzas para abogados, impartido por la Facultad de Economía y Negocios. Universidad de Chile.





- Diploma sobre Regulación y Competencia, dictado por la Facultad de Economía y Negocios de la Universidad de Chile.





- Diploma sobre Políticas Urbanas Territoriales y Medioambientales, impartido por la Facultad de Economía y Negocios de la Universidad de Chile.





- Master of Laws (LL.M Environment Option) por Law Faculty & School Of Environment, Mcgill University de Canadá.





- Magister de Políticas Públicas de la Facultad de Economía y Negocios de la Universidad de Chile.





En el ámbito académico destaca su nombramiento como Profesora Asistente de Derecho Ambiental, en la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile. 





Ha impartido docencia de postgrado en diversos centros de estudio nacionales como son la Academia Judicial, la Facultad de Derecho y la Facultad de Ciencias Sociales, ambas de la Universidad de Chile, y en la Facultad de Agronomía e Ingeniería Forestal de la Pontificia Universidad Católica de Chile. Además es investigadora del Centro de Derecho Ambiental de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile





Tiene diversas publicaciones en temas medio ambientales, entre ellas destacan las siguientes: “Punta Alcalde: el riesgo de extender los límites", Anuario de Derecho Público 2014, Universidad Diego Portales, Ediciones Universidad Diego Portales; "Derecho de Aprovechamiento de Aguas y Parques Nacionales", co-autora junto a Miguel Saldivia, (XIV Jornadas de Derecho de Aguas), Actas de Derecho de Aguas N° 3, Legal Publishing, 2013; "El insuficiente ordenamiento territorial y la protección de garantías constitucionales en relación a proyectos energéticos y productivos", co-autora junto a Ana Lya Uriarte, Anuario de Derechos Humanos 2013, Centro de Derechos Humanos, Facultad de Derecho, Universidad de Chile, 2013, “Los tribunales ambientales y la superintendencia del medioambiente: Una relación ineludible, en Visión Ambiental Global: Presente y Futuro, Actas de las VI Jornadas de derecho Ambiental, y "Análisis jurisprudencial del Convenio 169 y la vulneración de las garantías constitucionales", Revista de Justicia Ambiental N° 4, Fiscalía del Medio Ambiente, 2012. Igualmente ha realizado labores de extensión e investigación en ámbitos medioambientales.





También ha participado como asesora legislativa en la tramitación de diversas leyes que ha aprobado este Congreso Nacional. Entre ellas destacan, entre otras, la ley Nº 20.600 que crea los Tribunales Ambientales; la ley Nº 20.417 que crea el Ministerio del Medio Ambiente, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente, y la ley Nº 20.293 que protege a los cetáceos e introduce modificaciones a la ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura.





Finalmente, cabe mencionar que ha sido integrante de la Comisión de Medio Ambiente del Colegio de Abogados; Investigadora del Centro de Regulación y Competencia (REGCOM) (2010), Asesora de la Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente en la Comisión Nacional del Medio Ambiente (2007-2010), abogada de la Unidad de reformas del Ministerio de Justicia (año 2007);  Abogada de Procollet S.A , Empresa del Holding HNS (2004 a 2007); Becaria de las Becas Chile Bicentenario para estudios de magister en el extranjero (2010-2011) y evaluadora externa de revistas académicas.





Por último, cabe consignar que durante los años 2015 y 2016 se desempeñó como Ministra Suplente del Segundo Tribunal Ambiental.





De todos estos antecedentes se deja constancia en el curriculum vitae de doña Ximena Insunza Corvalán que se acompaña como anexo al presente informe. 

- - -
CONSIDERACIÓN DE LA PROPOSICIÓN FORMULADA POR S.E. LA SEÑORA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA





Al iniciarse la sesión, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador Harboe, explicó que el objetivo de la misma consiste en informar a la Sala de la Corporación acerca de la presentación de S.E. la señora Presidenta de la República en que requiere el acuerdo del Senado para nombrar en el cargo de Ministra Suplente del Segundo Tribunal Ambiental a la abogada señora Ximena Insunza Corvalán.





Seguidamente, ofreció la palabra al Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, quien manifestó que al extenso currículum de la señora Insunza en materia de docencia e investigación, se añade el hecho de que ha desempeñado el cargo de Ministra Suplente del Segundo Tribunal Ambiental en el período correspondiente a los años 2015 a 2016. 

Por lo anterior, señaló que el Gobierno viene en proponerla nuevamente para que ejerza el cargo de Ministra Suplente en el tribunal antes mencionado.

A continuación, el señor Presidente de la Comisión concedió el uso de la palabra a la abogada señora Insunza quien agradeció la invitación a esta sesión de Comisión.

 Comenzó su exposición expresando que su intención es poder transmitir a esta instancia lo que significó el haber ejercido el cargo de Ministra suplente durante dos años. 
Puntualizó que desde la creación del Segundo Tribunal Ambiental han ingresado 251 causas. Ellas pueden desglosarse en 150 reclamaciones, que básicamente se refieren a actos administrativos del Servicio de Evaluación Ambiental, del Ministerio del Medio Ambiente o de la Superintendencia del Medio Ambiente. Asimismo, detalló que se han presentado 34 demandas por daño ambiental; 61 solicitudes de medidas provisionales, que es la herramienta que posee la Superintendencia antes mencionada para pedir la paralización de ciertas actividades cuando está en riesgo la salud o existe un daño inminente al medio ambiente, y 6 consultas de la Superintendencia del Medio Ambiente, que es el mecanismo que los legisladores determinaron que era el idóneo para conocer, por parte de los tribunales, aquellas sanciones que fueran más lesivas para los sujetos fiscalizados y finalmente sancionados.

Hizo presente que el año 2016 ha sido el de  mayores ingresos de causas en el Segundo Tribunal Ambiental. Destacó que ella presume que esta tendencia al alza continuará el presente año.
Apuntó que durante los cuatro años de actividad jurisdiccional del tribunal se han dictado 55 sentencias. Aseveró que el período más prolífico en esta materia ha sido el año 2016, ya que se pronunciaron 20 sentencias.

Consignó que la relación entre el Tribunal y la Excma. Corte Suprema ha sido positiva, ya que de las 55 sentencias dictadas por el Segundo Tribunal Ambiental, se han interpuesto 29 recursos de casación. De ellos, la Corte se ha pronunciado en 18 casos; se ha confirmado la decisión en 13 causas; han sido acogidos y dictadas sentencias de reemplazo solo en 5 y están pendientes de resolución 11 recursos.

Subrayó que en el período en que ejerció como Ministra suplente, a saber, desde enero del año 2015 hasta diciembre de 2016, se dictaron 22 sentencias, de las cuales le correspondió ejercer la labor de Ministra redactora en 10 oportunidades.

Detalló que integró 37 vistas de causa; participó en 5 audiencias de conciliación en procedimientos por acción de reparación de daño ambiental, y en 2 Inspecciones personales del Tribunal. Destacó que una vez que cesó la vigencia de su período le ha correspondido ejercer como Ministra redactora en 3 oportunidades, de las 6 sentencias que se han dictado.

Luego se refirió a los logros del Segundo Tribunal Ambiental. Entre ellos destacó los siguientes:
1.- Se han incrementado los estándares de motivación a los que debe atenerse la Administración del Estado. Apuntó que el Ministerio de Medio Ambiente, el Servicio de Evaluación Ambiental, la Superintendencia del Medio Ambiente, entre otros, han evolucionado, y ello obedece directamente, en gran parte, a los pronunciamientos de los Tribunales Ambientales;

2.- Se han elevado las exigencias de fundamentación jurídica y técnica de los actos administrativos emanados de los órganos con competencia ambiental, contribuyendo así a la certeza jurídica; 

3.- La creación de los tribunales ambientales ha profundizado el acceso a la justicia ambiental, y 

4.- En materia de la acción de reparación de daño ambiental, el avance ha sido significativo, toda vez que más del 60% de las demandas han sido interpuestas por personas naturales. 

Reseñó que antiguamente el monopolio de la acción de reparación de daño ambiental se radicaba en el Consejo de Defensa del Estado. 

En cuanto a los desafíos futuros del Segundo Tribunal Ambiental, manifestó que éstos son los siguientes:

1.- Mejorar los tiempos de respuesta en la resolución de las controversias que llegan a su conocimiento. Advirtió que en los 4 años de funcionamiento solo 1 año el Tribunal ha tenido integración completa. 

2.- Garantizar la necesaria idoneidad, imparcialidad e independencia que deben tener y mantener los integrantes de los tribunales ambientales en la labor que desempeñan, pues las decisiones de ellos son de alguna u otra forma, de única instancia; 

3.- Armonizar la coexistencia entre las competencias de los tribunales ambientales y otras vías de impugnación existentes en esta área del derecho. 

Connotó que recientemente en la prensa apareció la revocación de una resolución de calificación ambiental de un proyecto en particular, a través de un recurso de protección, cuando la tendencia de la Corte en los últimos años había consistido en dar preferencia a los tribunales especializados. Señaló que hay que ver cómo el sistema judicial se hace cargo de armonizar la coexistencia de distintas vías de impugnación, y   

4.- Es necesario y deseable que exista consistencia entre los pronunciamientos de los dos tribunales ambientales que actualmente existen. 
Concluyó señalando que el hecho de que la acción de invalidación sea resuelta en el Tercer Tribunal Ambiental de forma distinta a la del Segundo, puede incidir en la elección del tribunal o bien crear una inseguridad dentro de las reglas del juego que puede ser perjudicial tanto para los ciudadanos como para las inversiones.

A continuación, intervino el Honorable Senador señor Araya quien manifestó al Ministro señor Eyzaguirre su malestar respecto a la lentitud en la instalación del Primer Tribunal Ambiental. Sostuvo que la Excma. Corte Suprema envió al Poder Ejecutivo hace dos años las quinas respectivas y hasta el día de hoy no ha existido una propuesta respecto de lo que sucederá con la judicatura ambiental en la Región de Antofagasta.

Por lo anterior, preguntó al señor Ministro cuál es la razón de que no se han hecho las respectivas propuestas al Senado. Solicitó que el Gobierno se comprometa con una fecha determinada para designar a los Ministros del Primer Tribunal Ambiental, puesto que considera absolutamente injusto y perjudicial el retraso en que se ha incurrido.

A continuación, felicitó a la señora Ximena Insunza por el trabajo realizado. 
Seguidamente, le consultó por el informe que acaba de emitir la Excma. Corte Suprema en la visita realizada al Segundo Tribunal Ambiental. 
Recordó que en éste se señala que en el período comprendido entre el 1° de septiembre de 2015 y el 31 de agosto de 2016, ingresaron al Tribunal un total de 82 causas, con un promedio de 6,8 causas por mes. Refirió que de ellas, 17 corresponden al territorio jurisdiccional del Primer Tribunal Ambiental. El número antes mencionado atañe al 21% de la carga de trabajo del Segundo Tribunal. 

Agregó que desde el inicio de su labor jurisdiccional, el 4 de marzo de 2013, y hasta el 31 de agosto de 2016, han ingresado al Tribunal 207 causas, de las cuales se han concluido 68. En ese escenario, preguntó a qué atribuye la excesiva demora que ha tenido la tramitación de las causas. Constató que el tiempo promedio para el conocimiento de la reclamación de ilegalidad, desde su ingreso a la dictación del fallo, es de 367 días; en tanto que la tramitación de la única causa en que se dictó sentencia en materia de daño ambiental demoró 618 días.

Luego intervino el Honorable Senador señor Chahuán quien felicitó a la señora Insunza por su desempeño como Ministra Suplente del Segundo Tribunal Ambiental. Reconoció en ella un gran conocimiento de la temática medioambiental.

En seguida, solicitó encarecidamente al Ministro señor Eyzaguirre, que proceda a la brevedad al nombramiento de todos los cargos de ministros que se encuentran pendientes, en particular, los del Primer Tribunal Ambiental.

A continuación, intervino el Honorable Senador señor Espina quien agradeció a la abogada señor Insunza su exposición. 
Seguidamente, le solicitó que profundizara en la afirmación referida a los desafíos del Segundo Tribunal Ambiental, en particular la que dice relación con garantizar la necesaria idoneidad, imparcialidad e independencia que deben tener y mantener los integrantes de los tribunales ambientales en la labor que desempeñan. 
Enfatizó que las características previamente nombradas, son principios básicos que deben estar presentes en todo tribunal, por lo tanto, llamó la atención que éstos sean considerados como un desafío futuro.

Respecto a lo formulado por la señora Insunza, de armonizar la coexistencia entre las competencias de los tribunales ambientales y otras vías de impugnación existentes, le pidió a la señora Insunza  que precisara algunos casos en que esto se ha producido.

Asimismo, le solicitó que profundizara la idea de que debe existir una necesaria consistencia entre los pronunciamientos de los dos tribunales ambientales actualmente funcionan. 

Finalmente, le consultó por la naturaleza de las materias que conocen los tribunales ambientales.

Seguidamente, la señora Insunza reconoció que el informe de la Ministra visitadora de la Excma. Corte Suprema, da cuenta de una realidad que planteó en su presentación. 
Recalcó que en los cuatro años de funcionamiento del Segundo Tribunal Ambiental solo en uno de ellos hubo integración completa. Recordó que el primer proyecto de ley de Tribunales Ambientales concebía una integración de 5 ministros, más suplentes. Añadió que cuando se determinó que serían tres los tribunales, se redujo el número a 3 ministros titulares y dos suplentes.

En ese escenario, destacó, que no se cuenta con las horas-hombre suficientes para hacer frente al incremento en los ingresos de causas en materia ambiental. 

Asimismo expresó, que la complejidad de los casos ambientales requiere de un diálogo entre lo técnico y lo jurídico, que tampoco es sencillo de resolver.
Enfatizó que los números hablan de que el Tribunal se está demorando alrededor de 1 año en los casos de reclamaciones de ilegalidad. Agregó que en las demandas de daño ambiental el promedio es similar al mencionado precedentemente. 

Recordó que anteriormente en la tramitación de las causas ambientales la judicatura civil se tardaba entre 5 a 10 años en resolver. 

Admitió que existe espacio para reducir los tiempos en la dictación de la sentencia en los tribunales ambientales, y estimó que en la medida que la integración de los mismos sea completa, los plazos se reducirán. Consignó que paulatinamente se ha mejorado la eficiencia en la dictación de las sentencias.
Subrayó que la complejidad de los casos medioambientales dificulta la ponderación de las pruebas, sobre todo tomando en consideración que se falla aplicando las reglas de la sana crítica.

En relación a las causas que correspondería conocer al Primer Tribunal Ambiental, indicó que es un tema que debe ser tratado por el Poder Ejecutivo. Hizo presente que debe revisarse el artículo de las competencias del tribunal ambiental, específicamente el número 8 del artículo 17 de la ley N° 20.600 que crea los Tribunales Ambientales, que trata sobre la invalidación. Precisó que si ella es pronunciada por el órgano que tiene su domicilio en la Región Metropolitana, es indiferente dónde se efectúe el proyecto, porque siempre la competencia recaerá en el Segundo Tribunal Ambiental. Destacó que en dicho sentido se debe revisar el artículo que otorga las competencias territoriales a los distintos tribunales.  

Dando respuesta a las consultas del Honorable Senador señor Espina, observó que en cuanto a los principios de idoneidad, imparcialidad e independencia, la expresión que debió utilizar era la de “mantener”, en lugar de “garantizar”. 

Precisó que lo anterior corresponde a un desafío futuro, en el sentido de que el proceso de nombramiento es complejo y en él  intervienen tres poderes del Estado. Afirmó que en los distintos concursos, y específicamente en el del Tercer Tribunal Ambiental, los candidatos han sido exiguos en número y ello dice relación con las incompatibilidades, con las prohibiciones y con lo exigente del proceso de nombramiento. 

Se preguntó qué otro juez, para ser elegido como tal, debe someterse a un concurso de esta naturaleza. Destacó que lo anterior puede llegar a significar una merma en la idoneidad, en la imparcialidad y en la independencia de los que detenten los cargos respectivos.

En cuanto a la coexistencia de las vías de impugnación se refirió a los casos de Pascua Lama y Minera Riesco. Sostuvo que el primero de ellos ha sido conocido por el Tribunal Ambiental, no solo por acción de reparación de daño ambiental, sino que también en reclamación por el acto administrativo que impuso una sanción. Manifestó que en cuanto al segundo caso, fue recientemente revocada la resolución de calificación ambiental por la Excma. Corte Suprema, señalando que era necesaria una etapa de participación ciudadana y al mismo tiempo el Tribunal Ambiental tiene una causa vigente sobre el mismo proyecto.

En relación a armonizar la coexistencia entre los tribunales ambientales, advirtió que un ejemplo de lo anterior lo constituye la invalidación. 
Precisó que en relación a esta última, en el Tercer Tribunal se considera como un recurso de ilegalidad y el Segundo Tribunal como la institución regulada por el artículo 53 de la ley N° 19.880 que establece las Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los Órganos de la Administración del Estado. 

Advirtió que lo anterior corresponde a dos miradas de una misma institución que hacen compleja la administración de justicia. Relató que la historia de la ley tampoco lo clarifica.

En cuanto a la pregunta del Honorable Senador señor Espina referida a la naturaleza de las materias que conocen, la abogada señor Insunza expresó que el 50% se trata de reclamaciones de personas naturales o jurídicas sancionadas por la Superintendencia del Medio Ambiente; un 25% dice relación con reclamaciones de las decisiones del Director Ejecutivo o del Comité de Ministros en la calificación de los proyectos ambientales, y el 25% restante corresponde a reparación de daño ambiental.

El Honorable Senador señor Espina consultó a la abogada señora Insunza si estima que en los Tribunales Ambientales existen normas de procedimiento que permitan agilizar los juicios y, de esa manera, evitar maniobras dilatorias.

Recordó que hay quienes sostienen que en ocasiones se ejercen acciones, sin mayor sustento, ante los tribunales ambientales, que solo buscan paralizar proyectos e inversiones. Consultó cómo pueden evitarse este tipo de situaciones.

Luego, el Honorable Senador, señor De Urresti señaló que es fundamental que los tres tribunales ambientales que consagra la ley estén en funcionamiento lo antes posible. Lo anterior permitirá trabajar de mejor manera en una judicatura muy demandada.

Seguidamente, preguntó a la abogada señora Insunza si con la creación de los tribunales ambientales ha disminuido la presentación de recursos de protección ante la justicia ordinaria. Asimismo, consultó si ha habido una especialización de la judicatura y de los intervinientes.

A continuación se refirió a una Moción presentada por los Honorables Senadores, señores Araya, De Urresti, Larraín, Girardi y Moreira que modifica la ley N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales, en materia de nombramiento y duración en el cargo de los ministros. Afirmó que dicho proyecto contiene una fórmula que permita enlazar de mejor manera el término del vencimiento del plazo del nombramiento con la nueva designación. 

Agregó que en la disposición transitoria de la Moción se propone que si al momento de producirse la cesación en el cargo, no se hubiere realizado el nombramiento correspondiente, el Ministro cuyo período haya terminado continuará en sus funciones hasta por un plazo máximo de 6 meses desde que haya concluido el período legal del mismo.

Consultó a la señora Insunza su opinión respecto a lo planteado.

La abogada, señora Ximena Insunza respondiendo a las preguntas formuladas, señaló que tanto los juicios ambientales, como los interdictos posesorios en materia civil, son utilizados para resolver conflictos entre distintas actividades económicas. Lo anterior dice relación con la falta de regulación en ciertas y determinadas materias. 


Añadió que en el norte del país, el desarrollo de la energía solar ha entrado en conflicto con otro tipo de actividades, como las concesiones mineras. Advirtió que no es una partidaria férrea del ordenamiento territorial, pero sí existen instrumentos de planificación que son dinámicos y hacen eco de las distintas realidades geográficas. Ello puede ayudar a que ese tipo de conflicto no termine judicializándose.

Relató el caso de las viñas y las chancherías en la quinta región. Ese conflicto se resolvió mediante un recurso de protección que privilegió la actividad vitivinícola.

El Honorable Senador señor Chahuán describió que se opuso a la instalación de chancherías en Casablanca. Agregó que éstas no solo perjudicaban otra actividad productiva, sino que además contaminaban las napas subterráneas en una zona en que el acceso al agua es vital.

La abogada señora Insunza sostuvo que este tipo de conflictos obedecen a un problema más macro que dice relación con las dificultades que enfrentará nuestro país y puede ser solucionado más bien mediante una política integral. 

Connotó que cuando los tribunales ambientales se enfrenten a ese tipo de cuestiones, éstos serán capaces de diferenciar los problemas. Consignó que cuando los tribunales ambientales han determinado que no hay componentes ambientales en juego, han solicitado que las demandas se complementen, o que se mejoren, o simplemente han sido declaradas inadmisibles.

Reconoció que uno de los aspectos que permite dilatar los juicios dice relación con el régimen recursivo híbrido existente. Remarcó que el recurso de apelación procede respecto a tres tipos de resoluciones, por lo tanto, es frecuente que se interponga la reposición con apelación subsidiaria respecto del auto de prueba.  

El Honorable Senador señor Espina preguntó cuánto demora la Corte de Apelaciones en conocer el recurso de reposición con apelación en subsidio.  

La señora Insunza manifestó que la Corte emplea alrededor de ocho meses en conocer de los mencionados recursos. Advirtió que los tribunales ambientales continúan conociendo de la causa. Añadió que el recurso de casación lo conoce la Excma. Corte Suprema, quien demora un año aproximadamente en resolver. 

Aseveró que se puede llegar a determinar que la acción de reparación por daño ambiental también correspondió a una composición híbrida del procedimiento, porque si bien es escrito en un principio, éste requiere de una audiencia donde se deponen las pruebas y una posterior donde se realizan los alegatos finales. Admitió que en el mencionado caso se podrían implementar los procedimientos consagrados en materia de familia y laborales, donde se realiza una audiencia preparatoria y luego una de prueba con alegatos finales, que concluye con la dictación de la sentencia.

En relación a las preguntas del Honorable Senador, señor De Urresti expresó que no ha existido un pronunciamiento  consistente en el tiempo por parte de la Excma. Corte Suprema respecto de la admisibilidad de los recursos de protección. Agregó que durante dos años y medio se aplicó el criterio de la deferencia judicial y se estimó que la mayoría de los recursos de protección interpuestos se referían a materias que tenían que ser conocidas por el tribunal ambiental, salvo que se necesitaran medidas cautelares para garantizar el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación. Aseguró que desde hace algunos meses se ha producido una variación en la tendencia y la mencionada Corte ha conocido en el fondo de la materia ambiental.    

Respecto a la norma transitoria planteada por el Honorable Senador, señor De Urresti, se excusó de responder por ser incumbente.

Luego, intervino el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Eyzaguirre, quien manifestó que en materia de nombramientos es complejo consensuar nombres, dado los altos quórum que en esta materia exige la Constitución y las leyes.

Sostuvo que ya cuentan con la designación de las quinas para el primer Tribunal Ambiental, las han revisado y el paso siguiente consiste en definir a los candidatos.

Estimó que en el mes de abril estarían en condiciones de despachar los nombramientos pendientes.

Manifestó que actuarán con la mayor celeridad en la designación del Ministro titular faltante del Segundo Tribunal Ambiental.     

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe agradeció a la abogada señora Ximena Insunza por su exposición y particularmente por su disposición a trabajar en el servicio público.

Sostuvo que la vocación de servicio público, acompañada de la capacidad técnica y profesional es fundamental para mejorar la calidad de la justicia ambiental.

-.-.-
En virtud de los antecedentes previamente descritos, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores Araya, De Urresti, Espina y Harboe tiene el honor de informar que la proposición de S.E. la señora Presidenta de la República para designar, como Ministra Suplente del Segundo Tribunal Ambiental con sede en Santiago, a la señora Ximena Insunza Corvalán, en el cupo de abogado, cumple con los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico vigente.
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 20 de marzo de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Felipe Harboe Bascuñán (Presidente), Pedro Araya Guerrero, Alberto Espina Otero, y Alfonso De Urresti Longton.


Sala de la Comisión, 21 de marzo de 2017.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Abogado Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA ENCARGADA DE PROPONER LA FORMA Y MODO DE SUPERAR LAS DISCREPANCIAS PRODUCIDAS EN LA TRAMITACIÓN DEL PROYECTO DE LEY SOBRE TENENCIA RESPONSABLE DE MASCOTAS Y ANIMALES DE COMPAÑÍA

(6.499-11)

HONORABLE SENADO:

HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS:


La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en la suma, iniciado en moción del Honorable Senador señor Guido Girardi Lavín y de los ex Senadores señores Jorge Arancibia Reyes, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Carlos Ominami Pascual y Mariano Ruiz-Esquide Jara, ingresada a tramitación el 5 de mayo de 2009. La tramitación de esta iniciativa ha sido declarada de urgencia, calificada de “suma”.


El segundo trámite constitucional se desarrolló entre octubre de 2012 y julio de 2014. El tercero tuvo lugar a partir de ese mes y se extendió hasta enero de 2015. El Senado, en sesión de fecha 27 de enero de 2015, designó como miembros de la Comisión Mixta a los integrantes de su Comisión de Salud, los Honorables Senadores señoras Carolina Goic Boroevic y Jacqueline Van Rysselberghe Herrera y señores Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín y Fulvio Rossi Ciocca.


La Cámara de Diputados, por su parte, en sesión de fecha 28 del mismo mes y año, designó como integrantes de dicha Comisión a los Honorables Diputados señora Marisol Turres Figueroa y señores Manuel Monsalve Benavides, Marco Antonio Núñez Lozano, Diego Paulsen Kehr y Víctor Torres Jeldes. Con posterioridad, el señor Núñez fue reemplazado por la Honorable Diputada señora Cristina Girardi Lavín, el señor Torres por el Honorable Diputado señor Patricio Vallespín López y el señor Monsalve por la señora Maya Fernández Allende.


Previa citación de la señora Presidenta del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 10 de marzo de 2015, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señora Carolina Goic Boroevic y señores Guido Girardi Lavín y Fulvio Rossi Ciocca, y Honorables Diputados señores Manuel Monsalve Benavides, Marco Antonio Núñez Lozano, Diego Paulsen Kehr y Patricio Vallespín López. Los miembros presentes de la Comisión Mixta eligieron de forma unánime como Presidente al Honorable Senador señor Guido Girardi Lavín y acordaron regirse por el Reglamento del Senado.

- - - - - - -

A las sesiones en que la Comisión Mixta estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas:

- Del Ministerio de Salud: el coordinador legislativo, doctor Enrique Accorsi; el Jefe de la División de Políticas Públicas Saludables y Promoción, doctor Tito Pizarro; el encargado de la Oficina de Zoonosis y Vectores, doctor Carlos Pavletic; la Jefa del Departamento de Políticas Farmacéuticas, señora Tatiana Tobar, y los asesores señora Andrea Martones y señor Pablo Ríos.
- De la Subsecretaría de Salud Pública: el Subsecretario, doctor Jaime Burrows Oyarzún, y los asesores legislativos, señora María Carolina Mora y señores Felipe Vargas y Alex Figueroa.

- De la Subsecretaría de Redes Asistenciales: la encargada de seguimiento legislativo, señora Paulina Palazzo Rojas.

- De la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo: el coordinador del Programa Tenencia Responsable de Mascotas, señor Ignacio Moncayo, y el asesor legislativo, señor Álvaro Villanueva; el Jefe de Municipalidades, señor Nemesio Arancibia; de Fiscalía, las señoras Rosa Huerta y Doris Durán, y del Programa Nacional de Tenencia Responsable de Animales de Compañía (PETRAC), la señora Carola Solís.
- De la Asociación Chilena de Municipalidades: el Alcalde de La Granja y Presidente de la Comisión de Salud de la Asociación, señor Felipe Delpín Aguilar, y los asesores, señora Jessica Mualim y señor Malik Mograby.

- Del Instituto Igualdad: las señoras Nicole Reyes y Mariluz Valdés. 

- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Jefe de la División Jurídico-Legislativa, señor William García; los coordinadores, señoras Marcia González, Camila Sanhueza y Pía Briceño y señores Alejandro Fuentes, Rodrigo Vega, Luis Batallé, Alejandro Fuentes y Esteban Contador.
- Los asesores del Honorable Senador señor Chahuán, señor Marcelo Sanhueza y Francisco Avello.
- La asesora del Honorable Diputado señor Paulsen, señora Constanza Castillo.

- El Jefe de Gabinete del Honorable Senador señor Girardi, señor Nicolás Fernández, y los asesores señoras señora Victoria Fullerton,  Josefina Correa y señor Iván Oyarzún.
- El asesor del Honorable Diputado señor Vlado Mirosevic, señor Luis Felipe Ramos.

- El asesor de la H. Senadora señora Goic, señor Gerardo Bascuñán.
- De Pro Animal Chile: La señora Patricia Cocas.
- Del Instituto Igualdad: El Director, señor Roberto Santa Cruz y La señora Lía Arroyo.
- - - - - - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL
Se hace presente que de las normas que la Comisión Mixta propone aprobar, el inciso segundo del artículo 6°, el inciso segundo del artículo 30 y el artículo 33 tienen carácter de ley orgánica constitucional, al tenor de lo que dispone el artículo 77 de la Carta Fundamental, pues otorgan atribuciones a los tribunales de policía local. Por ello, para su aprobación deben contar con el voto conforme de las cuatro séptimas partes de los Senadores y Diputados en ejercicio, de conformidad con lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política. 

- - - - - - - -

DESCRIPCIÓN DE LAS NORMAS EN CONTROVERSIA Y ACUERDOS DE LA COMISIÓN MIXTA


Se hace presente que el Senado, en el tercer trámite constitucional, aprobó las enmiendas que introdujo la Cámara de Diputados en el segundo trámite, con excepción de las siguientes: 

1. Las referidas a los numerales 9) y 10) del artículo 2°.

2. El reemplazo del artículo 3°.

3. La sustitución del artículo 4°, con excepción de los incisos quinto y séptimo.

4. La recaída en el inciso primero del artículo 5°.

5. La consistente en la incorporación de un inciso cuarto, nuevo, en el artículo 6°.

6. El reemplazo del artículo 8°.

7. La referida al inciso segundo del artículo 9°.

8. La recaída en el artículo 11 (artículo 10 de la Cámara de Diputados).

9. La recaída en el encabezamiento del inciso primero del artículo 12 (artículo 11 de la Cámara de Diputados), y la consistente en la sustitución, en el inciso segundo, de la expresión “Ministerio del Interior y Seguridad Pública” por “Ministerio de Salud”.

10. El reemplazo del número 2 del artículo 14 (artículo 13 de la Cámara de Diputados).

11. La consistente en la sustitución, en el inciso primero del artículo 15 (artículo 14 de la Cámara de Diputados), de la expresión “organizaciones no gubernamentales” por “personas jurídicas sin fines de lucro”.

12. La supresión del Título V y de los artículos 20 y 21 del texto del Senado, que lo integran.

13. El inciso segundo del artículo 18, nuevo, de la Cámara de Diputados.

14. La incorporación del artículo 19, nuevo, de la Cámara de Diputados.

15. El inciso tercero del artículo 21, nuevo, de la Cámara de Diputados.

16. La incorporación de los artículos 24, 25 y 26, nuevos, de la Cámara de Diputados.

17. El inciso segundo del artículo 28 del texto de la Cámara de Diputados.

18. El artículo 29 del texto de la Cámara de Diputados.

19. El inciso segundo del artículo 33, nuevo, de la Cámara de Diputados.

20. El número 2) del artículo 35, nuevo, de la Cámara de Diputados.

La Comisión Mixta se abocó en marzo y abril de 2015 al estudio de las diferencias suscitadas entre ambas Corporaciones durante la tramitación de la iniciativa. El 8 de abril de 2015 concluyó el tratamiento de esas discrepancias, con un acuerdo de solución que requería que el Ejecutivo formulara algunas proposiciones en materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, al que concurrieron funcionarios del Ministerio de Salud y de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


El 14 de septiembre de 2016, mediante Oficio 
N° 126-364, la señora Presidenta de la República formuló un conjunto de propuestas para la consideración de la Comisión Mixta, mismo que fue retirado por Oficio N° 207-364, de fecha 26 de octubre del mismo año.


El 24 de enero de 2017 la Comisión Mixta recibió un segundo oficio, N° 222-364, de 25 de octubre de 2016, que contiene las proposiciones definitivas del Ejecutivo, las que no acogen la totalidad de los acuerdos alcanzados y se extienden a otros puntos del proyecto, como consecuencia de la reordenación del articulado que en ellas se propone. Se agrega como anexo, al final del presente informe.

En vista de lo anterior, la Comisión Mixta acordó por unanimidad que las referidas propuestas son admisibles y, en virtud de ello, introdujo enmiendas en otros preceptos del proyecto, que no fueron objeto de discrepancia, porque lo consideró necesario para alcanzar los consensos que hicieran posible aprobar el proyecto de acuerdo que zanja las divergencias, conservando la coherencia e integridad de la iniciativa. Por igual razón incorporó al texto una materia nueva, como es el Registro de centros de mantención temporal de mascotas o animales de compañía, agregado al artículo 15, y el Título VI, conformado por los artículos 23 y 24, que regulan dicho Registro.

Como consecuencia de lo señalado, este informe se centrará en la descripción de los textos aprobados y su vinculación con los puntos de desacuerdo entre las corporaciones legislativas, en su caso, siguiendo el orden que los preceptos involucrados tendrán en el texto final, si la proposición de la Comisión Mixta es acogida.   

Artículo 2°
Nos 9) y 10)



El artículo 2° aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional define una serie de definiciones para efectos de esta ley. La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, sustituyó el precepto por otro, que incluye los nuevos numerales 9) y 10), que definen los conceptos de “criador” y “criadero”. El Senado, en el tercer trámite constitucional, rechazó ambos numerales.




El Honorable Diputado señor Torres explicó que la Cámara de Diputados estimó procedente incluir las definiciones antes transcritas, con la finalidad de asignar ciertas responsabilidades, tanto al criador como al criadero. Se prefirió definirlos explícitamente, para establecer ciertas reglamentaciones particulares para la actividad de cada uno.




Se mostró contrario a que parte de las regulaciones establecidas en ambas definiciones sean extraídas de la preceptiva legal para ser normadas por la vía reglamentaria. Propuso, como forma de solución, acoger el texto consignado por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional.




En la misma línea, la Honorable Diputada señora Girardi advirtió que la existencia de un criador no necesariamente presupone la de un criadero y, en ese sentido, se inclinó por mantener las definiciones contenidas en los numerales 9) y 10), dada la relevancia de esas actividades en lo que será la política de tenencia responsable de mascotas y animales de compañía que entrará en vigor una vez convertida en ley la iniciativa en debate.




Una opinión opuesta emitió el Honorable Senador señor Rossi, quien estimó que una persona natural no debe dedicarse a la reproducción sin disponer de un criadero debidamente autorizado. Mencionó que uno de los objetivos principales del proyecto en discusión es evitar la práctica asentada de reproducción de animales en los hogares.




El Honorable Senador señor Girardi recordó que el proyecto de ley pretende convertirse en un instrumento de control de la población canina alternativo a la eutanasia y, en ese contexto, la intención es que las personas naturales queden impedidas de reproducir animales, salvo que cuenten con una autorización expresa con tal fin.




El Jefe de la División de Políticas Saludables y Promoción, del Ministerio de Salud, doctor Tito Pizarro, adujo que el proyecto sometido a la Comisión Mixta impone restricciones a la reproducción privada y entrega el ejercicio de esa actividad a personas que hayan obtenido los permisos del caso. Bajo esa regulación general, consideró pertinente que en el texto legal queden definidos los conceptos de criador y criadero, tal como los fijó la Cámara de Diputados.


- Puestos en votación los dos nuevos numerales sancionados por la Cámara de Diputados, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señores Girardi, Rossi y Chahuán y los Honorables Diputados señoras Girardi y Turres y señor Torres. 

Artículo 3°


El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo 3° que encomendaba a los órganos de la Administración del Estado, en especial la autoridad municipal, promover la educación para la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, a fin de asegurar el bienestar del animal y su dueño y así evitar eventuales daños causados por los animales.
En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados reemplazó el precepto por otro, que impone determinadas obligaciones al Ministerio de Educación, en cuanto al diseño de contenidos mínimos relacionados con el cuidado de los animales de compañía, el compromiso de las personas con ellos, con el medio ambiente, con la higiene y con la salud tanto de las personas como de los animales. Además, imponía a las universidades que impartan la carrera de medicina veterinaria el deber de incluir en sus contenidos curriculares la esterilización quirúrgica de hembras caninas y felinas, debiendo enseñar determinadas técnicas, todo ello sujeto a la fiscalización del Ministerio de Educación.

El Senado, en el tercer trámite constitucional, rechazó el reemplazo.

El Honorable Diputado señor Torres adujo que la redacción aprobada por la Cámara de Diputados en su oportunidad no tuvo como objetivo determinar qué autoridad sería la encargada de la política de tenencia responsable, sino que sólo se intentó que la promoción de la educación en dicha materia corresponda a los municipios y a los Ministerios que habitualmente han estado relacionados con esa tarea, que, en su opinión, no es de competencia del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

La Honorable Diputada señora Girardi recordó que hubo varios diputados que se pronunciaron en contra de todas aquellas disposiciones del proyecto de ley que asignaban algún rol a los municipios, dado que no se les han asignado los recursos imprescindibles para ese efecto, fomentando con ello la desigualdad existente entre los gobiernos comunales, posición que Su Señoría comparte. De otra forma, agregó, sólo se perpetuará la desigualdad de ingresos que hoy se constata entre municipios, y son las comunas más pobres las que tienen más problemas en el control de la población animal.

El Honorable Diputado señor Torres planteó que el texto de la Cámara de Diputados se hace cargo de la situación expuesta precedentemente, pues la obligación de promover la educación en tenencia responsable de mascotas o animales de compañía recae sobre todos los órganos de la Administración del Estado y sólo se hace un énfasis mayor respecto de los Ministerios de Educación y de Salud y de las autoridades municipales, entidades que, por lo demás, actuarán en el marco de las atribuciones que ya poseen.

La Honorable Diputada señora Girardi señaló que si no se establece claramente quién será el órgano encargado de la labor de promoción se dificultará igualmente determinar las responsabilidades que de su ejercicio se deriven. Sin embargo, de la forma en que está redactada la disposición en debate, finalmente serán las municipalidades las que deberán dictar las correspondientes ordenanzas para llevar a la práctica el cumplimiento de la exigencia, correspondiéndoles por tanto asegurar su ejecución, situación que no consideró justa, en la medida en que no se las dote de los recursos necesarios.

De conformidad con lo expuesto, instó a buscar una solución bajo la premisa de que habrá que explicitar en el texto que ambos Ministerios proveerán de recursos suficientes a los municipios para llevar a cabo los programas de promoción. 

El doctor Pizarro advirtió que la promoción de la salud en el ámbito local es de competencia municipal y, en ese entendido, llamó a no excluir de estas tareas a los órganos encargados de la administración comunal.

El Honorable Diputado señor Torres indicó que la opción adoptada por el Senado es más restrictiva que la asumida por la Cámara de Diputados, en la medida que pone el énfasis especial sólo en las municipalidades, excluyendo a los Ministerios de Educación y de Salud.

En otro aspecto, sugirió analizar el contenido del tercer inciso del texto que se propuso en el segundo trámite constitucional, que detalla las técnicas de esterilización que deberían enseñarse en las universidades que impartan la carrera de medicina veterinaria. Dicha regulación, en su entender, corresponde el Presidente de la República en uso de su potestad reglamentaria lo que, por lo demás, evita la rigidez de un precepto que debe estar abierto a los cambios generados por el progreso de la ciencia y la técnica.

El Honorable Senador señor Girardi, acotó que el tema en cuestión se relaciona directamente con la educación, por lo que incluir a otros organismos públicos, además del Ministerio del ramo, podría diluir las responsabilidades del caso.

Sin perjuicio de lo anterior, razonó, donde sí se requiere la integración de un organismo público adicional, a saber, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, es en la dirección de la política de tenencia responsable de mascotas, ya que, de otra forma, ella no tendrá fuerza para imponerse a los agentes que deben ejecutarla. Así se creará una institucionalidad poderosa, tanto en lo político como en materia de recursos disponibles, afirmó.

Coincidió en que las entidades que finalmente deberán traducir en los hechos estas medidas serán las municipalidades y, por tal motivo, demandó una fuerte voluntad política para entregarles los fondos requeridos para esa labor, asunto que previsiblemente no gozará de prioridad en los Ministerios de Educación y de Salud.

Además, Su Señoría recalcó que la única autoridad de Gobierno que puede enfrentarse en un plano de igualdad con los personeros de Hacienda, a fin de allegar recursos, es efectivamente el Ministro del Interior y Seguridad Pública.

La asesora de la Asociación Chilena de Municipalidades, señora Jessica Mualim, expresó su preferencia por la redacción del artículo 3° sancionada en el segundo trámite constitucional por la Cámara de Diputados, toda vez que distribuye de mejor forma las responsabilidades que tendrá cada organismo público.

Al referirse a la discusión generada sobre el inciso primero del artículo 3°, el doctor Pizarro resaltó que el Ministerio de Salud no cuenta actualmente con atribuciones en orden a promover la tenencia responsable, ya que sus únicas facultades en esta materia tienen relación con el control de la rabia y en otros asuntos muy puntuales y no de gran relevancia. De tal forma que si no se determina qué atribuciones específicas tendrá la Cartera de Salud, en la práctica no se producirán resultados ciertos. Por ello, se mostró partidario de integrar al Ministerio del Interior y Seguridad Pública en el diseño y aplicación de la política de tenencia responsable de mascotas.

Evocó el programa sobre tenencia responsable que ha lanzado la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, que incluye una inyección de cuantiosos recursos en los gobiernos comunales, a fin de apuntalar esa política pública. Esa es la línea estratégica que el Ejecutivo ha establecido al efecto.

Respecto del inciso tercero del artículo 3° aprobado por la Cámara de Diputados, compartió la eliminación de lo referido a las técnicas de esterilización que deben enseñar las universidades, dado que los avances en la medicina veterinaria pueden hacer que queden obsoletas en algún momento. 
El Honorable Senador señor Chahuán hizo presente su molestia por las dilaciones que han mostrado las autoridades gubernamentales, tanto de la presente como de anteriores administraciones, a la hora de apoyar con claridad y decisión el establecimiento de una política robusta en este ámbito.

Llamó a ser precavidos en cuanto a obligar a los municipios a hacer frente a la situación, sin los recursos apropiados. Por tal razón, apoyó la idea de que el Ministerio del Interior y Seguridad Pública sea el organismo encargado de dirigir la política de tenencia responsable de mascotas.

El Honorable Diputado señor Torres, haciéndose cargo de lo afirmado por el doctor Pizarro en cuanto al rol que cumplirá el Ministerio de Salud, subrayó que tanto dicha Secretaría como la de Educación, tendrán una mayor responsabilidad en materia de promoción de la tenencia responsable, para lo cual también deberán apoyar a los municipios. 

La Honorable Diputada señora Girardi, propuso que la responsabilidad primordial en el ámbito de la promoción quede entregada a los tres ministerios a que se ha hecho referencia, explicitando que ellos sólo contarán con el “apoyo” de las municipalidades para su ejecución. 

Finalmente, el Honorable Diputado señor Torres manifestó su disposición para apoyar la incorporación del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, tanto en las obligaciones que consigna el artículo objeto de la presente divergencia, como en las demás en que sea pertinente su integración. Pese a ello, acotó que los aspectos sanitarios deben continuar siendo de competencia del Ministerio de Salud.

De conformidad con lo expuesto, la Comisión Mixta aprobó ad referéndum un artículo 3° del siguiente tenor, supeditado a que el Ejecutivo lo respaldara en lo pertinente, mediante una propuesta de su autoría:

“Artículo 3º.- Los órganos de la Administración del Estado, y en especial los ministerios del Interior y Seguridad Pública, de Salud y de Educación, en ejercicio de sus atribuciones, con el apoyo de las respectivas municipalidades, promoverán la educación para la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, a fin de asegurar su bienestar y la salud de las personas y el medio ambiente.

Para esto, el Ministerio de Educación podrá diseñar los contenidos mínimos de la educación de niños y adolescentes sobre temas relacionados con el cuidado de los animales de compañía, el compromiso de las personas con ellos, con el medio ambiente, con la higiene y con la salud, tanto de las personas como de los animales.

Las universidades que impartan la carrera de medicina veterinaria deberán incluir en sus respectivos contenidos curriculares la esterilización quirúrgica de hembras caninas y felinas. El Ministerio de Educación deberá fiscalizar el cumplimiento de esta norma.”.

- Acordado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi y Honorables Diputados señora Girardi y señores Paulsen y Torres


Más tarde el Ejecutivo propuso el siguiente texto del artículo 3°:


“Artículo 3°.- Los órganos de la Administración del Estado y, en especial, los Ministerios del Interior y Seguridad Pública, de Salud y de Educación, dentro de sus respectivas competencias, con la colaboración de las respectivas Municipalidades, promoverán la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, a fin de asegurar su bienestar y la salud de las personas y el medio ambiente.


Para esto, el Ministerio de Educación podrá entregar orientaciones a los establecimientos educaciones de todos los niveles sobre temas relacionados con el cuidado de los animales de compañía, el compromiso de las personas con ellos, con el medio ambiente, con la higiene y con la salud tanto de las personas como de los animales, pudiendo además desarrollar programas de promoción relativos a estos temas, en cooperación con otras instituciones públicas y privadas.


Asimismo, el Ministerio de Educación, en cumplimiento de sus funciones, podrá crear instancias de coordinación entre las universidades que impartan la carrera de medicina veterinaria y las comunidades locales o regionales en que se encuentren insertas, a fin de facilitar la realización de acciones conjuntas que promuevan la tenencia responsable de mascotas, tales como campañas de información a la comunidad, esterilización gratuita de caninos y felinos, entre otras.”.


La Comisión Mixta concordó con la redacción propuesta y convino en aprobarla, por la unanimidad de sus miembros presentes.


- Concurrieron al acuerdo los Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señoras Fernández y Girardi y señor Torres.

- - - - - -


En el conjunto de sus propuestas, el Ejecutivo incluyó la de intercalar a continuación del artículo 3° el siguiente epígrafe, nuevo:

“TÍTULO III

Del reglamento y la ordenanza municipal”.


- La proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señoras Fernández y Girardi y señor Torres.

- - - - - -

Artículo 4°




En el primer trámite constitucional, el Senado sancionó un artículo que encomendaba al Ministerio del Interior y Seguridad Pública reglamentar la forma y condiciones de aplicación de las normas sobre tenencia responsable, respecto de aquellos animales de la especie canina calificados como potencialmente peligrosos. A ese efecto, consignó las características a que deberá ajustarse el reglamento en cuestión en lo atinente a dicha calificación, a saber, la pertenencia a ciertas razas y sus cruces o híbridos, determinadas características físicas del animal, la ocurrencia de episodios anteriores de agresión o un carácter agresivo, todo ello basado en la información científica disponible y en la evaluación de expertos en conducta animal. Además, el juez competente podrá calificar como potencialmente peligroso al ejemplar de la especie canina que haya causado lesiones leves a una persona o daños de consideración a otro ejemplar de su misma especie.

Se impone al responsable de un animal calificado como potencialmente peligroso el deber de adoptar medidas especiales de seguridad y protección que determine el reglamento, tales como la circulación del animal con bozal o arnés, la esterilización del mismo, la restricción a la circulación del animal en lugares de libre acceso al público o en bienes públicos y la prohibición de dejarlo al cuidado de menores de 18 años de edad.

El reglamento también debe fijar condiciones de tenencia especiales, tales como prohibición de adiestramiento para la agresión; obligación de mantener a los animales en un espacio dotado de cerco seguro y adecuado a sus características fisiológicas y etológicas; contar con un seguro de responsabilidad civil, y esterilización obligatoria, en su caso. De ser necesario, se podrá exigir evaluaciones sicológicas de los dueños de dichos animales, por parte de un médico siquiatra, para establecer si sufren alguna patología siquiátrica grave, a fin de determinar si en la especie la tenencia representa un riesgo para la seguridad de las personas o para el bienestar de los animales.

El animal calificado como potencialmente peligroso será considerado animal fiero, para todos los efectos legales, lo que se vincula con el artículo 2327 del Código Civil1.
La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo sustituyó por una norma que hace competente para estos efectos al Ministerio de Salud, en lugar del de Interior y Seguridad Pública, y suprime de los criterios para calificar a un espécimen de potencialmente peligroso la pertenencia a ciertas razas, sus cruces o híbridos. También obliga a dueños y tenedores de estos perros a someterlos a adiestramiento de obediencia y exime de las normas sobre adiestramiento a los perros de asistencia a que se refiere la ley N° 19.284.

El Senado, en el tercer trámite constitucional, rechazó la sustitución, salvo los incisos quinto y séptimo.  


Al iniciar el debate sobre esta discrepancia los miembros de la Comisión Mixta estuvieron contestes en tomar como base del análisis el texto del Senado, sin perjuicio de incorporar regulaciones contenidas en el de la Cámara de Diputados. 

Se deja constancia de que las disposiciones que confieren facultades a autoridades públicas, tanto en este precepto como en otros que propone la Comisión Mixta y que recogen el planteamiento del Senado, contaron en su oportunidad con la debida iniciativa presidencial, proveída en el primer trámite constitucional. Otras lo obtuvieron en el segundo trámite constitucional, en la Cámara de Diputados.
La señora Jessica Mualim advirtió que este precepto sólo regula la situación de los animales potencialmente peligrosos, y recomendó ampliar su aplicación a todo tipo de animales, con la finalidad de que haya fondos suficientes para financiar íntegramente la política de tenencia responsable.

En consecuencia, se resolvió extender el efecto de la regulación de la tenencia responsable a todos los animales a los que se aplicará esta ley y no restringirla sólo a aquellos calificados como potencialmente peligrosos.

A la luz del debate, el Honorable Senador señor Girardi propuso integrar al Ministerio de Educación en este artículo 4° y en otras disposiciones donde sea pertinente, a fin de asegurar su participación en estas materias. 


- El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi y Honorables Diputados señora Girardi y señores Paulsen y Torres.


En torno al segundo inciso de ambos textos propuestos como artículo 4°, que enuncian las características o requisitos para calificar como potencialmente peligrosos a determinados ejemplares de la especie canina, se produjo un importante debate.

El doctor Pizarro rememoró que la forma en que se procedería a dicha categorización ha sido largamente discutida durante la tramitación de la presente iniciativa de ley, con el fin de determinar si, por ejemplo, ciertas razas de perros o sus conductas serían determinantes en este ámbito.


Sobre ese punto, el Honorable Diputado señor Torres manifestó que la definición de animal potencialmente peligroso no debe quedar asociada a una o más razas específicas, sino que a características objetivas que correspondan a aquellas definidas previamente en la ley. Bajo esa concepción se redactó la norma aprobada por la Cámara de Diputados, con el objeto de evitar la estigmatización de ciertas razas.


En sentido opuesto opinó el Honorable Senador señor Rossi, quien expresó que algunas razas, como los pitbull, sí poseen la posibilidad de ser potencialmente peligrosos, dadas su características físicas. Por eso, prefirió asociar la categorización a la conducta de un animal específico, tal como lo dispuso el Senado en el primer trámite.


A mayor abundamiento, el Honorable Senador señor Girardi hizo presente que en muchos países, incluso en algunos que caben en la categoría de desarrollados, la tenencia de ciertas razas está prohibida.


Por lo demás, si se analizan los antecedentes de quienes han sido víctima de ataques de perros que han derivado en lesiones de carácter grave o muerte, evidentemente se identifican con mayor frecuencia determinadas razas. Ello se verifica de igual forma en el hecho de que quienes se dedican a las peleas clandestinas de canes también eligen determinadas especies de perros. En definitiva, las razas establecen algunas conductas que, por supuesto, pueden ser mejoradas o agravadas por la acción del ser humano.


Haciéndose cargo de esos argumentos, el Honorable Diputado señor Torres informó que fue uno de los parlamentarios que más se opuso a la imposición de ese criterio en el segundo trámite constitucional y, por tal motivo, apoyó el texto que finalmente aprobó la Cámara de Diputados, que no categoriza por razas, sino por condiciones objetivas que pueden presentarse en cualquier animal. 

El doctor Pizarro sostuvo que, en general, se ha entendido que la conducta de los animales está íntimamente relacionada con los entornos y formas en que son tratados por sus amos. Entonces, si bien es cierto que determinadas razas, por sus características físicas, son potencialmente más peligrosas, los expertos en veterinaria radican en la educación y el trato de los dueños los factores más preponderantes. No obstante ello, reconoció que en algunos países se ha optado por prohibir derechamente ciertas razas de canes.


A efectos de zanjar la discusión, el Presidente de la Comisión Mixta puso en votación la letra a) del inciso segundo del artículo 4° aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional. 

- Fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi y Honorable Diputada señora Girardi. Se pronunciaron en contra los Honorables Diputados señores Paulsen y Torres.

Sometido a votación el literal b) del inciso segundo del artículo 4° sancionado por el Senado, la Honorable Diputada señora Girardi hizo el alcance de que debería sustituirse el vocablo “carácter” por “conducta”, en el entendido de que el primer término se vincula mayormente con cualidades o características de las personas.

Del mismo modo, la Comisión Mixta juzgó pertinente eliminar la calificación específica de las lesiones que puede producir el animal, para efectos de su categorización como potencialmente peligroso.

Con esas enmiendas, el literal b) fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes.

- Concurrieron con su voto favorable los Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Girardi y Honorables Diputados señora Girardi y señores Monsalve y Paulsen.


Luego, se puso en discusión el inciso 3° del artículo 4° aprobado por el Senado.

El Honorable Diputado señor Paulsen hizo notar que en la redacción que aprobó la Cámara de Diputados el juez competente, en forma previa a la calificación de peligrosidad del animal, debe recabar la opinión de expertos veterinarios.

Sobre ese punto, el Honorable Senador señor Girardi expuso que siempre el juez tendrá la posibilidad de requerir un peritaje o la opinión de expertos al estar conociendo de una causa judicial. En ese sentido, consideró redundante establecer una consulta previa a la autoridad sanitaria.

- El inciso tercero del artículo 4° sancionado por el Senado fue aprobado con el voto unánime de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Girardi y Honorables Diputados señora Girardi y señores Monsalve y Paulsen.


Seguidamente, se pusieron en debate los incisos cuarto y sexto del artículo 4° aprobados por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional, en razón de que el inciso quinto no mereció reparo del Senado.

- Ambos incisos fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Girardi y Honorables Diputados señora Girardi y señores Monsalve y Paulsen.


El inciso séptimo del texto de la Cámara de Diputados no generó controversia, pues fue aceptado por el Senado.


Finalmente, la Comisión Mixta se abocó al conocimiento del inciso octavo del precepto aprobado por la Cámara de Diputados.


El Honorable Senador señor Girardi explicó que el rechazo de esta disposición en el tercer trámite constitucional se debió a que no existen entidades que tengan la calidad de adiestradores calificados y que puedan prestar ese servicio a particulares.


Sin perjuicio de concordar con ello, la Honorable Diputada señora Girardi destacó que la intención de la norma es que quien desee tener un perro calificado como potencialmente peligroso debe cumplir una serie de exigencias, entre las cuales la de adiestramiento es imprescindible.


El asesor del Ministerio de Salud, señor Alex Figueroa, manifestó sus dudas sobre la forma en que podrá hacerse efectivo el cumplimiento de la obligación de adiestramiento.

El asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ignacio Moncayo juzgó conveniente eliminar la obligatoriedad del adiestramiento, ya que, a su juicio, será impracticable. 

Discrepó con esa postura el Honorable Senador señor Girardi, argumentando que quien elige tener un animal potencialmente peligroso debe estar sujeto a estrictas exigencias.

La Comisión Mixta convino en la siguiente redacción de la disposición:

“Los dueños o tenedores de los perros a que se refiere este artículo tendrán la obligación de someterlos a adiestramiento de obediencia.”.

- El inciso octavo del artículo 4° sancionado por la Cámara de Diputados, así modificado, fue aprobado con el voto unánime de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Girardi y Honorables Diputados señora Girardi y señores Monsalve y Paulsen.


Sin embargo, entre las propuestas que hizo el Ejecutivo en enero de este año, figura la de sustituir el artículo 4° por el siguiente:


“Artículo 4°.- Mediante un reglamento dictado a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, suscrito además por el Ministerio de Salud, se establecerán la forma y condiciones en que se aplicarán las normas sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía. Por otro lado, dicho reglamento determinará las normas que permitirán calificar a ciertos especímenes caninos como potencialmente peligrosos.”.


La Comisión Mixta la acogió con una precisión, en el sentido de reemplazar la palabra “Ministerio” por “Ministro, ya que es dicho personero quien debe firmar, y ajustes mínimos de estilo. 


- El artículo 4° fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señoras Fernández y Girardi y señor Torres.

- - - - - -


A raíz del reemplazo del artículo 4° en la forma que se ha dicho, buena parte del original se desglosó e incluyó como artículos 5° y 6°, nuevos, en la propuesta del Ejecutivo. Ambos fijan las líneas básicas del contenido que deberá tener el reglamento. A continuación se expone sus textos, debate y votación.


El nuevo artículo 5° dispone que para controlar y proteger a la población animal, el reglamento deberá establecer requisitos de las campañas de educación en tenencia responsable de animales para toda la comunidad; condiciones para el desarrollo de programas para prevenir el abandono de animales e incentivar la reubicación y cuidado responsable de los mismos; condiciones para el desarrollo de programas de esterilización masiva y obligatoria de animales, con el objeto de promover su bienestar y salud, y evitar consecuencias dañinas para la salud y seguridad de las personas y del medio ambiente; sistemas de registro e identificación de animales, y sistemas para desincentivar la crianza y reproducción indiscriminada de animales.

- La propuesta de artículo 5° de la señora Presidenta de la República fue aprobada con el voto unánime de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señoras Fernández y Girardi y señor Torres.


El nuevo artículo 6° especifica que el reglamento deberá calificar a ciertos especímenes caninos como potencialmente peligrosos en base a las siguientes características: pertenencia a ciertas razas y sus cruces o híbridos; características físicas tales como el tamaño o la potencia de la mandíbula, las cuales puedan causar lesiones a personas o daños de consideración a otros animales de su misma especie, y existencia de conducta agresiva o de episodios anteriores de agresión. Quedarán exceptuados de la calificación de caninos potencialmente peligrosos los perros de asistencia para personas con discapacidad.


También el reglamento fijará condiciones de tenencia especiales respecto de estos animales, tales como la prohibición de adiestramiento para la agresión, obligación de mantenerlos en un espacio dotado de cerco seguro y adecuado a sus características fisiológicas y etológicas, contratación de un seguro de responsabilidad civil, esterilización obligatoria, y, en caso de ser necesario, evaluaciones sicológicas de los dueños de dichos animales, con el fin de  determinar si la tenencia pudiera representar un riesgo para la seguridad de las personas o para el bienestar de los animales. 


Por otra parte, el inciso segundo de este artículo prescribe que el juez competente podrá calificar como potencialmente peligroso al ejemplar de la especie canina que haya causado, al menos, lesiones leves a una persona o daños de consideración a otro ejemplar de su misma especie.


Se impone al responsable de un animal calificado como potencialmente peligroso el deber de adoptar las medidas especiales de seguridad y protección que determine el reglamento, tales como, circulación con bozal o arnés, esterilización, restricción de la circulación del animal en lugares de libre acceso al público o en bienes nacionales de uso público, prohibición de dejarlo al cuidado de menores de 18 años de edad, según corresponda. El dueño o tenedor de especímenes caninos potencialmente peligrosos tendrá la obligación de someterlos a adiestramiento de obediencia.


Finalmente, se conserva la norma según la cual el perro que sea calificado como potencialmente peligroso será considerado un animal fiero para todos los efectos legales2.


A instancias del Honorable Diputado señor Torres, se procedió a votar separadamente la letra a) contenida en el inciso primero propuesto, que determina como característica apta para la calificación de animal potencialmente peligroso la pertenencia a ciertas razas y sus cruces o híbridos. Fundamentó su petición en el hecho de que la mayoría de las organizaciones vinculadas a la protección animal señalaron en el curso de la discusión legislativa que establecer las razas y sus cruces o híbridos como uno de los factores para dar por establecida la potencial peligrosidad de un espécimen canino es erróneo, toda vez que dicha calificación no está asociada necesariamente a una raza determinada, sino que a una conducta específica.


A mayor abundamiento, arguyó el señor Diputado, si la principal determinante para categorizar a un can como potencialmente peligroso es su conducta, establecer una disposición como la que se votará por separado resulta arbitraria en el caso de ciertas razas de animales.


Si bien concordó en que se trata de un tema altamente discutido por los especialistas, el Honorable Senador señor Rossi expresó que la literatura que se hace cargo de esta materia permite inferir que efectivamente hay ciertas razas que presentan una mayor incidencia de conductas agresivas. Además, en los cruces, que no son resultado del proceso de reproducción natural de los canes, también es posible advertir esa condición. De consiguiente, planteó su posición contraria a la eliminación del literal a).


Coincidió con esa posición el Honorable Senador señor Girardi, quien señaló que en la posible peligrosidad influyen tanto factores genéticos como ambientales.



Por su parte, la Honorable Diputada señora Girardi hizo presente que la ley no califica directamente a algunas razas de perros como peligrosas. Por lo tanto, será pertinente tener en consideración otros elementos –también detallados en el artículo 6° propuesto– para determinar su agresividad potencial.


Finalmente, la Comisión Mixta convino en sustituir el vocablo “perro” por “animal”, en el penúltimo inciso del artículo 6° propuesto, manteniendo de esa forma lo aprobado en un inicio por esta instancia.


- La Comisión Mixta aprobó el literal a) del artículo 6° de la propuesta presidencial por la mayoría de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi y la Honorable Diputada señora Girardi. Votaron en contra los Honorables Diputados señora Fernández y señor Torres.


- El resto del artículo 6° fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señoras Fernández y Girardi y señor Torres.

- - - - - - -

Artículo 5°, que pasa a ser 7°



El Senado, en el primer trámite constitucional, aprobó un artículo 5°, cuyo inciso primero ordena a las municipalidades dictar una ordenanza sobre tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, ajustándose a la normativa legal reglamentaria que imparte el Ministerio del Interior y Seguridad Pública. En todo caso, se especifica, tales ordenanzas no podrán permitir como sistema de control de la población animal métodos que impliquen el sacrificio de animales.



En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados trasladó el despacho del reglamento desde el Ministerio del Interior y Seguridad Pública al de Salud. El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó el reemplazo.

De acuerdo a los argumentos hechos valer en la discusión de las divergencias precedentes, la Comisión Mixta acordó mantener la competencia del Ministerio del Interior y Seguridad Pública para reglamentar en términos generales la normativa a la que deberán ceñirse las ordenanzas municipales sobre tenencia responsable de mascotas o animales de compañía.


En tal sentido, ella suscribió el rechazo del Senado a la sustitución propuesta en el segundo trámite para el inciso primero, de manera que el artículo 5° quede tal como lo despachó la Cámara de origen en el primer trámite, oportunidad en que la disposición contó con el debido patrocinio del Ejecutivo, situación que se repite en varias de las normas que propone la Comisión Mixta, las cuales no precisan de una nueva propuesta del Ejecutivo para formar parte del texto de la iniciativa.

- Concurrieron con su voto favorable la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Girardi y Honorables Diputados señora Girardi y señores Monsalve y Paulsen.


Entre las propuestas de la señora Presidenta de la República figura la que reemplaza íntegramente el artículo 5°, que pasaría a ser 7°. Su particularidad es que vincula las ordenanzas municipales al reglamento que se dicte en virtud del artículo 4° y a los contenidos mínimos determinados en el nuevo artículo 5°, descrito más arriba. Al remitir al artículo 4°, se acogen las posiciones de ambas Cámaras: la del Senado, en cuanto radica la tarea en el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y la de la Cámara de Diputados, ya que hace intervenir también al de Salud.


- La propuesta de artículo 7° fue aprobada con el voto unánime de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señoras Fernández y Girardi y señor Torres.

- - - - - - -


La señora Presidenta de la República propuso incorporar, a continuación del nuevo artículo 7° el siguiente epígrafe, también nuevo:

“TÍTULO IV

Estrategia de protección y control de población animal”.


- Fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señoras Fernández y Girardi y señor Torres.

- - - - - - -


Enseguida, la Jefa del Estado propone agregar como artículo 8°, nuevo, el siguiente, que recoge y modifica el contenido que la Comisión Mixta aprobara como primer inciso del artículo 23:


“Artículo 8°.- El Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá priorizar la educación para la tenencia responsable de animales, a fin de controlar especialmente la población canina y felina, procurando, además, que para este efecto se apliquen otras medidas integrales de prevención, como el control sistemático de fertilidad de los mismos y de factores ambientales relacionados, y el registro e identificación de estos animales domésticos.”.


La diferencia estriba en que en lugar de un deber impuesto por la ley a la autoridad sanitaria, se consigna una facultad del Ministerio del Interior y Seguridad Pública: la de priorizar la educación para la tenencia responsable.


- El artículo 8° de la proposición presidencial fue aprobado con el voto unánime de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señoras Fernández y Girardi y señor Torres.


Luego, el oficio de las proposiciones presidenciales plantea un nuevo artículo 9°, que recoge una idea plasmada en el artículo 24 que la Comisión Mixta había aprobado, como se verá oportunamente, en el sentido de facilitar el acceso a fondos concursables a las personas jurídicas sin fines de lucro dedicadas a la protección de animales y a la promoción de la tenencia responsable.


Su texto es el siguiente:


“Artículo 9°.- Para los fines indicados en el artículo anterior, las Municipalidades podrán establecer, en el marco de su disponibilidad presupuestaria, fondos concursables a los cuales podrán postular las personas jurídicas sin fines de lucro, entre cuyos objetivos esté la protección de los animales y la promoción de la tenencia responsable.”.


El Honorable Senador señor Girardi representó al Ejecutivo su disconformidad con la falta de auténtico respaldo a las decisiones que en su oportunidad tomara la Comisión Mixta, dado que si bien las propuestas aparentan colaborar en la resolución de las divergencias entre ambas Cámaras, otorgar atribuciones a las municipalidades que finalmente ellas no podrán cumplir por falta de recursos constituye una manera de legislar gravemente inconveniente.


El Honorable Senador señor Rossi dejó constancia de que varias de las proposiciones del Gobierno denotan escasa disposición y voluntad para hacer una buena ley en esta materia, situación que consideró incomprensible, puesto que la tenencia responsable de mascotas, así como sus consecuencias en todos los ámbitos en que ella incide, constituyen un asunto con alto impacto ciudadano. De consiguiente, adelantó que lo más probable es que la legislación, en los aspectos debatidos, se transforme en letra muerta, por la falta de nuevos recursos.

En el mismo orden de ideas, la Honorable Diputada señora Girardi manifestó su preocupación por el hecho de que varias de las atribuciones otorgadas a los organismos públicos, a propuesta del Ejecutivo, estén formuladas en términos facultativos. En su opinión, la falta de compromiso gubernamental claro con la tenencia responsable de mascotas dificultará la implementación de una política pública.


La insuficiencia de financiamiento para las actividades municipales refleja una simulación irresponsable de la autoridad gubernamental, que pretende que así podrán cumplirse los objetivos de la normativa. Lo anterior deja de manifiesto la desigualdad que se advierte entre los gobiernos comunales, pues para unos pocos municipios quizás será posible implementar una política de tenencia responsable, pero para la gran mayoría ello no será viable. A juicio de Su Señoría esta situación constituye una falta de ética.


El Honorable Senador señor Chahuán, junto con compartir los planteamientos precedentemente expuestos, sostuvo que estima de gravedad que el patrocinio del Ejecutivo comprometido para algunos de los acuerdos de la Comisión Mixta, que tardaron casi dos años en ser presentados, no recojan la solicitud de financiamiento expresada y no estén a la altura de lo requerido.


La Honorable Diputada señora Fernández estuvo de acuerdo en la necesidad de tratar este tema desde una perspectiva “país”, puesto que la única forma de arraigar la tenencia responsable de mascotas en la cultura de las personas es hacer un trabajo integral en todos los niveles. En consecuencia, reclamó el hecho de que la legislación en debate no cuente con un grado de compromiso y seriedad adecuado de parte del Ejecutivo, que permita afrontar esta materia de manera decidida.


El Honorable Senador señor Girardi afirmó que con este tipo de actuaciones el Gobierno olvidó que su misión fundamental es avanzar en equidad, pues de la forma en que quedará formulada la preceptiva en discusión, sólo podrá ser efectivamente cumplida por las comunas de más altos ingresos, pese a que las más pobres son las que tienen más problemas en el control de la población animal. Incluso, reconoció que, paradójicamente, fue la administración anterior la que estuvo más comprometida con apoyar la presente iniciativa de ley y mostró más sensibilidad social que la autoridad gubernamental actual.


El Honorable Diputado señor Torres reafirmó los planteamientos antes expuestos, ya que la falta de compromiso también se muestra en el hecho de que los titulares de los ministerios involucrados no se han hecho presentes en el trámite de Comisión Mixta.


La Honorable Senadora señora Goic adhirió a las expresiones manifestadas en las intervenciones previas y señaló que las propuestas presidenciales para resolver las controversias entre ambas Cámaras transforman el proyecto de ley y no dan cuenta del objetivo originalmente pretendido por quienes apoyaron esta iniciativa.


El Jefe de la División Jurídico-Legislativa del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor William García, junto con asumir que se incurrió en una extensa y lamentable tardanza en la presentación de proposiciones por parte del Ejecutivo, se hizo cargo de las críticas formuladas a la falta de financiamiento adicional al proyecto de ley y señaló que, no obstante ello, no debería presentarse un efecto regresivo entre las diversas comunas del país, ya que los municipios igualmente podrán financiar actividades que hoy no pueden realizar. Además, se intentará suplementar los recursos en cada ejercicio presupuestario, para ampliar los efectos de los programas que tendrán inicio una vez terminada la tramitación legislativa del proyecto.


La Comisión Mixta constató, en consecuencia, que no hay disposición para otorgar a sus acuerdos previos el respaldo solicitado, pero que peor sería rechazar las proposiciones del Ejecutivo, pues la ley quedaría incompleta.


- El artículo 9° de la propuesta del Ejecutivo fue aprobado con el voto unánime de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Girardi y Honorables Diputados señoras Fernández y Girardi y señor Torres.

- - - - - - -

Artículo 6°, que pasa a ser 10

El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional incluía un artículo 6° que hace responsable de las mascotas o animales de compañía a su dueño o poseedor, y quien tenga un animal bajo su cuidado responderá como fiador de los daños producidos por éste, en los términos establecidos en el Título XXXVI3 del Libro Cuarto del Código Civil. 

Tal responsabilidad implica la adecuada identificación del animal y de su dueño; su inscripción en el registro respectivo, cuando corresponda; su alimentación y manejo sanitario, especialmente a la recolección y eliminación de heces, y el cumplimiento de toda otra obligación dispuesta en esta ley y sus normas complementarias. Queda especialmente obligado a mantener la mascota o animal de compañía en su domicilio, residencia o en el lugar que destine para su cuidado, lugar que deberá cumplir las condiciones de higiene y seguridad que fije un reglamento dictado a través del Ministerio de Salud, el cual deberá sujetarse a las disposiciones pertinentes del Código Sanitario.




La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, suprimió en el inciso segundo la expresión “cuando corresponda”, eliminación que fue aprobada por el Senado. Pero también intercaló, a continuación del inciso segundo, los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:

“En el caso de perros y gatos, la identificación deberá hacerse a través de un sistema único, utilizando un dispositivo permanente e indeleble, de modo que permita relacionarlo con el responsable de tales mascotas o animales de compañía.

Corresponderá a las municipalidades velar por el cumplimiento de lo señalado en los incisos segundo y tercero precedentes. Para tales efectos, el Ministerio de Salud deberá proporcionar una plataforma informática de registro e identificación de mascotas y animales de compañía, a la que accederán las municipalidades.”.


En el tercer trámite, el Senado rechazó la incorporación del inciso cuarto, nuevo.


El Honorable Senador señor Girardi advirtió que el Ministerio de Salud se encuentra sobrepasado en el cumplimiento de varias de las tareas que se le han asignado, por lo que juzgó inconveniente que, además, se le atribuya la de proporcionar una plataforma informática de registro de animales, tal como se establece en el inciso cuarto que agregó la Cámara de Diputados. Dicha labor, puntualizó, debería ejecutarla el Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


La Honorable Diputada señora Girardi insistió en que, sin perjuicio de que la fiscalización de las normas de identificación y registro de animales quedará a cargo de las municipalidades, es imprescindible que el Ministerio del Interior y Seguridad Pública otorgue el debido financiamiento para asegurar el cumplimiento de esa tarea.

- Con la enmienda propuesta por el Honorable Senador señor Girardi, el inciso cuarto nuevo del artículo 6° sancionado por la Cámara de Diputados fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Girardi y Honorables Diputados señora Girardi y señores Monsalve y Paulsen.


Una de las propuestas del Ejecutivo, en su oficio de enero pasado, es la de agregar en el artículo 6°, que pasará a ser 10, el siguiente inciso cuarto, nuevo, que recoge la opción de asignar al Ministerio del Interior y Seguridad Pública la función de proporcionar una plataforma informática y le otorga patrocinio:


“Corresponderá a las Municipalidades velar por el cumplimiento de lo señalado en los incisos segundo y tercero precedentes. Para tales efectos, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública deberá proporcionarles una plataforma informática de registro e identificación de mascotas y animales de compañía, a la que accederán las Municipalidades.”.


- La Comisión Mixta aprobó el inciso cuarto del artículo que pasa a ser 10, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi y Honorables Diputados señora Fernández y señores Núñez, Paulsen y Torres.
- - - - - -

También el Ejecutivo formuló una proposición para incorporar en el actual artículo 7°, que pasará a ser 11, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Asimismo, respecto de los animales a los que se refiere esta ley, se prohíbe toda pelea organizada como espectáculo. Quienes las organicen serán castigados con las penas establecidas en el artículo 291 bis del Código Penal. En tanto quienes promuevan o difundan las peleas serán castigados de acuerdo a los términos establecidos en el Título IX.”.


El Honorable Senador señor Rossi y la Honorable Diputada señora Fernández se mostraron contrarios a establecer una pena diferente para organizadores y difusores o promotores de peleas de animales, ya que ambas conductas son igualmente condenables. 

La Comisión Mixta prefirió mantener una sanción penal elevada, para dar una señal potente que inhiba ese tipo de actividades. A mayor abundamiento, tuvo presente que la propuesta afecta un precepto en que ambas Cámaras estuvieron de acuerdo.

- La propuesta presidencial fue rechazada con el voto unánime de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi y Honorables Diputados señora Fernández y señores Núñez, Paulsen y Torres.

Acto seguido, la Comisión Mixta plasmó en dos incisos, que se agregan a este artículo, la intención recién expresada, en el sentido de asignar a las conductas descritas en esta norma, además de sanciones privativas de libertad o multa, según el caso, la accesoria de inhabilidad absoluta perpetua para la tenencia de animales. El que figura como inciso segundo es nuevo y palía una insuficiencia del primer inciso, que sólo impone multa. El inciso que pasa ser tercero recoge una disposición contenida en el artículo 7° aprobado por la Cámara de Diputados, que obtuvo la aquiescencia del Senado en el tercer trámite constitucional.


- Acordado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi y Honorables Diputados señora Fernández y señores Núñez, Paulsen y Torres.

- - - - - -

Artículo 8°, que pasa a ser 12

El Senado, en el primer trámite constitucional, aprobó un artículo 8° que sanciona con multa el abandono de animales en determinados lugares, que indica, y obliga a las municipalidades a retirarlos y entregarlos a una organización no gubernamental de protección animal registradas, para sanitizarlo, esterilizarlo y reubicarlo al cuidado de alguna persona que asuma su tenencia responsable.
En el segundo trámite la Cámara de Diputados lo reemplazó por una norma que prohíbe derechamente el abandono de animales, sin aludir a lugares específicos y lo asimila al delito de maltrato y crueldad animal, para sancionarlo de acuerdo con el artículo 291 bis del Código Penal.
En el tercer trámite constitucional, el Senado rechazó el citado reemplazo.

El Honorable Diputado señor Torres advirtió que el Senado asigna responsabilidad a los municipios en lo que atañe al retiro de animales abandonados, cuestión que fue eliminada durante el segundo trámite constitucional. En cambio, la Cámara de Diputados dispuso que el abandono de animales sea considerado un delito, encuadrado en el tipo penal contemplado en el artículo 291 bis del Código Penal.

El Honorable Senador señor Girardi explicó que el texto aprobado por el Senado tiene como objetivo afirmar la proscripción de la eutanasia. En efecto, lo que se intentaba es que el animal retirado por los funcionarios municipales fuera entregado a una organización de protección animal, para su sanitización, esterilización y posterior devolución al ecosistema urbano o para entregarlo a alguna persona que asumiera su tenencia responsable. Esa tarea, en su opinión, debe mantenerse en el texto legal que finalmente proponga la Comisión Mixta a ambas Cámaras. Sin perjuicio de ello, consideró válido el texto aprobado por la Cámara de Diputados que tipifica como delito el abandono de animales.

La Honorable Diputada señora Girardi adujo que, no obstante considerar que en teoría no es una mala idea que los municipios participen del retiro de animales abandonados, en la práctica eso será casi imposible de llevar a cabo, dados la enorme cantidad de especímenes que deambulan por los espacios públicos y los costos asociados. Del mismo modo, será muy difícil que las organizaciones de protección animal tengan la capacidad de asumir su tenencia responsable, a menos que el Ministerio del Interior y Seguridad Pública provea los recursos necesarios.

El Honorable Senador señor Girardi acotó que una vez que entre en vigor la legislación que se discute se generarán instrumentos que ayudarán, en el largo plazo, a reducir la cantidad de animales abandonados. En efecto, el dueño de una mascota tendrá un conjunto de exigencias que deberá cumplir y que redundarán en un compromiso con la tenencia responsable, ya que, de lo contrario, se expone a sanciones.

Asimismo, si la ley se acompaña de los recursos suficientes, surgirán muchas instituciones de protección animal interesadas en participar de las tareas relacionadas con la tenencia responsable.

En el mismo orden de ideas, el doctor Pizarro afirmó que la iniciativa legal en discusión está correctamente encaminada a la solución de los problemas centrales derivados de la sobrepoblación de mascotas y animales de compañía, ya que, por ejemplo, no es posible fomentar la creación de perreras que, además, reproducen conductas de maltrato animal. En ese sentido, la identificación y esterilización masivas de animales apuntan en la dirección apropiada. Juzgó necesario complementar las redacciones aprobadas por el Senado y por la Cámara de Diputados, a fin de dar solución a esta divergencia.

La señora Mualim, por su parte, aseveró que si no se disponen fondos adecuados para que los gobiernos comunales cumplan con las disposiciones de la normativa en debate, ésta será letra muerta. Recordó que en etapas anteriores de la tramitación legislativa del proyecto se señaló que una cifra aceptable para dar inicio a la implementación de la ley sería del orden de $ 4.800.000.000.

Aseguró que sin un sueldo medianamente apropiado ningún veterinario trabajará en las municipalidades para cumplir tarea. Tampoco los entes edilicios cuentan con una planta que permita acoger a esos nuevos funcionarios y más del 70% de ellos no dispone de un departamento de zoonosis.

Finalmente, consultó si las municipalidades que poseen caniles podrán seguir manteniéndolos, una vez que entre en vigencia la normativa sobre tenencia responsable.

La representante de Pro Animal Chile, señora Patricia Cocas, advirtió sobre la situación caótica que generaría exigir a los gobiernos comunales el retiro de las calles de los animales abandonados, dada la enorme población de canes y felinos en esa condición. Además, llamó a tener precaución con la aparición de nuevos caniles municipales, que han demostrado ser experiencias nefastas, en términos de maltrato y sacrificio animal. Afirmó que las organizaciones de protección animal no tienen capacidad para recibir la gran cantidad de animales que podrían ser restados de las calles.  

La Honorable Diputada señora Girardi, si bien reconoció que en la actualidad no se cuenta con una cantidad de organizaciones adecuada para hacerse cargo de esta labor, confía en que ello se subsane con un apropiado financiamiento del Gobierno a los objetivos de la presente normativa.

Concordó con esa apreciación el Honorable Senador señor Girardi, quien puntualizó, asimismo, que una vez identificadas y registradas las mascotas, los únicos animales que podrían ser retirados por las municipalidades y entregados a las organizaciones de protección animal serían aquellos que no pertenezcan a un dueño identificable y ubicable.

La Comisión Mixta acordó aprobar el texto del artículo 8° despachado por la Cámara de Diputados, como primer inciso, y consultar como inciso segundo del precepto el del Senado, con las siguientes correcciones principales: se precisa que se trata de animales abandonados en bienes públicos, parques, plazas y sitios eriazos o baldíos; en lugar de organizaciones no gubernamentales de protección animal se aludirá a personas jurídicas sin fines de lucro promotoras de la protección de animales y de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía. 


Cabe precisar que la Honorable Diputada señora Girardi propuso consagrar el deber del Ministerio del Interior y Seguridad Pública de asegurar el financiamiento para que dichas asociaciones civiles y las municipalidades puedan cumplir las funciones que esta ley les asigna, iniciativa que debía ser respaldada por la correspondiente indicación del Ejecutivo. Además, planteó reemplazar la palabra “retirarán”, contemplada en el inciso segundo del precepto sancionado por el Senado, por el vocablo “rescatarán”.

En razón de las enmiendas reseñadas se aprobó el siguiente texto, a fin de solucionar las divergencias suscitadas respecto del artículo 8°: 

“Artículo 8°.- Se prohíbe el abandono de animales. El abandono de animales será considerado maltrato y crueldad animal y será sancionado de acuerdo a lo establecido en el artículo 291 bis del Código Penal.

Las municipalidades rescatarán a todo animal que no tenga identificación, abandonado en bienes públicos, parques, plazas y sitios eriazos o baldíos, y lo entregarán a alguna de las personas jurídicas sin fines de lucro promotoras de la protección animal y de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía registradas de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley, para sanitizarlo, esterilizarlo y reubicarlo al cuidado de alguna persona que asuma su tenencia responsable. Para ello, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública deberá proveer los recursos necesarios para que las municipalidades y las mencionadas organizaciones puedan ejecutar las acciones señaladas en este inciso.”.

- Acordado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Girardi y Honorables Diputados señora Girardi y señores Monsalve y Paulsen.


En su oficio recibido en enero, el Ejecutivo propuso sustituir el inciso segundo del artículo 8°, que pasa a ser 12, por una norma facultativa, en lugar de la regla imperativa que había aprobado la Comisión Mixta: las municipalidades estarán facultadas para rescatar a todo animal que no tenga identificación y sea encontrado –no que esté abandonado– en los lugares ya especificados y podrán entregarlo a un centro de mantención temporal registrado. En lugar de obligar al Ministerio del Interior y Seguridad Pública a proveer los recursos necesarios a las municipalidades, se faculta a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo para hacerlo.

La Honorable Diputada señora Fernández manifestó sus aprensiones por la utilización de centros de mantención temporal, toda vez que ello puede redundar en la generación de negocios con la instalación de caniles. Por tal razón, prefirió que sean las organizaciones sin fines de lucro promotoras de la protección animal y de la tenencia responsable las entidades quienes se hagan cargo de los animales rescatados por las municipalidades.


Por otra parte, llamó a incluir también en esa labor a las organizaciones sin fines de lucro cuyo objeto sea promover la protección animal, aunque no estén registradas. 


El señor García expuso que la intención de la propuesta del Ejecutivo es mantener una estricta supervisión sobre las diversas actividades y organizaciones de la sociedad civil vinculadas con el proyecto de ley. Así, la creación del registro de centros de mantención temporal viene a llenar un vacío en la preceptiva, de modo de evitar que la ausencia de control pueda afectar al bienestar animal.


El Honorable Diputado señor Núñez planteó que del texto en debate se desprende que una vez que un animal sea rescatado por parte de un municipio los centros de mantención temporal tendrán una función acotada, esto es, sanitizarlo, esterilizarlo y reubicarlo. Por lo tanto, esos centros debieran estar instalados y funcionando en un plazo reducido. De consiguiente, no se advierten inconvenientes en la participación de los centros de mantención temporal en esas labores, con independencia de su estructura organizacional o de que reciban o no financiamiento público para costear su operación.


La representante de Protección Animal, señora Patricia Cocas, postuló que en una fase inicial de la tramitación del proyecto de ley se propuso generar un sistema integral, sobre la base de fortalecer las organizaciones que tengan como fin la protección de los animales, las que deberían inscribirse en un registro y a las cuales se les otorgaría recursos para el cumplimiento de sus objetivos, conjuntamente con los municipios. Entonces, en fases legislativas previas se planteó que los gobiernos comunales estarían encargados del rescate de los animales, para posteriormente entregarlos al cuidado de las referidas entidades sin fines de lucro, quienes realizarían un número acotado de tareas.


Sin embargo, en la redacción propuesta por el Ejecutivo nuevamente aparece la figura de los centros de mantención temporal, que incluye a los locales de compraventa de mascotas, los criaderos y las clínicas, entre otras instituciones, situación que, en definitiva, contraría el espíritu inicialmente establecido y puede generar espacios donde se haga negocio con el rescate animal.


El Honorable Senador señor Girardi consignó que, en el entendido de que no se dispondrán recursos adicionales para la implementación de la presente normativa, parece pertinente disponer de un registro de centros de mantención temporal, siempre que se clarifique que ellos deben constituirse como entidades sin fines de lucro. De hecho, recordó que al iniciarse la tramitación de este proyecto se propugnó una importante participación de las organizaciones no gubernamentales animalistas que, por definición, no tienen pretensiones lucrativas. De consiguiente, Su Señoría sugirió agregar en la redacción debatida esa prevención.


El Honorable Senador señor Chahuán recomendó dejar como opción la entrega del animal a los centros de mantención temporal o a las organizaciones de protección animal sin fines de lucro, toda vez que lo que es preciso evitar es que no exista una alternativa para ubicar transitoriamente a los animales que requieran protección. Por lo demás, prosiguió, si el Ejecutivo no entregará fondos adicionales para el apropiado financiamiento de las obligaciones que impone la preceptiva, es conveniente ampliar el número de entidades que puedan hacerse cargo de esas tareas.


Incluso, para lograr un consenso al respecto, agregó que podría priorizarse la entrega a las organizaciones sin fines de lucro y, si no es posible recurrir a ellas, depositar los animales en los centros de mantención temporal.


El Honorable Diputado señor Torres preguntó por qué se repuso la figura discutida, por cuanto, a su juicio, era suficiente la redacción que dejaba la labor de sanitizar, esterilizar y reubicar al animal a cargo de las personas jurídicas sin fines de lucro promotoras de la protección animal y de la tenencia responsable debidamente registradas, ya que incluía todo tipo de instituciones, incluso aquellas que realizan funciones que pueden asimilarse a las de un centro de mantención temporal. En este sentido, consideró restrictiva la propuesta que hace el Ejecutivo al respecto.


Si bien postuló que el escenario ideal sería que los municipios también se involucraran, aportando al financiamiento de las labores de sanitización, esterilización y reubicación de los animales, el Honorable Senador señor Girardi se mostró conforme con la proposición del Ejecutivo, con la precisión de que las entidades que recibirán los animales, incluidos los centros temporales, serán entidades sin fines de lucro.


En definitiva, la Comisión Mixta se avino a aprobar un inciso segundo de carácter facultativo, porque de lo contrario se excluiría toda posibilidad de financiamiento, rescatando de la propuesta del Ejecutivo el patrocinio otorgado a la función de  las municipalidades y la norma sobre financiamiento a cargo de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo. De tal modo, la redacción del inciso segundo del artículo 8°, que pasa a ser 12, es la siguiente:

“Las municipalidades estarán facultadas para rescatar a todo animal que no tenga identificación, encontrado en bienes nacionales de uso público, parques, plazas y sitios eriazos o baldíos, pudiendo entregarlo a una de las entidades sin fines de lucro inscritas en los Registros a que se refieren los ordinales 3° y 6° del artículo 15, para sanitizarlo, esterilizarlo y reubicarlo al cuidado de alguna persona u organización que asuma su tenencia responsable. Para esto, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá proveer los recursos necesarios para que las municipalidades puedan realizar estas acciones por sí mismas, o encomendar su ejecución a terceros, mediante la celebración de contratos.”.
- Acordado con el voto unánime de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señora Fernández y señores Núñez y Torres.

Artículo 9°, que pasa a ser 13

En el primer trámite constitucional, el Senado sancionó el artículo 9° con el siguiente texto:

“Artículo 9°.- Todo responsable de un animal en los términos de esta ley deberá responder civilmente de los daños causados por éste, conforme lo establecen los artículos 2.326 y 2.327 del Código Civil, sin perjuicio de la responsabilidad penal que le corresponda.”.




En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó el precepto por el siguiente:




 “Artículo 9°.- Todo responsable de un animal regulado en esta ley responderá siempre civilmente de los daños que se causen por acción del animal, sin perjuicio de la responsabilidad penal que le corresponda.

Se exceptúan de la regla anterior aquellos casos en que el ataque se produzca en el interior de una propiedad debidamente cercada, cuando la persona dañada por el animal haya ingresado sin autorización del propietario o custodio, cuando ésta estuviere perpetrando crimen o simple delito contra la persona o bienes del dueño o tenedor del perro.”.

El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó el segundo inciso del artículo 9° antes transcrito.

A modo de solucionar la divergencia precedente, la Comisión Mixta acordó conformar una nueva disposición con el primer inciso del precepto aprobado por la Cámara de Diputados, agregando el inciso segundo del artículo 28 aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional, con una corrección que aclara su sentido.

En resumen, el texto aprobado como inciso segundo de este artículo es del siguiente tenor:




“No se aplicará lo dispuesto en el inciso anterior en el caso de que un ejemplar canino causare lesiones graves o diere muerte al que se encontrare en la situación prevista y sancionada por el artículo 144 del Código Penal, así como al que se introdujere en un domicilio, residencia o morada sin autorización de los moradores ni justificación alguna o con el propósito de cometer delito.”.

 - Concurrieron con su voto favorable la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Girardi y Honorables Diputados señora Girardi y señores Monsalve y Paulsen.

Artículo 10 (11 del Senado), que pasa a ser 14

En el primer trámite constitucional el Senado aprobó un artículo 11 que prohíbe la transferencia o entrega a cualquier título de un animal de una especie protegida o en peligro de extinción y proscribe también la venta ambulante de toda clase de animales.


La Cámara de Diputados, en el segundo trámite, donde pasó a ser artículo 10, le agregó un inciso segundo, que dispone que lo anterior es sin perjuicio de la Ley de Caza4; inciso que el Senado rechazó en el tercer trámite, estimando innecesario refrendar en esta norma la vigencia y aplicación de otro cuerpo legal.


La Comisión Mixta lo repone, teniendo presente que los artículos 7° y 8° de la Ley de Caza permiten la caza o captura de dichos especímenes, con autorización del Servicio Agrícola y Ganadero y siempre que sean destinados a fines de investigación, para reproducción o criaderos, para la utilización sustentable del recurso o para controlar la acción de animales que causen graves perjuicios al ecosistema.

- Acordado con el voto unánime de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Girardi y Honorables Diputados señora Girardi y señores Monsalve y Paulsen.

Artículo 11 (12 del Senado), que pasa a ser 15
En el primer trámite constitucional, el Senado aprobó un artículo 12, que luego de los acuerdos de la Cámara de Diputados pasó a ser 11, el cual establece que corresponderá al Ministerio del Interior y Seguridad Pública mantener y administrar varios registros, a saber: de animales potencialmente peligrosos de la especie canina; de organizaciones no gubernamentales promotoras de la tenencia responsable de animales, y de criadores y vendedores de razas consideradas potencialmente peligrosas. A tal efecto, el citado Ministerio podrá licitar la elaboración, mantención y mantención de dichos registros.

En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados lo hizo objeto de varias modificaciones: incorporó un registro nacional de mascotas o animales de compañía, un registro de criadores y vendedores de mascotas o animales de compañía, modificó la redacción algunos de los otros registros y sustituyó en el encabezado del inciso primero y en el inciso segundo la expresión “Ministerio del Interior y Seguridad Pública”, por “Ministerio de Salud” y modificó al inciso segundo para puntualizar que el Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá licitar los sistemas informáticos que contengan los registros. Solamente las dos que se refieren al cambio del ministerio competente fueron rechazadas por el Senado en el tercer trámite constitucional.


A la luz de los acuerdos mencionados en la discusión de divergencias previas, relativas a la definición del Ministerio del interior y Seguridad Pública como aquel al que corresponderá un rol preponderante en materia de tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, la Comisión Mixta decidió mantener la referencia al Ministerio del Interior y Seguridad Pública en ambos casos.

- Votaron favorablemente el acuerdo la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Girardi y Honorables Diputados señora Girardi y señores Monsalve y Paulsen.

- - - - - - -


En sus propuestas, el Ejecutivo incluyó una para agregar en el inciso primero del artículo que pasará a ser 15 un nuevo ordinal 6°, que crea el registro de centros de mantención temporal de mascotas o animales de compañía, así como un inciso segundo que reemplaza el aprobado por ambas cámaras, según el cual el Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá contratar con terceros la provisión de los sistemas informáticos para la elaboración, administración y mantención de los mencionados registros.


La Comisión Mixta, como se dijo, fue del parecer que la incorporación de este nuevo registro es admisible, en la medida que completa y perfecciona el sistema institucional para la fiscalización de una política de tenencia responsable. En consecuencia, admitió a debate y votación, tanto el ordinal 6° del inciso primero, como el reemplazo del inciso segundo de este artículo.

- La propuesta del Ejecutivo fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señora Fernández y señores Núñez y Torres.

- - - - - - -


Guardando la debida correspondencia entre las disposiciones del proyecto, la Comisión Mixta intercaló en el artículo que pasa a ser 16, el sintagma “de la especie canina”, a continuación de las palabras “potencialmente peligrosos”.

- Votaron favorablemente el acuerdo la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Girardi y Honorables Diputados señora Girardi y señores Monsalve y Paulsen.

- - - - - -

Artículo 13 (14 del Senado), que pasa a ser 17



El Senado, en el primer trámite constitucional, aprobó un artículo 14 que indica las menciones que contendrá el Registro Nacional de Animales Potencialmente Peligrosos de la Especie Canina. La discrepancia se suscitó respecto del numeral 2, “El nombre del animal, género, especie, color y raza animal, si la tuviere.”.
En el segundo trámite constitucional el precepto pasó a ser artículo 13, y fue objeto de varias modificaciones. En lo que interesa al propósito de la Comisión Mixta, la Cámara revisora reemplazó el numeral 2, al que agregó lo siguiente: “fotografía y marca u otra señal específica”, modificación que el Senado rechazó en el tercer trámite. 

- Puesto en votación el texto aprobado por el Senado para el numeral 2, fue aprobado con el voto unánime de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Girardi y Honorables Diputados señora Girardi y señores Monsalve y Paulsen.

Artículo 14 (15 del Senado), que pasa a ser 18

En el primer trámite constitucional, el Senado aprobó un artículo 15, que habilita a las organizaciones no gubernamentales con personalidad jurídica cuyo objeto principal sea la protección de animales y la promoción de la tenencia responsable de mascotas, postular a recursos fiscales concursables que se dispongan para fines de seguridad u orden público. Para ello, especifica el inciso segundo, deben inscribirse en el Registro Nacional de Organizaciones No Gubernamentales Promotoras de la Tenencia Responsable de Mascotas o Animales de Compañía. El inciso tercero detalla las menciones del Registro en cuestión.

En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados lo consignó como artículo 14, y lo hizo objeto de varias enmiendas, de las cuales el Senado, en el tercer trámite, sólo rechazó aquella que en el inciso primero sustituye la expresión “organizaciones no gubernamentales” por “personas jurídicas sin fines de lucro”. Se refiere a las entidades cuyo objeto principal es la protección de animales y la promoción de la tenencia responsable de mascotas.


Teniendo presente que la modificación en comento genera una demasía, pues el resultado sería la frase “Las personas jurídicas sin fines de lucro con personalidad jurídica”, la Comisión Mixta acordó ratificar el rechazo explicado anteriormente y aprobar con modificaciones el primer inciso del artículo del Senado, cuya redacción se transcribe a continuación:

“Artículo 15.- Las personas jurídicas sin fines de lucro cuyo objetivo principal sea la protección de animales y la promoción de la tenencia responsable de mascotas, podrán postular a recursos fiscales concursables que se dispongan para fines de seguridad, orden público, bienestar animal y prevención de transmisión de enfermedades zoonóticas.”.

- Acordado con el voto unánime de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Girardi y Honorables Diputados señora Girardi y señores Monsalve y Paulsen.


Las propuestas presidenciales contenidas en el oficio tantas veces aludido reemplazan el inciso primero de este artículo y sustituyen en la letra c) del numeral 3 del inciso segundo –en realidad es el tercero– la palabra “adopción” por “reubicación”.


El inciso propuesto por el Ejecutivo faculta al Ministerio del Interior y Seguridad Pública para establecer, en el marco de su disponibilidad presupuestaria, fondos concursables para los mismos fines y accesibles por las mismas entidades. Como en los demás casos similares, en que una norma imperativa se propone como facultativa, la Comisión Mixta la respaldó sólo porque de otra manera el proyecto quedaría desfinanciado desde su origen.


En lo que se refiere a la otra enmienda, la Comisión Mixta la acogió, rectificando el inciso en el cual incide, por estimar que el vocablo “adopción” alude a un mecanismo para establecer el estado civil de las personas5, en tanto que el término “reubicación” resulta más apropiado tratándose de actividades que respecto de estos animales desarrollan las entidades dedicadas a su protección y tenencia responsable. A partir de este cambio, se decidió hacer lo mismo en otras normas del proyecto en que el reemplazo resulta igualmente justificado.

- Con la rectificación formal aludida, la proposición de la señora Presidenta de la República fue aprobada como artículo 18, por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señora Fernández y señores Núñez y Torres.
Párrafo 3 del Título IV, De los Registros


Si bien en el epígrafe de este párrafo no hubo discrepancia, la Comisión Mixta lo incluirá en su proposición, para mantener la debida correspondencia y armonía entre los diversos preceptos del proyecto de ley.


En efecto, en el primer trámite constitucional el Senado sancionó el siguiente rótulo: “3. Del Registro Nacional de Criaderos de Razas Potencialmente Peligrosas”, texto que la Cámara de Diputados, en el segundo trámite, reemplazó por el que se consigna a continuación: “3. De los Registros Nacionales de Criadores de Mascotas o Animales de Compañía y de Animales Potencialmente Peligrosos”


Empero, en el Párrafo 1 del mismo Título IV ambas Corporaciones dieron su aquiescencia al siguiente enunciado: “Del Registro Nacional de Mascotas o Animales de Compañía y de Animales Potencialmente Peligrosos de la Especie Canina”, lo que movió a la Comisión Mixta a agregar al final del epígrafe del Párrafo 3, y en el segundo inciso del artículo 20, el sintagma “de la Especie Canina” y “de la especie canina”, respectivamente.

- Así fue acordado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Girardi y Honorables Diputados señora Girardi y señores Monsalve y Paulsen.

- - - - - -


En su oficio de proposiciones, la señora Presidenta de la República formula una para incorporar, a continuación del artículo 17, que pasa a ser 21, el siguiente párrafo § 4, nuevo, que formará parte del Título VI:


“§ 4. Del Registro Nacional de Centros de Mantención Temporal de Mascotas o Animales de Compañía”.


La Comisión Mixta estimó conveniente la creación de este registro, que facilitará el control y fiscalización de esas entidades.


- La proposición presidencial fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señora Fernández y señores Núñez y Torres.


En el mismo oficio se propone incorporar en el nuevo párrafo 4, un artículo que pasa a ser 22. 


Dicho precepto hace obligatoria la inscripción en el registro e indica las menciones que deberá contener, a saber: nombre del centro; nombre completo, cédula de identidad y domicilio del dueño o del representante legal de la persona jurídica propietaria, caso este último en que además se deberá indicar el nombre o razón social, rol único tributario y domicilio de la entidad propietaria, y proporcionar un certificado de vigencia de la misma; dirección donde está ubicado el centro, y número de cupos totales disponibles por especie.

El Honorable Senador señor Girardi planteó que los centros de mantención temporal, que podrán ser receptores de animales rescatados por los municipios, en línea con lo acordado al tratarse propuestas precedentes, deberían constituirse como instituciones que no persigan fines de lucro.


Por su parte, el señor García clarificó que, si bien las municipalidades podrán entregar los animales rescatados a personas jurídicas sin fines de lucro, es intención del Ejecutivo que se disponga de un registro de todo tipo de centros de mantención temporal y, en especial, de aquellos que pretendan lucrar con esa labor, con el objeto de asegurar que promuevan el bienestar animal.


El Honorable Diputado señor Núñez consignó que, en la práctica, ningún privado realizará labores de centro de mantención temporal si no cuenta con incentivos para ello. Por tal motivo, en la práctica las tareas de rescate de animales serán realizadas por los municipios y organizaciones sin fines de lucro. 


El Honorable Senador señor Girardi coincidió en que es muy difícil que algún privado participe del rescate de perros vagos sólo con un fin altruista, de modo que dicha función será principalmente cumplida por los municipios y por personas jurídicas sin ánimo de lucro. Sin embargo, ello no obsta a que se cree un registro único para los centros de mantención temporal.


El Honorable Senador señor Chahuán puso de manifiesto que en la ciudad de Valparaíso la Sociedad Protectora de Animales Carlos Puelma Besa se financia sólo con el patrimonio de la dueña, y cuenta con un aporte de la Municipalidad respectiva cercano a los 
$ 300.000. De consiguiente, instó a evitar el sesgo negativo sobre el eventual rol de los privados, pues los hay que promueven el bienestar animal de forma desinteresada. Por lo demás, recalcó, es difícil que los gobiernos comunales finalmente participen de las labores de rescate, por cuanto los recursos con que contarán una vez concluida la tramitación legislativa de esta iniciativa serán insuficientes, como queda de manifiesto en el conjunto de propuestas meramente facultativas que a ese respecto ha hecho llegar el Ejecutivo.

En ese contexto, instó a no limitar la participación de entidades que podrían colaborar en el cumplimiento de los fines perseguidos por la legislación en debate y propuso priorizar a las instituciones sin fines de lucro en la entrega de los animales rescatados y que, de no ser ello posible, participe también en la tarea otro tipo de entidades.


La Honorable Diputada señora Fernández hizo presente que de conformidad con proposiciones presidenciales ya aprobadas las personas jurídicas sin fines de lucro podrán postular a fondos concursables establecidos por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y las municipalidades.

Al culminar el debate, el Honorable Senador señor Girardi recordó que el objetivo original del proyecto de ley era que los municipios se hicieran cargo de las tareas de rescate animal, pero como ello no fue posible por no haber comprometido apoyo financiero la autoridad gubernamental, al menos será un avance que tengan la facultad para intentar que otras administraciones entreguen los recursos necesarios.


- La propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señora Fernández y señores Núñez y Torres.

TÍTULO V

El Senado, en el primer trámite constitucional, sancionó un Título V, conformado por los artículos 20 y 21, relativo al Consejo Nacional de Protección Animal y a la Estrategia Nacional de Protección de Población Animal.

En el segundo trámite, la Cámara de Diputados lo suprimió, conjuntamente con los artículos 20 y 21 que lo integran, descartando así la creación del Consejo. Por lo que dice relación con la estrategia, el Título VII, nuevo, del texto de la Cámara consulta normas sobre protección y control de la población animal. En el tercer trámite constitucional, el Senado rechazó la supresión del Título V y de los artículos que lo integran.


La Comisión Mixta acordó confirmar la supresión antes citada y optó por la solución contenida en el Título VII aprobado por la Cámara de Diputados, compuesto por los artículos 24, 25 y 26, nuevos, que se tratan más adelante.

- Votaron favorablemente el acuerdo la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Girardi y Honorables Diputados señora Girardi y señores Monsalve y Paulsen.


Este acuerdo hace innecesaria la proposición signada con el número 21) en el Oficio con las propuestas presidenciales.

Artículo 18 nuevo, que pasa a ser 23

En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó un nuevo Título V, integrado por los artículos 18 a 21. Las discrepancias versaron sobre el inciso segundo del artículo 18 y sobre el 19.


Para mayor claridad, se hace presente que este Título es el VII en el proyecto de acuerdo que figura al final de este informe.


El artículo 18 señala que los centros de mantención temporal de mascotas o animales de compañía deberán llevar un registro con los datos de los animales que ingresen y egresen, y estarán obligado a mantener condiciones de bienestar animal, higiénicas y sanitarias adecuadas al tipo y cantidad de animales que albergue, para asegurar la salud pública, el bienestar de la comunidad, de los animales y la sanidad del ambiente, condiciones y especificaciones que enuncia en incisos posteriores.
El inciso segundo dispone que un reglamento dictado por el Ministerio de Salud establecerá las normas para dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso primero de este artículo. El Senado, en el tercer trámite, aprobó el precepto, salvo este inciso segundo. 

A proposición de la Honorable Diputada señora Girardi, se agregó una oración final al inciso primero, que obliga a los centros de mantención temporal a contar con el apoyo profesional adecuado, lo que les permitirá dar cumplimiento a las condiciones y finalidades allí previstas.

En la misma línea explicada al ocuparse de discrepancias anteriores, al resolver la suscitada en torno al inciso segundo de este artículo, los miembros de la Comisión Mixta juzgaron pertinente asignar al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, junto con el de Salud, la labor de elaborar la reglamentación que dé cumplimiento a lo dispuesto en el inciso primero de la disposición en debate, para lo cual se contó con la propuesta correspondiente del Ejecutivo, contenida en su oficio N° 222-364, que fue aprobada con ajustes de redacción que no alteran su contenido.

La misma proposición gubernamental recién mencionada planteó dividir en dos el último inciso de este artículo. 


Así, la primera oración conforma el inciso quinto y encomienda incorporar en los reglamentos de la ley N° 20.3806 las especificaciones de los incisos tercero y cuarto. 


La segunda oración del inciso final del artículo 18, entonces, se convierte en inciso sexto del mismo. La redacción aprobada por las corporaciones legislativas remitía al artículo 13 de la ley N° 20.380 para efectos de sancionar las infracciones a los aludidos incisos tercero y cuarto. La propuesta final del Ejecutivo, en cambio, hace aplicable el Título IX del proyecto en informe, sobre infracciones y sanciones. La Comisión Mixta reemplazó la frase “Las contravenciones a lo establecido en esta normativa se sancionarán” por “La contravención a dichos incisos se sancionará”, para dejar en claro que para aplicar las penas basta una sola contravención y no es necesario que se dé un cúmulo de infracciones para punir al infractor. 

Además, se hace presente que la referencia al artículo 13 de la ley N° 20.380 permitiría que el Servicio Agrícola y Ganadero aplicara las multas por infracción a los incisos tercero y cuarto de este artículo, pudiendo además imponer la clausura. Sin embargo, según preceptúa el artículo del proyecto en informe que pasa a ser 28, que se verá más adelante, la facultad de fiscalizar tales infracciones será competencia de las municipalidades y de la autoridad sanitaria, sin perjuicio de las que puedan corresponder al Ministerio Público y a Carabineros de Chile.

- Estos acuerdos fueron adoptados por -la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Girardi y Honorables Diputados señora Girardi y señores Monsalve y Paulsen.

Artículo 19 nuevo
La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, aprobó un artículo 19, nuevo, que impone a los centros de mantención temporal de mascotas o animales de compañía las obligaciones de que un médico veterinario esté a cargo de los mismos, de obtener permiso municipal de funcionamiento, previo pago del mismo, y de contar con informe favorable de la autoridad sanitaria. En el tercer trámite constitucional, el Senado lo rechazó íntegramente.


El asesor legislativo del Ministerio de Salud, doctor Enrique Accorsi, afirmó que el hecho de que los centros de mantención temporal deban estar a cargo de un médico veterinario no implica que ese profesional mantenga presencia permanente en el local respectivo.


La Honorable Senadora señora Goic, por su parte, sostuvo que una vez que la normativa entre en vigor será preciso incentivar la instalación de estos centros y, por lo tanto, no es conveniente establecer requerimientos que apunten en la dirección contraria y dificulten su funcionamiento, como sería exigir que el veterinario esté presente de manera continua en el centro.


El Honorable Diputado señor Monsalve manifestó que el sentido que debe darse a esta obligación es que el veterinario supervise y esté a cargo de las acciones sanitarias que se realizarán en el establecimiento que acogerá a las mascotas.


El Honorable Senador señor Girardi, coincidió en que el alcance de la norma no supone que haya un médico permanentemente en el local, sino que define quién será el responsable sanitario del centro de mantención temporal.


El Honorable Senador señor Chahuán dejó constancia de que no será obligatorio que el centro cuente con un profesional veterinario de forma permanente. 


En otro ámbito, la Honorable Diputada señora Girardi planteó que el deber de pagar un permiso de funcionamiento al municipio respectivo se justifica en el caso de clínicas que persigan un fin comercial y no así en el de las organizaciones sin fines de lucro cuyo objetivo es la protección del bienestar animal. 


La Honorable Senadora señora Goic apuntó que las condiciones y requerimientos por los cuales se regirán los centros de mantención temporal pueden ser regulados mediante el reglamento.

En cambio, el asesor del Ministerio de Salud, doctor Alex Figueroa, argumentó que la exigencia de que un veterinario esté a cargo de los centros de mantención debe tener rango legal.

Atendido que esta obligación queda incluida como oración final del inciso primero del artículo que pasa a ser 23, la Comisión Mixta respaldó la supresión de este artículo 19 acordada por el Senado.

- El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Girardi y Honorables Diputados señora Girardi y señores Monsalve y Paulsen.

Artículo 20 nuevo, que pasa a ser 24


La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, aprobó un artículo 20, que regula el destino de los animales en caso de cierre o abandono de un centro de mantención temporal, los que deben entregarse a quien asuma su tenencia responsable o a otro centro similar. El Senado lo aprobó.


Hubo una propuesta presidencial para sustituir este precepto, con el fin de insertar la obligación de notificar el cierre al registro respectivo.

- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señora Fernández y señores Núñez y Torres.

TITULO VI

Artículo 21 nuevo, que pasa a ser 25
La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, aprobó un artículo 21, según el cual los locales de venta y crianza de mascotas o animales de compañía deben estar a cargo de un médico veterinario, deben llevar un registro con los datos que determine un reglamento del Ministerio de Salud y de los controles periódicos a que deban someterse los animales. Además, desarrolla los deberes del veterinario y de los dueños y vendedores de mascotas o animales de compañía-
La discrepancia surge del rechazo en el Senado del tercer inciso de este precepto, sobre la obligación de los dueños de criaderos y los vendedores de mascotas o animales de compañía de la especie canina que sean considerados como potencialmente peligrosos, de inscribirse en el registro respectivo, que administrará e implementará el Ministerio de Salud.

La Comisión Mixta, aplicando el criterio adoptado en sus acuerdos precedentes, consideraron apropiado que la implementación y administración del registro nacional de criadores y vendedores de animales potencialmente peligrosos recaiga en el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y no en el de Salud. Además, en el inciso quinto sustituyó la palabra “criaderos” por “criadores”, para adecuarla a la auténtica denominación del registro de que se trata.
Por último, como una forma de subsanar el hecho de que el Ejecutivo no otorgó el patrocinio solicitado respecto de la frase “que administrará e implementará el Ministerio del Interior y Seguridad Pública”, que formaba parte del inciso tercero aprobado ad referéndum por la Comisión Mixta, ella acordó completar la disposición mediante la frase final “a que se refiere el artículo 15”, pues él dispone que el mencionado Ministerio tendrá precisamente tales funciones.

- Con esas modificaciones el artículo, que pasa a ser 25, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Girardi y Honorables Diputados señora Girardi y señores Monsalve y Paulsen.
El Ejecutivo propuso sustituir el inciso quinto de este artículo, que impone a los dueños de criaderos y a los vendedores de mascotas o animales de compañía la obligación de esterilizar a los animales, antes de su entrega a cualquier título, a menos que el adquiriente sea otro criadero establecido e inscrito en el registro correspondiente.

La propuesta presidencial inserta en dicho inciso la frase “de la especie canina y felina”, 
- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señora Fernández y señores Núñez y Torres.

- - - - -

Artículo 22 nuevo, que pasa a ser 26


Cabe hacer presente que si bien este artículo no fue materia de discrepancia, en él se utiliza un término que es científicamente correcto, como es “aerosoles”7, pero que en el lenguaje común que utilizan las personas, como tiene varias acepciones, puede ser malentendido. Por ello se decidió reemplazarlo por la expresión “malos olores”. 
- El cambio se aprobó por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señora Fernández y señores Núñez y Torres.

- - - - - -


Una propuesta del Ejecutivo para sustituir el inciso tercero del artículo 23, nuevo, insertado por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional, fue rechazada por no existir controversia en ese artículo ni compartir la Comisión Mixta el propósito de la misma.

- Acordado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señora Fernández y señores Núñez y Torres.

- - - - - - -
Título VII nuevo
La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, introdujo un Título VII nuevo, conformado por los artículos 24, 25 y 26, sobre estrategia de protección y control de la población animal.

El artículo 24 estipula que la autoridad sanitaria dará prioridad a la educación para la tenencia responsable de animales, a fin de controlar especialmente la población canina y felina, procurando, además, que para este efecto se apliquen otras medidas integrales de prevención, como el control sistemático de fertilidad canina y felina y de factores ambientales relacionados, y el registro e identificación de estos animales domésticos. 

El inciso segundo atribuye al Ministerio de Salud la función de regular, a través de un reglamento, la tenencia responsable de las mascotas o animales de compañía y enumera sus contenidos: requisitos de las campañas de educación en tenencia responsable de animales, para toda la comunidad; condiciones para el desarrollo de programas para prevenir el abandono de animales e incentivar su adopción; condiciones para el desarrollo de programas de esterilización masiva y obligatoria de animales, con el objeto de promover su bienestar y salud y evitar consecuencias dañinas para la salud y seguridad de las personas y el medio ambiente; sistemas de registro e identificación de animales, y sistemas para desincentivar la crianza y reproducción indiscriminada de animales. 

El inciso final faculta a los órganos de la Administración del Estado con competencia en la promoción de la tenencia responsable, para celebrar convenios con personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, que realicen actividades de protección animal, sean de carácter académico, gremial, científico u otras.

El artículo 25 impone a las municipalidades la obligación de dictar una ordenanza sobre tenencia responsable, que deberá seguir los parámetros establecidos en un reglamento dictado por intermedio del Ministerio de Salud, cuyos contenidos mínimos serán los indicados los indicados en el artículo anterior.

Finalmente, el artículo 26 permite a las personas jurídicas sin fines de lucro entre cuyos objetos esté la protección de los animales y la promoción de la tenencia responsable, concursar a fondos fiscales para fines de seguridad u orden público.

En el tercer trámite constitucional, el Senado rechazó íntegramente la incorporación de este título. La Comisión Mixta, en cambio, en concordancia con lo resuelto previamente en cuanto a descartar el Título V del texto del Senado, concordó en incorporar sus disposiciones en el proyecto de ley, conformando con ellas los artículos 23 y 24.

- Concurrió al acuerdo aprobatorio, con esa enmienda, la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Girardi y Honorables Diputados señora Girardi y señores Monsalve y Paulsen.

Empero, como se verá al tratar el artículo que pasa a ser 32, a instancia del Honorable Senador señor Chahuán se rescató la frase final del inciso final del último inciso del artículo 24, que incluye entre las actividades de protección animal a las que detenten carácter académico, gremial, científico u otras.

- Acordado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi, y Honorables Diputados señora Fernández y señores Núñez y Torres.

En su oficio de proposiciones, la señora Presidenta de la República propuso eliminar el Título y ambos artículos que lo integran.

La razón para ello es que su contenido pasó a conformar los artículos 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 9°, 18 y 32. Conviene precisar, eso sí, que las funciones de priorizar la educación para la tenencia responsable y el control de la población animal se trasladan desde la autoridad sanitaria al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a través del cual se dictará el reglamento del artículo 4°, con la firma del Ministro de Salud.

- La proposición presidencial fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señora Fernández y señores Núñez y Torres.
Titulo VIII
El Senado, en el primer trámite constitucional, aprobó un Título VI, De las infracciones y sanciones, integrado por los artículos 22 a 28. En el segundo trámite, la Cámara de Diputados reemplazó el Título en su integridad por otro, signado como VIII, del que formaban parte los artículos 27, 28 y 29. 

En el tercer trámite, el Senado aprobó los cambios efectuados por la Cámara revisora, salvo dos excepciones: el segundo inciso del artículo 28, que castiga la reincidencia en contravenciones a esta ley y otorga atribuciones al Juez de Policía Local; y el artículo 29, que conmina con sanciones de multa y clausura al infractor que sea un centro de mantención temporal que persiga fines de lucro. 

Analizaremos aquellos puntos de los que se ocupó la Comisión Mixta. 

En cuanto a la primera de las disposiciones citadas, la Comisión Mixta convino en aceptar el inciso en comento, toda vez que su no aprobación por el Senado sólo tuvo como fundamento el hecho de que no se alcanzó el quórum requerido para su aprobación, dado su carácter orgánico constitucional, sin que hubiera reparos al contenido.

En tanto que en relación con el artículo 29, la Comisión Mixta tuvo presente que no es apropiado sancionar sólo las infracciones cometidas por centros de mantención con fines de lucro. De conformidad con ello se aprobó este artículo, eliminando la frase “que persigan fines de lucro”, y se corrigieron aspectos de redacción que facilitan su lectura y comprensión.

- La unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, conformada por los Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Girardi y Honorables Diputados señora Girardi y señores Monsalve y Paulsen, votó favorablemente estos acuerdos, que forman parte de los artículos 30 y 31 en el proyecto de acuerdo que se propone al final.
- - - - - - -

Artículo 27 nuevo (22 del Senado), que pasa a ser 28

Este precepto dispone que sin perjuicio de las facultades y atribuciones del Ministerio Público y de Carabineros de Chile, la fiscalización y el cumplimiento de las disposiciones de esta ley y sus reglamentos corresponderá a las municipalidades, en las materias de su competencia, y a la autoridad sanitaria, que las ejercerá de conformidad a lo establecido en el Código Sanitario, especialmente en lo estipulado en su Libro Décimo. Luego, el inciso tercero señala que los animales calificados como potencialmente peligrosos están incluidos en el concepto de animales feroces a que se refiere el ordinal 18° del artículo 494 del Código Penal8.

El Ejecutivo incluyó una propuesta para sustituir el inciso primero de este artículo y para suprimir el tercero. La sustitución sólo consiste en reformular el ordenamiento del inciso; la supresión obedece a que la disposición se lleva al numeral 5) del artículo 36 incluido en el proyecto de acuerdo que se propone, que introduce derechamente la modificación en el Código Penal.


- La propuesta de la señora Presidenta de la República fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señora Fernández y señores Núñez y Torres.

- - - - - - -

Artículo 28 nuevo (25 del Senado), que pasa a ser 30

El Senado, en su artículo 25 consagra una norma residual, para toda contravención a la ley que no tenga fijada una pena específica y le impone una multa, duplicable en caso de reincidencia; además, faculta al Juez de Policía Local para disponer el comiso y destino del animal y pone de cargo del infractor los gastos causados por la mantención del animal. Todo ello, sin perjuicio de eventuales responsabilidades penales.


La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, aprobó un artículo 28, que agrega un tercer inciso, según el cual las multas ingresan al patrimonio de la municipalidad respectiva y debe ser destinadas exclusivamente a fines que permitan cumplir las disposiciones de esta ley. El Senado, en el tercer trámite, aprobó el reemplazo, salvo el segundo inciso del artículo 28, que no alcanzó el quórum exigido, ya que se trata de una ley orgánica constitucional, puesto que otorga atribuciones de un órgano jurisdiccional.


- La Comisión Mixta aprobó el artículo en su totalidad, por la unanimidad de sus miembros presentes, conformada por los Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Girardi y Honorables Diputados señora Girardi y señores Monsalve y Paulsen.


En su oficio de propuestas, el Ejecutivo plantea el reemplazo del primer inciso por una norma que sólo cambia el estilo de redacción, lo que motivó su rechazo.


- Acordado con el voto unánime de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señora Fernández y señores Núñez y Torres.

Artículo 29 nuevo, que pasa a ser 31


En el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados agregó un precepto que sanciona con multa y clausura las infracciones a la ley que puedan cometer los centros de mantención de temporal con fines de lucro; la multa se duplica en caso de reincidencia. El Senado lo rechazó en el tercer trámite.


La Comisión Mixta, en cambio, lo aprobó y eliminó la referencia a los fines de lucro, porque ningún centro puede infringir la ley justificadamente y sin sanción.

- Concurrieron al acuerdo los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Girardi y Honorables Diputados señora Girardi y señores Monsalve y Paulsen.


En el oficio ya aludido, el Ejecutivo propuso sustituirlo, para insertar una frase que extiende la aplicación del precepto a las infracciones que se cometan en los lugares de venta, crianza y exposición de mascotas o animales de compañía.

- La proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señora Fernández y señores Núñez y Torres.

- - - - - -
Título IX


En el primer trámite constitucional, el Senado aprobó un Título VII, Disposiciones Generales, configurado por los artículos 29 a 35. La Cámara de Diputados, en el segundo, lo sustituyó por un Título IX, integrado por los artículos 29 a 38. Las discrepancias en el tercer trámite se dieron porque el Senado excluyó el segundo inciso del artículo 33 nuevo y el número 2) del artículo 35.

- - - - - -

Artículo 30 (29 del Senado), que pasa a ser 32


El Senado, en el primer trámite constitucional, aprobó este precepto, que faculta a la autoridad competente y a las municipalidades para para celebrar convenios entre sí, o con otros organismos públicos o privados, para el cumplimiento de las disposiciones de esta ley. La Cámara de Diputados, en el segundo trámite, lo aprobó sin enmiendas.


En sus propuestas, el Ejecutivo plantea incluir como artículo 35 una norma que autoriza a los órganos públicos competentes y a las municipalidades para celebrar convenios entre sí y con terceros, a fin de encomendarles la ejecución de acciones establecidas en esta ley. La Comisión Mixta la consideró conveniente, pues amplía el abanico de entidades que pueden concurrir a tales convenios.

- La proposición fue aprobada, como artículo 32, por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señora Fernández y señores Núñez y Torres.

Artículo 31 (30 del Senado)

Este artículo, sancionado por el Senado en el primer trámite constitucional, fue acogido sin cambios por la Cámara de Diputados en el segundo.


También el Ejecutivo hizo una propuesta para incorporar como artículo nuevo uno que asigna competencia a los jueces de policía local para conocer de las infracciones de que trata esta ley, y señala que actuarán de conformidad con el procedimiento de la ley N° 18.287, con la finalidad de asegurar el bienestar de las personas y del animal.

La proposición contiene un texto idéntico al aprobado como artículo 30 por ambas Cámaras, lo que la hace innecesaria. En el proyecto de acuerdo que se propone en este informe figura como artículo 33.

- Fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señora Fernández y señores Núñez y Torres.
- - - - -

Artículo 33 nuevo, que pasa a ser 35


Esta norma fue incluida en el texto aprobado por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional. Ella impone la obligación de incorporar al etiquetado de productos alimenticios para mascotas o animales de compañía, información sobre tenencia responsable y espacios para campañas de educación implementadas por el Ministerio de Salud. El inciso segundo, que fue rechazado en el Senado, encomendaba la reglamentación al Ministerio de Salud, con lo que quedó demarcado el alcance de la discrepancia.


La Comisión Mixta, en un primer estudio, resolvió ad referéndum encomendar la función de reglamentar el precepto al Ministerio de Agricultura, en espera de la indicación pertinente de la señora Presidenta de la República.


El Ejecutivo, en cambio, propuso eliminar el artículo.


La asesora del Ministerio de Salud, señora Carolina Mora, explicó que, si bien el Ejecutivo se había comprometido en primera instancia a otorgar el patrocinio para que el Ministerio de Agricultura, mediante un reglamento expedido a través suyo, estableciere los requisitos que deberían contener los envases de los productos alimenticios para mascotas o animales de compañía, luego de discutir la propuesta con el Servicio Agrícola y Ganadero se llegó a la conclusión de que ello no es conveniente, porque dicho servicio sólo se encarga de materias sanitarias y la función que se pretende darle escapa por completo de su competencia.


Por otra parte, sugirió eliminar del inciso primero del artículo 31 el deber del Ministerio de Salud de llevar a cabo campañas de educación sobre tenencia responsable, por la imposibilidad de conseguir financiamiento adicional para cumplir con esa obligación.


De consiguiente, la Comisión Mixta determinó rechazar la proposición del Ejecutivo y mantener sólo el inciso primero del artículo 31, con dos enmiendas. 


La primera de ellas explicita que el reglamento que se dicte con el objeto de normar la información contenida en los envases de productos alimenticios para mascotas o animales de compañía deberá hacerse “por intermedio” o “a través” del Ministerio respectivo, modalidad con que se salvaguarda la atribución exclusiva de la potestad reglamentaria al Presidente de la República, como lo ha fallado reiteradamente el Tribunal Constitucional. La segunda consiste en eliminar la referencia al Ministerio de Salud.

- Acordado con el voto unánime de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señora Fernández y señores Núñez y Torres.

- - - - - -

Artículo 34, que pasa a ser 36


En el primer trámite constitucional, el Senado aprobó un artículo 33, que mediante dos literales modificaba el artículo 291 bis y el ordinal 18° del artículo 494, ambos del Código Penal. 

En lo que corresponde a la primera de estas normas, se le agregan dos incisos: uno que agrega la pena accesoria de inhabilitación absoluta perpetua para la tenencia de cualquier tipo de animales, y otra que legitima activamente a las organizaciones con personalidad jurídica que tengan por finalidad la protección de los animales y estén inscritas en el Registro respectivo. En cuanto a la segunda, inserta una oración en el artículo 494, ordinal 18°, del Código Penal9.


El artículo 34 aprobado por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional, compuesto por cuatro numerales, conserva en lo sustancial el contenido del que aprobó el Senado y enmienda además los artículos 21 y 90 del citado Código. El primero incorpora la nueva sanción en la Escala General de penas de simples delitos y el segundo inserta la nueva medida en la norma que impone una sanción privativa de libertad al inhabilitado que quebrantare su condena. El Senado aprobó los cambios. 


El Ejecutivo hizo una propuesta para reemplazar este artículo. En ella se omite la sanción accesoria de inhabilidad absoluta perpetua para la tenencia de cualquier tipo de animales, que el precepto aprobado por ambas Cámaras también impone a los responsables que adiestren mascotas o animales de compañía para acrecentar y reforzar su agresividad y a quienes organicen, promuevan o difundan peleas de animales.


Consecuencia de ello es la inserción de un inciso segundo, nuevo, en el artículo que pasa a ser 11, donde se agrega a la pena pecuniaria la de inhabilidad absoluta perpetua en cuestión, como se señaló en la parte pertinente de este informe.

- La Comisión Mixta rechazó la propuesta del Ejecutivo, por la unanimidad de su miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señora Fernández y señores Núñez y Torres.


Más adelante se sometió a la consideración de la Comisión Mixta una proposición de autoría de la Honorable Diputada señora Fernández y de los Honorables Senadores señores Girardi y Rossi y los Honorables Diputados señores Mirosevic y Torres, que reemplaza el artículo 291 bis del Código Penal por el que se transcribe a continuación:


“Artículo 291 bis.- El que injustificadamente y por cualquier medio o procedimiento ejerza maltrato o crueldad contra un animal, será castigado con pena de multa de dos a treinta unidades tributarias mensuales


El que, producto de la acción u omisión arriba descrita, causare al animal daño físico o síquico, será castigado con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, además de inhabilidad absoluta perpetua para la tenencia de animales.


Si como resultado de la acción u omisión se produjere lesiones que menoscaben gravemente la integridad física o la muerte del animal, se impondrá una pena de presidio menor en su grado medio y multa de veinte a treinta unidades tributarias mensuales, además de inhabilidad absoluta perpetua para la tenencia de animales.”.

La Comisión Mixta la acogió en parte, en el sentido de formularla como una adición al texto vigente de los incisos segundo y tercero de la proposición, sin perjuicio de introducirle también modificaciones de redacción.

- Así fue acordado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi y  Honorables Diputados señora Fernández y señores Núñez y Torres.


Además, la proposición incluye un artículo 291 ter, nuevo, que se adicionaría al anterior en el Código Penal. Su texto es el siguiente:


“Artículo 291 ter.- Para los efectos del artículo anterior, se entenderá por actos de maltrato o crueldad animal toda acción u omisión, puntual o reiterada, que injustificadamente causare daño, dolor o sufrimiento al animal, tanto físico como síquico.”.


- Fue aprobado con correcciones de redacción y con la misma votación anterior. 

- - - - -

Artículo 35 nuevo, que pasa a ser 29


La Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional, insertó este nuevo precepto, que modifica el artículo 111 del Código Procesal Penal, inciso segundo. Este último reconoce legitimación activa para el ejercicio de la acción penal  a cualquier persona capaz de parecer en juicio domiciliada en la provincia, respecto de hechos punibles cometidos en la misma que constituyeren delitos terroristas, o delitos cometidos por un funcionario público que afectaren derechos de las personas garantizados por la Constitución o contra la probidad pública.

El artículo 35 encuentra su precedente en el inciso tercero, nuevo, que la letra a) del artículo 33 aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional, que adicionaba nuevos incisos al artículo 291 bis del Código Penal, para legitimar activamente a las organizaciones con personalidad jurídica inscritas, dedicadas a la protección de animales.     La enmienda introducida por la Cámara revisora traslada la regla al Código Procesal Penal, ubicación más apropiada, toda vez que es de carácter procesal y no punitivo.


La Comisión Mixta lo aprobó, agregando al numeral 2) en comento la frase “cualquiera sea su domicilio dentro del país”, atendido que el artículo 111 del Código Procesal Penal sólo legitima a personas “domiciliadas en la provincia” donde su hubiere cometido el delito.

- Acordado con el voto unánime de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Girardi y Honorables Diputados señora Girardi y señores Monsalve y Paulsen.


El Ejecutivo, por su parte, formuló luego una proposición para reemplazar esta regulación e incluirla como uno de los preceptos del proyecto en informe, al que correspondió en definitiva el número 29. Agrega como requisito legitimante el estar inscrita la organización en el Registro nacional de personas jurídicas promotoras de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, exigencia que no recibió el respaldo de la Comisión Mixta.


La Honorable Diputada señora Fernández manifestó su preocupación por el hecho de que la mayoría de las organizaciones animalistas están enfocadas en el amparo de mascotas de las especies canina y felina, lo que podría dejar en relativa desprotección a otras especies, que también merecen resguardo y respeto. Consultó si las agrupaciones respectivas también podrán gozar de la legitimación activa que concede la norma.


Al respecto, la señora Cocas expresó que el artículo inicialmente aprobado por la Comisión Mixta establece un criterio más amplio, toda vez que permite querellarse por el delito contemplado en el artículo 291 bis del Código Penal a las organizaciones de protección animal con personalidad jurídica, en tanto que la proposición en debate las restringe a aquellas que, además, estén inscritas en el registro nacional de personas jurídicas promotoras de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía. Es decir, se agrega un requisito formal y se acota la posibilidad de ser parte en el proceso penal sólo a los entes encargados de proteger a las mascotas y animales de compañía.


El señor García explicó que esa aparente omisión obedece a la intención del Ejecutivo de incrementar los controles sobre todas las entidades que intervendrán en la protección animal. 


El Honorable Senador señor Chahuán consideró pertinente insistir en la tesis adoptada por la Comisión Mixta al tratar el artículo 35 de la Cámara de Diputados, pues la nueva redacción impide a las organizaciones protectoras de animales que no sean mascotas participar de los procesos penales incoados por maltrato animal.


De conformidad con lo expuesto, la Comisión Mixta convino en la aprobación de la proposición presidencial, eliminando del texto la frase “de protección animal que se encuentren inscritas en el registro nacional de personas jurídicas”, lo que abre el espectro a las asociaciones que se ocupan del bienestar de otras especies de animales.

- Concurrieron a esa decisión la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señora Fernández y señores Núñez y Torres.

- - - - - -

Artículo 36 (34 del Senado), que pasa a ser 37

En el primer trámite constitucional el Senado sancionó la agregación en el artículo 13 de la ley N° 20.38010, de un nuevo inciso segundo que, además de las sanciones señaladas en el inciso precedente, impone la de clausura temporal del establecimiento, hasta por tres meses y, en caso de reincidencia en alguna de las conductas punibles, asigna la de clausura definitiva.

La Cámara de Diputados, en el segundo trámite, modificó la redacción, y especificó que la clausura procederá en caso de infringirse los artículos 5° y 11 de la ley N° 20.380. El primero de esos preceptos impone a los circos, parques zoológicos y otros lugares destinados al espectáculo o exhibición de animales; los laboratorios de diagnóstico veterinario; los establecimientos destinados a la producción industrial de animales y sus productos; los locales comerciales establecidos para la compraventa de animales; los hospitales, clínicas y consultas veterinarias, y los establecimientos destinados a la investigación y docencia sobre animales, o al adiestramiento, concursos y hospedajes de animales,  el deber de contar con instalaciones adecuadas a las respectivas especies y categorías de animales, para evitar el maltrato y el deterioro de su salud. Asimismo, deben adoptar todas las medidas necesarias para resguardar la seguridad de las personas. El artículo 11, por su parte, ordena que en el beneficio y sacrificio de animales deberán emplearse métodos racionales tendientes a evitarles sufrimientos innecesarios.

Si bien a su respecto no se produjo discrepancia entre las Cámaras, el Ejecutivo propuso reemplazar este artículo por uno que únicamente cambia su ubicación.
- La propuesta fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señora Fernández y señores Núñez y Torres.

Artículo 38 (35 del Senado), que pasa a ser primero transitorio)


En el primer trámite constitucional, el Senado aprobó un artículo que dispone que el financiamiento de la ley en su primer año de vigencia se haga con cargo el ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Tesoro Público, y con cargo a las leyes de presupuestos del sector público, en los años siguientes. No se modificó en el segundo trámite.


Entre las propuestas del Ejecutivo figura una que lo elimina y otra que lo incorpora como Artículo primero transitorio. En lugar de remitir a un ítem y asignación determinados, pone el gasto fiscal en el primer año de vigencia de cargo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y, en lo que faltase, del Tesoro Público. En lo demás, no innova.

- La proposición presidencial fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señora Fernández y señores Núñez y Torres.

Artículo segundo transitorio, que pasa a ser tercero transitorio


El Ejecutivo propuso insertar un nuevo inciso primero en el artículo segundo transitorio, conforme al cual los registros del artículo 15 deberán estar disponibles para su utilización por los usuarios en el plazo de noventa días, contados desde la fecha de publicación de los reglamentos respectivos.

- Se aprobó por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Rossi y Honorables Diputados señora Fernández y señores Núñez y Torres.

- - - - - -


Al finalizar la discusión, el Honorable Senador señor Girardi hizo notar la frustración de los miembros de la Comisión Mixta por la falta de apoyo del Ejecutivo en la tramitación de la iniciativa de ley, lo que tendrá como consecuencia probable el hecho de que no se cumplan a cabalidad los objetivos pretendidos inicialmente, perpetuando la inequidad actualmente existente entre las comunas que tienen ingresos que les permiten ocuparse de las mascotas y animales de compañía y aquellas  que no cuentan con los recursos para abordar la tarea apropiadamente.

- - - - - - -

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA

En mérito de lo expuesto, vuestra Comisión Mixta, a fin de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional con ocasión de la tramitación de la iniciativa legal en informe, propone aprobar, en una sola votación, el siguiente acuerdo:

1. Aprobar los siguientes numerales 9) y 10) del artículo 2°:

“9) Criador: Es el propietario de la hembra al momento del parto de ésta. El criador deberá prestar los cuidados y atención médico veterinaria necesaria a la madre y su camada hasta el momento en que los cachorros sean entregados a sus nuevos propietarios. La edad mínima de entrega de estos cachorros no será antes de los dos meses de edad. Corresponderá al criador entregar una pauta de cuidados y tenencia responsable a los nuevos dueños del animal.

10) Criadero: Corresponde al domicilio particular o lugar con la infraestructura adecuada para criar, donde el criador posee tres o más hembras con fines reproductivos. La infraestructura requerida dependerá de la cantidad y tipo de animales destinados a la reproducción.”.

2. Aprobar el siguiente artículo 3°:

“Artículo 3°.- Los órganos de la Administración del Estado y, en especial, los Ministerios del Interior y Seguridad Pública, de Salud y de Educación, dentro de sus respectivas competencias, con la colaboración de las respectivas Municipalidades, promoverán la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, a fin de asegurar su bienestar y la salud de las personas y el medio ambiente.

Para esto, el Ministerio de Educación podrá entregar orientaciones a los establecimientos educacionales de todos los niveles sobre temas relacionados con el cuidado de los animales de compañía, el compromiso de las personas con ellos, con el medio ambiente, con la higiene y con la salud tanto de las personas como de los animales, pudiendo además desarrollar programas de promoción relativos a estos temas, en cooperación con otras instituciones públicas y privadas.

Asimismo, el Ministerio de Educación, en cumplimiento de sus funciones, podrá crear instancias de coordinación entre las universidades que impartan la carrera de medicina veterinaria y las comunidades locales o regionales en que se encuentren insertas, a fin de facilitar la realización de acciones conjuntas que promuevan la tenencia responsable de mascotas, tales como campañas de información a la comunidad, esterilización gratuita de caninos y felinos, entre otras.”.

3. Intercalar a continuación el siguiente Título nuevo, adecuando la numeración de los que siguen:

“TÍTULO III

Del reglamento y la ordenanza municipal”
4. Aprobar los siguientes artículos 4°, 5°, 6° y 7°:


“Artículo 4°.- Mediante un reglamento dictado a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, suscrito además por el Ministro de Salud, se establecerá la forma y condiciones en que se aplicarán las normas sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía. Además, dicho reglamento determinará las normas que permitirán calificar a ciertos especímenes caninos como potencialmente peligrosos.


Artículo 5°.- Con el fin de controlar y proteger a la población animal, el reglamento deberá establecer lo siguiente:


1) Requisitos de las campañas de educación en tenencia responsable de animales para toda la comunidad.


2) Condiciones para el desarrollo de programas para prevenir el abandono de animales e incentivar la reubicación y cuidado responsable de estos.


3) Condiciones para el desarrollo de programas de esterilización masiva y obligatoria de animales, con el objeto de promover su bienestar y salud, y evitar consecuencias dañinas para la salud y seguridad de las personas y del medio ambiente.


4) Sistemas de registro e identificación de animales.


5) Sistemas para desincentivar la crianza y reproducción indiscriminada de animales.”.


Artículo 6°.- Asimismo, el reglamento deberá calificar a ciertos especímenes caninos como potencialmente peligrosos en base a las siguientes características:


a) Pertenencia a ciertas razas y sus cruces o híbridos. 


b) Características físicas tales como el tamaño o la potencia de la mandíbula, las cuales puedan causar lesiones a personas o daños de consideración a otros animales de su misma especie. 


Quedarán exceptuados de la calificación de caninos potencialmente peligrosos, bajo las características establecidas en esta letra, los perros de asistencia para personas con discapacidad.


c) Existencia de conducta agresiva o de episodios anteriores de agresión.


El juez competente podrá calificar como potencialmente peligroso a aquel ejemplar de la especie canina que haya causado, al menos, lesiones leves a una persona o daños de consideración a otro ejemplar de su misma especie.


El responsable de un animal calificado como potencialmente peligroso, conforme a lo dispuesto en este artículo, deberá adoptar las medidas especiales de seguridad y protección que determine el reglamento respecto del ejemplar, tales como circulación de éste con bozal o arnés, esterilización del mismo, restricción de la circulación del animal en lugares de libre acceso al público o en bienes nacionales de uso público, prohibición de dejarlo al cuidado de menores de 18 años de edad, según corresponda.


El reglamento fijará condiciones de tenencia especiales respecto de estos animales, tales como la prohibición de adiestramiento para la agresión, obligación de mantener a los animales en un espacio dotado de cerco seguro y adecuado a sus características fisiológicas y etológicas, contratación de un seguro de responsabilidad civil, esterilización obligatoria, y, en caso de ser necesario, evaluaciones sicológicas de los dueños de dichos animales, con el fin de determinar si la tenencia pudiera representar un riesgo para la seguridad de las personas o el bienestar de los animales. 


El animal que sea calificado como potencialmente peligroso será considerado un animal fiero para todos los efectos legales.


Los dueños o tenedores de los especímenes caninos potencialmente peligrosos tendrán la obligación de someterlos a adiestramiento de obediencia.


Artículo 7°.- Las municipalidades deberán dictar una ordenanza sobre la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía en el territorio comunal, la que deberá ajustarse a la normativa legal que regula la materia y al reglamento mencionado en el artículo 4°, estableciendo como contenidos mínimos los determinados en el artículo 5° de esta ley.


Sin perjuicio de lo anterior, las ordenanzas municipales no podrán permitir la utilización de métodos que admitan el sacrificio de animales como sistema de control de la población animal. Esta prohibición se extiende a todos los servicios públicos, así como también a todas las organizaciones de protección animal.”.

(La letra a) del artículo 6° se aprobó por mayoría 5 x 2; el resto, lo fue en forma unánime 7 x 0).
5. Intercalar a continuación el siguiente Título nuevo, adecuando la numeración de los que siguen:

“TÍTULO IV

Estrategia de protección y control de población animal”

6. Aprobar los siguientes artículos 8° y 9°:


“Artículo 8°.- El Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá priorizar la educación para la tenencia responsable de animales, a fin de controlar especialmente la población canina y felina, procurando, además, que para este efecto se apliquen otras medidas integrales de prevención, como el control sistemático de fertilidad de los mismos y de factores ambientales relacionados, y el registro e identificación de estos animales domésticos.


Artículo 9°.- Para los fines indicados en el artículo anterior, las municipalidades podrán establecer, en el marco de su disponibilidad presupuestaria, fondos concursables a los cuales podrán postular las personas jurídicas sin fines de lucro, entre cuyos objetivos esté la protección de los animales y la promoción de la tenencia responsable.”.

7. Aprobar el siguiente inciso cuarto del artículo que pasa a ser 10:


“Corresponderá a las municipalidades velar por el cumplimiento de lo señalado en los incisos segundo y tercero precedentes. Para tales efectos, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública deberá proporcionarles una plataforma informática de registro e identificación de mascotas y animales de compañía, a la que accederán las municipalidades.”.

8. Aprobar el siguiente inciso segundo del artículo que pasa a ser 11, pasando el actual a ser tercero:


“La infracción a lo dispuesto en el inciso anterior será sancionada con la multa a que se refiere el artículo 30 y con la pena accesoria de inhabilidad absoluta perpetua para la tenencia de animales.”.

9. Aprobar el siguiente artículo 12:


“Artículo 12.- Se prohíbe el abandono de animales. El abandono de animales será considerado maltrato y crueldad animal y será sancionado de acuerdo a lo establecido en el artículo 291 bis del Código Penal.


Las municipalidades estarán facultadas para rescatar a todo animal que no tenga identificación, encontrado en bienes nacionales de uso público, parques, plazas y sitios eriazos o baldíos, pudiendo entregarlo a una de las entidades sin fines de lucro inscritas en los Registros a que se refieren los ordinales 3° y 6° del artículo 15, para sanitizarlo, esterilizarlo y reubicarlo al cuidado de alguna persona u organización que asuma su tenencia responsable. Para esto, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá proveer los recursos necesarios para que las municipalidades puedan realizar estas acciones por sí mismas, o encomendar su ejecución a terceros, mediante la celebración de contratos.”.

10. Aprobar el siguiente inciso segundo del artículo que pasa a ser 13:


“No se aplicará lo dispuesto en el inciso anterior en el caso de que un ejemplar canino causare lesiones graves o diere muerte al que se encontrare en la situación descrita y sancionada por el artículo 144 del Código Penal, así como al que se introdujere en un domicilio, residencia o morada sin autorización de los moradores ni justificación alguna o con el propósito de cometer delito.”.

11. Aprobar el siguiente inciso segundo del artículo que pasa a ser 14:


“Lo anterior, sin perjuicio de lo establecido en la ley de caza.”.

12. Aprobar el siguiente encabezado del inciso primero del artículo que pasa a ser 15:

“Artículo 15.- Corresponderá al Ministerio del Interior y Seguridad Pública mantener y administrar:”.

13. Aprobar los siguientes ordinales 3°, 5° y 6° del artículo que pasa a ser 15:


“3°. Un registro de personas jurídicas sin fines de lucro promotoras de la tenencia responsable de mascotas y animales de compañía.”


“5°. Un registro de criadores y vendedores de animales potencialmente peligrosos de la especie canina.”.


“6°. Un registro de centros de mantención temporal de mascotas o animales de compañía.”.

14. Aprobar el siguiente inciso segundo del artículo que pasa a ser 15:

“Para estos efectos, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá contratar con terceros la provisión de los sistemas informáticos para la elaboración, administración y mantención de dichos registros.”.

15. Insertar en el artículo que pasa a ser 16, a continuación de las palabras “potencialmente peligrosos”, las siguientes: “de la especie canina”.

16. Aprobar el siguiente numeral 2 del artículo que pasa a ser 17:


“2. El nombre del animal, género, especie, color y raza animal, si la tuviere.”.

17. Aprobar el siguiente inciso primero del artículo que pasa a ser 18:


“Artículo 18.- El Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá establecer, en el marco de su disponibilidad presupuestaria, fondos concursables para fines de seguridad, orden público, bienestar animal y prevención de transmisión de enfermedades zoonóticas, a los cuales podrán postular personas jurídicas sin fines de lucro, cuyo objetivo principal sea la protección de animales y la promoción de la tenencia responsable de mascotas.”.

18. En la letra c) del numeral 3 del inciso tercero del artículo que pasa a ser 18, reemplazar el vocablo “adopción” por “reubicación”.

19. Aprobar el siguiente título del párrafo § 3 del Título que pasa a ser VI:

“§ 3. De los Registros Nacionales de Criadores y Vendedores de Mascotas o Animales de Compañía y de Criadores y Vendedores de Animales Potencialmente Peligrosos de la Especie Canina”.

20. Intercalar en el inciso segundo del artículo que pasa a ser 20, a continuación de las palabras “animales de compañía”, el sintagma “de la especie canina”.

21. Insertar el siguiente párrafo § 4 y artículo 22 en el Título que pasa a ser VI:

“§ 4. Del Registro Nacional de Centros de Mantención Temporal de Mascotas o Animales de Compañía


Artículo 22.- Los dueños o administradores de los centros de mantención temporal de mascotas o animales de compañía deberán inscribirse en el registro respectivo, en la forma y plazo que determine el reglamento a que se refiere el artículo 4°.


Este registro contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:


1. Nombre del centro de mantención temporal de mascotas o animales de compañía.


2. El nombre completo, cédula de identidad y domicilio del dueño del centro de mantención temporal o del representante legal de la persona jurídica propietaria del establecimiento. En este último caso, además, se deberá indicar el nombre o razón social, rol único tributario y domicilio de la entidad propietaria, y proporcionar un certificado de vigencia de la misma.


3. Dirección en donde está ubicado el centro de mantención temporal.


4. Número de cupos totales disponibles por especie.”.

22. Agregar al final del inciso primero del artículo que pasa a ser 23, la siguiente frase, en punto seguido: “Para ello deberá contar con el apoyo profesional adecuado.”.
23. Aprobar el siguiente inciso segundo del artículo que pasa a ser 23:


“Un reglamento dictado a través de los ministerios del Interior y Seguridad Pública y de Salud establecerá las normas para dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso primero de este artículo.”.

24. Aprobar los siguientes incisos quinto y sexto del artículo que pasa a ser 23:


“Las especificaciones establecidas en los incisos tercero y cuarto se incorporarán en los reglamentos respectivos de la ley 
N° 20.380.


La contravención a lo establecido en dichos incisos se sancionará de acuerdo a lo establecido en el Título IX.”.

25. Aprobar el siguiente texto para el artículo que pasa a ser 24:


“Artículo 24.- En caso de cierre o abandono de un centro de mantención temporal de mascotas o animales de compañía, su dueño o representante legal deberá notificar el cierre al registro respectivo. Asimismo, sus responsables estarán obligados a entregar la tenencia responsable de los animales que alberguen a quien la asuma o, en su defecto, a trasladarlos a otro centro. En cualquier caso, junto con los animales deberán entregar todos sus antecedentes sanitarios.”.

26. Aprobar los siguientes incisos tercero y quinto del artículo que pasa a ser 25:


“Los dueños de criaderos y los vendedores de mascotas o animales de compañía de la especie canina que sean considerados como potencialmente peligrosos, deberán inscribirse en el Registro Nacional de Criadores y Vendedores de Animales Potencialmente Peligrosos a que se refiere el artículo 15.”.


“Los dueños de criaderos y los vendedores de mascotas o animales de compañía, de la especie canina y felina, deberán esterilizarlos antes de su entrega a cualquier título, a menos que el adquiriente sea otro criadero debidamente establecido e inscrito en el registro pertinente.”.

27. En el artículo que pasa a ser 26, reemplazar la palabra “aerosoles” por la expresión “malos olores”.

28. Aprobar el siguiente inciso primero del artículo que pasa a ser 28 y suprimir su inciso tercero:


“Artículo 28.- La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de esta ley y sus reglamentos corresponderá a las municipalidades, en las materias de su competencia, y a la autoridad sanitaria, que las ejercerá de conformidad a lo establecido en el Código Sanitario, especialmente en lo estipulado en su Libro X. Esto sin perjuicio de las facultades y atribuciones del Ministerio Público y de Carabineros de Chile.”.

29. Aprobar el siguiente artículo que pasa a ser 29, en reemplazo del 35 de la Cámara de Diputados:


“Artículo 29.- En el caso del delito de maltrato o crueldad animal podrán querellarse las organizaciones promotoras de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, cualquiera sea su domicilio dentro del país.”.

30. Reemplazar la oración inicial del artículo que pasa a ser 30, antes de las palabras “con multa”, por la que sigue: “Toda otra contravención a las disposiciones de esta ley se sancionará”.

31. Aprobar el siguiente inciso segundo del artículo que pasa a ser 30:


“En caso de reincidencia, podrá imponerse hasta el doble de la multa, quedando además el juez de policía local facultado para disponer el comiso del animal y su ingreso a un refugio de animales o a un centro de mantención temporal o su entrega a la persona que designe para tal efecto y que acepte el encargo, por el plazo que determine. Serán de cargo del infractor los gastos por los cuidados, alimentación y tratamientos médico veterinarios, si los hubiere.”.

32. Aprobar el siguiente artículo que pasa a ser 31:


“Artículo 31.- En los casos en que las infracciones se cometan por centros de mantención temporal o en los lugares de venta, crianza y exposición de mascotas o animales de compañía, se podrán aplicar multas de hasta cincuenta unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia la multa se elevará al doble. Además de ello, se podrá imponer la clausura temporal, hasta por tres meses, o la clausura definitiva del establecimiento.”.

33. Aprobar el siguiente artículo que pasa a ser 32:


“Artículo 32.- Los órganos públicos competentes y las municipalidades podrán celebrar convenios entre sí, o suscribir contratos con personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, que realicen actividades de protección animal, sean de carácter académico, gremial, científico u otras, con el fin de encomendar la ejecución de las acciones establecidas en esta ley.”.

34. En el artículo que pasa a ser 35, suprimir la frase final “así como disponer de los espacios para campañas de educación sobre tenencia responsable que el Ministerio de Salud implemente, según el respectivo reglamento”, que figura a continuación de la expresión “en el artículo 2°”, lo mismo que la coma que la precede.

35. Aprobar los siguientes numerales 3) y 4) del artículo que pasa a ser 36:


“3) Agrégase al artículo 291 bis, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“Si como resultado de una acción u omisión se causare al animal daño, la pena será presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, además de la accesoria de inhabilidad absoluta perpetua para la tenencia de cualquier tipo de animales.


Si como resultado de las referidas acción u omisión se causaren lesiones que menoscaben gravemente la integridad física o provocaren la muerte del animal se impondrá la pena de presidio menor en su grado medio y multa de veinte a treinta unidades tributarias mensuales, además de la accesoria de inhabilidad absoluta perpetua para la tenencia de animales.”.


4) Intercálase el siguiente artículo 291 ter:


“Artículo 291 ter.- Para los efectos del artículo anterior se entenderá por acto de maltrato o crueldad con animales toda acción u omisión, ocasional o reiterada, que injustificadamente causare daño, dolor o sufrimiento al animal.”.”.

36. Intercalar el siguiente Artículo primero transitorio, nuevo, en reemplazo del 38 de la Cámara de Diputados:


“Artículo primero.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante el primer año presupuestario de su vigencia se financiará con cargo a la Partida 05 Ministerio del Interior y Seguridad Pública y, en lo que faltase, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes, se financiará con cargo a los recursos que se establezcan en las respectivas leyes de presupuestos del sector público.”.

37. Insertar en el artículo que pasa a ser tercero transitorio, el siguiente inciso primero, nuevo:


“Artículo tercero.- Los registros señalados en el artículo 15 deberán estar disponibles para su utilización por los usuarios en el plazo de noventa días, contados desde la fecha de publicación de los reglamentos respectivos.”.

38. Adecuar la numeración de los artículos y Títulos del proyecto, de conformidad con los cambios especificados precedentemente, tal como se ilustra en el articulado que figura más adelante.

39. Reemplazar las remisiones internas pertinentes, para adecuarlas a los demás acuerdos adoptados, como consta en el texto del proyecto como queda, de ser aprobado el acuerdo de la Comisión Mixta.


Se deja constancia de que todos estos acuerdos fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta presentes, algunos 7 x 0 y otros 6 x 0, con la única excepción de la letra a) del artículo 6°, que lo fue por mayoría de 5 votos contra 211.
- - - - - - -


Si la proposición de la Comisión Mixta es aprobada por las dos Cámaras, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

Objeto y Definiciones


Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto establecer normas destinadas a:


1) Determinar las obligaciones y derechos de los responsables de animales de compañía.

2) Proteger la salud y el bienestar animal mediante la tenencia responsable.


3) Proteger la salud pública, la seguridad de las personas, el medio ambiente y las áreas naturales protegidas, aplicando medidas para el control de la población de mascotas o animales de compañía.


4) Regular la responsabilidad por los daños a las personas y a la propiedad que sean consecuencia de la acción de mascotas o animales de compañía.


Artículo 2°.- Para efectos de esta ley, se entenderá por:


1) Mascotas o animales de compañía: aquellos animales domésticos, cualquiera sea su especie, que sean mantenidos por las personas para fines de compañía o seguridad. Se excluyen aquellos animales cuya tenencia se encuentre regulada por leyes especiales. 

2) Animal abandonado: toda mascota o animal de compañía que se encuentre sin la vigilancia de la persona responsable de él o que deambule suelto por la vía pública. También se considerará animal abandonado, todo animal que hubiese sido dejado en situación de desamparo en una propiedad privada, sin cumplir las obligaciones referidas a una adecuada tenencia responsable.


3) Perro callejero: aquel cuyo dueño no hace una tenencia responsable y es mantenido en el espacio público durante todo el día o gran parte de él sin control directo.


4) Perro comunitario: perro que no tiene un dueño en particular pero que sin embargo la comunidad alimenta y le entrega cuidados básicos.


5) Animal perdido: animal de compañía o mascota que se encuentra extraviado, que puede o no contar con elementos de identificación.


6) Animal potencialmente peligroso: toda mascota o animal de compañía que ha sido calificado como tal por la autoridad sanitaria, de acuerdo a la información científica disponible, la opinión de expertos y los parámetros mencionados en el artículo 6º, de conformidad con el procedimiento que fije el reglamento. 


7) Tenencia responsable de mascotas o animales de compañía: conjunto de obligaciones que contrae una persona cuando decide aceptar y mantener una mascota o animal de compañía, y que consiste, entre otras, en registrarlo ante la autoridad competente cuando corresponda, proporcionarle alimento, albergue y buen trato, brindarle los cuidados veterinarios indispensables para su bienestar y no someterlo a sufrimientos a lo largo de su vida.


La tenencia responsable comprende también el respeto a las normas de salud y seguridad pública que sean aplicables, así como a las reglas sobre responsabilidad a que están sujetas las personas que incurran en infracción de ellas, y la obligación de adoptar todas las medidas necesarias para evitar que la mascota o animal de compañía cause daños a la persona o propiedad de otro.


8) Centros de mantención temporal de las mascotas o animales de compañía: son aquellos lugares en los que, a cualquier título, se mantienen animales de manera no permanente, ya sea para tratamiento, hospedaje, adiestramiento, comercialización, exhibición o custodia, tales como criaderos de animales de compañía, hoteles para animales, hospitales, clínicas y consultas veterinarias, establecimientos destinados a la investigación y docencia sobre animales, centros de adiestramiento, centros de exposición, centros de venta de animales, albergues y centros de rescate.


9) Criador: Es el propietario de la hembra al momento del parto de ésta. El criador deberá prestar los cuidados y atención médico veterinaria necesaria a la madre y su camada hasta el momento en que los cachorros sean entregados a sus nuevos propietarios. La edad mínima de entrega de estos cachorros no será antes de los dos meses de edad. Corresponderá al criador entregar una pauta de cuidados y tenencia responsable a los nuevos dueños del animal.


10) Criadero: Corresponde al domicilio particular o lugar con la infraestructura adecuada para criar, donde el criador posee tres o más hembras con fines reproductivos. La infraestructura requerida dependerá de la cantidad y tipo de animales destinados a la reproducción.

TÍTULO II

De las atribuciones de los órganos de la Administración del Estado para el fomento de la tenencia responsable de las mascotas o animales de compañía


Artículo 3°.- Los órganos de la Administración del Estado y, en especial, los Ministerios del Interior y Seguridad Pública, de Salud y de Educación, dentro de sus respectivas competencias, con la colaboración de las respectivas Municipalidades, promoverán la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, a fin de asegurar su bienestar y la salud de las personas y el medio ambiente.


Para esto, el Ministerio de Educación podrá entregar orientaciones a los establecimientos educacionales de todos los niveles sobre temas relacionados con el cuidado de los animales de compañía, el compromiso de las personas con ellos, con el medio ambiente, con la higiene y con la salud tanto de las personas como de los animales, pudiendo además desarrollar programas de promoción relativos a estos temas, en cooperación con otras instituciones públicas y privadas.


Asimismo, el Ministerio de Educación, en cumplimiento de sus funciones, podrá crear instancias de coordinación entre las universidades que impartan la carrera de medicina veterinaria y las comunidades locales o regionales en que se encuentren insertas, a fin de facilitar la realización de acciones conjuntas que promuevan la tenencia responsable de mascotas, tales como campañas de información a la comunidad, esterilización gratuita de caninos y felinos, entre otras.

TÍTULO III

Del reglamento y la ordenanza municipal


Artículo 4°.- Mediante un reglamento dictado a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, suscrito además por el Ministro de Salud, se establecerá la forma y condiciones en que se aplicarán las normas sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía. Además, dicho reglamento determinará las normas que permitirán calificar a ciertos especímenes caninos como potencialmente peligrosos.


Artículo 5°.- Con el fin de controlar y proteger a la población animal, el reglamento deberá establecer lo siguiente:


1) Requisitos de las campañas de educación en tenencia responsable de animales para toda la comunidad.


2) Condiciones para el desarrollo de programas para prevenir el abandono de animales e incentivar la reubicación y cuidado responsable de estos.


3) Condiciones para el desarrollo de programas de esterilización masiva y obligatoria de animales, con el objeto de promover su bienestar y salud, y evitar consecuencias dañinas para la salud y seguridad de las personas y del medio ambiente.


4) Sistemas de registro e identificación de animales.


5) Sistemas para desincentivar la crianza y reproducción indiscriminada de animales.”.


Artículo 6°.- Asimismo, el reglamento deberá calificar a ciertos especímenes caninos como potencialmente peligrosos en base a las siguientes características:


a) Pertenencia a ciertas razas y sus cruces o híbridos. 


b) Características físicas tales como el tamaño o la potencia de la mandíbula, las cuales puedan causar lesiones a personas o daños de consideración a otros animales de su misma especie. 


Quedarán exceptuados de la calificación de caninos potencialmente peligrosos, bajo las características establecidas en esta letra, los perros de asistencia para personas con discapacidad.


c) Existencia de conducta agresiva o de episodios anteriores de agresión.


El juez competente podrá calificar como potencialmente peligroso a aquel ejemplar de la especie canina que haya causado, al menos, lesiones leves a una persona o daños de consideración a otro ejemplar de su misma especie.


El responsable de un animal calificado como potencialmente peligroso, conforme a lo dispuesto en este artículo, deberá adoptar las medidas especiales de seguridad y protección que determine el reglamento respecto del ejemplar, tales como circulación de éste con bozal o arnés, esterilización del mismo, restricción de la circulación del animal en lugares de libre acceso al público o en bienes nacionales de uso público, prohibición de dejarlo al cuidado de menores de 18 años de edad, según corresponda.


El reglamento fijará condiciones de tenencia especiales respecto de estos animales, tales como la prohibición de adiestramiento para la agresión, obligación de mantener a los animales en un espacio dotado de cerco seguro y adecuado a sus características fisiológicas y etológicas, contratación de un seguro de responsabilidad civil, esterilización obligatoria, y, en caso de ser necesario, evaluaciones sicológicas de los dueños de dichos animales, con el fin de determinar si la tenencia pudiera representar un riesgo para la seguridad de las personas o el bienestar de los animales. 


El animal que sea calificado como potencialmente peligroso será considerado un animal fiero para todos los efectos legales.


Los dueños o tenedores de los especímenes caninos potencialmente peligrosos tendrán la obligación de someterlos a adiestramiento de obediencia.


Artículo 7°.- Las municipalidades deberán dictar una ordenanza sobre la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía en el territorio comunal, la que deberá ajustarse a la normativa legal que regula la materia y al reglamento mencionado en el artículo 4°, estableciendo como contenidos mínimos los determinados en el artículo 5° de esta ley.


Sin perjuicio de lo anterior, las ordenanzas municipales no podrán permitir la utilización de métodos que admitan el sacrificio de animales como sistema de control de la población animal. Esta prohibición se extiende a todos los servicios públicos, así como también a todas las organizaciones de protección animal.

TÍTULO IV

Estrategia de protección y control de población animal


Artículo 8°.- El Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá priorizar la educación para la tenencia responsable de animales, a fin de controlar especialmente la población canina y felina, procurando, además, que para este efecto se apliquen otras medidas integrales de prevención, como el control sistemático de fertilidad de los mismos y de factores ambientales relacionados, y el registro e identificación de estos animales domésticos.

Artículo 9°.- Para los fines indicados en el artículo anterior, las municipalidades podrán establecer, en el marco de su disponibilidad presupuestaria, fondos concursables a los cuales podrán postular las personas jurídicas sin fines de lucro, entre cuyos objetivos esté la protección de los animales y la promoción de la tenencia responsable.

TÍTULO V

De la responsabilidad en la tenencia de mascotas o animales de compañía


Artículo 10.- Será responsable de las mascotas o animales de compañía su dueño o poseedor. Sin perjuicio de lo anterior, quien tenga un animal bajo su cuidado responderá como fiador de los daños producidos por éste, en los términos establecidos en el Título XXXVI del Libro Cuarto del Código Civil. 


El responsable de una mascota o animal de compañía estará obligado a la adecuada identificación del mismo y de su dueño y a su inscripción en el registro respectivo; como, asimismo, a su alimentación, manejo sanitario, especialmente a la recolección y eliminación de heces, y al cumplimiento de toda otra obligación dispuesta en esta ley y sus normas complementarias.


En el caso de perros y gatos, la identificación deberá hacerse a través de un sistema único, utilizando un dispositivo permanente e indeleble, de modo que permita relacionarlos con el responsable de tales mascotas o animales de compañía.


Corresponderá a las municipalidades velar por el cumplimiento de lo señalado en los incisos segundo y tercero precedentes. Para tales efectos, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública deberá proporcionarles una plataforma informática de registro e identificación de mascotas y animales de compañía, a la que accederán las municipalidades.


Será obligación del responsable de una mascota o animal de compañía mantenerlo en su domicilio, residencia o en el lugar que destine para su cuidado, el que deberá cumplir en todo momento con las condiciones de higiene y seguridad que fije un reglamento dictado a través del Ministerio de Salud, que deberá sujetarse a las disposiciones pertinentes del Código Sanitario.


Artículo 11.- Se prohíbe a los responsables de mascotas o animales de compañía el adiestramiento dirigido a acrecentar y reforzar su agresividad. Lo dispuesto en este inciso no será aplicable en el caso de perros pertenecientes a las Fuerzas Armadas, a las de Orden y Seguridad Pública y a Gendarmería de Chile.


La infracción a lo dispuesto en el inciso anterior será sancionada con la multa a que se refiere el artículo 30 y con la pena accesoria de inhabilidad absoluta perpetua para la tenencia de animales.


Asimismo, se prohíbe toda pelea de animales a los que se refiere esta ley, organizada como espectáculo. Quienes las organicen serán castigados con las penas establecidas en el artículo 291 bis del Código Penal. Quienes las promuevan o difundan serán castigados con multa de dos a veinte unidades tributarias mensuales.


Artículo 12.- Se prohíbe el abandono de animales. El abandono de animales será considerado maltrato y crueldad animal y será sancionado de acuerdo a lo establecido en el artículo 291 bis del Código Penal.


Las municipalidades estarán facultadas para rescatar a todo animal que no tenga identificación, encontrado en bienes nacionales de uso público, parques, plazas y sitios eriazos o baldíos, pudiendo entregarlo a una de las entidades sin fines de lucro inscritas en los Registros a que se refieren los ordinales 3° y 6° del artículo 15, para sanitizarlo, esterilizarlo y reubicarlo al cuidado de alguna persona u organización que asuma su tenencia responsable. Para esto, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá proveer los recursos necesarios para que las municipalidades puedan realizar estas acciones por sí mismas, o encomendar su ejecución a terceros, mediante la celebración de contratos.


Artículo 13.- Todo responsable de un animal regulado en esta ley satisfará siempre civilmente los daños que se causen por acción del animal, sin perjuicio de la responsabilidad penal que le corresponda.


No se aplicará lo dispuesto en el inciso anterior en el caso de que un ejemplar canino causare lesiones graves o diere muerte al que se encontrare en la situación descrita y sancionada por el artículo 144 del Código Penal, así como al que se introdujere en un domicilio, residencia o morada sin autorización de los moradores ni justificación alguna o con el propósito de cometer delito.


Artículo 14.- Se prohíbe todo acto o convención que tenga por objeto la transferencia o la entrega a cualquier título de un animal perteneciente a una especie protegida o en peligro de extinción. Asimismo, se prohíbe la venta ambulante de toda clase de animales.


Lo anterior, sin perjuicio de lo establecido en la ley de caza.

TÍTULO VI
De los Registros


Artículo 15.- Corresponderá al Ministerio del Interior y Seguridad Pública mantener y administrar:

1º. Un registro nacional de mascotas o animales de compañía.

2°. Un registro nacional de animales potencialmente peligrosos de la especie canina.

3°. Un registro de personas jurídicas sin fines de lucro promotoras de la tenencia responsable de mascotas y animales de compañía.

4º. Un registro de criadores y vendedores de mascotas o animales de compañía.

5°. Un registro de criadores y vendedores de animales potencialmente peligrosos de la especie canina.


6°. Un registro de centros de mantención temporal de mascotas o animales de compañía.


Para estos efectos, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá contratar con terceros la provisión de los sistemas informáticos para la elaboración, administración y mantención de dichos registros.

§ 1. Del Registro Nacional de Mascotas o Animales de Compañía y de Animales Potencialmente Peligrosos de la Especie Canina


Artículo 16.- Los dueños de mascotas o animales de compañía o de animales potencialmente peligrosos de la especie canina deberán inscribirlos en el respectivo Registro, en la forma y plazos que fije el reglamento establecido en el artículo 4°.


Artículo 17.- Los registros contendrán, a lo menos, las siguientes menciones y datos:

1. El nombre completo, cédula de identidad y domicilio del dueño del animal. 


2. El nombre del animal, género, especie, color y raza animal, si la tuviere.

3. El número que se asigna al animal para su debida identificación.

El Registro contemplará un sistema de identificación único, estandarizado e incorporado al animal de manera inseparable. Dicho sistema podrá incluir el uso de dispositivos externos, la implantación o aplicación de un microchip o mecanismo interno y otras medidas que permitan la identificación del animal.

§ 2. Del Registro Nacional de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro Promotoras de la Tenencia Responsable de Mascotas o Animales de Compañía


Artículo 18.- El Ministerio del Interior y Seguridad Pública podrá establecer, en el marco de su disponibilidad presupuestaria, fondos concursables para fines de seguridad, orden público, bienestar animal y prevención de transmisión de enfermedades zoonóticas, a los cuales podrán postular personas jurídicas sin fines de lucro, cuyo objetivo principal sea la protección de animales y la promoción de la tenencia responsable de mascotas.


Para estos efectos, las instituciones señaladas en el inciso precedente deberán inscribirse en el Registro Nacional de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro Promotoras de la Tenencia Responsable de Mascotas o Animales de Compañía, en la forma y plazo que determine el reglamento respectivo.


El Registro señalado en el inciso anterior contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:


1. Nombre completo, rol único tributario y domicilio de la entidad.


2. Nombre completo, cédula de identidad y domicilio de su representante legal.


3. Indicación de la o las actividades específicas que desarrolla la entidad en promoción de la tenencia responsable y control reproductivo, tales como: 


a) Educación y cultura en tenencia responsable.


b) Esterilizaciones caninas y felinas y atención veterinaria primaria. 


c) Rescate, recuperación y reubicación. 


d) Cuidado de mascotas en centros o lugares destinados a su mantención, señalándose la ubicación y capacidad de cada uno de ellos. 


e) Adiestramiento, rehabilitación y comportamiento animal. 


f) Asesorías jurídicas, juicios, consultorías, desarrollo institucional, articulación y proposición de normas legales.


4. Las demás que determine el reglamento respectivo.


Artículo 19.- En el caso de que se modificare cualquiera de las menciones señaladas en el artículo precedente, corresponderá al representante legal de la organización informar el nuevo antecedente a la entidad encargada del Registro Nacional de Personas Jurídicas sin Fines de Lucro Promotoras de la Tenencia Responsable de Mascotas o Animales de Compañía, en un plazo no superior a noventa días.

§3. De los Registros Nacionales de Criadores y Vendedores de Mascotas o Animales de Compañía y de Criadores y Vendedores de Animales Potencialmente Peligrosos de la Especie Canina
Artículo 20.- Los dueños, administradores o gestores de criaderos y los vendedores de animales de los que trata esta ley deberán inscribirse en el registro respectivo, en la forma y plazo que determine el reglamento a que se refiere el artículo 4°.

Además, corresponderá a los dueños de criaderos y a los vendedores de mascotas o animales de compañía de la especie canina calificados como potencialmente peligrosos, según lo establece esta ley y el respectivo reglamento, esterilizarlos antes de su transferencia o entrega a cualquier título, a menos que el adquirente o receptor sea otro criadero que se encuentre debidamente inscrito en el Registro Nacional, el que podrá destinarlos a la reproducción.

Artículo 21.- Estos registros contendrán, a lo menos, las siguientes menciones:

1. El nombre completo, cédula de identidad y domicilio del dueño del criadero o del representante legal de la persona jurídica propietaria del establecimiento. En este último caso, además, se deberá indicar el nombre o razón social, rol único tributario y domicilio de la entidad propietaria, y proporcionar un certificado de vigencia de la misma.

2. La indicación de las razas de canes, o los cruces o híbridos derivados de las mismas, que el criadero reproduzca.

3. La indicación del número total de ejemplares caninos considerados como potencialmente peligrosos, señalando sexo y edad. Además, deberá informar sobre la cantidad de crías producidas por año y su sexo.

4. La indicación del número total de mascotas y animales de compañía, señalando sexo y edad. Además, deberá informar sobre la cantidad de crías producidas por año y su sexo.

5. Las demás que determine el reglamento.

§4. Del Registro Nacional de Centros de Mantención Temporal de Mascotas o Animales de Compañía

Artículo 22.- Los dueños o administradores de los centros de mantención temporal de mascotas o animales de compañía deberán inscribirse en el registro respectivo, en la forma y plazo que determine el reglamento a que se refiere el artículo 4°.

Este registro contendrá, a lo menos, las siguientes menciones:

1. Nombre del centro de mantención temporal de mascotas o animales de compañía.

2. El nombre completo, cédula de identidad y domicilio del dueño del centro de mantención temporal o del representante legal de la persona jurídica propietaria del establecimiento. En este último caso, además, se deberá indicar el nombre o razón social, rol único tributario y domicilio de la entidad propietaria, y proporcionar un certificado de vigencia de la misma.

3. Dirección en donde está ubicado el centro de mantención temporal.

4. Número de cupos totales disponibles por especie.
TÍTULO VII
De los centros de mantención temporal de mascotas o animales de compañía


Artículo 23.- Todo centro de mantención temporal de mascotas o animales de compañía deberá llevar un registro con los datos de cada uno de los animales que ingresen en el recinto y egresen de él, y estará obligado a mantener condiciones de bienestar animal, higiénicas y sanitarias adecuadas al tipo y cantidad de animales que albergue, para asegurar la salud pública, el bienestar de la comunidad, de los animales y la sanidad del ambiente. Para ello deberá contar con el apoyo profesional adecuado.

Un reglamento dictado a través de los ministerios del Interior y Seguridad Pública y de Salud establecerá las normas para dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso primero de este artículo.


Respecto de las condiciones de bienestar de los animales y de seguridad de las personas, estos recintos deberán, entre otras obligaciones, contar con espacios suficientes para cubrir las necesidades fisiológicas y etológicas de los animales y proveerles alimento y agua en cantidades necesarias. 


Asimismo, deberán contar con un número suficiente de caniles, jaulas y corrales, según sea el caso. Éstos deberán tener una superficie que permita el movimiento de los animales y evite su sufrimiento.

Las especificaciones establecidas en los incisos tercero y cuarto se incorporarán en los reglamentos respectivos de la ley N° 20.380.

La contravención a lo establecido en dichos incisos se sancionará de acuerdo a lo establecido en el Título IX.

Artículo 24.- En caso de cierre o abandono de un centro de mantención temporal de mascotas o animales de compañía, su dueño o representante legal deberá notificar el cierre al registro respectivo. Asimismo, sus responsables estarán obligados a entregar la tenencia responsable de los animales que alberguen a quien la asuma o, en su defecto, a trasladarlos a otro centro. En cualquier caso, junto con los animales deberán entregar todos sus antecedentes sanitarios.

TÍTULO VIII
De la venta, crianza y exposición de mascotas o animales de compañía


Artículo 25.- Los locales de venta y crianza de mascotas o animales de compañía estarán a cargo de un médico veterinario.


Estos locales tendrán la obligación de llevar un registro en que consten los datos que determine un reglamento del Ministerio de Salud, así como los controles periódicos a que deban someterse los animales.

Los dueños de criaderos y los vendedores de mascotas o animales de compañía de la especie canina que sean considerados como potencialmente peligrosos, deberán inscribirse en el Registro Nacional de Criadores y Vendedores de Animales Potencialmente Peligrosos a que se refiere el artículo 15.


Corresponderá al médico veterinario a cargo de estos locales asegurar que los animales que salgan del establecimiento cuenten con las vacunas y tratamientos antiparasitarios correspondientes a la edad y especie de que se trate.


Los dueños de criaderos y los vendedores de mascotas o animales de compañía, de la especie canina y felina, deberán esterilizarlos antes de su entrega a cualquier título, a menos que el adquiriente sea otro criadero debidamente establecido e inscrito en el registro pertinente.


Se deberá entregar por escrito al comprador completa información sobre la tenencia responsable del animal, el manejo sanitario y la alimentación requerida por la especie, así como de las disposiciones de esta ley.


Artículo 26.- Los establecimientos que mantengan mascotas o animales de compañía deberán contar con sistemas de extracción de aire o cualquier otro que impida que las personas que concurren a ellos, y las que residen en predios colindantes, sean afectadas por malos olores o secreciones de cualquier tipo generadas por los animales.


Artículo 27.- El organizador de espectáculos o exhibición de animales y, en subsidio, el propietario del recinto donde se desarrollen tales actividades, deberá tomar las medidas necesarias para acopiar y eliminar sanitariamente las excretas y desechos de los animales. Deberá adoptar también las previsiones suficientes para evitar accidentes provocados por los animales, así como disponer de las instalaciones necesarias para un adecuado manejo de los mismos, cumpliendo las condiciones de bienestar animal necesarias, evitando entre otras las condiciones que puedan generar maltrato o sufrimiento para los animales o el deterioro de la salud animal. 


Además, será responsable de los daños que causen dichos animales a las personas, a la propiedad o al medio ambiente, conforme a las reglas señaladas en el artículo 13.


El incumplimiento de las condiciones de bienestar de los animales y seguridad de las personas mencionadas en este título será sancionado de acuerdo a lo establecido en el artículo 13 de la ley N° 20.380. Además de ello, se podrá imponer la clausura temporal, hasta por tres meses, o la clausura definitiva del establecimiento.

TÍTULO IX

De las infracciones y sanciones


Artículo 28.- La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de esta ley y sus reglamentos corresponderá a las municipalidades, en las materias de su competencia, y a la autoridad sanitaria, que las ejercerá de conformidad a lo establecido en el Código Sanitario, especialmente en lo estipulado en su Libro X. Esto sin perjuicio de las facultades y atribuciones del Ministerio Público y de Carabineros de Chile.


Las infracciones a los reglamentos del Ministerio de Salud, mencionados en esta ley, serán sancionadas de acuerdo a lo establecido en el artículo 174 del Código Sanitario.


Artículo 29.- En el caso del delito de maltrato o crueldad animal podrán querellarse las organizaciones promotoras de la tenencia responsable de mascotas o animales de compañía, cualquiera sea su domicilio dentro del país.


Artículo 30.- Toda otra contravención a las disposiciones de esta ley se sancionará con multa de una a treinta unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto en el Código Penal sobre maltrato animal y en otras normas relacionadas.


En caso de reincidencia, podrá imponerse hasta el doble de la multa, quedando además el juez de policía local facultado para disponer el comiso del animal y su ingreso a un refugio de animales o a un centro de mantención temporal o su entrega a la persona que designe para tal efecto y que acepte el encargo, por el plazo que determine. Serán de cargo del infractor los gastos por los cuidados, alimentación y tratamientos médico veterinarios, si los hubiere.


Las multas que se recauden por la aplicación de esta ley ingresarán íntegramente al patrimonio de la municipalidad respectiva, según corresponda, y deberán ser destinadas exclusivamente a fines que permitan cumplir las disposiciones de esta ley.


Artículo 31.- En los casos en que las infracciones se cometan por centros de mantención temporal o en los lugares de venta, crianza y exposición de mascotas o animales de compañía, se podrán aplicar multas de hasta cincuenta unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia la multa se elevará al doble. Además de ello, se podrá imponer la clausura temporal, hasta por tres meses, o la clausura definitiva del establecimiento.

TÍTULO X
Disposiciones Generales


Artículo 32.- Los órganos públicos competentes y las municipalidades podrán celebrar convenios entre sí, o suscribir contratos con personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, que realicen actividades de protección animal, sean de carácter académico, gremial, científico u otras, con el fin de encomendar la ejecución de las acciones establecidas en esta ley.

Artículo 33.- Los jueces de policía local serán competentes para conocer de las infracciones de que trata esta ley, de conformidad con las normas de la ley N° 18.287, quedando facultados para disponer todas las medidas que estimen pertinentes, de acuerdo a sus atribuciones, a fin de asegurar el bienestar de las personas y del animal.

Artículo 34.- Las disposiciones contenidas en esta ley se aplicarán supletoriamente, en especial respecto de lo dispuesto en la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura; la ley N° 18.755, sobre el Servicio Agrícola y Ganadero; la ley N° 19.473, sobre Caza; la ley N° 19.162 que establece sistema obligatorio de clasificación de ganado, tipificación y nomenclatura de sus carnes y regula funcionamiento de mataderos; el decreto con fuerza de ley R.R.A. N° 16, del Ministerio de Hacienda, de 1963, sobre sanidad y protección animal; el Código Sanitario y sus normas complementarias; la ley N° 20.380, sobre protección de animales, y otras leyes especiales.

Artículo 35.- Todo producto alimenticio para mascotas o animales de compañía que se comercialice en el país deberá contener en su envase un espacio en el que se informará al público lo que se entiende por tenencia responsable de los mismos de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2°.

Artículo 36.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:

1) Agrégase en el artículo 21, en la ESCALA GENERAL, Penas de simples delitos, al final del listado, la siguiente pena: “Inhabilidad absoluta perpetua para la tenencia de animales.”.

2) Intercálase, en el número 5° del artículo 90, entre el vocablo “edad” y la coma que le sigue, la expresión “o para la tenencia de animales”.

3) Agrégase al artículo 291 bis, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:

“Si como resultado de una acción u omisión se causare al animal daño, la pena será presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, además de la accesoria de inhabilidad absoluta perpetua para la tenencia de cualquier tipo de animales.

Si como resultado de las referidas acción u omisión se causaren lesiones que menoscaben gravemente la integridad física o provocaren la muerte del animal se impondrá la pena de presidio menor en su grado medio y multa de veinte a treinta unidades tributarias mensuales, además de la accesoria de inhabilidad absoluta perpetua para la tenencia de animales.

4) Intercálase el siguiente artículo 291 ter:

“Artículo 291 ter.- Para los efectos del artículo anterior se entenderá por acto de maltrato o crueldad con animales toda acción u omisión, ocasional o reiterada, que injustificadamente causare daño, dolor o sufrimiento al animal.”.

5) Agrégase, en el número 18 del artículo 494, el siguiente párrafo segundo:

“Para estos efectos, se comprenderán como feroces los animales potencialmente peligrosos.”.

Artículo 37.- Intercálase, en el artículo 13 de la ley N° 20.380, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“Sin perjuicio de lo anterior, en las infracciones de los artículos 5º y 11 podrá imponerse la clausura temporal, hasta por tres meses, o la clausura definitiva del establecimiento, aplicándose el procedimiento señalado en el inciso anterior.”.

Artículo 38.- La Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior y Seguridad Pública incorporará en sus protocolos de rescate instrucciones dirigidas a rescatar mascotas o animales de compañía, y realizará campañas preventivas para educar a la población en el manejo de mascotas o animales de compañía en situaciones de catástrofe.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante el primer año presupuestario de su vigencia se financiará con cargo a la Partida 05 Ministerio del Interior y Seguridad Pública y, en lo que faltase, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes, se financiará con cargo a los recursos que se establezcan en las respectivas leyes de presupuestos del sector público.

Artículo segundo.- Los reglamentos contemplados en la presente ley deberán ser dictados dentro del plazo de ciento ochenta días, contado desde su publicación.

No obstante el plazo para la dictación de los reglamentos señalados en el inciso anterior, la obligación que establece el artículo 35 de esta ley entrará en vigencia en el plazo de un año desde su publicación.

Artículo tercero.- Los registros señalados en el artículo 15 deberán estar disponibles para su utilización por los usuarios en el plazo de noventa días, contados desde la fecha de publicación de los reglamentos respectivos.

Las personas naturales y jurídicas que deban inscribirse en ellos deberán hacerlo en el plazo de ciento ochenta días, contado desde la fecha en que los registros se encuentren disponibles para su utilización.

Artículo cuarto.- Las municipalidades, dentro del plazo máximo de siete meses contado desde la publicación de esta ley, deberán dictar la ordenanza contemplada en el artículo 7°.
Aquellas municipalidades que a la fecha de publicación de esta ley ya hubieren dictado ordenanzas referidas a esta materia deberán adaptarlas a ésta, dentro del mismo plazo contemplado en el inciso anterior.”.
- - - - - - - - -

Acordado en sesiones celebradas con fecha 10 de marzo, 06, 07 y 08 de abril de 2015; 11 de octubre de 2016, y 24 y 25 de enero de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señor Guido Girardi Lavín (Presidente), señoras Carolina Goic Boroevic y Jacqueline Van Rysselberghe Herrera y señores Francisco Chahuán Chahuán y Fulvio Rossi Ciocca, y los Honorables Diputados señoras Cristina Girardi Lavín (Marco Antonio Núñez Lozano) y Marisol Turres Figueroa y señores Manuel Monsalve Benavides (Maya Fernández Allende), Diego Paulsen Kehr y Víctor Torres Jeldes (Patricio Vallespín López).

Valparaíso, a 21 de marzo de 2017.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras, Secretario de la Comisión Mixta.

NOTAS:

1) “Art. 2327. El daño causado por un animal fiero, de que no se reporta utilidad para la guarda o servicio de un predio, será siempre imputable al que lo tenga, y si alegare que no le fue posible evitar el daño, no será oído”.

2) Ver nota 1.

3) De la Fianza.

4) Ley N° 19.473.

5) Ley N° 19.620, artículo 1°.

6) Ley sobre protección de animales.

7) Aerosol: suspensión de partículas sólidas o líquidas en el aire u otro gas.

Fuente: http://es.thefreedictionary.com/aerosol. 

8) Que sanciona con multa la falta que comete el dueño de animales feroces que en lugar accesible al público los dejare sueltos o en disposición de causar mal.

9) Ver Nota 8

10) Ver Nota 6

11) Ver página 59
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR NAVARRO, SEÑORA LILY PÉREZ Y SEÑOR QUINTANA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY PARA MODIFICAR EL ARTÍCULO 390 DEL CÓDIGO PENAL, AMPLIANDO EL TIPO DEL PARRICIDIO A LAS RELACIONES DE PAREJA SIN CONVIVENCIA

(11.164-07)

I.- Antecedentes:
1.- En el lenguaje coloquial chileno a las relaciones de pareja sin convivencia se les denomina “pololeo” y el acto de relacionarse de esta manera recibe el nombre de “pololear” que al respecto el Diccionario de la Lengua Española lo define como “Mantener relaciones amorosas de cierto nivel de formalidad.”
2.- El pololeo, como relación amorosa, es una de las etapas más bellas de la adolescencia y juventud, en donde dos personas deciden conocerse, enamorarse, aprender uno del otro, realizar actividades conjuntas, proyectarse, ilusionarse, además de permitir experimentar la vida en pareja como paso previo a una convivencia en común o matrimonial. Una experiencia magnifica por donde se le mire que, por cierto, puede vivirse en otras etapas de la vida de mayor madurez. 
3.- Pero, este tipo de relaciones amorosas, no están ajenas a los actos que importan violencia o maltrato lo que es inaceptable bajo todo orden de cosas. El pololeo que debiera estar exento de este tipo de situaciones ha pasado a constituir en algunos casos la antesala de la violencia doméstica o intrafamiliar. 1Los adolescentes que abusan de sus pololos/as, hacen exactamente lo mismo que los adultos que abusan de sus parejas, por lo que la violencia en la pareja adolescente tiene consecuencias tan graves como la violencia doméstica entre los adultos. En este sentido existen relaciones de pareja insanas, nocivas, basadas en malos tratos, tanto físicos, psicológicos y sexuales que se apoderan de la pareja y llevan la relación a consecuencias ulteriores perniciosas. Factores como los celos en extremo, el control sobre el otro al punto de la manipulación, la desconfianza, peleas violentas, descalificación, entre otros, son señales a las que se debe poner atención y saber advertir en el pololeo, a fin de erradicarlas tempranamente y evitar reproducirlas en relaciones futuras. 
4.- De acuerdo con el estudio2 “Violencia en el “Pololeo” en Adolescentes Talquinos” “(…) La violencia en las relaciones afectivas es un problema prioritario en el desarrollo del ser humano, dados los efectos negativos, como estrés, aislamiento, baja en autoestima, lesiones corporales de diversa índole y en casos extremos, homicidios, secuestros y violaciones.” Y, en donde la violencia en la relación romántica se define, según “(…) (Sugarman & Hotaling, 1989) como la “perpetración o amenaza de un acto de violencia por parte de por lo menos un miembro de la pareja no casada sobre el otro miembro, en el contexto de una relación romántica o el cortejo. Esta violencia comprende cualquier forma de asalto sexual, violencia física y/o abuso verbal o emocional”.
5.- En el último estudio del Instituto Nacional de la Juventud (INJUV) en relación con la Violencia en el Pololeo, se establece que 3“(…) el 51% de los jóvenes entre los 15 y 29 años a los que se les aplicó la encuesta conocen de cerca casos de violencia, considerando que las principales causas son los celos (49%), seguido por el machismo en la sociedad chilena (40%) y el uso del alcohol y drogas (37%).” Y, 4“(…) gran parte de los encuestados reconoce con facilidad las acciones de violencia en la pareja, como darse golpes (99%), empujarse y arrojar objetos (95%), tener sexo cuando la otra persona no lo desea (92%), revisar el celular de la pareja a escondidas (86%) y realizar amenazas o chantaje emocional (83%) entre otras acciones.” Asimismo, 5“Un 78% está de acuerdo con que si una persona ve episodios de violencia entre sus padres, es muy probable que ejerza violencia en sus relaciones de pareja.” En este sentido, 6“El Director Nacional de INJUV, Nicolás Farfán dijo que “durante el último tiempo en nuestro país hemos sido testigos de muchos casos de violencia dentro del pololeo, que incluso han dejado víctimas fatales y que pudieron ser evitadas. Es por esto que lanzamos la campaña #NoMásViolencia, la cual hace un llamado a denunciar estos hechos, ya que el estudio revela que solo un 23% de los jóvenes realizaría una denuncia a Carabineros en el caso de sufrir este tipo de episodios”.
6.- La violencia en el pololeo no se encuentra amparada por la Ley Nº 20.066 sobre Violencia Intrafamiliar. 7Su marco legal se restringió a las parejas que eran o habían sido convivientes o tenían un hijo en común, dejándose fuera en ese momento la figura de violencia dentro del pololeo. 8Mariana Madariaga, directora de la ONG “Pareja sin Violencia” en entrevista al “Mostrador” explica que "El problema de la ley fue tipificar la definición de qué es el pololeo. En la discusión, el pololeo no fue considerado como una relación formal, si no algo de carácter esporádico, que no implicaba convivencia, por lo tanto no califica dentro de la ley de violencia intrafamiliar, que es la que sí aplica las penas y donde existe la figura del femicidio” continúa “Al ser relaciones consideradas como informales, porque son parejas que podrían separarse en cualquier momento, ha faltado la voluntad de entender que éste es un problema complejo porque es la base de la violencia intrafamiliar", agregando que "Hay estudios internacionales que demuestran que muchas de las mujeres que terminan siendo víctimas de femicidio partieron con pololeos violentos”.
7.- Bajo este contexto legal, actualmente vigente, el caso de Antonia Garros de 23 años de edad de la comuna de Concepción, que cayó desde un piso 13 en medio de una discusión con su ex pareja, trajo una vez más al debate público la violencia en el pololeo y por qué las actuales leyes e institucionalidad no la protegieron. Lo anterior, no obstante, que la joven había denunciado constantes maltratos físicos y psicológicos dentro de su pololeo, aunque la normativa vigente no lo sancione. Su familia está a la espera de los resultados de la investigación que determine si la muerte de su hija fue producto de un suicidio o un femicidio.
8.- En ese orden de ideas, 9“Una de (las) manifestaciones más extremas (de la violencia contra las mujeres) es el femicidio, donde los (…) estereotipos, patrones y roles de género son en definitiva la causa y justificación del asesinato de mujeres; y/o de sus hijos/as o seres queridos/as como una manera de aumentar la ofensa o agresión; u otras personas cercanas a la mujer por encontrarse en el momento y lugar, y que también resultan asesinadas o lesionadas. Así mismo, el Femicidio tiene efectos en las redes familiares, afectivas y comunitarias de la mujer.”
10 “La muerte violenta de las mujeres por razones de género en Chile, tipificado como Femicidio, constituye la forma más extrema de violencia contra las mujeres ejercida como una forma de dominación y control sobre los cuerpos: El femicidio representa el extremo de un continuum de terror anti-femenino que incluye una amplia variedad de abusos verbales y físicos, tales como violación, tortura, esclavitud sexual (particularmente por prostitución), abuso sexual infantil incestuoso o extra-familiar, golpizas físicas y emocionales, acoso sexual (por teléfono, en las calles, en la oficina, y en el aula), mutilación genital (clitoridectomías, escisión, infibulaciones), operaciones ginecológicas innecesarias (histerectomías gratuitas), heterosexualidad forzada, esterilización forzada, maternidad forzada (por la criminalización de la contracepción y del aborto), psicocirugía, negación de comida para mujeres en algunas culturas, cirugía plástica, y otras mutilaciones en nombre del embellecimiento. Siempre que estas formas de terrorismo resultan en muerte, ellas se transforman en femicidios.”
11 “Los femicidios, constituyen una violación constante y sistemática de los derechos humanos y los derechos de las mujeres, toda vez que constituyen un incumplimiento de la debida diligencia y las obligaciones internacionales adquiridas por los Estados mediante la firma y ratificación de los instrumentos que protegen los derechos humanos y los derechos de las mujeres (…)”.
9.- Al 07 de marzo de 2017, en Chile se registran 6 femicidios consumados y 19 femicidios frustrados.12
10.- Mediante la Ley Nº 20.840, publicada en el Diario Oficial el 18 de diciembre de 2010, fue modificado el artículo 390 del Código Penal, estableciendo lo siguiente: 
13 “Art. 390. El que, conociendo las relaciones que los ligan, mate a su padre, madre o hijo, a cualquier otro de sus ascendientes o descendientes o a quien es o ha sido su cónyuge o su conviviente, será castigado, como parricida, con la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado.
Si la víctima del delito descrito en el inciso precedente es o ha sido la cónyuge o la conviviente de su autor, el delito tendrá el nombre de femicidio.” (El destacado es nuestro).
De esta forma se tipifica el delito de Femicidio en Chile.
14 “Esta tipificación del delito de Femicidio, se enmarca dentro del marco jurídico internacional al cual Chile ha adscrito, con la finalidad de combatir la Violencia Contra la Mujer. El 10 de diciembre de 1989 Chile ratifica La Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW) con la cual el Estado se compromete a tomar medidas concretas y efectivas para suprimir cualquier manifestación de discriminación contra las mujeres, entendiendo que la VCM es una forma de discriminación. Posteriormente, el 15 de diciembre de 1996 entró en vigencia para nuestro país Convención Interamericana Para Prevenir, Sancionar y Erradicar La Violencia Contra La Mujer "Convención De Belém Do Para", con la cual los Estado partes, afirman que la violencia contra la mujer constituye una violación de los derechos humanos y las libertades fundamentales y limita total o parcialmente a la mujer el reconocimiento, goce y ejercicio de tales derechos y libertades.”
15 “No obstante, el Circuito de Femicidio16 ha consensuado para su activación y coordinación un concepto operativo de Femicidio más amplio que el tipo penal, entendiendo por tal: “Asesinatos de mujeres por sus actuales o ex parejas. Es decir, cónyuges, ex cónyuges, convivientes, ex convivientes, pololos y ex pololos, u otra relación de intimidad sexual”. (El destacado es nuestro).
11.- La presente propuesta legislativa busca, por una parte, ampliar la cobertura del delito de parricidio, en cuanto a sus sujetos pasivos, a aquellas personas que resulten ser víctimas de sus agresores dentro de relaciones de pareja sin convivencia como lo es el “pololeo”, teniendo en cuenta que a partir de la modificación introducida al artículo 390 del Código Penal, a través de la Ley Nº 20.066 que significó una importante modificación al tipo de parricidio, se integró al conviviente como posible sujeto, amén de eliminar la trasnochada distinción entre hijos legítimos e ilegítimos. Y  fue mediante la Ley Nº 20.480, que se incluyeron nuevas hipótesis de parricidio y una tipificación expresa del femicidio en Chile, dejando de considerar al parricidio sólo respecto de las relaciones de parentesco y vínculo matrimonial. Asimismo, por otra parte, se persigue modificar el concepto de Femicidio, ya que, a pesar de la declaración simbólica estampada en el inciso segundo del artículo 390 del Código Penal, en propiedad, la nueva figura no responde a lo que corrientemente se entiende por femicidio. Por lo mismo, se amplía el círculo de sujetos pasivos a la mujer que sea o haya sido pareja del hechor que debe ser efectivamente un varón, estableciéndose la exigencia expresa de que la muerte sea perpetrada en razón de la relación o vínculo existente entre ambos.
Es por estas razones aquí expuestas que se viene en sugerir el siguiente:
PROYECTO DE LEY QUE TIPIFICA Y SANCIONA COMO PARRICIDIO LA MUERTE DE UNA PERSONA DENTRO DE UNA RELACIÓN DE PAREJA SIN CONVIVENCIA Y MODIFICA EL CONCEPTO DE FEMICIDIO.
ARTÍCULO ÚNICO: Modificase el artículo 390 del Código Penal en el siguiente sentido:
1.- Reemplázase en el inciso primero la frase “su cónyuge o su conviviente,” por la oración “su cónyuge, su conviviente o su pareja,”.
2.- Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: “Si el delito descrito en el inciso precedente es cometido por el varón respecto de la mujer que es o ha sido su cónyuge, conviviente o pareja, el delito tendrá el nombre de femicidio.”
 (Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Jaime  Quintana Leal, Senador.
NOTAS:

1. Violencia en el “Pololeo” en Adolescentes Talquinos, Centro de Estudios de Opinión Ciudadana, Facultad de Ciencias Empresariales, Universidad de Talca, Mayo 2008

2. Ibídem 1

3. Fuente: http://www.elmostrador.cl/braga/2017/02/22/encuesta-injuv-de-violencia-en-el-pololeo-la-otra-prueba-de-amor-propio/ (Consultado: 08 de marzo de 2017).

4 Ibídem 3

5 Fuente: http://www.elmostrador.cl/braga/2017/02/22/un-51-de-los-jovenes-senala-conocer-a-victimas-de-violencia-en-el-pololeo/ (Consultado: 08 de marzo de 2017

6. Ibídem 5

7. Fuente: http://www.elmostrador.cl/braga/2017/02/14/ley-de-violencia-intrafamiliar-las-razones-de-por-que-se-dejo-fuera-el-pololeo/ (Consultado: 09 de marzo de 2017).

8. Ibídem 7

9. Circuito intersectorial de Femicidio, Informe anual 2014, SERNAM; Programa Apoyo a Víctimas- Subsecretaría de Prevención del Delito; SENAME; Carabineros de Chile. Pág. 4 (Disponible en: http://www.minmujeryeg.gob.cl/wp-content/uploads/2015/11/Circuito_intersectorial_de_Femicidio_Informe_2014.pdf). 

10. ibídem 9. Págs. 11-12.

11. Ibídem 10. Págs. 12.

12. Fuente: http://www.minmujeryeg.gob.cl/sernameg/programas/violencia-contra-las-mujeres/femicidios/ (Consultado: 09 de marzo de 2017).

13. Fuente: https://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1984 (Consultado: 09 de marzo de 2017).

14. Ibídem 9. Pág. 13.

15. Ibídem 14.

16. (…) el año 2009 se formula un convenio entre diferentes sectores llamados en la respuesta ante el femicidio, el que se materializa a través del “Protocolo Intersectorial de Atención a Victimas de Femicidio”, que comienza a implementarse en el mes de septiembre de ese año y da lugar a la constitución del “Circuito de Femicidio”. El Circuito, como se indicó́, en un primer momento se plantea dar una respuesta de atención a las víctimas de femicidios consumados. Sin embargo, ante la complejidad de la violencia extrema y la gestión de respuesta oportuna se ha ido perfeccionando e incorporando la respuesta a los femicidios frustrados; y otros objetivos como la generación conjunta de información sobre el problema
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES TUMA, DE URRESTI, HARBOE, LAGOS Y MATTA, CON LA QUE PROPONEN UN PROYECTO DE LEY EN MATERIA DE PREVENCIÓN DE INCENDIOS Y RECUPERACIÓN DE BOSQUES POR PARTE DE LAS EMPRESAS FORESTALES

(11.165-01)

Incendios e Industria Forestal

Chile es un país forestal, y esta es una característica que presenta una serie de desafíos y riesgos asociados a los incendios forestales. El país posee una superficie aproximada de 16,7 millones de hectáreas de bosques, de las cuales aproximadamente un 81,6% corresponde a formaciones nativas (13,6 millones) y el restante 18,4% a plantaciones, bosques mixtos y áreas de protección (3,07 millones), de acuerdo al Catastro Nacional de Bosque Nativo, actualizado a 2011 (CONAF, 2011).

Así resume, el ingeniero forestal Miguel Castillo, la situación a que se está, de forma lamentable, acostumbrando Chile.

"Chile es un país permanentemente afectado por incendios forestales. La presencia de un ecosistema de tipo mediterráneo, asociado a una marcada estacionalidad y la incidencia del factor humano, otorgan las condiciones necesarias para el inicio y propagación del fuego, y que en los últimos años ha ocasionado cuantiosos daños materiales, incluso la muerte de personas."

Chile es un país de incendios forestales. Estos incendios generan un impacto ambiental, social y económico negativo (CONAF, 2000). El número de incendios y la superficie dañada se ha ido incrementando exponencialmente con el tiempo.

[image: image9.jpg][ Ocurrencia Nacional Historica
1964-2016 Area de grifico |
9.000
8.000 S
| 8 7000
-
£ so00 x |Vl
= 4.000 4
< 3000 258
2.000 ‘N
1.000
0
TEBRAIRRNRIIIBSIIFITIE&ERS YT 8B®8IINITY
Temporada

Fuente: CONAF, Resumen Nacional Ocurrencia (N@imero) y Dafio (Superficie Afectada) por
Incendios Forestales 1964 - 2015




[image: image10.jpg]Daiio Nacional Histérico
1964-2016

Arés del orifies

140.000
120.000
100.000

80.000

Hectéreas

Temporada

Fuente: CONAF, Resumen Nacional Ocurrencia (Ntmero) y Dafio (Superficie Afectada) por
Incendios Forestales 1964 - 2015




[image: image11.jpg]120,000

100,000

80,000

{ey) epepag spyidng

€0,000

20,000

Numero y alcance de incendios forestales en Chile 1953-2012

—— Numero de incendios
e Superficie afectada (ha)

B s
o
8
=4

5.000
4,000
3,000

SOIpUDUL 3p 0IWNN

2,000

zT0Z - 1102
800Z - L00T
5002 - €002
000Z - 6661
SE6T -S66T
Z66T - T66T
8867 - L861
861 - €861
086T - 6L6T
SL6T -SL6T
2467 - TL6T
8261 - L86T
Y361 - €361

Temporada de incendios




Fuente: Castillo (2014), 29.

Los incendios forestales desde la última década van presentando características muy especiales (Peña-Fernández & Valenzuela-Palma 2008: 598):

a) Alta ocurrencia anual;

b) Alta intensidad y propagación del fuego, generando incendios incontrolables;

c) Incremento de los incendios intencionales;

d) Gran ocurrencia de focos satélites;

e) Alta frecuencia de incendios en el mismo sitio, en un periodo menor a 12 años,

f) Interfaz urbano-rural con alta ocurrencia de incendios;

g) Concentración de los incendios forestales desde la VII a la IX Región; y

h) Gran impacto económico, social y ambiental
La acumulación de biomasa y combustible muerto en los bosques naturales y plantaciones, sumado a un ambiente físico y social que favorecen la ocurrencia de incendios forestales da origen a fuegos de alta intensidad, que se expanden por grandes superficies de manera veloz, y difíciles de controlar.

El incremento de la ocurrencia de incendios está precisamente ligada al incremento explosivo de la superficie cubierta con plantaciones. Dicho incremento se inició principalmente a partir de 1975. Entre 1965 y 1974, se plantaba en promedio 6.000 hectáreas anuales, pero el promedió se elevó después de 1974 a las 70.000 hectáreas anuales (Lara & Veblen, 1993).

Las principales características y condiciones de las plantaciones forestales chilenas que podrían estar directa o indirectamente relacionadas con el incremento de la ocurrencia de incendios forestales son (Peña-Fernández & Valenzuela-Palma, 2008: 603):

a) Masas puras o Monocultivos;

b) Gran extensión de la superficie plantada;

c) Continuidad espacial de las plantaciones;

d) Homogeneidad de los cultivos forestales (similar composición, edad y densidad de rodales);

e) Rápido crecimiento, alta biomasa y carga de combustible muerto;

f) Alta densidad de rodales o sotobosque abundante;

g) Follaje inflamable;

h) Acumulación y lenta descomposición de los desechos forestales; y

i) Ubicación de numerosas plantaciones en la interfaz urbano-rural.

De acuerdo, a Peña-Fernández & Valenzuela-Palma,

"Las plantaciones forestales acumulan una importante carga de combustible en un periodo de 8 a 12 años que en interacción con un constante incremento de la ocurrencia de incendios, crea una alta susceptibilidad de las plantaciones a ser afectadas por fuegos catastróficos. En dichas condiciones, cualquier incendio que ocurra será de alta intensidad, originándose lo que se conoce como una tormenta de fuego, la cual crea su propio ambiente de temperatura, humedad relativa y vientos, dándole características impredecibles al comportamiento del fuego con todos los efectos que esto tiene sobre la planificación del combate. Bajo las condiciones descritas el incendio se hace incontrolable para las brigadas forestales y solo se detendrá o podrá ser controlado cuando se acabe el combustible o cuando sale del bosque y afecta pastizales o vegetación arbustiva. Por otro lado, para facilitar las faenas de plantación los desechos se arruman o se acumulan en fajas pero cuando estas áreas llegan a arder el fuego tiene una mayor intensidad y un comportamiento más errático, además, se genera una gran cantidad de focos satélites lo que pone en riesgo la vida de los combatientes y dificulta las labores de combate del fuego" (Peña-Fernández & Valenzuela-Palma 2008: 604).

En Chile, hay una grave afectación en las aguas provocada por las plantaciones exóticas de monocultivos. Los acuíferos subterráneos y superficiales son afectados por la interceptación de aguas que hacen las plantaciones forestales (Soto-Schönherr & Iroumé, 2016; Iroumé & Palacios 2013).

Forestry Stewardship Council, en sus estándares para la certificación de plantaciones forestales de gran escala, establece en su principio 6:

"PRINCIPIO 6: IMPACTO AMBIENTAL:
Todo manejo forestal deberá conservar la diversidad biológica y sus valores asociados, los recursos de agua, los suelos, y los ecosistemas frágiles y únicos, además de los paisajes. Al realizar estos objetivos, las funciones ecológicas y la integridad del bosque podrán ser mantenidas." (FSC Chile 2011).

Según José Aylwin:

"Al respecto no puede dejar de señalarse la paradoja que significa que plantaciones forestales que ocupan centenares de miles de hectáreas, como las presentes en la zona afectada por los incendios, no hayan sido sometidas a evaluación de impacto ambiental a la fecha. Ello al amparo de una legislación ambiental, y su reglamentación, que solo somete a esta evaluación proyectos de desarrollo forestal definidos como de "dimensiones industriales", que en esta parte del país requieren de una superficie superior a las 500 hectáreas.".1
Prevención de los Incendios Forestales

La prevención de incendios forestales consiste en el conjunto de medidas, normas y actividades tendientes a controlar el riesgo y peligro de incendios forestales. Los riesgos forestales son los agentes o factores que originan o provocan un incendio forestal. En Chile, el riesgo prevalente es claramente la acción humana.

Por otra parte, el peligro consiste en las condiciones existentes en una determinada área geográfica, con relación al comportamiento de un siniestro, dependiendo básicamente de factores ambientales tales como la topografía, la calidad y condición de la vegetación y del estado del tiempo atmosférico (Julio, 1996). En Chile la legislación dictada en 2013, impulsada por el gobierno del Presidente Sebastián Piñera, Ley 20.653, que aumenta las sanciones a responsables de incendios forestales, se refirió principalmente a los riesgos, estableciendo mayores castigos a los incendios intencionales. Pero, ésta Ley dejo de lado a los peligros no entrando a regular las condiciones favorables de focos de incendios que produce la industria forestal.

Para el manejo de los peligros, es básico, por ejemplo, el Manejo de los combustibles. También conocida como "Silvicultura Preventiva", esta actividad preventiva sobre los peligros de incendios, tiene como propósito controlar el peligro o la susceptibilidad de la vegetación a la ignición y propagación del fuego, a través del reordenamiento, reducción o corte de la continuidad de los materiales leñosos (Julio, 1996). Las modificaciones del combustible, alrededor y a lo largo de las áreas de alto riesgo (asentamientos humanos, vertederos, campamentos, carreteras y ferrocarriles, etc.), implica construir áreas o fajas de cortafuegos, como también, considera la sustitución de los tipos de combustible, de coníferas (inflamables) por frondosas (Mol et al. 1997). Esta modificación del combustible se ha considerado como la actividad de prevención más importante para evitar parte de los grandes incendios forestales (Mol et al., 1997).

Según Julio (1996), entre las técnicas de manejo de combustible más comunes se encuentra:

• Cortafuegos, barreras naturales o artificiales, construidos antes del incendio o en el momento de su propagación, limpias parciales o totales de vegetación, empleados con el objeto de cortar la continuidad de los combustibles y, también, para facilitar el acceso y ejecución (anclaje) de los trabajos de combate del fuego".

• Corta combustibles, corresponde a una modalidad de apoyo a los cortafuegos, instalados adyacentemente y paralelamente a ambos lados de estos, consistiendo en fajas de terreno con la vegetación parcialmente removida, con el objeto de modificar el comportamiento del fuego de un incendio que eventualmente pueda iniciar y propagarse.

• Líneas de penetración, las cuales consisten en la acción de cortar la continuidad de la vegetación en terrenos boscosos, facilitando el acceso y la ejecución de las operaciones de combate.

• Reducción de combustibles, que considera todas aquellas medidas dirigidas a eliminar total o parcialmente los materiales combustibles dispuestos en el interior del bosque, de fácil propagación en cualquiera de los estratos de continuidad.

Manejo de la Biomasa

Dentro del manejo de los combustibles, uno de los elementos cruciales es el manejo de la Biomasa Forestal. La biomasa forestal son los residuos vegetales procedentes de restos de corta de especies comerciales o no comerciales, o bien procedente de residuos de las industrias forestales.

La mayor parte de los incendios serían evitables mediante un plan para la limpieza de las biomasas forestales. La retirada de la biomasa forestal permite reducir el riesgo de incendios en un 70% y, en caso de que se declaren, una extinción de los mismos rápida y eficaz, así como una mejor recuperación del bosque. Un terreno forestal bien gestionado puede sufrir incendios, pero éstos serán más fáciles de controlar cuando hay una gestión adecuada de la biomasa, ya que se reduce la velocidad de propagación del fuego.

La limpieza de los terrenos forestales es, además, una fuente inigualable de creación de empleo y de energía renovable. El mantenimiento y limpieza de una hectárea forestal requiere aproximadamente seis jornadas de trabajo, contando con las labores de clareados, podas y entresacas, desembosque astillado y transporte. De este modo, la limpieza de una superficie forestal de 100.000 hectáreas podría generar cerca de 900 puestos de trabajo en entornos rurales, que serían remunerados mediante los ingresos derivados del aprovechamiento energético o productivo de la biomasa forestal.

Marco Normativo para la Prevención de Peligros de Incendios en Chile

Las principales disposiciones existentes en Chile para la implementación de la prevención de incendios son:

- Decreto N° 4363/1931 (texto que aprueba la Ley de Bosques), Ministerio de Tierras y Colonización, cuyo art. 22 establece penalidades a quienes causen incendios forestales, y la Ley N° 20.653, del 2013, que modificó al Art, 22 de la Ley de  Bosques. CONAF se coordina con Investigaciones y Carabineros de Chile para proveerles de la información que requieran con el fin de apoyar la labor que éstos últimos realizan.

- Decreto Supremo 276/1980, Ministerio de Agricultura, para evitar que se produzcan incendios forestales establece que el uso del fuego, para eliminar desechos vegetales en terrenos agrícolas y forestales, sólo se realizará en forma de quema controlada, es decir, circunscribiendo al fuego a un área previamente delimitada y aplicando normas técnicas de preparación de la vegetación y de encendido del fuego con el fin de mantenerlo bajo control. Ver más detalles de la labor que realiza CONAF en el tema quemas controladas.

- Decreto Supremo 100/1990, Ministerio de Agricultura, que prohíbe el empleo del fuego para destruir vegetación en invierno en la Región Metropolitana y en la Prov. de Cachapoal de la Región de O’Higgins. CONAF, en ambas Regiones, desarrolla una importante labor de fiscalización preventiva, con el fin de contribuir al cumplimiento de esta norma.

- D.F.L. 850/1997, Ministerio de Obras Públicas, que, entre otras acciones, establece la necesidad y responsabilidad de mantención de la faja fiscal de caminos públicos. Al analizar la distribución espacial de los incendios forestales es fácil observar que se localizan en un porcentaje importante en torno a la red vial. Por tanto, es prioritario donde existe riesgo de incendios forestales eliminar la vegetación combustible de la faja contigua al camino, para reducir la probabilidad de ocurrencia de un incendio, si existe una conducta que lo inicie. Si se inicia un incendio, la carencia de combustible hará que la propagación del fuego sea la mínima. En esta materia, CONAF y el Ministerio de Obras Públicas trabajan en forma coordinada.

- D.F.L. 4/2006, Ministerio de Economía. Existe un número importante de incendios forestales que se originan a partir de tendidos eléctricos, siendo necesario mantener en buen estado las fajas de seguridad para prevenir incendios. CONAF, en varias regiones, está trabajando en forma coordinada con la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y con las empresas eléctricas. 

Como se ve este marco normativo, faltan compromisos vinculantes básicos de la industria forestal para cumplir con su necesaria actividad en la prevención de los peligros de incendios forestales.
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Por las razones expuestas anteriormente, se propone el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo 1. Deberes de prevención y colaboración a extinción de incendios 

Los propietarios y titulares de derechos reales o personales de uso y disfrute de terrenos o explotaciones forestales deberán colaborar de forma activa en la ejecución de las actuaciones de prevención y lucha contra los incendios forestales, y en particular adoptar las medidas que les correspondan para la prevención de los incendios forestales, manteniendo el terreno forestal y las instalaciones propias de su explotación en condiciones que contribuyan a evitar la producción y propagación de aquéllos y colaborar en las tareas de extinción de incendios.

Lo anterior comprenderá, entre otras actividades, la recepción y facilitación de las inspecciones de los organismos competentes para la prevención y extinción de incendios forestales, así como la entrega de toda la información que sea requerida para la prevención y extinción de incendios.

Artículo 2. Planes de prevención de incendios forestales

Los propietarios y titulares de derechos reales o personales de uso y disfrute de terrenos o explotaciones forestales que deban elaborar planes de forestación reforestación o manejo forestal, de acuerdo al artículo 14 del Decreto Ley 701 y al artículo 5 de la Ley N 20.283, y cuyos terrenos de uso forestal superen los diez mil metros cuadrados, localizándose a menos de dos mil metros de distancia de centros poblados emplazados en zonas urbanas o rurales, deberán contar con un Plan de Prevención de Incendios Forestales.

También deberán contar con un Plan de Prevención de Incendios Forestales, propietarios y titulares de derechos reales o personales de uso y disfrute de terrenos o explotaciones forestales que deban elaborar planes de forestación reforestación o manejo forestal, de acuerdo al artículo 14 del Decreto Ley 701 y al artículo 5 de la Ley N 20.283, y cuyos terrenos de uso forestal superen los cien mil metros cuadrados, emplazados a mayor distancia de los centros poblados a que se refiere el inciso anterior.

En el caso que propietarios y titulares de derechos reales o personales de uso y disfrute de terrenos o explotaciones forestales vendan más del cincuenta por ciento de su producción de manera regular a una empresa forestal, la obligación a que se refieren los incisos anteriores recaerá en dicha empresa.

Dichos planes de prevención deberán incluir las características y distribución de la vegetación, el riesgo de incendios, la situación del terreno respecto a la prevención y las actuaciones previstas en relación a tratamientos silvícolas preventivos de incendios, la apertura y mantenimiento de cortafuegos y construcción de infraestructuras de apoyo, así como otras medidas para evitar los incendios o minimizar sus efectos, dependiendo de los riesgos presentes en el terreno. Asimismo, permitirán la realización en sus terrenos de aquellas infraestructuras necesarias, tales como vías de servicio, depósito o reserva de aguas, apertura y mantención de caminos y zonas de llegada de bomberos o brigadas de extinción del fuego y sus máquinas u otras análogas, y medidas de gestión de la biomasa en los términos del artículo siguiente.

Los propietarios y titulares de derechos reales o personales de uso y disfrute de terrenos o explotaciones forestales colindantes podrán agruparse para la elaboración de Planes de Prevención de Incendios Forestales de forma conjunta. 

Los planes de prevención serán enviados a CONAF, para su aprobación. Una vez aprobados serán accesibles públicamente en la página web de dicho servicio.

Los obligados a elaborar los Planes de Prevención de Incendios Forestales, deberán implementar las actuaciones y trabajos previstos en los correspondientes instrumentos de gestión preventiva y acreditar, en las condiciones que establezca CONAF, el grado de ejecución de dichas actuaciones.

Artículo 3. Gestión preventiva de la biomasa

Será una obligación para los propietarios y titulares de derechos reales o personales de uso y disfrute de terrenos o explotaciones forestales, gestionar de manera adecuada, la biomasa vegetal en una franja de 50 metros perimetral al suelo urbano, de un centro poblado rural delimitado, así como alrededor de edificaciones, viviendas aisladas y urbanizaciones, depósitos de basura, parques e instalaciones industriales, ubicadas a menos de 400 metros del terreno forestal.
Para la gestión de la biomasa se dispondrá de una servidumbre de paso forzosa para acceder a la franja señalada en el inciso primero. Este acceso se hará durante el tiempo estrictamente necesario para el cometido de gestión de la biomasa, y por el punto menos perjudicial o incómodo para los terrenos gravados y, de ser compatible, por el más conveniente para el beneficiario de la servidumbre.

Los criterios gestión adecuada de la biomasa, serán determinados por la autoridad en materia forestal.

Artículo 4. Plan de mitigación del impacto en los acuíferos superficiales y subterráneos

Los obligados a elaborar los Planes de Prevención de Incendios Forestales e implementar sus medidas, deberán también presentar a CONAF un Plan de Determinación y Mitigación de los Impactos de las actividades forestales del terreno correspondiente en los acuíferos superficiales y subterráneos vinculados a él. 

El Plan de Determinación y Mitigación referido deberá establecer la disponibilidad y aptitud de acuíferos superficiales y subterráneos, establecer el volumen estimado de uso de los recursos durante el período que cubre el plan, implementar medidas de ahorro y uso eficiente del agua, medidas de reducción de los aportes de contaminación puntual y difusa; formas de control y monitoreo de dichas medidas.

Cuando el sujeto obligado acredite la existencia del referido Plan de Determinación y Mitigación, dentro de un Estudio de Impacto Ambiental, se dará por cumplida esta obligación, con la remisión a CONAF de la parte respectiva a los acuíferos superficiales y subterráneos.

La obligación establecida en este artículo existirá aun cuando la actividad forestal específica no esté sometida a la obligación de Estudio de Impacto Ambiental o dentro de éste no se hayan evaluado los impactos y/o establecido las medidas respectivas de mitigación.

Artículo 5. Obligación de recuperación

Los sujetos obligados a elaborar los Planes de Prevención de Incendios Forestales e implementar sus medidas, deberán adoptarán las medidas y realizarán las actuaciones de reparación o restauración que, en su caso, resulten necesarias para la recuperación de las áreas que resultaren incendiadas en los predios que ocuparen, sin perjuicio de la exigencia de las responsabilidades que correspondan a los causantes del incendio.

Para los efectos del inciso anterior, aquellos obligados a las acciones de recuperación elaborarán, en el plazo que CONAF determine, un Plan de Restauración en el que se evalúe la situación de los terrenos incendiados tanto desde el punto de vista de la producción forestal como de la conservación de la flora, la fauna, el suelo y los ecosistemas, y se propongan las actuaciones o medidas destinadas a la restauración o regeneración de los terrenos, incluyéndose obligadamente la prohibición del pastoreo durante al menos cinco años y, en todo caso, mientras existan especies forestales susceptibles de ser dañadas por tal actividad.".
(Fdo.): Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Manuel Antonio Matta Aragay, Senador.

Nota: 

1) http://www.elmostrador.cl/noticias/opinion/2017/02/07/incendios-y-modelo-forestal-una-estrecha-relacion/
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR IGNACIO WALKER, SEÑORAS GOIC, LILY PÉREZ, VAN RYSSELBERGHE Y VON BAER, Y SEÑORES ARAYA, BIANCHI, DE URRESTI, ESPINA, GARCÍA, GARCÍA-HUIDOBRO, HARBOE, HORVATH, MATTA, OSSANDÓN, PÉREZ VARELA, PIZARRO, PROKURICA, QUINTEROS, PATRICIO WALKER, Y ZALDÍVAR, POR MEDIO DEL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE, SI LO TIENE A BIEN, SE SIRVA EXPRESAR EL APOYO DE CHILE A LA PROPUESTA DEL SECRETARIO GENERAL DE LA OEA, PARA SUSPENDER LA PARTICIPACIÓN DE REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA EN ESTE ORGANISMO INTERNACIONAL SI EN UN PLAZO DETERMINADO NO SE CONVOCA A ELECCIONES LIBRES, INFORMADAS Y DEMOCRÁTICAS

(S 1.922-12)

CONSIDERANDO:
1.- La propuesta del Secretario General de la OEA, Luis Almagro, de suspender a Venezuela del Organismo Regional, si el gobierno del presidente Nicolás Maduro no convoca a elecciones libres, informadas y democráticas, en un plazo de 30 días.
2.- La vulneración de la Constitución por el propio gobierno venezolano con la suspensión del referéndum revocatorio y la elecciones para gobernadores en 2016, el encarcelamiento de más de 100 opositores políticos, la anulación de leyes aprobadas  por el Parlamento, la intervención gubernamental del Poder Judicial, Ministerio Público, y el Consejo Nacional Electoral co-optados por el gobierno.
3.- La constatación del deterioro institucional y la agudización de una grave situación económica y alimentaria que vive el país que puede conducir a una crisis humanitaria,  y el fracaso de las diversas instancias de diálogo que se han llevado a cabo por UNASUR y la Santa Sede, la suspensión por parte del MERCOSUR de la membresía de Venezuela por incumplimiento de la cláusula democrática.
4.- La urgencia en la búsqueda de una solución pacífica e institucional, vía elecciones anticipadas, a fin de evitar mayores niveles de confrontación,

5.- La necesidad de recuperar los principios del Sistema Interamericano, restaurar la democracia y preservar los Derechos Humanos conculcados,

6.- La aplicación de los artículos 20 y 21 de la Carta Democrática Interamericana frente a la configuración objetiva de “una grave alteración del orden institucional y el quebrantamiento del orden democrático” en Venezuela.

En conformidad a lo precedentemente expuesto,

El Senado de la República acuerda respaldar la petición del secretario general de la OEA y solicitar a SE la Presidenta de la República, Michelle Bachelet, tenga a bien expresar el apoyo de Chile a la propuesta del secretario general para, en aplicación de los artículos 20 y 21, suspender la participación de Venezuela en la OEA si en un plazo no superior a 30 días el gobierno de Venezuela no convoca a elecciones libres e informadas.
(Fdo.): Ignacio Walker Prieto, Senador.- Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Jacqueline van Rysselberghe Herrera, Senadora.- Ena von Baer Jahn, Senadora.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Manuel Antonio Matta Aragay, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORAS MUÑOZ Y VAN RYSSELBERGHE Y SEÑORES ARAYA, BIANCHI, CHAHUÁN, DE URRESTI, GARCÍA-HUIDOBRO, GIRARDI, GUILLIER, HARBOE, HORVATH, LAGOS, MATTA, MONTES, OSSANDÓN, QUINTANA, QUINTEROS, ROSSI Y TUMA, POR MEDIO DEL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE, SI LO TIENE A BIEN, HACIENDO USO DE SUS FACULTADES, RECHACE EL PRONUNCIAMIENTO DEL CONSEJO DE MINISTROS PARA LA SUSTENTABILIDAD, RESPECTO DE LA REVISIÓN DE LA NORMA PRIMARIA DE DIÓXIDO DE AZUFRE

(S 1.923-12)

1.- Que las normas primarias son instrumentos ambientales, que fijan los valores de las concentraciones y períodos, máximos o mínimos permisibles de elementos, compuestos, sustancias, derivados químicos o biológicos, energías, radiaciones, vibraciones, ruidos o combinación de ellos, cuya presencia o carencia en el ambiente pueda constituir un riesgo para la vida o la salud de la población.
2.- Que, en este sentido el fin último de este instrumento ambiental es concretar el resguardo al derecho a la vida y a la salud de las personas. Su revisión, por tanto, no puede significar en ningún caso ir en desmedro de un establecimiento progresivo hacia estándares más elevados que permitan mayor eficacia al mandato constitucional de asegurar los derechos constitucionalmente reconocidos.
3.- En este sentido, resulta alarmante que tras haberse iniciado un proceso de revisión de la norma primaria de calidad de Dióxido de Azufre por parte de la Administración del Estado, donde se identificó la ausencia de una norma que permita hacerse cargo de los efectos agudos del SO2, y se detectó la necesidad de actualizar los valores de los niveles de emergencia, según modelos usados internacionalmente, finalice con parámetros que exceden con creces los parámetros internacionales y peor aún en contra de lo señalado por la cartera sectorial mandatada por nuestro ordenamiento jurídico para velar por la salud de la población.
4.- Lo anterior se desprende al conocerse que el proyecto de Norma, fue presentado al Consejo de Ministros para la Sustentabilidad en la sesión de diciembre de 2016. En dicha oportunidad se propuso aprobar los siguientes valores, parámetros que fueron sometidos a consulta pública:
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No obstante, los valores propuestos para la norma anual y diaria, fueron objetados por el Ministerio de Minería, que solicitó su revisión, previo a la aprobación del proyecto, presentándose y aprobándose, prescindiendo de la opinión del Ministerio de Salud, órgano técnico en la materia por el Consejo de Ministros, los siguientes parámetros:
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5.- De esta manera, el proceso de revisión se realizó durante los meses de enero y febrero, con prescindencia de la cartera pública que ha de velar precisamente por la salud de las personas, configurándose una ilegalidad dentro del proceso de dictación de la norma, sumamente grave pues conculca los derechos a la  salud, al medio ambiente y a la vida de los ciudadanos.
6.- Que, los parámetros establecidos tanto en el proyecto como en la proposición final que será sometida a su consideración, sobrepasan los estándares de la Unión Europea para las concentraciones de Dióxido de Azufre, en más de el doble. Es decir que los habitantes de Chile debemos resistir, sin consecuencias para nuestra salud, el doble de SO2 en su concentración diaria para recién establecer que estamos ante presencia de contaminación. 

7.- Que esto es alarmante, si consideramos que ambas legislaciones están muy por sobre las directrices que ha establecido la OMS en esta materia, que establece en sus directrices lo siguiente:
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Sostiene este órgano internacional que los estudios indican que un porcentaje de las personas con asma experimenta cambios en la función pulmonar y síntomas respiratorios tras períodos de exposición al SO2 de tan solo 10 minutos, por lo que los efectos nocivos sobre la salud están asociados a niveles de SO2 muy inferiores a los aceptados hasta ahora protección. 

Por lo que establece la necesidad de establecer estándares de 1 hora y 10 minutos por sobre regulaciones diarias y anuales, cuyas recomendaciones han sido tomadas por Estados Unidos y la Comunidad Europea1 (OMS 2005).
8.- Que finalmente, es preciso, señalar que conforme al Artículo 23 del Decreto N° 38 del Ministerio del Medio Ambiente que reglamenta la dictación de normas de calidad ambiental y de emisión, somete a su consideración este irregular pronunciamiento.
Por las consideraciones expuestas, EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA:
Solicitar a S.E. la Presidenta de la República, ejerza la facultad establecida en el artículo 23 del Reglamento para la Dictación de normas de calidad ambiental y de emisión, Decreto 38 del Ministerio del Medio Ambiente, y rechace el pronunciamiento del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, evitando viciar el procedimiento administrativo de revisión de las normas de calidad ambiental.
(Fdo.): Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Jacqueline van Rysselberghe Herrera, Senadora.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Manuel Antonio Matta Aragay, Senador.-  Carlos Montes Cisternas, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.

Nota:

1) OMS (2005). Guías de calidad del aire de la OMS relativas al material particulado, el ozono, el dióxido de nitrógeno y el dióxido de azufre. 

http://apps.who.int/iris/bitstream/10665/69478/1/WHO_SDE_PHE_OEH_06.02_spa.pdf
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE EXTIENDE Y MODIFICA LA COTIZACIÓN EXTRAORDINARIA PARA EL SEGURO SOCIAL CONTRA RIESGOS DE ACCIDENTES DEL TRABAJO Y ENFERMEDADES PROFESIONALES, Y CREA EL FONDO QUE FINANCIARÁ EL SEGURO PARA EL ACOMPAÑAMIENTO DE LOS NIÑOS Y NIÑAS QUE INDICA

(11.161-13)

Oficio Nº 13.218
VALPARAÍSO, 22 de marzo de 2017
Con motivo del mensaje, certificado e informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que extiende y modifica la cotización extraordinaria para el seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, y crea el fondo que financiará el seguro para el acompañamiento de los niños y niñas que indica, correspondiente al boletín N° 11.161-13, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1.- Modifícase la ley N° 19.578, que concede aumento a las pensiones y establece su financiamiento por medio de modificaciones a normas tributarias, en el siguiente sentido:
1. En su artículo 21:

a) Elimínase el literal a) del punto 1 de la letra A.
b) En el literal b) del punto 1 de la letra A, reemplázase la expresión “, y” por un punto seguido, y agrégase la siguiente oración: “Dicha suma no podrá ser superior al 4% del ingreso por cotización básica del año anterior, definido en la letra a) del artículo 15 de la ley N° 16.744.”.
c) Reemplázase en el párrafo final del número 1 y en el primer párrafo del número 2, ambos de la letra B, el porcentaje “100%” por “65%”.

2. En su artículo sexto transitorio:
a) Reemplázanse en el inciso primero las expresiones “31 de marzo del año 2017” por “31 de diciembre de 2019” y “del 0,05% de” por la palabra “sobre”.

b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:
“A partir del 1 de abril de 2017, y durante los períodos que a continuación se establecen, el porcentaje de la cotización extraordinaria señalada en el inciso anterior corresponderá a:

a) Un 0,04% desde el 1 de abril y hasta el 31 de diciembre de 2017.
b) Un 0,015% desde el 1 de enero y hasta el 31 de diciembre de 2018.
c) Un 0,01% desde el 1 de enero y hasta el 31 de diciembre de 2019.”.

Artículo 2.- En el inciso segundo del artículo 88 de la ley N° 20.255, que establece reforma previsional, elimínase la expresión “del 0,05%”.
Artículo 3.- Establécese una cotización del 0,03% de las remuneraciones imponibles de los trabajadores, de cargo del empleador, destinada a la creación de un fondo cuyo objetivo será el financiamiento de un seguro para las madres y padres trabajadores de hijos e hijas mayores de 1 año y menores de 15 o 18 años de edad, según corresponda, afectados por una condición grave de salud, para que puedan ausentarse justificadamente de su trabajo durante un tiempo determinado, con la finalidad de prestarles atención, acompañamiento o cuidado personal a sus hijos e hijas. Durante dicho período las madres y padres trabajadores tendrán derecho a una prestación económica que reemplazará total o parcialmente su remuneración mensual, la que se financiará con cargo al fondo.
En el caso de los trabajadores independientes la cotización del 0,03% será de su cargo y se calculará sobre su renta imponible.

La recaudación de esta cotización se efectuará por las mutualidades de empleadores y el Instituto de Seguridad Laboral, conjuntamente con las demás cotizaciones que recaudan para el financiamiento del seguro de la ley N° 16.744.

Artículo 4.- Dentro de los sesenta días siguientes a la publicación de la presente ley, el Presidente de la República enviará al Congreso Nacional un proyecto de ley que regulará el fondo establecido en el artículo anterior, la entidad administradora, los requisitos de acceso, los beneficiarios, la extensión del permiso, las prestaciones que se otorgarán con cargo al fondo y los demás elementos necesarios para su funcionamiento.
Artículo 5.- En tanto no se apruebe la ley indicada en el artículo anterior, las mutualidades de empleadores y el Instituto de Seguridad Laboral deberán recaudar la cotización establecida en el artículo 3, mantenerla en una cuenta especial creada para este efecto y posteriormente integrar estos recursos al fondo de acuerdo a las normas que se definan en la ley con ese objeto.
Durante este período las mutualidades de empleadores deberán invertir estos recursos de conformidad a lo establecido en el punto 2, letra A, del artículo 21 de la ley N° 19.578. Por su parte, el Instituto de Seguridad Laboral deberá invertir estos recursos en los instrumentos previstos en las letras a) y b) del artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980.
La Superintendencia de Seguridad Social dictará las normas necesarias para el cumplimiento y la fiscalización de esta obligación.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- La modificación establecida en la letra a) del número 1 del artículo 1 de esta ley comenzará a regir a partir del 1 de enero de 2020.
Artículo segundo.- La cotización establecida en el artículo 3 será implementada gradualmente, de acuerdo a los porcentajes y para los períodos que se indican a continuación:
1. Un 0,01% desde el 1 de abril y hasta el 31 de diciembre de 2017.
2. Un 0,015% desde el 1 de enero y hasta el 31 de diciembre de 2018.
3. Un 0,02% desde el 1 de enero y hasta el 31 de diciembre de 2019.
4. Un 0,03% a partir del 1 de enero de 2020.”.
*****

Hago presente a V.E. que la totalidad de las normas del proyecto de ley fueron aprobadas, tanto en general como en particular, con el voto favorable de 95 diputados de un total de 118 en ejercicio, dándose cumplimiento de esta manera a lo dispuesto en el artículo 66, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

*****
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES QUE RIGEN AL SECTOR EDUCATIVO, EN MATERIA DE SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL, SISTEMA DE DESARROLLO PROFESIONAL DOCENTE Y SITUACIÓN DE BECARIOS DE POSGRADO

(11.128-04)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Educación y Cultura tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


Cabe hacer presente que dada la calificación de la urgencia de esta iniciativa de ley, ella fue discutida en general y en particular, en virtud de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 127 del Reglamento del Senado, procedimiento que se propone al señor Presidente adoptar para su discusión en Sala.

A la sesión en que la Comisión analizó este proyecto de ley asistieron las siguientes personas:

- Del Ministerio de Educación: la Subsecretaria, señora Valentina Quiroga; el Secretario Ejecutivo de la Reforma Educacional, señor Andrés Palma; los Asesores, señoras Carolina Méndez, Mónica Vásquez, Carla Rivera y Luz María Gutiérrez y el señor Alfredo Romero. 

- De la Comisión Nacional de Acreditación: el Presidente, señor Alfonso Muga.

- De la Superintendencia de Educación: el Superintendente, señor Alexis Ramírez; el Jefe de la División de Fiscalización, señor Mauricio Farías; los Asesores, señora Nelly Yáñez y señor Miguel Zárate, y la Fiscal, señora Manuela Pérez.

- De la Municipalidad de Peñalolén: la Alcaldesa, señora Carolina Leitao; la Directora de Educación, señora Mónica Luna, y el Periodista, señor Rodrigo Torres.

- De la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica: el Director de Becas, señor Daniel Portales, y la Asesora, señorita Catherine Haacke.

- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: los Asesores, señorita Constanza González y señor Vicente Aliaga.

- Del Centro de Estudios Legislativos, Administrativos, Políticos y Económicos, CELAP: la Asesora, señora Yasna Bermúdez.

- De la oficina de la Honorable Senadora señora Von Baer: el Asesor, señor Felipe Caro.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

La presente iniciativa de ley tiene por objetivo introducir modificaciones al actual sistema educacional en las siguientes materias: 


1) Retención de la subvención escolar preferencial (SEP) mensual para aquellos establecimientos que no realicen la rendición anual de cuentas y reducción de los recursos entregados por este concepto, para establecimientos educacionales que, cumpliendo con la exigencia de rendición de cuentas, no alcancen a demostrar que ejecutaron el 70% de los recursos que les fueron entregados.

2) Facilitar el cierre de las becas administradas por CONICYT y otorgar un nuevo plazo a los becarios para cumplir y acreditar el cumplimiento de sus obligaciones, al 29 de diciembre de 2017.

3) Aclarar el concepto de “docente principiante”, y precisar que la asignación de inducción se pagará a través del sostenedor; incorporar al régimen del Sistema de Desarrollo Docente el tramo “de acceso”, que hasta ahora existía sólo en transición; especificar, para los efectos de acceder a la asignación de reconocimiento por docencia, que en las escuelas o liceos cárceles existe un 60% de concentración de estudiantes prioritarios, precisándose el plazo durante el cual puede percibirla un docente inicial temprano.

4) Por último, se modifica el requisito referido a la naturaleza del título profesional exigido para acceder a las funciones de Jefe de División e Intendente de Educación Parvularia de la Superintendencia de Educación Parvularia.
Cabe consignar que para la discusión de este proyecto concurrieron, especialmente invitados a exponer sus puntos de vista, las siguientes entidades y especialistas en la materia:

Uno) Superintendente de Educación, señor  Alexis Ramírez.


Dos) Alcaldesa de la Ilustre Municipalidad de Peñalolén, señora Carolina Leitao. 

Tres) Comisión Nacional de Acreditación, señor Alfonso Muga.


Todos los documentos recibidos y los acompañados por los invitados fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Ley N° Ley N° 20.905, regulariza beneficios de estudiantes, sostenedores y trabajadores de la educación que indica y otras disposiciones. 

2.- Decreto con Fuerza de Ley N° 1, DE 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley nº 19.070 que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, y de las leyes que la complementan y modifican.


3.- Decreto con Fuerza de Ley N° 4, del Ministerio de Educación, que fija la planta de personal de la Superintendencia de Educación y regula materias señaladas en los artículos tercero, quinto y sexto transitorios de la ley N° 20.529.
B.- ANTECEDENTES DE HECHO

Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República.

Recuerda el Mensaje que da origen a esta iniciativa que el país se encuentra inmerso en una de las reformas más profundas que haya experimentado en materia educacional. Desde el nivel parvulario a la educación superior, pasando por la educación pública y particular subvencionada, las modificaciones al régimen educacional que se han llevado adelante durante este período responden a la actualización de las necesidades sociales y políticas del país.

Sin embargo, además de la creación de nuevas normas, el sistema educativo requiere de determinados ajustes de ciertas regulaciones existentes, así como el perfeccionamiento de reglas con el fin de permitir su adecuada aplicación.
Respecto del contenido del proyecto, explica el mensaje que este se desglosa en los siguientes ejes temáticos:
Uno) Subvención escolar preferencial (SEP).

El proyecto establece medidas permanentes de retención de al menos el 50% del pago de la Subvención Escolar Preferencial mensual que les corresponda a aquellos sostenedores que incumplan dentro de plazo, el requisito de rendir cuenta anual de gastos de los recursos y aportes que perciban por sus establecimientos adscritos al sistema SEP, y propone un régimen especial para la renovación del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, que es el que habilita a recibir la subvención escolar preferencial y el aporte por gratuidad establecido en el decreto con fuerza de ley N° 2 de 1998, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1996, sobre subvención del Estado a establecimientos educacionales, que los establecimientos que cumpliendo con la exigencia de rendición de cuentas, no alcancen a demostrar que ejecutaron el 70% de los recursos que les fueron entregados, podrán renovar el Convenio con un monto de subvención equivalente al porcentaje de los recursos rendidos en el periodo anterior, aplicando dicho porcentaje al monto que les correspondería recibir. Además, este régimen especial, se aplicará a aquellos establecimientos a los cuales no se les ha renovado el Convenio por no haber realizado alguna de las rendiciones que exige la ley N° 20.248, para aquello, y que se acojan al periodo excepcional y transitorio que se crea para cumplir dicho requisito.


Por otra parte, recuerda el mensaje que el proyecto establece la posibilidad de que la Superintendencia de Educación realice una revisión sobre los gastos realizados en virtud del Convenio alcanzada la mitad de su ejecución, lo que, para los establecimientos que no cumplan el requisitos de haber utilizado al menos el 70% de los recursos que disponen para ello, tendrá el efecto de que los recursos a transferir durante el plazo que reste de la vigencia del convenio, corresponderán sólo al porcentaje de los montos efectivamente gastados. 


Dos) Becas administradas por CONICYT.


El proyecto facilita el cierre de las becas administradas por CONICYT por medio de la entrega de una copia simple del grado académico o de la información que entreguen las universidades. Con la redacción propuesta se beneficiará aproximadamente a 15.000 becarios, otorgando un nuevo plazo para que cumplan y acrediten el cumplimiento de sus obligaciones. 

Tres) Modificaciones al Estatuto Docente y a la ley N° 20.903, que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y modifica otras normas. 


En cuanto al proceso formativo de inducción, El mensaje afirma que se aclara el concepto de “docente principiante” especificándose que aquellos profesores que no hubiesen podido realizar su proceso de inducción en su primer año de ejercicio profesional, por causa no imputable a ellos, podrán desarrollarla al siguiente. Asimismo, se precisa que en los casos de procesos de inducción administrados por el Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas, la asignación de inducción correspondiente se pagará a través del sostenedor. Además, se incorpora al régimen del Sistema de Desarrollo Docente el tramo “de acceso”, que hasta ahora solo se consideraba para el encasillamiento. Este permitirá que los profesionales de la educación con experiencia laboral previa puedan acceder al tramo que corresponda de acuerdo a su experiencia, una vez rendidos los instrumentos para el proceso de reconocimiento profesional. 


En relación con la asignación de reconocimiento por docencia en establecimientos de alta concentración de alumnos prioritarios, se especifica que en las escuelas o liceos cárceles se entenderá que existe un 60% de concentración de estudiantes prioritarios, lo que permitirá a los docentes que ahí se desempeñen, acceder a esta asignación. En relación con la misma asignación, se aclara que el docente inicial o temprano la recibirá por un máximo de 4 años, despejando una interpretación errada, en el sentido que solo se recibiría por una sola vez. 


Finalmente, el mensaje propone ajustar los requisitos para acceder a las funciones de Jefe de División e Intendente de Educación Parvularia, sustituyendo la exigencia original de acreditar la  posesión de un título  profesional de una carrera de, a lo menos, 10 semestres de duración, a una en que la extensión tenga un mínimo de 8 semestres.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


Como se consigna al inicio de este informe, el proyecto de ley fue discutido en general y en particular a la vez, conforme lo dispone  el artículo 127 del Reglamento del Senado.


En primer término, y como se señala al referir los objetivos que plantea la iniciativa en informe, la Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga, señaló que introduce enmiendas en las siguientes materias: 


Uno) Subvención Escolar Preferencial (SEP).

Dijo que los establecimientos en condición de recibir la SEP deben firmar un Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa con el Ministerio de Educación, el que tiene una duración de 4 años. Este convenio exige que el establecimiento elabore un Plan de Mejoramiento Educativo (PME) y ejecute los recursos SEP acorde a este plan, entre otras cosas.


El Ministerio de Educación recibe los Planes de Mejoramiento Educativo (PME) y transfiere los recursos.


El sostenedor rinde año a año los recursos a la Superintendencia de Educación (SIE), quien fiscaliza el uso de recursos y sanciona si corresponde. Al finalizar el periodo de los 4 años informa al Ministerio  si los establecimientos cumplen los requisitos para renovar convenio.

Expresó que para renovar el convenio los requisitos son:

1.- Solicitar la renovación con al menos 60 días de anticipación a la expiración del convenio (hasta octubre 2015).

2.- Haber rendido anualmente la totalidad de las subvenciones y aportes recibidos.

3.- Haber gastado a lo menos un 70% de las subvenciones y aportes recibidos, tal como lo establece la ley.

Los cuadros que siguen demuestran la relación entre los establecimientos y la renovación de los convenios:
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De acuerdo con lo anterior, las modificaciones que se sugieren para la ley SEP son las siguientes: 


1.- Para aquellos establecimientos que no hayan cumplido el requisito del 70% de gasto, se crea un régimen especial:

1.1.- Se renueva el convenio para aquellos que lo soliciten, recibiendo mensualmente solo el porcentaje de los recursos que pudieron rendir como gasto en el convenio anterior, en lo que resta del convenio.

1.2.-  Los establecimientos que progresivamente hayan aumentado el porcentaje de ejecución, podrán renovar convenio, bajo el régimen especial, con un porcentaje máximo igual a 20 puntos porcentuales más que la ejecución del 2015 (con un tope del 70%).

1.3.- Podrán renovar el convenio, sin régimen especial, aquellos sostenedores que durante el convenio anterior y el año de prórroga, acrediten se haya sancionado con la inhabilitación al representante legal o administrador de la entidad sostenedora, y el nuevo representante legal o administrador haya iniciado la acción penal que corresponde.

2.- A los sostenedores de los 161 establecimientos que no rindieron uno o más periodos se les otorga la posibilidad de completar la rendición de periodos anteriores del convenio recién expirado, con el fin de poder renovar y entrar al régimen especial.

3. Se crean nuevas medidas de control:

3.1.- A los establecimientos que no rinden en el año y en los plazos, se les retendrá al menos el 50% la SEP hasta que cumpla con dicha obligación.

3.2.- Si  a la mitad de convenio un establecimiento no ha cumplido con el 70% de gasto, se le disminuirán los recursos entregados como lo establece el régimen especial por el resto del convenio y el año de prórroga.

Dos) Becas Administradas por CONICYT.

La modificación permite:


1.- Acreditar cumplimiento de sus obligaciones, en un plazo que se extiende hasta el 29 de diciembre de 2017.

2.- Homologar el plazo para acreditar el cumplimento de obligaciones de los becarios CONICYT Nacionales (convocatorias anteriores al 2010) con los becarios cuyas becas se rigen por el DS 335 (Becas Nacionales de Postgrado). Este grupo tenía a lo más 2 años (doctorado) para acreditar el cumplimiento de sus obligaciones. Ahora tendrán 5 años (igual que los becarios de Becas Nacionales regulados por el DS 335).

3.- Que la acreditación se pueda ejecutar sólo con la presentación de copia simple de la documentación.  Otorga a CONICYT la facultad para solicitar, tanto a los becarios como a las instituciones públicas o privadas, dicha documentación.

Tres) Modificaciones al Sistema de Desarrollo Profesional Docente.


1.  Respecto del proceso de inducción.

Se introduce una modificación que permite expresamente desarrollar la inducción al segundo año de ejercicio profesional para aquellos que fueron contratados durante el transcurso del año escolar anterior.  

2. En relación al acceso a la Carrera Docente. 

Con objeto de permitir que los y las profesionales de la educación con experiencia laboral previa fuera de la carrera puedan acceder al tramo que les corresponda de acuerdo a su experiencia, se incorpora al articulado permanente el tramo “de acceso”, hoy en el articulado transitorio.

3. Pago de asignación por vulnerabilidad.

3.a Con objeto que los docentes de escuelas cárceles puedan percibir la asignación por desempeño en establecimientos con alta concentración de alumnos prioritarios, se presume que para estos efectos de determinar su derecho su porcentaje de alumnos prioritarios será de 60%, accediendo por tanto a la asignación.

3.b Se precisa que el pago de la asignación por vulnerabilidad se paga por un periodo completo correspondiente a un tramo, y no “por una sola vez”

Cuatro) Modificaciones para los requisitos de cargos directivos de la Superintendencia de Educación.

Se homologan los requisitos del decreto que fija la planta de personal de la Superintendencia de educación a los exigidos por Alta Dirección Pública, sustituyendo la exigencia de acreditar la posesión de un  título profesional de una carrera de, a lo menos, 10 semestres de duración, por una en que la extensión tenga un mínimo de 8 semestres.

En seguida, el Superintendente de Educación, señor Alexis Ramírez, expresó que las acciones de apoyo y de control se traducen en orientaciones de carácter general; respuesta de consultas; tutoriales; mesas de ayuda con respuesta a 6.000 consultas aproximadas; publicaciones y jornadas de capacitación y acompañamiento técnico. 

Las acciones de apoyo se traducen en el siguiente cuadro:
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Explicó que la renovación de convenios funciona de la siguiente manera:
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En relación con el proyecto de ley, los antecedentes del siguiente gráfico aclaran diversos puntos que hoy surgen como conflictivos: 
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La Alcaldesa de Peñalolén, señora Carolina Leitao, expresó que el sistema de la Subvención Escolar Preferencial se sustenta en la necesidad de “compensar las desigualdades sociales de origen que afectan a los niños y niñas de los sectores más modestos, entregando un aporte adicional a los establecimientos que los acogen y comprometiendo con ellos una estrategia de mejoramiento educativo”, reconociendo la complejidad  y mayor costo que tiene educar niños y niñas en contextos de pobreza. Afirmó que los convenios de igualdad de oportunidades y excelencia académica que los sostenedores firman cada cuatro años, constituyen contratos de calidad, donde el centro de la acción está en las metas de mejoramiento  educativo.

En este mismo orden de ideas, expresó que la regulación del sistema introdujo dos dispositivos claves para su funcionamiento: el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Académica (sostenedor - 4 años) y los Planes de Mejoramiento Educativo (escuela – anual). Diversos estudios de la implementación de la ley muestran avances importantes  en materias de mejora de resultados, aunque no con la celeridad esperada inicialmente (Mineduc: 2012; Valenzuela: 2013; Raczynski: 2013). En sus 8 años de implementación gradual (de 4° básico a 4° medio) ha probado ser un dispositivo fundamental, aunque no exclusivo, para la mejora educativa: ello por el carácter sistémico que debe tener la mejora escolar. 

Agregó que el sistema además establece la rendición de cuentas de carácter anual de los recursos percibidos por este concepto, los que son rendidos a la Superintendencia de Educación, junto con otras subvenciones. Se trata de un proceso minucioso y complejo, dado el objeto diverso de las subvenciones y  las condiciones diversas de rendición. Esto da cuenta de un sistema de financiamiento diverso con estructuras de gasto distintas sobre las que dar cuenta. Si bien dijo comprender que la estructura de financiamiento es un tema pendiente y necesario de abordar,  la actual estructura del gasto puede ser un aspecto relevante de mirar en el marco de este proyecto de ley.

Continuando con su exposición, señaló que las subvenciones que actualmente se rinden son las siguientes:
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De acuerdo con lo anterior, el proyecto en informe, agregó, surge en el marco de un proceso de rendición de cuentas amplio y complejo, introduciendo nuevas condiciones a una subvención en particular  (de las 3 más importantes), pero que sigue desconociendo la enorme fragmentación con la que los sostenedores reciben los recursos públicos, generando importantes dificultades de gestión. La actual estructura de gasto del sistema escolar, puntualizó, no facilita una gestión del gasto fluida y responsable y obliga a tener miradas parceladas sobre un sistema que requiere un marco coherente de gasto. Es en este contexto que los procesos de rendición se hacen cada vez más complejos. A ello debe agregarse que anualmente la Superintendencia incorpora, por vía normativa, nuevas  condiciones al proceso de rendición.

Manifestó que la Subvención Escolar Preferencial  se rinde anualmente a la Superintendencia. No hacerlo implica un proceso administrativo al sostenedor (ya existe mecanismo de sanción). Agregar la retención de subvención requiere que sólo se limite a la no presentación de la rendición, pues existen procesos de revisión y reclamación posterior que pueden tardar meses en su definición final y no corresponde retener si hay procesos de revisión en curso.

En ese contexto, la señora Leitao hizo las siguientes observaciones:


Uno) Considerar que esta iniciativa no solo afectará a los municipios con problemas de gestión para ejecutar gasto, sino especialmente a municipios pequeños y/o pobres que no cuentan con capacidades instaladas de gestión.

Dos) Los resguardos señalados en los artículos 2 y 3 parecen adecuados a las consideraciones especiales que pudieran justificar el no cumplimiento. 

Tres) Una vez aprobado el proyecto sobre nueva Educación Pública, si el sostenedor es un servicio local, ¿cómo operará la retención?

Finalizó su exposición afirmando que es importante para los sostenedores que el legislador considere una mirada sistémica respecto, a lo menos, a la estructura de gasto, pues reformas sucesivas a cuerpos legales en particular pueden introducir, eventualmente, sesgos o complejidades al mirar de forma parcelada un sistema que hoy es altamente complejo. Se deben considerar las enormes diferencias de capacidades con que los sostenedores públicos y privados enfrentan los procesos de rendición; no para hacer más débil la rendición de cuentas, sino que, por el contrario, para hacerse cargo de construir un proceso  que de cuenta de un Estado moderno y eficiente. El objetivo de la ley que estableció la Subvención Escolar Preferencial, concluyó, debe ser recordado y resguardado en cualquier proceso de modificación legal, evitando que por la vía normativa o regulatoria se produzca un desplazamiento de fines, tan costoso en política pública. 

Por su parte, el Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación, señor Alfonso Muga, afirmó que en los programas de prosecución de estudios los estudiantes, a partir de sus aprendizajes previos (educación formal y experiencia) se incorporan a planes de estudios que complementan sus capacidades con nuevos aprendizajes, desarrollando las competencias necesarias para ejercer como profesor. Hay distintos tipos de programas de prosecución de estudios. Según la naturaleza de sus alumnos, pueden incluirse, entre otros, los siguientes:

-Profesionales y licenciados con experiencia laboral.


-Licenciados recientemente graduados.


-Técnicos de nivel superior que buscan ejercer la docencia en la educación técnico profesional.


-Técnicos de nivel superior en el ámbito escolar en que han obtenido su título de técnico.


Lo anterior se traduce en el siguiente cuadro:

[image: image21.png]Matricula primer aiio carreras de pedagogiay de

Comision Neckonel rosecucion de estudios
i iozecudendeeudes,
|MATRICULADOS PRIMER AfIO. 2007| 2010|2013 2016)

Programas deprosscucionde
|estudiosencanemsdepedagogia | 1341]  1456|  s1a| 25

pian Reguiar 20319 27551 20791] 17.072]
[Total general 25.660] _29.05 21.605[ 19.596|

Pianesespecisiesy de continuidsd
|como porcentaie dematriculade.

primeraio sl son|  ssw| 12k






Por su parte, la ley N° 20.903 establece para programas de prosecución de estudios:


Uno) Que sean acreditados al igual que las instituciones que los dictan.


Dos) Que admitan solo a postulantes que posean ya un título o un grado. 


Tres) Que sus alumnos rindan la segunda evaluación diagnóstica.


Cuatro) Que, en caso de programas nuevos, obtengan su acreditación antes de 3 años desde iniciadas las actividades (Ley Miscelánea).


De esta manera, los riesgos por omisiones legales radica en que algunas instituciones orienten sus esfuerzos hacia la implementación de programas de prosecución de estudios sin mayor preocupación por la calidad y un riesgo de que formato de prosecución de estudios, sin cumplir con el espíritu de la Ley, sea utilizado para ofrecer título de profesor (por ejemplo, ciertos programas de licenciatura conducentes a un programa de prosecución de estudios). También implica el problema de que el plazo de tres años ampare la realización de ciclos formativos completos sin acreditación.


Sugirió revisar las exigencias de admisión para programas regulares, en orden a permitir el ingreso de alumnos que cumplen criterios establecidos legalmente y que promueven la inclusión.  Recordó que el artículo 24 de la Ley 20.422 establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.
- - -


Finalizadas las exposiciones, los Honorables Senadores miembros de la Comisión debatieron el proyecto en general y en particular. 

La Honorable Senadora señora Von Baer hizo presente, a propósito de la exposición de la señora alcaldesa de Peñalolén, que el objetivo del proyecto es facilitar la entrega de recursos a los establecimientos más vulnerables, particularmente en una de las subvenciones que ha resultado ser exitosa en cuanto a los fines que persigue. Sin perjuicio de lo anterior, señaló que la forma de solución propuesta en la iniciativa de ley complejiza precisamente la entrega de esos recursos, toda vez que agudiza la precariedad de establecimientos que ya tienen una condición de dificultad. 


En ese sentido, consultó al Ejecutivo respecto de la posibilidad de que en este mismo proyecto de ley pueda incorporarse una herramienta que flexibilice la aplicación de la Subvención Escolar Preferencial (SEP) por medio de los “fines educativos”, en razón de que los colegios tienen que rendir cuenta de estos, toda vez que, a raíz de dicha exigencia, ya no existe la posibilidad de que los fondos se gasten en otros destinos que difieran de lo educativo. De esta manera, además, los propios establecimientos pueden establecer, de acuerdo con sus prioridades, qué es lo que necesitan y con ello beneficiar a los niños más vulnerables. 


En síntesis, manifestó sus dudas en cuanto a que este proyecto de ley efectivamente resuelva el problema que trata de solucionar, por lo que solicitó un estudio más acabado de esta iniciativa. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand concordó con lo expuesto por la Honorable Senadora señora Von Baer en relación con realizar un estudio más profundo de la materia con el objetivo de entregar una solución concreta en la facilitación de la entrega de recursos a los sectores más vulnerables. 


En otro orden de ideas, requirió del Ejecutivo aclarar si acaso el Superintendente de Educación tiene facultades interpretativas sobre la legislación en esta materia, y, en caso de que así fuere, este proyecto debiera fijar cuál es el sentido de la norma con el objeto de establecer criterios claros que, sin perjuicio de la buena intención de la autoridad, eviten criterios diversos sobre un asunto que es de interés público. 


En razón de lo expuesto, es en este proyecto –según dijo– donde deben solucionarse los asuntos más controversiales en lo que se refiere a la aplicación de la normativa sobre la Subvención Escolar Preferencial.


Además fue partidario de fijar mecanismos para simplificar estas rendiciones, para lo cual existe material suficiente en el Ministerio de Educación para que esto quede establecido en la ley y no sea postergado. Solicitó que el Ejecutivo entregue esta información antes de votar este proyecto, con el objeto de contar con toda la información necesaria e incluirlo en esta iniciativa y establecer lo que denominó “intervenciones parciales”, facilitando la diferencia que existe entre la interpretación de la Superintendencia de Educación y lo que establece la ley, de tal manera que los recursos lleguen sin problemas a los sectores que más lo necesitan.  


En otro orden de ideas, y de acuerdo con lo expresado por la señora alcaldesa de Peñalolén, propuso establecer una rendición simplificada o ajustada para los municipios de menor tamaño y de los más vulnerables, puesto que, de otra forma, resulta incomparable la cantidad de recursos que manejan las comunas de mayor tamaño respecto de aquellas que presentan menor cantidad de establecimientos y mayor número de estudiantes en estado de vulnerabilidad. 


A su turno, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, compartió con los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand que, más allá de la intención del proyecto, existen una serie de inconvenientes prácticos en la aplicación de la ley sobre Subvención Escolar Preferencial que impiden que los recursos lleguen a quien correspondan de manera expedita. 


Expresó que la iniciativa de ley en informe lo único que busca es que se de cumplimiento a las normas que rigen la Subvención Escolar Preferencial y no presenta mayores niveles de complejidad, puesto que se le solicita al sostenedor un convenio cada 4 años firmado por cada establecimiento y un Programa de Mejoramiento de la Educación (PME); y desde el punto de vista del control de los recursos únicamente se solicita rendir y gastar más del 70% de los fondos dentro de un período determinado. Aun así hay quienes no rinden o no cumplen con el mandato de la ley,  razón por la cual el Ejecutivo ingresó este proyecto misceláneo para solucionar los conflictos que se han presentado. 


En ese orden de ideas, valoró el articulado permanente del proyecto, el cual permite que no se discuta cada 4 años el mismo tema. Por ello, requirió de los miembros de la Comisión analizar el proyecto en informe en su propio mérito y que las observaciones que han formulado, muchas de ellas atendibles, sean analizadas en otro momento legislativo. Propuso que dadas las condiciones bajo las cuales se está efectuando el debate de este proyecto (“discusión inmediata” y pronunciamiento “en general y en particular”) y el carácter específico del mismo, se vote en esta sesión previa constancia de que el Ministerio de Educación debe pronunciarse sobre los asuntos a los cuales han hecho alusión los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand. 


En ese sentido, la señora Subsecretaria de Educación manifestó que, a propósito de las facultades interpretativas de la Superintendencia de Educación, la ley es clara y no hay riesgos de variaciones en los criterios de la aplicación de las normas en cuanto a la no rendición de recursos. 


Expresó que el Ejecutivo tiene conciencia de que existen una serie de asuntos relacionados con este proyecto que requieren una revisión con mayor detalle, pero que el contenido de este debe ser aplicado a la brevedad puesto que un gran número de establecimientos necesita de la entrega de estos recursos. 


Hizo presente que el Ministerio está ejecutando un programa de evaluación que trabaja desde hace meses sobre la aplicación del SEP y una revisión jurídica de toda la normativa aplicable para avanzar en la simplificación a la que se ha hecho alusión. Los resultados de estos estudios, según dijo, es información pública disponible para su consulta en www.buenaescuela.cl.  Además se creó un equipo ad hoc para el estudio del sistema de financiamiento y, como complemento al trabajo del Ministerio de Educación, se contrató al Banco Mundial para que se elabore una propuesta de simplificación del sistema de subvenciones, el que también tendrá la calidad de información pública para que los ciudadanos puedan conocerlo y presentar sus comentarios. 


Por las razones expuestas, dijo empatizar con las opiniones vertidas por los Honorables señora y señores Senadores, puesto que conoce la realidad de los establecimientos más vulnerables y la necesidad de simplificar tanto la entrega de subsidios como la rendición de cuentas. Precisó que si bien hay aspectos que son de carácter administrativo y de más fácil solución, hay otros que sí precisan de modificaciones legales y de un debate de más largo aliento, los que, en su opinión, no pueden ser tratados en un proyecto como el que se está debatiendo. 


El Honorable Senador señor Allamand valoró las respuestas de la señora Subsecretaria, toda vez que dan cuenta de que hay un problema real del cual el Ejecutivo se está haciendo cargo. Por ello, solicitó que si existen los criterios de interpretación a los que hizo alusión la señora Subsecretaria, ellos queden expresados en la historia fidedigna de la ley.  


La señora Subsecretaria dijo que la “ley de inclusión” estableció en su momento una diferenciación por tamaño de los establecimientos educacionales según los estados financieros de los municipios. La Superintendencia de Educación está facultada para realizar esta separación a la que se refirió el Honorable Senador señor Allamand. 


Declaró que la urgencia de este proyecto para que sea aprobado a la brevedad radica en un asunto de carácter operaciones, puesto que el Ministerio realiza las transferencias los días 25 de cada mes y, para poder realizar la del mes de abril de este año y las que siguen, esta iniciativa debe ser ley antes de la última semana de marzo de este año. 


Respecto de la exposición de la Comisión Nacional de Acreditación, que el proyecto de ley trata sobre otras materias que se relacionan con “carrera docente” y su implementación en los profesores, hizo presente que el Ministerio de Educación recibió un informe elaborado por dicho organismo en el que se detallaban una serie de aspectos sobre el particular y que están contenidos en la presentación. Todo ello está siendo considerado por el Ministerio para incluirlo en el debate del proyecto que sobre estas materias se está discutiendo en la Honorable Cámara de Diputados.


Sin perjuicio de las afirmaciones anteriores, la señora Subsecretaria de Educación solicitó dejar constancia en este informe de lo siguiente:


Uno) No hay posibilidad de ambigüedad interpretativa en las normas relativas, por lo que no hay riesgos de variaciones en los criterios de la aplicación de las disposiciones en cuanto a la no rendición de recursos.


Dos) Existe la facultad administrativa de hacer una distinción por tamaño de los establecimientos y sujetar la rendición a la capacidad de los mismos. 
- - -


Seguidamente, el señor Presidente de la instancia declaró cerrado el debate en general y en particular del proyecto y lo sometió a votación resultando aprobado por mayoría de votos. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio y se abstuvo el Honorable Senador señor Allamand. 


Al fundamentar su voto, el Honorable Senador señor Montes manifestó su preocupación por el incumplimiento del Ministerio de Educación en su rol de fiscalizador en esta materia, así como tampoco lo ha hecho la Contraloría General de la República ni la Superintendencia de Educación. Solicitó perfeccionar los mecanismos de control con el objeto de que los recursos SEP sean utilizados en su mérito.  


A su turno, el Honorable Senador señor Allamand expresó que la razón de su abstención radica en que diversas observaciones que se hicieron durante el debate pudieron ser acogidas por el Ejecutivo. Esta situación tuvo el tiempo necesario desde el mes de enero del año 2016 para presentar una iniciativa de mayor claridad para solucionar los problemas planteados, como hizo alusión la Alcaldesa de Peñalolén y la Comisión Nacional de Acreditación. En ese sentido, condicionó su voto en la Sala a la reacción que tenga el Ejecutivo sobre el particular, ya sea durante la discusión de la iniciativa en la Comisión de Hacienda, o bien,  o antes de que se vea en aquella instancia.


Por su parte, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, declaró no ser partidario ni de las “leyes misceláneas” ni de las “discusiones inmediatas”, por cuanto, en su opinión, no permiten la reflexión necesaria que todo proyecto de ley merece. Sin perjuicio de lo anterior, es partidario de este proyecto puesto que permite la pronta entrega de recursos a los establecimientos que más lo necesitan. 


Solicitó que en su momento, en conjunto con la Superintendencia de Educación y con la Agencia de Calidad de la Educación, se evalúe el funcionamiento de ambas instituciones desde su creación y las correcciones que sea necesario introducir para su mejor funcionamiento.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


De conformidad al acuerdo adoptado por la Comisión, a continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Educación y Cultura propone aprobar en general y en particular:

PROYECTO DE LEY:

“Título I

§1. De las nuevas facultades de fiscalización de los convenios de igualdad de oportunidades y excelencia educativa de la ley N° 20.248.


Artículo 1.- Cuando el sostenedor no haya dado cumplimiento al requisito señalado en la letra a) del artículo 7 de la ley N° 20.248, dentro de los plazos que se le hayan otorgado para la presentación de la respectiva rendición, la Subsecretaría de Educación, previo informe de la Superintendencia de Educación, deberá imponer la retención inmediata de al menos el 50% del pago de las subvenciones y demás aportes contemplados en dicha ley. Esta medida se ordenará mediante resolución fundada. En caso que el sostenedor cumpla con la obligación de rendir cuenta, en la forma y plazos que señale la Superintendencia de Educación mediante instrucción de carácter general para tal efecto, se dispondrá el levantamiento de dicha medida y se aplicará lo señalado en el inciso siguiente en caso de proceder.

Sin perjuicio de lo anterior, y una vez cumplida la mitad del período de ejecución de los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, la Superintendencia de Educación deberá revisar que el establecimiento haya gastado a lo menos el 70% de las subvenciones y aportes recibidos en dicho período. Si el sostenedor no ha dado cumplimiento al porcentaje antes exigido en el período mencionado, el Subsecretario de Educación dispondrá mediante la resolución correspondiente, que los recursos a transferir durante el plazo que reste de la vigencia del convenio, incluida la prórroga si procede, corresponderán sólo al porcentaje de los montos efectivamente gastados en dicho período, según lo informado por la Superintendencia de Educación, aplicado sobre el monto que le correspondería percibir en el mes respectivo.


Estas medidas sólo podrán ser dispuestas oyendo al afectado, y podrán ser impugnadas dentro de los diez días hábiles siguientes a su notificación, sin suspender la medida adoptada. En tal caso, el Subsecretario de Educación tendrá igual plazo para resolver.

Artículo 2.- El Subsecretario de Educación, de manera excepcional y fundada, podrá otorgar un plazo extraordinario para que los sostenedores presenten la o las rendiciones de cuentas anuales no realizadas dentro de los plazos que se le hayan otorgado para tal efecto, por causa de un caso fortuito, fuerza mayor u otros factores que hayan causado interrupción en la prestación del servicio educativo, los que deberán estar debidamente justificados sin que les sea aplicable la medida de retención señalada en el inciso primero del artículo anterior. En el ejercicio de esta facultad, el Subsecretario podrá solicitar informes a los órganos que componen el Sistema de Aseguramiento de la Calidad a que se refiere la ley N° 20.529. Con todo, este plazo no podrá superar los sesenta días hábiles y dicha rendición o rendiciones deberán ajustarse a la forma que para ello establezca la Superintendencia de Educación.
§ 2. Del Régimen Especial de Renovación.


Artículo 3.- Aquellos sostenedores que no hayan dado cumplimiento al requisito para renovar sus Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, establecido en la letra c) del artículo 7 bis de la ley N° 20.248, podrán someterse al siguiente régimen especial para renovarlos por igual período, bajo las siguientes reglas:


1. Deberán solicitarlo al Subsecretario de Educación, en el plazo de treinta días hábiles contado desde la notificación de la o las resoluciones que disponen la no renovación de los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, que será realizada mediante publicación en el Diario Oficial, quien dictará los actos administrativos que correspondan para su debida aplicación.


2. Las subvenciones y aportes que establece la ley N° 20.248, que percibirá mensualmente por el período de renovación del convenio, corresponderán al porcentaje de los recursos rendidos como gastos correspondientes al convenio expirado, sin considerar aquellos meses prorrogados de dicho convenio en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 7 bis de dicha ley, aplicado sobre el monto que le correspondería percibir en el mes respectivo, sin que pueda superar dicho monto.


3. Para la siguiente renovación del convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa de los sostenedores sometidos a este régimen especial, se considerarán, para el cálculo del porcentaje a que se refiere el literal c) del artículo 7 bis de la ley N° 20.248, el conjunto de recursos transferidos en virtud del régimen especial, incluida la prórroga del último convenio inmediatamente expirado, y su saldo inicial, si correspondiere.


4. A estos convenios les serán aplicables las normas de la ley N° 20.248 y lo dispuesto en los artículos 1 y 2 de esta ley.

§ 3. Normas Comunes.


Artículo 4.- Las medidas dispuestas en los párrafos precedentes no obstan a las facultades de fiscalización y sanción de la Superintendencia de Educación establecidas en el Título III de la ley N° 20.529, por incumplimiento de la normativa educacional, ni a la responsabilidad civil, penal o administrativa que corresponda.


Artículo 5.- Sin perjuicio de lo regulado en los párrafos precedentes, la Superintendencia de Educación establecerá procesos de rectificación de la rendición de cuentas, en la forma, plazos y períodos que ésta determine. A su vez, regulará, mediante instrucciones de carácter general, todo lo dispuesto en la presente ley.
Título II

De la gestión de becas administradas por CONICYT.


Artículo 6.- Modifícase el artículo 2 de la ley N° 20.905 del modo que se indica a continuación:

1. Reemplázase en el inciso primero la expresión “antes de la entrada en vigencia de la presente ley”, por “siempre que sean cumplidas antes del 29 de diciembre de 2017”.


2. Reemplázanse los incisos segundo y tercero por los siguientes:


“Lo señalado en el inciso anterior deberá ser declarado mediante acto administrativo. La acreditación del cumplimiento de las obligaciones se podrá realizar hasta el 29 de diciembre de 2017, bastando sólo una copia simple de la documentación o mediante información que acredite dicho cumplimiento que sea otorgada por las respectivas instituciones públicas o privadas.

Para el cumplimiento de las obligaciones impuestas para el otorgamiento de las becas nacionales de posgrado de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), para la realización de estudios o investigación en Chile, conferidas en virtud de la facultad establecida en el artículo 6 del decreto supremo N° 491, de 1971, del Ministerio de Educación Pública, aun en el caso que se haya declarado su incumplimiento por acto administrativo, los beneficiarios de dichas becas tendrán el plazo establecido en los numerales vii y viii del artículo 14 del decreto supremo N° 335, de 2010, del Ministerio de Educación, y sus modificaciones.”.


3. Agrégase el siguiente inciso final nuevo:

“Para acreditar el cumplimiento de las obligaciones de todas las becas administradas por CONICYT, se facultará a dicha Comisión para solicitar, tanto a los becarios como a las instituciones públicas o privadas, copia simple de la documentación.”.
Título III

Normas relacionadas con la educación escolar.


Artículo 7.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que Fija el Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado de la ley N° 19.070:


1.- Modifícase el artículo 18 G en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el inciso tercero la frase “haya sido contratado durante el primer año escolar al que se incorporó al” por “no haya realizado la inducción durante el primer año en que se incorporó a un”.

b) Intercálase en su inciso cuarto, a continuación de la expresión “servicios profesionales,” y antes de la palabra “tendrá” la frase siguiente nueva “o al siguiente en el caso de haber sido contratado con posterioridad al inicio de dicho año escolar,”.

2. Reemplázase en el inciso final del artículo 18 N el vocablo “directamente” por la expresión “, a través del sostenedor”.

3. Agréganse en el artículo 19 F los siguientes incisos tercero y cuarto:


“No obstante lo señalado en el inciso primero, los profesionales de la educación que, teniendo cuatro o más años de ejercicio docente, se incorporen a un establecimiento educacional cuyos docentes se rijan por lo prescrito en este Título, y no puedan ser asignados a ningún tramo de acuerdo a lo establecido en el Párrafo II, ingresarán a un tramo profesional transitorio denominado “de acceso” al Sistema de Desarrollo Docente, y percibirán la remuneración que corresponde a un docente asignado al tramo inicial.

Dichos profesionales accederán al tramo que corresponda de acuerdo a sus resultados y la experiencia acreditada, una vez rendidos los instrumentos para el proceso de reconocimiento profesional respectivo, en los plazos que corresponda de conformidad a lo establecido en el Título III de la presente ley.”.

4. Modifícase el artículo 50 en el siguiente sentido:

a) Intercálase el siguiente inciso tercero, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto, y así sucesivamente:

“En escuelas o liceos cárceles se entenderá, sólo para efectos de determinar el derecho a percibir la asignación señalada en el inciso primero, que la concentración de alumnos prioritarios es igual al 60%.”.

b) En el inciso tercero, que pasó a ser cuarto:

i. Elimínase la expresión “, por una vez,”.

ii. Reemplázase la frase “desde su primer reconocimiento en cualquiera de dichos tramos” por “desde que nace su derecho a hacerla exigible, en cualquiera de dichos tramos”.

Artículo 8.- Reemplázase, en la letra a) del numeral II del artículo 2 del decreto con fuerza de ley N° 4, de 2012, del Ministerio de Educación, que Fija la planta de personal de la Superintendencia de Educación y regula materias señaladas en los artículos tercero, quinto y sexto de la ley N° 20.529, la expresión “10 semestres de duración” por “8 semestres de duración”.


Artículo 9.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley se financiará con cargo a los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público en la Partida 09 Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la Partida 50 Tesoro Público.
Disposiciones transitorias


Artículo primero.- Aquellos sostenedores que solicitaron la renovación de sus respectivos convenios durante el año 2015, sin que éstos fueran renovados por incumplimiento del requisito contemplado en el literal c) del artículo 7° bis de la ley N° 20.248, podrán acogerse al régimen especial de renovación que incorpora esta ley, previa solicitud al Subsecretario de Educación formulada dentro del plazo de treinta días hábiles siguientes a la publicación de la presente norma, quien dictará los actos administrativos que correspondan para su debida aplicación, sin perjuicio de las rectificaciones que puedan realizar en virtud del artículo 5 de la presente ley. Asimismo, los sostenedores a que se refiere este inciso, que durante el período del respectivo convenio expirado hayan progresivamente aumentado el porcentaje de gastos, podrán renovarlo hasta por el porcentaje mínimo exigido para ello, según lo dispuesto en la letra c) del artículo 7 bis de la ley N° 20.248, porcentaje de renovación que deberá ser determinado y aprobado mediante resolución exenta del Subsecretario de Educación, la que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. Con todo, en ningún caso el porcentaje de renovación aprobado podrá superar en más de 20 puntos porcentuales el porcentaje de gastos correspondiente al último año del convenio expirado sin considerar la prórroga.

En los casos en que los convenios no fueron renovados por incumplimiento del requisito contemplado en el literal b) del artículo 7 bis mencionado, los sostenedores podrán rendir cuenta de los períodos no rendidos, previa solicitud al Subsecretario de Educación, en el plazo establecido en el inciso anterior, quien dictará los actos administrativos que correspondan para su debida aplicación. El plazo que otorgue el Subsecretario de Educación no podrá superar los sesenta días hábiles, y dicha rendición o rendiciones deberán ajustarse a la forma que para ello establezca la Superintendencia de Educación.

No obstante lo anterior, a los sostenedores que se acojan al presente artículo se les aplicará el régimen especial de renovación establecido en el Título I de la presente ley.

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, podrán solicitar la renovación de sus respectivos Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, en el mismo plazo a que se refiere el inciso primero, eximiéndose del régimen especial establecido en el artículo 3 de esta ley, aquellos sostenedores que acrediten que durante la vigencia del Convenio expirado, incluida su respectiva prórroga, se haya sancionado con la inhabilitación señalada en el literal e) del inciso primero del artículo 73 de la ley N° 20.529 al representante legal o el administrador de la entidad sostenedora, y el nuevo representante legal o administrador de la misma haya iniciado la acción penal que corresponda en contra del representante legal o administrador inhabilitado, habiéndose admitido a tramitación la querella según lo establecido en el artículo 114 del Código Procesal Penal.

Los sostenedores que renueven sus convenios, cumpliendo los requisitos legales y condiciones establecidos en esta ley, podrán percibir los recursos que dispone la ley N° 20.248 y el artículo 49 bis del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, a que tengan derecho desde el mes siguiente a la expiración de su último convenio. La transferencia de recursos de la ley N° 20.248 se realizará bajo las condiciones establecidas en el artículo 3 de esta ley, con excepción de los convenios cuya situación es tratada en el inciso cuarto del presente artículo.

Artículo segundo.- En caso de contradicción entre las disposiciones de la presente ley y lo establecido en los respectivos Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, primarán las disposiciones de ésta. Los convenios vigentes a la fecha de la publicación de esta ley deberán adecuarse a sus disposiciones.”.

- - -


Tratado y acordado en sesión celebrada el día 20 de marzo de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Ignacio Walker Prieto (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Andrés Allamand Zavala y Carlos Montes Cisternas. 


Sala de la Comisión, a 21  de marzo de 2017.

(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart, Secretario de la Comisión.
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CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES QUE RIGEN AL SECTOR EDUCATIVO, EN MATERIA DE SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL, SISTEMA DE DESARROLLO PROFESIONAL DOCENTE Y SITUACIÓN DE BECARIOS DE POSGRADO

(11.128-04)
Certifico que el día 22 de marzo de 2017, la Comisión de Hacienda sesionó para tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales que rigen al sector educativo, en materia de subvención escolar preferencial, Sistema de Desarrollo Profesional Docente y situación de becarios de posgrado, Boletín N° 11.128-04, con urgencia calificada de “discusión inmediata”. 

La presente iniciativa de ley tiene por objetivo introducir modificaciones al actual sistema educacional en las siguientes materias: 1) Retención de la subvención escolar preferencial (SEP) mensual; 2) facilitar el cierre de las becas administradas por CONICYT y otorgar un nuevo plazo a los becarios para cumplir y acreditar el cumplimiento de sus obligaciones, al 29 de diciembre de 2017; 3) aclarar y precisar materias relacionadas con el Sistema de Desarrollo Docente, y especificar, para los efectos de acceder a la asignación de reconocimiento por docencia, que en las escuelas o liceos cárceles existe un 60% de concentración de estudiantes prioritarios, precisándose el plazo durante el cual puede percibirla un docente inicial temprano, y 4) modificar el requisito referido a la naturaleza del título profesional exigido para acceder a las funciones de Jefe de División e Intendente de Educación Parvularia de la Superintendencia de Educación Parvularia.
Asistieron, los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes (Presidente) y Pizarro.
- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 1, 2, 3, 5, 6, 7, 8 y 9, permanentes, y primero y segundo, transitorios, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Educación y Cultura, como reglamentariamente corresponde.

Al discutirse las materias de competencia de la Comisión se verificaron las siguientes votaciones:

Los artículos 1, 2, 3, 5, permanentes, y primero –a excepción de su inciso cuarto-, y segundo transitorios, fueron aprobados por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes y Pizarro, y la abstención del Honorable Senador señor García.
El inciso cuarto del artículo primero transitorio, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, el voto en contra del Honorable Senador señor Coloma y la abstención del Honorable Senador señor García.
El artículo 6 fue aprobado por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y la abstención del Honorable Senador señor García.
Los números 1, 2 y 3 del artículo 7, fueron aprobados por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y la abstención del Honorable Senador señor García.
El número 4 del artículo 7, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.

Con la misma unanimidad precedente, fueron aprobados los artículos 8 y 9.

Asimismo, se discutieron las siguientes tres indicaciones presentadas, todas de Su Excelencia la Presidenta de la República:
La indicación número 1, para intercalar el siguiente artículo 10, nuevo:

“Artículo 10. – Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 20.129, que Establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior:

1. Agrégase el siguiente inciso final al artículo 27 ter:

“Con el propósito de promover la calidad de los programas de prosecución de estudios a que hace referencia el artículo 27 sexies, corresponderá a la Comisión Nacional de Acreditación adecuar los criterios de evaluación señalados en este artículo respecto de aquellos que se apliquen a dichos programas.”.

2. Intercálase en el artículo 27 sexies el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“En caso de que una universidad acreditada cree un programa de prosecución de estudios nuevo, contará con el plazo de un año para obtener su acreditación, contado desde el inicio de las respectivas actividades académicas.”.
La indicación número 2, para incorporar el siguiente artículo 11, nuevo:

“Artículo 11.- Modifícase la ley N° 20.964 que otorga bonificación por retiro voluntario al personal asistente de la educación que indica, en el siguiente sentido:

1. Reemplázase en el inciso final del artículo 1 la frase “al retiro” por “a la fecha de presentación de la carta de renuncia”.

2. Modifícase en el inciso segundo del artículo 7 la frase “al del término de la relación laboral” por “al de la presentación de la carta de renuncia”.”.
La indicación número 3 para agregar un artículo tercero transitorio, nuevo:

“Artículo tercero.- No obstante los plazos de acreditación institucional y de los programas y carreras de pedagogías dispuestos en el artículo trigésimo quinto transitorio de la ley N° 20.903, en el artículo tercero transitorio de la ley N° 20.993 y aquellos señalados en el artículo 27 bis de la ley N° 20.129, las universidades que actualmente impartan programas de prosecución de estudios señalados en el artículo 27 sexies de la ley N° 20.129 que a la fecha de publicación de esta ley no se encuentren acreditados, tendrán el plazo de un año para obtener su acreditación, contado desde la publicación de esta ley.”.
Las indicaciones números 1 y 3 fueron aprobadas por mayoría de votos. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y se abstuvo el Honorable Senador señor García.
La indicación número 2 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.
- - -

- El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 7 de marzo de 2017, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

El presente Proyecto de Ley permite la regularización de las rendiciones de la subvención escolar preferencial, modifica determinados preceptos del Sistema de Desarrollo Profesional Docente y regulariza la situación de becarios de posgrado.

II. Descripción del contenido

1. Subvención Escolar Preferencial

El proyecto establece medidas de retención de la Subvención Escolar Preferencial mensual para aquellos establecimientos que no realicen la rendición anual de cuentas y una reducción de los recursos entregados por este concepto, para establecimientos educacionales, que, cumpliendo con la exigencia de rendición de cuentas, no alcancen a demostrar que ejecutaron el 70% de los recursos que les fueron entregados.

2. Becas administradas por CONICYT
El proyecto facilita el cierre de las becas administradas por CONICYT por parte de becarios que han cumplido sus obligaciones fuera de plazo para el conjunto de becarios que lo verifique al 29 de diciembre de 2017.

3. Modificaciones al Estatuto Docente y a la ley N° 20.903.

El proyecto aclara el concepto de “docente principiante”, precisa que la asignación de inducción se pagará a través del sostenedor. Además, se incorpora al régimen del Sistema de Desarrollo Docente el tramo “de acceso”, que hasta ahora existía sólo en transición. Se especifica que en las escuelas o liceos cárceles se entenderá que existe un 60% de concentración de estudiantes prioritarios, lo que permitirá a los docentes que ahí se desempeñen, acceder a la asignación de reconocimiento por docencia en establecimientos de alta concentración de alumnos prioritarios. En relación con la misma asignación, se aclara el plazo durante el cual puede percibirla un docente inicial o temprano.

Adicionalmente, se modifican los requisitos para acceder a las funciones de Jefe de División e Intendente de Educación Parvularia de la Superintendencia de Educación Parvularia.

III. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

El efecto fiscal de las medidas propuestas por este proyecto de ley no representan un mayor gasto, con excepción de la extensión de la asignación por concentración de alumnos prioritarios a escuelas cárceles. Dicha medida conlleva un gasto incremental que podría alcanzar los $1.580.000 miles anuales en régimen del Sistema de Desarrollo Profesional Docente.

El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley se financiará con cargo a los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público, en la Partida 09 Ministerio de Educación y en lo que faltare con cargo a la Partida 50 Tesoro Público.”.

- Posteriormente, se presentó informe financiero sustitutivo elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 13 de marzo de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

El presente Proyecto de Ley permite la regularización de las rendiciones de la subvención escolar preferencial, modifica determinados preceptos del Sistema de Desarrollo Profesional Docente y regulariza la situación de becarios de postgrado.

II. Descripción del contenido

1. Subvención Escolar Preferencial

El proyecto establece medidas de retención de la Subvención Escolar Preferencial mensual para aquellos establecimientos que no realicen la rendición anual de cuentas y una reducción de los recursos entregados por este concepto, para establecimientos educacionales, que, cumpliendo con la exigencia de rendición de cuentas, no alcancen a demostrar que ejecutaron el 70% de los recursos que les fueron entregados.

2. Becas administradas por CONICYT

El proyecto facilita el cierre de las becas administradas por CONICYT por parte de becarios que han cumplido sus obligaciones fuera de plazo para el conjunto de becarios que lo verifique al 29 de diciembre de 2017.

3. Modificaciones al Estatuto Docente y a la ley N° 20.903.

El proyecto aclara el concepto de “docente principiante”, precisa que la asignación de inducción se pagará a través del sostenedor. Además, se incorpora al régimen del Sistema de Desarrollo Docente el tramo “de acceso”, que hasta ahora existía sólo en transición.

Se especifica que en las escuelas o liceos cárceles se entenderá que existe un 60% de concentración de estudiantes prioritarios, lo que permitirá a los docentes que ahí se desempeñen, acceder a la asignación de reconocimiento por docencia en establecimientos de alta concentración de alumnos prioritarios.

En relación con la misma asignación, se aclara el plazo durante el cual puede percibirla un docente inicial o temprano.

Adicionalmente, se modifican los requisitos para acceder a las funciones de Jefe de División e Intendente de Educación Parvularia de la Superintendencia de Educación.

III. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

1. El mayor gasto fiscal que representa este proyecto de ley, se produce por la modificación al Estatuto Docente y a la ley N° 20.903, que extiende la asignación de reconocimiento por docencia en establecimientos de alta concentración de alumnos prioritarios a docentes de escuelas cárceles, y que se estima en $1.580.000 miles anuales, en régimen.

2. Las modificaciones legales a la Subvención Escolar Preferencial y a las becas de postgrado administradas por CONICYT, no representan mayor gasto fiscal.

El mayor gasto fiscal antes mencionado se financiará con cargo a los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público, en la Partida 09 Ministerio de Educación y en lo que faltare, con cargo a la Partida 50 Tesoro Público.”.

- Con posterioridad, se presentó informe financiero complementario elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 14 de marzo de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

La presente indicación establece condiciones para que sostenedores puedan acceder a la renovación de Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, en circunstancias excepcionales.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

Esta indicación no representa un mayor gasto fiscal.”.
- Finalmente, se presentó informe financiero complementario elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 22 de marzo de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

Las presentes indicaciones modifican cuerpos legales que rigen al sector educativo.

En la ley N° 20.129, que establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, se regula la acreditación de programas de prosecución de estudios de pedagogía.

Se modifica además la ley N° 20.964, que otorga una bonificación por retiro voluntario al personal asistente de la educación, precisando plazos para el procedimiento establecido.

II. Efecto de las Indicaciones al Proyecto de Ley sobre el Presupuesto Fiscal

Estas indicaciones no representan un mayor gasto fiscal.”.

Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
- - -


En conformidad con los acuerdos precedentemente consignados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer las siguientes enmiendas al proyecto aprobado por la Comisión de Educación y Cultura:
°°°

Artículo 10, nuevo

Intercalar el siguiente artículo 10, nuevo:

“Artículo 10. – Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 20.129, que Establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior:

1. Agrégase el siguiente inciso final al artículo 27 ter:

“Con el propósito de promover la calidad de los programas de prosecución de estudios a que hace referencia el artículo 27 sexies, corresponderá a la Comisión Nacional de Acreditación adecuar los criterios de evaluación señalados en este artículo respecto de aquellos que se apliquen a dichos programas.”.

2. Intercálase en el artículo 27 sexies el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“En caso de que una universidad acreditada cree un programa de prosecución de estudios nuevo, contará con el plazo de un año para obtener su acreditación, contado desde el inicio de las respectivas actividades académicas.”. (Mayoría de votos 3x1 abstención. Indicación número 1).
Artículo 11, nuevo

Incorporar el siguiente artículo 11, nuevo:

“Artículo 11.- Modifícase la ley N° 20.964 que otorga bonificación por retiro voluntario al personal asistente de la educación que indica, en el siguiente sentido:

1. Reemplázase en el inciso final del artículo 1 la frase “al retiro” por “a la fecha de presentación de la carta de renuncia”.

2. Modifícase en el inciso segundo del artículo 7 la frase “al del término de la relación laboral” por “al de la presentación de la carta de renuncia”.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 2).
Artículo tercero transitorio, nuevo

Agregar un artículo tercero transitorio, nuevo:

“Artículo tercero.- No obstante los plazos de acreditación institucional y de los programas y carreras de pedagogías dispuestos en el artículo trigésimo quinto transitorio de la ley N° 20.903, en el artículo tercero transitorio de la ley N° 20.993 y aquellos señalados en el artículo 27 bis de la ley N° 20.129, las universidades que actualmente impartan programas de prosecución de estudios señalados en el artículo 27 sexies de la ley N° 20.129 que a la fecha de publicación de esta ley no se encuentren acreditados, tendrán el plazo de un año para obtener su acreditación, contado desde la publicación de esta ley.”. (Mayoría de votos 3x1 abstención. Indicación número 3).
- - -

En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY

“Título I

§1. De las nuevas facultades de fiscalización de los convenios de igualdad de oportunidades y excelencia educativa de la ley N° 20.248.

Artículo 1.- Cuando el sostenedor no haya dado cumplimiento al requisito señalado en la letra a) del artículo 7 de la ley N° 20.248, dentro de los plazos que se le hayan otorgado para la presentación de la respectiva rendición, la Subsecretaría de Educación, previo informe de la Superintendencia de Educación, deberá imponer la retención inmediata de al menos el 50% del pago de las subvenciones y demás aportes contemplados en dicha ley. Esta medida se ordenará mediante resolución fundada. En caso que el sostenedor cumpla con la obligación de rendir cuenta, en la forma y plazos que señale la Superintendencia de Educación mediante instrucción de carácter general para tal efecto, se dispondrá el levantamiento de dicha medida y se aplicará lo señalado en el inciso siguiente en caso de proceder.

Sin perjuicio de lo anterior, y una vez cumplida la mitad del período de ejecución de los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, la Superintendencia de Educación deberá revisar que el establecimiento haya gastado a lo menos el 70% de las subvenciones y aportes recibidos en dicho período. Si el sostenedor no ha dado cumplimiento al porcentaje antes exigido en el período mencionado, el Subsecretario de Educación dispondrá mediante la resolución correspondiente, que los recursos a transferir durante el plazo que reste de la vigencia del convenio, incluida la prórroga si procede, corresponderán sólo al porcentaje de los montos efectivamente gastados en dicho período, según lo informado por la Superintendencia de Educación, aplicado sobre el monto que le correspondería percibir en el mes respectivo.

Estas medidas sólo podrán ser dispuestas oyendo al afectado, y podrán ser impugnadas dentro de los diez días hábiles siguientes a su notificación, sin suspender la medida adoptada. En tal caso, el Subsecretario de Educación tendrá igual plazo para resolver.

Artículo 2.- El Subsecretario de Educación, de manera excepcional y fundada, podrá otorgar un plazo extraordinario para que los sostenedores presenten la o las rendiciones de cuentas anuales no realizadas dentro de los plazos que se le hayan otorgado para tal efecto, por causa de un caso fortuito, fuerza mayor u otros factores que hayan causado interrupción en la prestación del servicio educativo, los que deberán estar debidamente justificados sin que les sea aplicable la medida de retención señalada en el inciso primero del artículo anterior. En el ejercicio de esta facultad, el Subsecretario podrá solicitar informes a los órganos que componen el Sistema de Aseguramiento de la Calidad a que se refiere la ley N° 20.529. Con todo, este plazo no podrá superar los sesenta días hábiles y dicha rendición o rendiciones deberán ajustarse a la forma que para ello establezca la Superintendencia de Educación.

§ 2. Del Régimen Especial de Renovación.

Artículo 3.- Aquellos sostenedores que no hayan dado cumplimiento al requisito para renovar sus Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, establecido en la letra c) del artículo 7 bis de la ley N° 20.248, podrán someterse al siguiente régimen especial para renovarlos por igual período, bajo las siguientes reglas:

1. Deberán solicitarlo al Subsecretario de Educación, en el plazo de treinta días hábiles contado desde la notificación de la o las resoluciones que disponen la no renovación de los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, que será realizada mediante publicación en el Diario Oficial, quien dictará los actos administrativos que correspondan para su debida aplicación.

2. Las subvenciones y aportes que establece la ley N° 20.248, que percibirá mensualmente por el período de renovación del convenio, corresponderán al porcentaje de los recursos rendidos como gastos correspondientes al convenio expirado, sin considerar aquellos meses prorrogados de dicho convenio en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 7 bis de dicha ley, aplicado sobre el monto que le correspondería percibir en el mes respectivo, sin que pueda superar dicho monto.

3. Para la siguiente renovación del convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa de los sostenedores sometidos a este régimen especial, se considerarán, para el cálculo del porcentaje a que se refiere el literal c) del artículo 7 bis de la ley N° 20.248, el conjunto de recursos transferidos en virtud del régimen especial, incluida la prórroga del último convenio inmediatamente expirado, y su saldo inicial, si correspondiere.

4. A estos convenios les serán aplicables las normas de la ley N° 20.248 y lo dispuesto en los artículos 1 y 2 de esta ley.

§ 3. Normas Comunes.

Artículo 4.- Las medidas dispuestas en los párrafos precedentes no obstan a las facultades de fiscalización y sanción de la Superintendencia de Educación establecidas en el Título III de la ley N° 20.529, por incumplimiento de la normativa educacional, ni a la responsabilidad civil, penal o administrativa que corresponda.

Artículo 5.- Sin perjuicio de lo regulado en los párrafos precedentes, la Superintendencia de Educación establecerá procesos de rectificación de la rendición de cuentas, en la forma, plazos y períodos que ésta determine. A su vez, regulará, mediante instrucciones de carácter general, todo lo dispuesto en la presente ley.

Título II

De la gestión de becas administradas por CONICYT.

Artículo 6.- Modifícase el artículo 2 de la ley N° 20.905 del modo que se indica a continuación:

1. Reemplázase en el inciso primero la expresión “antes de la entrada en vigencia de la presente ley”, por “siempre que sean cumplidas antes del 29 de diciembre de 2017”.

2. Reemplázanse los incisos segundo y tercero por los siguientes:

“Lo señalado en el inciso anterior deberá ser declarado mediante acto administrativo. La acreditación del cumplimiento de las obligaciones se podrá realizar hasta el 29 de diciembre de 2017, bastando sólo una copia simple de la documentación o mediante información que acredite dicho cumplimiento que sea otorgada por las respectivas instituciones públicas o privadas.

Para el cumplimiento de las obligaciones impuestas para el otorgamiento de las becas nacionales de posgrado de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), para la realización de estudios o investigación en Chile, conferidas en virtud de la facultad establecida en el artículo 6 del decreto supremo N° 491, de 1971, del Ministerio de Educación Pública, aun en el caso que se haya declarado su incumplimiento por acto administrativo, los beneficiarios de dichas becas tendrán el plazo establecido en los numerales vii y viii del artículo 14 del decreto supremo N° 335, de 2010, del Ministerio de Educación, y sus modificaciones.”.

3. Agrégase el siguiente inciso final nuevo:

“Para acreditar el cumplimiento de las obligaciones de todas las becas administradas por CONICYT, se facultará a dicha Comisión para solicitar, tanto a los becarios como a las instituciones públicas o privadas, copia simple de la documentación.”.

Título III

Normas relacionadas con la educación escolar.

Artículo 7.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que Fija el Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado de la ley N° 19.070:

1. Modifícase el artículo 18 G en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el inciso tercero la frase “haya sido contratado durante el primer año escolar al que se incorporó al” por “no haya realizado la inducción durante el primer año en que se incorporó a un”.

b) Intercálase en su inciso cuarto, a continuación de la expresión “servicios profesionales,” y antes de la palabra “tendrá” la frase siguiente nueva “o al siguiente en el caso de haber sido contratado con posterioridad al inicio de dicho año escolar,”.

2. Reemplázase en el inciso final del artículo 18 N el vocablo “directamente” por la expresión “, a través del sostenedor”.

3. Agréganse en el artículo 19 F los siguientes incisos tercero y cuarto:

“No obstante lo señalado en el inciso primero, los profesionales de la educación que, teniendo cuatro o más años de ejercicio docente, se incorporen a un establecimiento educacional cuyos docentes se rijan por lo prescrito en este Título, y no puedan ser asignados a ningún tramo de acuerdo a lo establecido en el Párrafo II, ingresarán a un tramo profesional transitorio denominado “de acceso” al Sistema de Desarrollo Docente, y percibirán la remuneración que corresponde a un docente asignado al tramo inicial.

Dichos profesionales accederán al tramo que corresponda de acuerdo a sus resultados y la experiencia acreditada, una vez rendidos los instrumentos para el proceso de reconocimiento profesional respectivo, en los plazos que corresponda de conformidad a lo establecido en el Título III de la presente ley.”.

4. Modifícase el artículo 50 en el siguiente sentido:

a) Intercálase el siguiente inciso tercero, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto, y así sucesivamente:

“En escuelas o liceos cárceles se entenderá, sólo para efectos de determinar el derecho a percibir la asignación señalada en el inciso primero, que la concentración de alumnos prioritarios es igual al 60%.”.

b) En el inciso tercero, que pasó a ser cuarto:

i. Elimínase la expresión “, por una vez,”.

ii. Reemplázase la frase “desde su primer reconocimiento en cualquiera de dichos tramos” por “desde que nace su derecho a hacerla exigible, en cualquiera de dichos tramos”.

Artículo 8.- Reemplázase, en la letra a) del numeral II del artículo 2 del decreto con fuerza de ley N° 4, de 2012, del Ministerio de Educación, que Fija la planta de personal de la Superintendencia de Educación y regula materias señaladas en los artículos tercero, quinto y sexto de la ley N° 20.529, la expresión “10 semestres de duración” por “8 semestres de duración”.

Artículo 9.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley se financiará con cargo a los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público en la Partida 09 Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la Partida 50 Tesoro Público.
Artículo 10. – Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 20.129, que Establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior:

1. Agrégase el siguiente inciso final al artículo 27 ter:

“Con el propósito de promover la calidad de los programas de prosecución de estudios a que hace referencia el artículo 27 sexies, corresponderá a la Comisión Nacional de Acreditación adecuar los criterios de evaluación señalados en este artículo respecto de aquellos que se apliquen a dichos programas.”.

2. Intercálase en el artículo 27 sexies el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“En caso de que una universidad acreditada cree un programa de prosecución de estudios nuevo, contará con el plazo de un año para obtener su acreditación, contado desde el inicio de las respectivas actividades académicas.”. 

Artículo 11.- Modifícase la ley N° 20.964 que otorga bonificación por retiro voluntario al personal asistente de la educación que indica, en el siguiente sentido:

1. Reemplázase en el inciso final del artículo 1 la frase “al retiro” por “a la fecha de presentación de la carta de renuncia”.

2. Modifícase en el inciso segundo del artículo 7 la frase “al del término de la relación laboral” por “al de la presentación de la carta de renuncia”.
Disposiciones transitorias

Artículo primero.- Aquellos sostenedores que solicitaron la renovación de sus respectivos convenios durante el año 2015, sin que éstos fueran renovados por incumplimiento del requisito contemplado en el literal c) del artículo 7° bis de la ley N° 20.248, podrán acogerse al régimen especial de renovación que incorpora esta ley, previa solicitud al Subsecretario de Educación formulada dentro del plazo de treinta días hábiles siguientes a la publicación de la presente norma, quien dictará los actos administrativos que correspondan para su debida aplicación, sin perjuicio de las rectificaciones que puedan realizar en virtud del artículo 5 de la presente ley. Asimismo, los sostenedores a que se refiere este inciso, que durante el período del respectivo convenio expirado hayan progresivamente aumentado el porcentaje de gastos, podrán renovarlo hasta por el porcentaje mínimo exigido para ello, según lo dispuesto en la letra c) del artículo 7 bis de la ley N° 20.248, porcentaje de renovación que deberá ser determinado y aprobado mediante resolución exenta del Subsecretario de Educación, la que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. Con todo, en ningún caso el porcentaje de renovación aprobado podrá superar en más de 20 puntos porcentuales el porcentaje de gastos correspondiente al último año del convenio expirado sin considerar la prórroga.

En los casos en que los convenios no fueron renovados por incumplimiento del requisito contemplado en el literal b) del artículo 7 bis mencionado, los sostenedores podrán rendir cuenta de los períodos no rendidos, previa solicitud al Subsecretario de Educación, en el plazo establecido en el inciso anterior, quien dictará los actos administrativos que correspondan para su debida aplicación. El plazo que otorgue el Subsecretario de Educación no podrá superar los sesenta días hábiles, y dicha rendición o rendiciones deberán ajustarse a la forma que para ello establezca la Superintendencia de Educación.

No obstante lo anterior, a los sostenedores que se acojan al presente artículo se les aplicará el régimen especial de renovación establecido en el Título I de la presente ley.

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, podrán solicitar la renovación de sus respectivos Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, en el mismo plazo a que se refiere el inciso primero, eximiéndose del régimen especial establecido en el artículo 3 de esta ley, aquellos sostenedores que acrediten que durante la vigencia del Convenio expirado, incluida su respectiva prórroga, se haya sancionado con la inhabilitación señalada en el literal e) del inciso primero del artículo 73 de la ley N° 20.529 al representante legal o el administrador de la entidad sostenedora, y el nuevo representante legal o administrador de la misma haya iniciado la acción penal que corresponda en contra del representante legal o administrador inhabilitado, habiéndose admitido a tramitación la querella según lo establecido en el artículo 114 del Código Procesal Penal.

Los sostenedores que renueven sus convenios, cumpliendo los requisitos legales y condiciones establecidos en esta ley, podrán percibir los recursos que dispone la ley N° 20.248 y el artículo 49 bis del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, a que tengan derecho desde el mes siguiente a la expiración de su último convenio. La transferencia de recursos de la ley N° 20.248 se realizará bajo las condiciones establecidas en el artículo 3 de esta ley, con excepción de los convenios cuya situación es tratada en el inciso cuarto del presente artículo.

Artículo segundo.- En caso de contradicción entre las disposiciones de la presente ley y lo establecido en los respectivos Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, primarán las disposiciones de ésta. Los convenios vigentes a la fecha de la publicación de esta ley deberán adecuarse a sus disposiciones.
Artículo tercero.- No obstante los plazos de acreditación institucional y de los programas y carreras de pedagogías dispuestos en el artículo trigésimo quinto transitorio de la ley N° 20.903, en el artículo tercero transitorio de la ley N° 20.993 y aquellos señalados en el artículo 27 bis de la ley N° 20.129, las universidades que actualmente impartan programas de prosecución de estudios señalados en el artículo 27 sexies de la ley N° 20.129 que a la fecha de publicación de esta ley no se encuentren acreditados, tendrán el plazo de un año para obtener su acreditación, contado desde la publicación de esta ley.”.
- - -

 Sala de la Comisión, a 22 de marzo de 2017.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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